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Desde sus curules intervienen los diputados:
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Juan José Guerra Abud.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Miguel Angel García Granados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Pedro Avila Nevárez.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ignacio Téllez González. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Vidal Llerenas Morales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ACTA DE LA SESION ANTERIOR. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Interviene el diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña.. . . . . . . . . . . . . 

COMISIONES LEGISLATIVAS

Un oficio de la Junta de Coordinación Política por el que comunica cambios de in-
tegrantes en las Comisiones de: Medio Ambiente y Recursos Naturales; Turismo.
Aprobados, comuníquense. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL SERVICIO PUBLICO DE ENERGIA ELECTRICA

Oficio del diputado Alejandro Carabias Icaza, por el que solicita que iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 25 de la Ley del Servicio Público de
Energía Eléctrica, presentada el 11 de enero pasado, sea retirada de la Comisión
de Energía. Se retira, actualícense los registros parlamentarios. . . . . . . . . . . . . . . 

PROGRAMAS DE EMPLEO TEMPORAL

Oficio del diputado Jorge Humberto López-Portillo Basave, con el que remite pro-
posición con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo federal a atender
la gestión de los programas de empleo temporal, respetando el derecho de asocia-
ción. Se remite a la Secretaría de Relaciones Exteriores y de Trabajo y Previsión
Social, para su atención. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO

Oficio de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con el que remite la meto-
dología, factores, variables y fórmulas utilizados para la elaboración de los anexos
transversales, que del presupuesto de los Programas Presupuestarios y de las Uni-
dades Responsables son considerados. Se remite a las Comisiones de Hacienda y
Crédito Público y de Presupuesto y Cuenta Pública, para su conocimiento. . . . . . 

SECRETARIA DE ECONOMIA

Oficio de la Secretaría de Gobernación, con el remite el primer informe trimestral
para el ejercicio fiscal de 2012, sobre el presupuesto ejercido, a nivel de capítulo
y concepto de gasto, así como el cumplimiento de metas y objetivos con base en
los indicadores de desempeño de los programas presupuestarios sujetos a reglas de
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operación S y de otros subsidios U, a cargo de la Secretaría de Economía. Se re-
mite a las Comisiones de Economía y de Presupuesto y Cuenta Pública, para su
conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE GUANAJUATO

Oficio de la Secretaría de Gobernación, con el que remite contestación a punto de
acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados en la sesión del pasado 28 de mar-
zo, por el que exhorta al Ejecutivo federal, para que a través de la Secretaría de
Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, realice el pago a
los productores de temporal del estado de Guanajuato, en febrero, de los recursos
para el ciclo primavera-verano, asignados en el Programa de Apoyos Directos al
Campo para 2012. Se remite a la Comisión de Agricultura y Ganadería, para su
conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE MEXICO

Oficio de la Secretaría de Gobernación, con el que remite contestación a punto de
acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados en la sesión del pasado 6 de mar-
zo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal a realizar las acciones necesarias pa-
ra resolver el litigio suscitado por la posesión del predio Hidalgo y Carrizo, ubi-
cado en los terrenos federales del ex Lago de Texcoco; y al gobierno del estado de
México a coadyuvar en la solución del conflicto ocasionado por la ocupación de
los terrenos de Piamango, de la comunidad de Cuautlalpan. Se remite a la Comi-
sión de Reforma Agraria, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DELITOS SEXUALES COMETIDOS EN CONTRA DE NIÑAS, NIÑOS Y
ADOLESCENTES

Oficio del Congreso de Guanajuato, con el que remite contestación a punto de
acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados en la sesión del pasado 13 de mar-
zo, por el que se exhorta respetuosamente al Poder Legislativo de los 31 estados
de la República y a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a efecto de que
realicen las reformas correspondientes para que se califiquen como graves los de-
litos sexuales cometidos en contra de niñas, niños y adolescentes. Se remite a la
Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para su conocimiento. . . . . . . . . . . 

DIPUTADOS QUE SOLICITAN LICENCIA

Oficios de los diputados: Felipe Borja Texocotitla, José Guadalupe Vera Hernán-
dez, Amador Monroy Estrada, Mario Moreno Arcos, Israel Reyes Ledesma Ma-
gaña, Alfredo Francisco Lugo Oñate, Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernán-
dez, Lizbeth García Coronado, con los que solicitan licencia para separarse de sus
cargos por la quinta circunscripción plurinominal, III distrito del estado de Gua-
najuato, XIX distrito del estado de México, VII distrito electoral del estado de
Guerrero, XXXVII distrito del estado de México, III distrito del estado de Queré-
taro, cuarta circunscripción plurinominal, quinta circunscripción plurinominal,
respectivamente. Aprobados, comuníquense. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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DIPUTADOS SUPLENTES QUE SE INCORPORAN

El Presidente designa comisión que acompañe a los ciudadanos Luz Margarita Al-
ba Contreras, José Luis Villegas Méndez y Arturo Villaseñor Fernández, en el ac-
to de rendir su protesta de ley. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY PARA LA PROTECCION DE LAS PERSONAS DEFENSORAS 
DE DERECHOS HUMANOS Y PERIODISTAS

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que expide la Ley para la Protección de las Personas Defensoras de Dere-
chos Humanos y Periodistas. Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión. . . . . . 

LEY DEL SISTEMA DE HORARIO EN LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que reforma a los artículos 2 y 3 de la Ley del Sistema de Horario en los Es-
tados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Energía para su dictamen.. . 

LEY FEDERAL DEL DERECHO DE AUTOR

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Cultura, con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley Federal del Derecho de Autor.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Salud, con proyecto de decreto que adiciona la fracción IV al artículo
464 Ter de la Ley General de Salud. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Salud, con proyecto de decreto que adiciona la fracción III Bis al artí-
culo 464 Ter de la Ley General de Salud. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL SEGURO SOCIAL

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Seguridad Social, con proyecto de decreto que adiciona los artículos
263 y 268 de la Ley del Seguro Social. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

60

61

72

73

81

83

86



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 25 de abril de 20125

LEY DEL SEGURO SOCIAL - LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y
SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Seguridad Social, con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley del Seguro Social, y de la Ley del Instituto de
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL SEGURO SOCIAL

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Seguridad Social, con proyecto de decreto que reforma las fracciones
III y IV del artículo 84 y el 130 de la Ley del Seguro Social. . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL SEGURO SOCIAL

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Seguridad Social, con proyecto de decreto que reforma las fracciones V
y VII del artículo 84 y el 95 de la Ley del Seguro Social. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO PENAL FEDERAL - CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS
PENALES - LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y ELIMINAR 
LA DISCRIMINACION - LEY DE PREMIOS, ESTIMULOS Y
RECOMPENSAS CIVILES - LEY DEL SISTEMA NACIONAL
DE INFORMACION ESTADISTICA Y GEOGRAFICA - 
LEY FEDERAL DE LAS ENTIDADES PARAESTATALES

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Justicia, con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones del Código Penal Federal, y del Código Federal de Procedimientos
Penales, así como de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación,
de la Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Civiles, de la Ley del Sistema
Nacional de Información Estadística y Geográfica, y de la Ley Federal de las En-
tidades Paraestatales.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Opinión a la iniciativa con proyecto de decreto por la que se reforman y adicionan
diversas disposiciones del Código Penal Federal, del Código Penal de Procedi-
mientos Penales, de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, de
la Ley de Premios Estímulos y Recompensas Civiles, de la Ley del Sistema Na-
cional de Información Estadística y Geográfica y de la Ley Federal de las Entida-
des Paraestatales, que presenta la Comisión de Derechos Humanos. . . . . . . . . . . 
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VOLUMEN II

LEY DE COMERCIO EXTERIOR

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Economía, con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones a la Ley de Comercio Exterior.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL INSTITUTO MEXICANO DE LA JUVENTUD

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Juventud y Deporte, con proyecto de decreto que reforma y adiciona la
Ley del Instituto Mexicano de la Juventud. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE LA CALIDAD DEL AIRE Y PROTECCION 
A LA ATMOSFERA

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de las Co-
misiones Unidas de Medio Ambiente y Recursos Naturales, y de Hacienda y Cré-
dito Público, con proyecto de decreto que expide la Ley General de la Calidad del
Aire y Protección a la Atmósfera. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVAS NO DICTAMINADAS

Comunicación de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados con la que infor-
ma que de conformidad con el artículo 89, numeral 2, fracción III, del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, que 714 iniciativas que no fueron dictaminadas
dentro del plazo reglamentario, se tienen por desechadas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ARTICULOS 73, 74, 79, 116 Y 122 CONSTITUCIONALES

Se realiza del dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales con proyecto
de decreto que reforma y adiciona los artículos 73, 74, 79, 116 y 122 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la votación en lo particular del
artículo 79, discutido en la pasado sesión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es aprobado el artículo 79 reservado en términos del dictamen. Se aprueba el dic-
tamen presentado. Pasa a la Cámara de Senadores, para sus efectos constituciona-
les. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMEN III

CUENTA PUBLICA DE HACIENDA FEDERAL 2008

Discusión de dictamen de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con pro-
yecto de decreto relativo a la revisión de la Cuenta Pública de Hacienda Federal
correspondiente al ejercicio fiscal 2008. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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El diputado Jesús Alfonso Navarrete Prida, fundamenta el dictamen. . . . . . . . . . 

Fijan la posición de su Grupo Parlamentario, las siguientes diputadas y diputados:

Laura Arizmendi Campos.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Pedro Vázquez González. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Alejandro del Mazo Maza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Vidal Llerenas Morales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Julio Castellanos Ramírez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sebastián Lerdo de Tejada Covarrubias. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la discusión, los diputados:

Francisco Javier Orduño Valdez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Mario Alberto di Costanzo Armenta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

César Francisco Burelo Burelo, desde su curul realiza interpelación.. . . . . . . . . . 

Mario Alberto di Costanzo Armenta, da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Continúan:

María Elena Pérez de Tejada Romero. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Esthela Damián Peralta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Liev Vladimir Ramos Cárdenas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Arturo Zamora Jiménez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Julio Castellanos Ramírez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Mario Alberto di Costanzo Armenta, desde su curul realiza interpelación. . . . . . . 

Julio Castellanos Ramírez, da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Prosiguen en la discusión:

Rodrigo Pérez-Alonso González.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Julio Castellanos Ramírez, desde su curul. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Raúl Gerardo Cuadra García. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde sus curules realizan interpelaciones:

Mario Alberto di Costanzo Armenta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia, da respuesta.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Laura Itzel Castillo Juárez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia, da respuesta.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Rodrigo Pérez-Alonso González.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia, da respuesta.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Julio Castellanos Ramírez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Prosiguen en la discusión:

José Francisco Javier Landero Gutiérrez.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

María de Jesús Aguirre Maldonado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Julio Castellanos Ramírez, desde su curul. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Ramón Martel López, desde su curul. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Arturo Ramírez Bucio, desde su curul. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Francisco Javier Orduño Valdez, desde su curul. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Pablo Escudero Morales, desde su curul realiza moción. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde sus curules realizan interpelaciones:

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Raúl Gerardo Cuadra García. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Francisco Alejandro Moreno Merino. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Continúan:

Dora Evelyn Trigueras Durón.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jesús Alfonso Navarrete Prida, desde su curul. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Emilio Serrano Jiménez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Juan José Cuevas García, desde su curul realiza interpelación. . . . . . . . . . . . . . . 

Emilio Serrano Jiménez, da respuesta.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Francisco Javier Orduño Valdez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Adán Ignacio Rubí Salazar. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Raúl Gerardo Cuadra García, desde su curul realiza interpelación. . . . . . . . . . . . 

José Adán Ignacio Rubí Salazar, respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Carlos Flores Rico, desde su curul realiza interpelación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Adán Ignacio Rubí Salazar, respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Pablo Escudero Morales, desde su curul realiza interpelación.. . . . . . . . . . . . . . . 

José Adán Ignacio Rubí Salazar, respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Julio Castellanos Ramírez, desde su curul. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido es aprobado en lo general y en lo particular, el dicta-
men. Publíquese en el Diario Oficial de la Federación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul la diputada Yolanda de la Torre Valdez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMEN IV

ARTICULOS 46, 76 Y 105 CONSTITUCIONALES

Discusión de dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales, con proyecto
de decreto que reforma los artículos 46, 76 y 105 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul el diputado Raúl Gerardo Cuadra García, realiza comentarios. . . 

Fundamenta a nombre de la Comisión, el diputado Hilario Everardo Sánchez Cor-
tés. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Fijan la posición de su Grupo Parlamentario, los siguientes diputados:

María Teresa Rosaura Ochoa Mejía. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Nazario Norberto Sánchez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Gustavo González Hernández.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Felipe Solís Acero. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul el diputado José Antonio Arámbula López, realiza comentarios. . 

Realizada la votación respectiva, es aprobado. Pasa a las Legislaturas de los esta-
dos, para los efectos del artículo 135 constitucional. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR 
LOS DELITOS EN MATERIA DE TRATA DE PERSONAS 
Y PARA LA PROTECCION Y ASISTENCIA A LAS VICTIMAS 
DE ESTOS DELITOS - LEY PARA PREVENIR Y SANCIONAR 
LA TRATA DE PERSONAS - LEY FEDERAL CONTRA LA
DELINCUENCIA ORGANIZADA - CODIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES - CODIGO PENAL FEDERAL - 
LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION - 
LEY FEDERAL DE LA POLICIA FEDERAL - LEY GENERAL
DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PUBLICA

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite para los efectos de la frac-
ción E) del artículo 72 constitucional, minuta con proyecto de decreto que expide
la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Tra-
ta de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos; y
se abroga la Ley para Prevenir y Sancionar la Trata de Personas; y reforma diver-
sas disposiciones de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, del Códi-
go Federal de Procedimientos Penales, del Código Penal Federal, de la Ley Orgá-
nica del Poder Judicial de la Federación, de la Ley Federal de la Policía Federal y
de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública. Se turna a las Co-
misiones Unidas de Derechos Humanos y de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE DESARROLLO FORESTAL SUSTENTABLE

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que reforma diversas disposiciones de la Ley General de Desarrollo Forestal
Sustentable. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, pa-
ra dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y ELIMINAR LA DISCRIMINACION

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Federal pa-
ra Prevenir y Eliminar la Discriminación. Se turna a la Comisión de Derechos Hu-
manos, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL PARA LA PREVENCION Y GESTION INTEGRAL DE LOS
RESIDUOS

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General para la Pre-
vención y Gestión Integral de los Residuos. Se turna a la Comisión de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMISIONES LEGISLATIVAS

Dos oficios de la Junta de Coordinación Política por los que comunica cambios de
integrantes en las Comisiones de: Especial de Ganadería; Especial Vigilancia y
Seguimiento de la Industria Azucarera; Desarrollo Social. Aprobados, comuní-
quense. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REPUBLICA ARGENTINA

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, por el que la Cámara de Diputados
exhorta al Poder Ejecutivo federal, para que respete los principios constituciona-
les que rigen la política exterior mexicana y se abstenga de intervenir en la deci-
sión soberana de la República Argentina, de nacionalizar sus recursos energéticos.

Intervienen los diputados:

Laura Itzel Castillo Juárez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Marcos Carlos Cruz Martínez.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado, comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DISTRITO FEDERAL

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, por el que la Cámara de Diputados
exhorta al Poder Ejecutivo federal, para que destine los recursos suficientes para
adquirir el predio “La Mexicana”, ubicado en la zona de Santa Fe, en la Ciudad de
México, y destinarlo a la construcción de un parque ecológico. Aprobado, comu-
níquese.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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ESTADO DE SONORA

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Derechos Humanos con punto de acuerdo que exhorta al titular de la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos para que atienda e investigue las
violaciones a los derechos humanos y garantías individuales de los habitantes del
Estado de Sonora y proceda jurídicamente en contra de los funcionarios del go-
bierno federal y del gobierno estatal que no promuevan, respeten, protejan y ga-
ranticen el derecho de libre tránsito de dichos habitantes, a proposición presenta-
da en la sesión del 22 de marzo pasado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RECLUSION

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Comi-
sión de Derechos Humanos con punto de acuerdo por el que se solicita a la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos, lleve a cabo una investigación sobre
las presuntas violaciones a los derechos humanos de las mujeres en reclusión, a
proposición presentada en la sesión del 13 de marzo pasado.. . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE HIDALGO

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Derechos Humanos con punto de acuerdo acuerdo por el que se exhor-
ta al Gobierno del estado de Hidalgo, para que investigue y en su caso sancione a
los responsables de las violaciones a los derechos humanos cometidos en contra
de las víctimas del desalojo verificado el día 28 de enero del 2012 en el predio ubi-
cado en la zona norponiente de la ciudad de Pachuca, denominado Colonia Abril,
en la zona 20 de noviembre, municipio de Pachuca de Soto, Hidalgo, a proposi-
ción presentada en la sesión del 16 de febrero pasado.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REGLAS DE OPERACION

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Desarrollo Social con punto de acuerdo acuerdo que exhorta al Ejecuti-
vo federal a implantar la regionalización de las reglas de operación de sus
programas y distribuir de manera igualitaria, prioritaria y suficiente los apoyos ge-
nerados mediante los planes existentes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

MIGRANTES GUATEMALTECOS

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-

546

552

555

557



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 25 de abril de 201213

misión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios con punto de acuerdo
acuerdo que exhorta al Ejecutivo Federal, para que emita un acuerdo que amplíe
los beneficios del “Acuerdo que tiene por objeto establecer las reglas conforme a
las cuales se otorgarán facilidades migratorias a los visitantes locales guatemalte-
cos”, a proposición presentada en la sesión del 28 de marzo pasado. . . . . . . . . . . 

PROTECCION DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Turismo con punto de acuerdo acuerdo que exhorta al Ejecutivo Fede-
ral para que, a través de la Secretaría de Turismo implemente una campaña
dirigida a todas las empresas turísticas del país para que signen y adopten las po-
líticas establecidas en el Código de Conducta Nacional para la protección de ni-
ñas, niños y adolecentes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REGISTRO NACIONAL DE ENFERMEDADES CRONICAS 
NO TRANSMISIBLES

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Salud con punto de acuerdo acuerdo que exhorta al titular de la Secre-
taría de Salud, en su carácter de de presidente del Consejo Nacional para la
Prevención y Control de las Enfermedades Crónicas no Transmisibles, para que
refuerce las acciones emprendidas por dicho organismo y que se haga público el
Registro Nacional de Enfermedades Crónicas No Transmisibles.. . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE NAYARIT

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Salud con punto de acuerdo acuerdo que exhorta al gobierno de Naya-
rit y al Centro Nacional de Equidad de Género y Salud Reproductiva a aplicar
medidas de prevención y atención de cáncer de mama en el estado al gobierno de
Nayarit y al Centro Nacional de Equidad de Género y Salud Reproductiva a apli-
car medidas de prevención y atención de cáncer de mama en el estado.. . . . . . . . 

LACTANCIA MATERNA

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Salud con punto de acuerdo acuerdo que exhorta al Ejecutivo federal a
instruir a la Secretaría de Salud para establecer una estrategia nacional de promo-
ción y difusión de la lactancia materna. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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ACUPUNTURA

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Salud con punto de acuerdo acuerdo que exhorta a la Secretaría de Sa-
lud y a la Comisión Federal de Mejora Regulatoria a realizar al Proyecto de Norma
Oficial Mexicana PROY-NOM-017-SSA3-2007 las modificaciones correspon-
dientes para delimitar las funciones de los diferentes tipos de prestadores de ser-
vicios relacionados con la acupuntura.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ETIQUETADO DE BEBIDAS ALCOHOLICAS

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Salud con punto de acuerdo acuerdo que exhorta al Ejecutivo federal a
llevar a cabo por la Secretaría de Salud las acciones reglamentarias y normativas
necesarias en materia de etiquetado de bebidas alcohólicas. . . . . . . . . . . . . . . . . 

DISTRITO FEDERAL

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Distrito Federal con punto de acuerdo acuerdo que exhorta al gobierno
del Distrito Federal a implantar un programa de suspensión y disminución de pre-
sión a los deudores del servicio de agua potable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DISTRITO FEDERAL

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Distrito Federal con punto de acuerdo acuerdo que exhorta a diversas
autoridades a realizar acciones para conectar las colonias Huichapan, Altamirano
y Ocoyoacac con el proyecto del Parque Ecológico del Bicentenario. . . . . . . . . . 

ESTADO DE NAYARIT

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Equidad y Género con punto de acuerdo acuerdo que exhorta a los Po-
deres Ejecutivo y Legislativo de Nayarit a incluir la perspectiva de género en el
Presupuesto de Egresos local. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE OAXACA

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
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misión de Equidad y Género con punto de acuerdo acuerdo que exhorta al Con-
greso de Oaxaca a discutir y, en su caso, aprobar la iniciativa para tipificar lo mis-
mo el feminicidio que la violencia obstétrica y la familiar. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En conjunto son aprobados los anteriores 15 dictámenes, comuníquense. . . . . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACION

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Educación Pública y Servicios Educativos, con puntos de acuerdo por
los que se desechan cinco iniciativas con proyecto de decreto que reforman y adi-
cionan diversas disposiciones de la Ley General de Educación, en materia de vio-
lencia escolar. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMEN V

LEY GENERAL DE EDUCACION

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Educación Pública y Servicios Educativos, con puntos de acuerdo por
los que se iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones
de la Ley General de Educación, en materia de participación ciudadana y equidad
y género. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY PARA LA COORDINACION DE LA EDUCACION SUPERIOR

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Educación Pública y Servicios Educativos, con puntos de acuerdo por
los que se desechan iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos
2o. 8o. y 16 de la Ley para la Coordinación de la Educación Superior. . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE INFRAESTRUCTURA FISICA EDUCATIVA

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Educación Pública y Servicios Educativos, con puntos de acuerdo por
los que se desechan iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 19
de la Ley General de Infraestructura Física Educativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACION

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
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misión de Educación Pública y Servicios Educativos, con puntos de acuerdo por
los que se iniciativa con proyecto de decreto que adiciona una fracción XVII al ar-
tículo 7o. de la Ley General de Educación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Salud, con puntos de acuerdo por los que se desechan iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 115 de la Ley General de Salud. . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Salud, con puntos de acuerdo por los que se desechan iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Salud, en materia de atención médica a grupos vulnerables. . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Salud, con puntos de acuerdo por los que se desechan iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Salud, en materia de eutanasia y muerte asistida. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Salud, con puntos de acuerdo por los que desechan iniciativa con pro-
yecto de decreto proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General de Salud, en materia de afiliación.. . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL PARA EL CONTROL DEL TABACO

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Salud, con puntos de acuerdo por los que desechan iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 26 de la Ley General para el Control del
Tabaco. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
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misión de Salud, con puntos de acuerdo por los que desechan iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma los artículos 27, 135 y 157 bis de la Ley General de
Salud. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Salud, con puntos de acuerdo por los que desechan iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Salud, en materia de medicina paliativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL
AMBIENTE

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con puntos de acuerdo por los
que desechan iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, en materia de calidad del aire. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL
AMBIENTE

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con puntos de acuerdo por los
que desechan dos iniciativas con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, en materia de cambio climático. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL PARA LA PREVENCION Y GESTION INTEGRAL DE LOS
RESIDUOS

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con puntos de acuerdo por los
que desecha iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Re-
siduos.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL
AMBIENTE

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
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misión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con puntos de acuerdo por los
que desechan cinco iniciativas con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE DESARROLLO FORESTAL SUSTENTABLE

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con puntos de acuerdo por los
que desechan cuatro iniciativas con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable. . . . . . 

ESTATUTO DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión del Distrito Federal, con puntos de acuerdo por los que se desecha la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 37 del Estatuto de
Gobierno del Distrito Federal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTATUTO DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la  Co-
misión del Distrito Federal, con puntos de acuerdo por los que se desecha la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 50 del Estatuto de
Gobierno del Distrito Federal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL PARA LA IGUALDAD ENTRE MUJERES Y HOMBRES

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Equidad y Género, con puntos de acuerdo por los que desecha iniciati-
va con proyecto de decreto que adiciona el Capítulo Cuarto Bis al Título IV de la
Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL INSTITUTO MEXICANO DE LA JUVENTUD

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Juventud y Deporte, con puntos de acuerdo por los que desecha inicia-
tiva con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley del Instituto Mexicano de la Juventud. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE
VIOLENCIA

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Equidad y Género, con puntos de acuerdo por los que desecha iniciati-
va con proyecto de decreto que reforma el artículo sexto de la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE DESARROLLO FORESTAL SUSTENTABLE

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con puntos de acuerdo por los
que desecha minuta con proyecto de decreto que reforma el segundo párrafo del
artículo 17; y se adicionan un párrafo al artículo 59 y el artículo 73 bis, de la Ley
General de Desarrollo Forestal Sustentable.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL
AMBIENTE

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con puntos de acuerdo por los
que desecha minuta con proyecto de decreto que reforma el artículo 12 de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL
AMBIENTE

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con puntos de acuerdo por los
que desecha minuta con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien-
te, en materia de cambio climático. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL INSTITUTO MEXICANO DE LA JUVENTUD

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Juventud y Deporte, con puntos de acuerdo por los que desecha minuta
con proyecto de decreto que reforma la fracción I del artículo 3 de la Ley del Ins-
tituto Mexicano de la Juventud.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En conjunto son aprobados los anteriores 26 dictámenes. Archívense los expe-
dientes como asuntos concluidos; por lo que se refiere a las cuatro últimas minu-
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tas, devuélvanse a la Cámara de Senadores, para los efectos de la fracción D) del
artículo 72 constitucional. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ORDEN DEL DIA

Comunicación de la Junta de Coordinación Política, con la que solicita modificar
el orden del día e insertar dictamen. Se autoriza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTATUTO DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Distrito Federal Distrito Federal, con proyecto de decreto que reforma
el artículo 39 del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal. . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTATUTO DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Distrito Federal, con puntos de acuerdo por los que desecha iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo 50 del Estatuto de Gobierno del
Distrito Federal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTATUTO DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Distrito Federal Distrito Federal, con proyecto de decreto que reforma
y adiciona los artículos 67 y 42 del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal. . . 

Desde sus curules realizan comentarios de procedimiento, los diputados:

Agustín Guerrero Castillo.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Vidal Llerenas Morales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Oscar Martín Arce Paniagua.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Mario Alberto di Costanzo Armenta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Agustín Guerrero Castillo.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Vidal Llerenas Morales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Kenia López Rabadán. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No se autoriza la declaratoria de publicidad de los anteriores tres dictámenes.. . . 
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VOLUMENES VI Y VII

CUENTA PUBLICA DE HACIENDA FEDERAL 2009

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Presupuesto y Cuenta Pública, con proyecto de decreto relativo a la re-
visión de la Cuenta Pública de Hacienda Federal correspondiente al ejercicio fiscal
2009.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMEN VIII

LEY GENERAL SOBRE CELEBRACION Y APROBACION DE TRATADOS

Comunicación de la Junta de Coordinación Política, por el que solicita diferir la
discusión del dictamen de la Comisión de Relaciones Exteriores, con proyecto de
decreto que expide la Ley General sobre Celebración y Aprobación de Tratados.

El diputado Miguel Angel García Granados, desde su curul realiza comentarios de
procedimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se aprueba diferir el tema.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE PUERTOS

Discusión de dictamen de las Comisiones Unidas de Transportes, y de Marina, con
proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la
Ley de Puertos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Fundamenta el dictamen, el diputado Silvio Lagos Galindo. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Fijan la posición de su Grupo Parlamentario, los siguientes diputados:

Carlos Martínez Martínez.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Luis Antonio Martínez Armengol. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Mario Alberto di Costanzo Armenta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la discusión intervienen los diputados:

José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Julio Saldaña Morán.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Carlos Martínez Martínez, desde su curul.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido es aprobado en lo general y en lo particular. Pasa al Eje-
cutivo, para sus efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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CODIGO PENAL FEDERAL

Discusión de dictamen de la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto por el
que se reforma y adiciona un párrafo tercero al artículo 390 del Código Penal Fe-
deral.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul el diputado Luis Antonio Martínez Armengol, realiza comentarios.

El diputado J. Eduardo Yáñez Montaño, fundamenta el dictamen. . . . . . . . . . . . . 

A discusión la diputada María Antonieta Pérez Reyes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido en lo general y en lo particulares aprobado Pasa a la Cá-
mara de Senadores, para sus efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVAS Y PROPOSICIONES

El Presidente en términos de lo dispuesto por los artículos 100 y 102 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, informa que las iniciativas y las proposiciones
registradas en el orden del día de esta sesión y que no tuvieron la oportunidad de
presentarse en tribuna serán turnadas para su trámite. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CLAUSURA Y CITATORIO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RESUMEN DE ACTIVIDADES. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION.. . . . . . . . . . . . . 

SIGNIFICADO DE LAS SIGLAS Y ACRONIMOS INCLUIDOS. . . . . . . . . . . 

VOTACIONES

De conformidad con lo que dispone el Reglamento de la Cámara de Diputados, se
publican las votaciones del siguiente dictamen:

De la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con proyecto de decreto relati-
vo a la revisión de la Cuenta Pública correspondiente al ejercicio fiscal 2008 (en
lo general y en lo particular).. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Puntos Constitucionales, con proyecto de decreto que reforma
los artículos 46, 76 y 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos (en lo general y en lo particular). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De las Comisiones Unidas de Transportes, y de Marina, con proyecto de decreto
que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley de Puertos (en lo
general y en lo particular).. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto que reforma y adiciona un pá-
rrafo tercero al artículo 390 del Código Penal Federal (en lo general y en lo parti-
cular). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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ANEXO

INICIATIVAS Y PROPOSICIONES

Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados,
por la que informa del turno correspondiente a las iniciativas con proyecto de de-
creto y a las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden del día del
miércoles 25 de abril de 2012, de conformidad con los artículos 100 y 102 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados
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Presidencia del diputado 
Guadalupe Acosta Naranjo

ASISTENCIA

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Pido a la Secretaría que haga del conocimiento de esta Pre-
sidencia del resultado del cómputo de asistencia de diputa-
dos.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Se
informa a la Presidencia que existen registrados previa-
mente 298 diputados; por tanto, hay quórum.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo (a
las 10:54 horas): Se abre la sesión. 

ORDEN DEL DIA

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Consulte la Secretaría a la asamblea si se dispensa la lectu-
ra al orden del día, en virtud de que se encuentra publica-
do en la Gaceta Parlamentaria.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si se dispensa la lectura al orden del
día. Las diputadas y los diputados que estén por la afirma-
tiva sírvanse manifestarlo, gracias. Las diputadas y los di-
putados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.
Señor presidente, mayoría por la afirmativa.  Se dispensa la
lectura.

«Segundo periodo de sesiones ordinarias.— Tercer año de
ejercicio.— LXI Legislatura.

Orden del día 

Miércoles 25 de abril de 2012

Lectura del acta de la sesión anterior.

Comunicaciones oficiales

De la Junta de Coordinación Política.

Del diputado Alejandro Carabias Icaza.

Del diputado Jorge Humberto López-Portillo Basave.

De la Secretaría de Hacienda y Crédito Público

Con el que remite la metodología, factores, variables y fór-
mulas utilizados para la elaboración de los anexos trans-
versales.

De la Secretaría de Gobernación

Con el que remite el Primer Informe Trimestral para el
Ejercicio Fiscal de 2012, sobre el presupuesto ejercido, a
nivel de capítulo y concepto de gasto, así como el cumpli-
miento de metas y objetivos con base en los indicadores de
desempeño de los programas presupuestarios sujetos a re-
glas de operación “S” y de otros subsidios “U” a cargo de
la Secretaría de Economía.

Dos, contestaciones a puntos de acuerdo aprobados por la
Cámara de Diputados.

Del Congreso del Estado de Guanajuato

Con el que remite contestación a punto de acuerdo aproba-
do por la Cámara de Diputados, para que se califiquen co-
mo graves los delitos sexuales cometidos en contra de ni-
ñas, niños y adolescentes.

Solicitudes de licencia

De los diputados Felipe Borja Texocotitla, José Guadalupe
Vera Hernández, Amador Monroy Estrada, Mario Moreno
Arcos, Israel Reyes Ledesma Magaña, Alfredo Francisco
Lugo Oñate, Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández
y Lizbeth García Coronado.

Toma de protesta

De los diputados Luz Margarita Alba Contreras, José Luis
Villegas Méndez y Arturo Villaseñor Hernández.

Minutas

Con proyecto de decreto que Expide la Ley para la Protec-
ción de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Pe-
riodistas. (Turno a Comisión)

Minuta con proyecto de decreto que Reforma los artículos
2 y 3 de la Ley del Sistema de Horario en los Estados Uni-
dos Mexicanos. (Turno a Comisión)
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Propuestas de acuerdo de los órganos de gobierno 

De la Junta de Coordinación Política

Por el que la Cámara de Diputados exhorta al Poder Ejecu-
tivo Federal para que respete los principios constituciona-
les que rigen la política exterior mexicana y se abstenga de
intervenir en la decisión soberana de la República Argenti-
na de nacionalizar sus recursos energéticos. (Votación)

Declaratoria de publicidad de los dictámenes

De la Comisión de Cultura, con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal
del Derechos de Autor.

De la Comisión del Distrito Federal, con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 39 del Estatuto de Gobierno
del Distrito Federal.

De la Comisión del Distrito Federal, con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 50 del Estatuto de Gobierno
del Distrito Federal.

De la Comisión del Distrito Federal, con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona los artículos 67 y 42 del Es-
tatuto de Gobierno del Distrito Federal.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que adi-
ciona una fracción IV al artículo 464 Ter de la Ley Gene-
ral de Salud.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que adi-
ciona una fracción III Bis al artículo 464 Ter de la Ley Ge-
neral de Salud.

De la Comisión de Seguridad Social, con proyecto de de-
creto que adiciona los artículos 263 y 268 de la Ley del Se-
guro Social.

De la Comisión de Seguridad Social, con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley del Seguro Social y de la Ley del Instituto de Seguri-
dad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.

De la Comisión de Seguridad Social, con proyecto de de-
creto que reforma las fracciones III y IV del artículo 84 y
130 de la Ley del Seguro Social.

De la Comisión de Seguridad Social, con proyecto de de-
creto que reforma las fracciones V y VII del artículo 84 y
el artículo 95 de la Ley del Seguro Social.

De la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones del Código Penal
Federal, del Código Federal de Procedimientos Penales, de
la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación,
de la Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Civiles,
de la Ley del Sistema Nacional de Información, Estadísti-
ca y Geográfica y de la Ley Federal de las Entidades Pa-
raestatales.

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
reforma y adiciona diversas disposiciones a la Ley de Co-
mercio Exterior.

De la Comisión de Juventud y Deporte, con proyecto de
decreto que reforma y adiciona la Ley del Instituto Mexi-
cano de la Juventud.

De las Comisiones Unidas de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, y de Hacienda y Crédito Público, con proyecto
de decreto que Expide la Ley General de la Calidad del Ai-
re y Protección a la Atmósfera.

Declaratoria de publicidad de iniciativas con venci-
miento de plazo

Declaratoria de publicidad de 714 iniciativas con venci-
miento de plazo, de conformidad con lo dispuesto por el ar-
tículo 89, numeral 1 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados

Dictámenes a discusión de leyes y decretos

De la Comisión de Puntos Constitucionales, con proyecto
de decreto que reforma y adiciona los artículos 73, 74, 79,
116 y 122 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos. Pendiente de votar.

De la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con pro-
yecto de decreto relativo a la revisión de la Cuenta Pública
correspondiente al Ejercicio Fiscal 2008.

De la Comisión de Puntos Constitucionales, con proyecto
de decreto que reforma, los artículos 46, 76 y 105 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.



De la Comisión de Relaciones Exteriores, con proyecto de
decreto que Expide la Ley General sobre Celebración y
Aprobación de Tratados.

De las Comisiones Unidas de Transportes y de Marina, con
proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diver-
sas disposiciones de la Ley de Puertos.

De la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona un párrafo tercero al artículo 390 del Có-
digo Penal Federal.

De la Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos, con proyecto de decreto que reforma y adiciona diver-
sas disposiciones de la Ley General de Educación, en ma-
teria de educación inclusiva.

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
expide la Ley Federal de Fomento a la Industria Vitivinícola.

De la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley de Asistencia Social.

De la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, con
proyecto de decreto que Expide la Ley General para la Pro-
tección Integral de los Derechos de la Niñez.

De las Comisiones Unidas de Economía y de Fomento Co-
operativo y Economía Social, con proyecto de decreto que
Expide la Ley de la Economía Social y Solidaria, Regla-
mentaria del Párrafo Séptimo del artículo 25 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo
concerniente al Sector Social de la Economía.

De la Comisión de Agricultura y Ganadería, con proyecto
de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones de la Ley Federal de Variedades Vegetales.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma diversas disposiciones de la Ley General de Salud,
en materia de discapacidad.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma los artículos 72 y 73 de la Ley General de Salud, en
materia de salud mental.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que adi-
ciona una fracción I Bis al Artículo 61 de la Ley General
de Salud.

De la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migra-
torios, con proyecto de decreto que reforma el artículo 112
de la Ley de Migración.

De la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migra-
torios, con proyecto de decreto que reforma los artículos
109 y 110 de la Ley de Migración.

De la Comisión de Ciencia y Tecnología, con proyecto de
decreto que adiciona un último párrafo al artículo 5o. de la
Ley de Ciencia y Tecnología.

De la Comisión de Relaciones Exteriores, con proyecto de
decreto que Expide la Ley Reglamentaria de las fracciones
II del artículo 76, y VII del artículo 78 constitucionales, en
lo relativo a la ratificación de agentes diplomáticos y cón-
sules generales.

De la Comisión de Transportes, con proyecto de decreto
que reforma el último párrafo del artículo 52 de la Ley de
Aviación Civil.

De la Comisión de Turismo, con proyecto de decreto que re-
forma diversas disposiciones de la Ley General de Turismo.

De la Comisión de Fomento Cooperativo y Economía So-
cial, con proyecto de decreto que Expide una nueva Ley
General de Sociedades Cooperativas y se reforman, adicio-
nan y derogan diversas leyes federales.

De la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto que
adiciona y deroga diversas disposiciones del Código Penal
Federal y del Código Federal de Procedimientos Penales,
en materia de responsabilidad de las personas morales.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Salud, en materia de balance energético y publicidad.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que adi-
ciona una Fracción II Bis al artículo 163 de la Ley General
de Salud.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que adi-
ciona un segundo párrafo al artículo 210 de la Ley General
de Salud, en materia de etiquetado.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Salud, en materia de bancos de sangre.
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De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Salud, en materia de sobrepeso y obesidad.

De la Comisión de Derechos Humanos, con proyecto de
decreto que reforma el primer párrafo del artículo 27 de la
Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos.

De la Comisión de Derechos Humanos, con proyecto de
decreto que reforma y adiciona el artículo 13 de la Ley Fe-
deral para prevenir y eliminar la discriminación.

De la Comisión de Derechos Humanos, con proyecto de
decreto que reforma el artículo 29 y adiciona una fracción
VI al artículo 19 de la Ley de la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos.

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
adiciona un segundo párrafo al artículo 41 de la Ley Fede-
ral de Protección al Consumidor.

De la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migra-
torios, con proyecto de decreto que adiciona un artículo 48
Bis a la Ley de Migración.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que adi-
ciona un artículo 342 Bis 3 a la Ley General de Salud.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 216 de la Ley General de Salud.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 222 de la Ley General de Salud, en mate-
ria de medicamentos alopáticos.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma las fracciones I y III del artículo 245 de la Ley Ge-
neral de Salud, en materia de adicciones.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Salud, relativo a la regulación para la apertura de esta-
blecimientos residenciales y semiresidenciales especializa-
dos en el tratamiento de las adicciones.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que adi-
ciona un artículo 225 Bis a la Ley General de Salud, en ma-
teria de prescripción de medicamentos.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que adi-
ciona un segundo párrafo al artículo 46 de la Ley General
de Salud, en materia de mejoras a las Unidades Medicas
del Sector Público.

De la Comisión de Transportes, con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Aeropuertos.

De la Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos, con proyecto de decreto que reforma el artículo 45 de
la Ley General de Educación, en materia de apoyos econó-
micos para jóvenes que cursan formación para el trabajo.

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que concede el permiso constitucional necesario para que
los ciudadanos: Claudia Espinosa Pérez, Lourdes Beatriz
Meza Spindola, Nuria Rangel Rivera, Ramón Chávez Pra-
do, Karen Nallely García Delgado, Antonio de Jesús Pérez
Rebollar, Felipe Lemus Zamorano, Juan Carlos Alvarado
Herrera, Manuel Cuan Chin Yu, María del Carmen Lucas
Zamora, Alfredo Morales Riou, Héctor Ramón Fernández
Montiel y José Everardo Gaytán Salazar, puedan prestar
servicios en las Embajadas de los Estados Unidos de Amé-
rica y de la República de Filipinas, en México y en el Con-
sulado General de los Estados Unidos de América en Mon-
terrey, Nuevo León.

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto,
que concede permisos a los ciudadanos Abel Escartín Mo-
lina, Andrés Fernando Aguirre O. Sunza, Carlos Espinosa
Morales, Véronique Ramón Vialar y Miguel Ángel Mance-
ra Espinosa para aceptar y usar Condecoraciones que en di-
ferentes Grados les otorgan Gobiernos Extranjeros.

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
reforma los artículos 65 Bis y 128; y se adicionan los artícu-
los 65 Bis1, 65 Bis2, 65 Bis3, 65 Bis 4, 65 Bis 5, 65 Bis 6 y
65 Bis 7 de la Ley Federal de Protección al Consumidor.

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
adiciona una fracción XI al artículo 1 de la Ley Federal de
Protección al Consumidor.

Dictámenes a discusión 

De puntos de acuerdo

De la Comisión de Derechos Humanos, con puntos de
acuerdo por los que se exhorta al titular de la Comisión



Nacional de los Derechos Humanos, para que atienda e in-
vestigue las violaciones a los derechos humanos y garantí-
as individuales de los habitantes del estado de Sonora y
proceda jurídicamente en contra de los funcionarios del
Gobierno Federal y del Gobierno Estatal que no promue-
ven, respetan, protegen y garantizan el derecho de libre
tránsito de dichos habitantes.

De la Comisión de Derechos Humanos, con punto de
acuerdo por el que se solicita a la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos, lleve a cabo una investigación sobre
las presuntas violaciones a los derechos humanos de las
mujeres en reclusión.

De la Comisión de Derechos Humanos, con punto de
acuerdo por el se solicita respetuosamente al Titular de la
Comisión Estatal de los Derechos Humanos del Estado de
Hidalgo, para que en uso de sus atribuciones y dentro del
ámbito de su competencia, realice la investigación respec-
tiva y en su caso, emita recomendación a los responsables
de las violaciones a los derechos humanos cometidos en
contra de las víctimas del desalojo verificado el día 28 de
enero del 2012 en el predio ubicado en la zona 20 de no-
viembre, Municipio de Pachuca de Soto, Hidalgo.

De la Comisión de Desarrollo Social, con punto de acuer-
do por el que se exhorta al Titular del Ejecutivo Federal,
para que en la elaboración de las reglas de operación de los
programas federales considere, además de las característi-
cas de las diferentes regiones socioeconómicas del país, los
criterios de focalización y equidad, para con ello distribuir
de manera igualitaria, prioritaria y suficiente, los apoyos
generados mediante los programas existentes.

De la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migra-
torios, con puntos de acuerdo por los que se exhorta al Eje-
cutivo Federal amplié el espacio de internación a todo el te-
rritorio de los estados fronterizos y de los beneficios
contenidos en el “Acuerdo que tiene por objeto establecer
las reglas conforme a las cuales se otorgarán facilidades
migratorias a los visitantes locales guatemaltecos”.

De la Comisión de Turismo, con punto de acuerdo para que
las empresas turísticas signen y adopten las políticas esta-
blecidas en el código de conducta nacional para la protec-
ción de las niñas, niños y adolescentes en el sector de los via-
jes turísticos.

De la Comisión de Salud, con punto de acuerdo por el que
se exhorta al titular de la Secretaría de Salud, en su carác-

ter de Presidente del Consejo Nacional para la Prevención
y Control de las Enfermedades Crónicas no Transmisibles,
para que refuerce las acciones emprendidas por dicho or-
ganismo y que se haga público el Registro Nacional de En-
fermedades Crónicas No Transmisibles.

De la Comisión de Salud, con puntos de acuerdo por los
que exhorta al Gobierno del estado de Nayarit y al Centro
Nacional de Equidad de Género y Salud Reproductiva,
apliquen medidas de prevención y atención de cáncer de
mama en dicha entidad federativa.

De la Comisión de Salud, con punto de acuerdo por el que
se exhorta al Ejecutivo Federal, instruya a la Secretaría de
Salud a establecer una estrategia nacional de promoción y
difusión de la lactancia materna.

De la Comisión de Salud, con punto de acuerdo por el que
se exhorta a la Secretaría de Salud y a la Comisión Federal
de Mejora Regulatoria, realicen las modificaciones corres-
pondientes al Proyecto de Norma Oficial Mexicana
PROY-NOM-017-SSA3-2007, a efecto de que se delimiten
las funciones de los diferentes tipos de prestadores de ser-
vicios relacionados con la acupuntura.

De la Comisión de Salud, con punto de acuerdo por el que
se exhorta al Ejecutivo Federal, para que a través de la Se-
cretaría de Salud, lleve a cabo las acciones reglamentarias
y normativas necesarias, en materia de etiquetado de bebi-
das alcohólicas.

De la Comisión del Distrito Federal, con punto de acuerdo
por el que se exhorta al Gobierno del Distrito Federal, im-
plementar un programa de suspensión y disminución de
presión a los deudores del servicio de agua potable.

De la Comisión del Distrito Federal, con punto de acuerdo
por el que se exhorta a diversas autoridades realizar las ac-
ciones necsarias para conectar a las colonias Huichapan,
Altamirano y Ocoyoacac con el Proyecto del Parque Eco-
lógico del Bicentenario.

De la Comisión de Equidad y Género, con punto de acuer-
do por el que se exhorta a los Poderes Ejecutivos y Legis-
lativo de Nayarit a incluir la perspectiva de género en el
presupuesto de egresos local.

De la Comisión de Equidad y Género, con punto de acuer-
do por el que se exhorta al Congreso de Oaxaca a discutir 
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y en su caso a aprobar la iniciativa para tipificar lo mismo
el feminicidio que la violencia obstétrica y la familiar.

Dictámenes a discusión

Negativos de iniciativas y minutas

De la Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos, con puntos de acuerdo, por los que desechan cinco Ini-
ciativas con proyecto de decreto que reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley General de Educación, en
materia de violencia escolar.

De la Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos, con puntos de acuerdo, por los que desecha Iniciativa
con proyecto de decreto que reforma los artículos 7 y 32 de
la Ley General de Educación, en materia de participación
ciudadana y equidad y género.

De la Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos, con puntos de acuerdo, por los que desecha Iniciativa
con proyecto de decreto que reforma los artículos 2o. 8o. y
16 de la Ley para la Coordinación de la Educación Supe-
rior.

De la Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos, con puntos de acuerdo, por los que desecha Iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo 19 de la
Ley General de Infraestructura Física Educativa.

De la Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos, con puntos de acuerdo, por los que desecha Iniciativa
con proyecto de decreto que adiciona una fracción XVII al
artículo 7o. de la Ley General de Educación.

De la Comisión de Salud, con puntos de acuerdo, por los
que se desecha la iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 115 de la Ley General de Salud.

De la Comisión de Salud, con puntos de acuerdo, por los
que se desecha la iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Salud, en materia de atención médica a grupos vulnera-
bles.

De la Comisión de Salud, con puntos de acuerdo, por los
que desechan la iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Salud, en materia de eutanasia y muerte asistida.

De la Comisión de Salud, con puntos de acuerdo, por los
que desechan la iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Salud, en materia de afiliación.

De la Comisión de Salud, con puntos de acuerdo, por los
que desechan la iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 26 de la Ley General para el Control del
Tabaco.

De la Comisión de Salud, con puntos de acuerdo, por los
que desechan la iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma los artículos 27, 135 y 157 bis de la Ley General de
Salud.

De la Comisión de Salud, con puntos de acuerdo, por los
que desechan la Minuta con proyecto de decreto que refor-
ma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de
Salud, en materia de medicina paliativa.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con puntos de acuerdo por los que se declaran sin materia
dos iniciativas que reforman y adicionan diversas disposi-
ciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente, en materia de calidad del aire.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con puntos de acuerdo por los que se declaran sin materia
dos iniciativas que reforman y adicionan diversas disposi-
ciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente, en materia de cambio climático.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con puntos de acuerdo por los que se declara sin materia la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley General para la Preven-
ción y Gestión Integral de los Residuos.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con puntos de acuerdo por los que se desechan cinco ini-
ciativas con proyectos de decreto que reforman y adiciona
diversas disposiciones de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con puntos de acuerdo por los que se desechan cuatro ini-
ciativas con proyectos de decreto que reforman y adiciona
diversas disposiciones de la Ley General de Desarrollo Fo-
restal Sustentable.



De la Comisión del Distrito Federal, con puntos de acuer-
do por los que se desecha la iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 37 del Estatuto de Gobierno
del Distrito Federal.

De la Comisión del Distrito Federal, con puntos de acuer-
do por los que se desecha la iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 50 del Estatuto de Gobierno
del Distrito Federal.

De la Comisión de Equidad y Género, con puntos de acuer-
do por los que se desecha la iniciativa con proyecto de de-
creto que adiciona el Capítulo Cuarto Bis al Título IV de la
Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres.

De la Comisión de Juventud y Deporte, con puntos de
acuerdo por los que se desecha la iniciativa con proyecto
de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud.

De la Equidad y Género, con puntos de acuerdo por los que
se desecha la iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma el artículo sexto de la Ley General de Acceso de las
Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con puntos de acuerdo por los que se desecha la Minuta
con proyecto de decreto que reforma el segundo párrafo del
artículo 17; y se adicionan un párrafo al artículo 59 y el ar-
tículo 73 bis, de la Ley General de Desarrollo Forestal Sus-
tentable.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con puntos de acuerdo por los que se desecha la Minuta
con proyecto de decreto que reforma el artículo 12 de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con puntos de acuerdo por los que se desecha la Minuta
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente, en materia de cambio climático.

De la Comisión de Juventud y Deporte, con puntos de
acuerdo por los que se desecha la Minuta con proyecto de
decreto que reforma la fracción I del artículo 3 de la Ley
del Instituto Mexicano de la Juventud.

Iniciativas

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
la Propiedad Industrial, a cargo de la diputada Ana Georgi-
na Zapata Lucero, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. (Sólo turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Penal Federal, de la Ley Federal Contra la Delincuencia
Organizada, del Código Federal de Procedimientos Pena-
les, de la Ley Federal de Telecomunicaciones y de la Ley
de la Policía Federal, a cargo del diputado Bonifacio He-
rrera Rivera, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Sólo turno a Comisión)

Que reforma los artículos 52, 53 y 54 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Jorge Herrera Martínez, del Grupo Parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México. (Sólo turno a Co-
misión)

Que adiciona un artículo 209 Quáter al Código Penal Fe-
deral, a cargo del diputado Jorge Antonio Kahwagi Maca-
ri, del Grupo Parlamentario Nueva Alianza. (Sólo turno a
Comisión)

Que reforma los artículos 3°, 5°, 16 y 19 de la Ley de Ca-
pitalización del Procampo, a cargo del diputado Roberto
Pérez de Alva Blanco, del Grupo Parlamentario Nueva
Alianza. (Sólo turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo, a cargo de la diputada María del Car-
men Izaguirre Francos, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 3o., 104 y 112 de la Ley General
de Salud, a cargo del diputado Jaime Arturo Vázquez Agui-
lar. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 7o. y 111 y adiciona un artículo
8 ter a la Ley Federal de Protección al Consumidor, a car-
go del diputado Jaime Arturo Vázquez Aguilar. (Turno a
Comisión)

Que reforma el artículo 43 de la Ley para la Transparencia
y Ordenamiento de los Servicios Financieros, a cargo del
diputado Jaime Arturo Vázquez Aguilar. (Turno a Comi-
sión)
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Que reforma los artículos 59 y 116 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del dipu-
tado Jaime Arturo Vázquez Aguilar. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 2° de la Ley de Vivienda, a cargo
de la diputada Lily Fabiola de la Rosa Cortés, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Impuesto Sobre la Renta, a cargo del diputado Jorge
Romero Romero, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 27 y 115 de la Ley General de
Salud, a cargo de la diputada Dora Evelyn Trigueras Du-
rón, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones la Ley Fe-
deral del Trabajo, de la Ley General de Acceso de las Mu-
jeres a una Vida Libre de Violencia y de la Ley Federal pa-
ra Prevenir y Eliminar la Discriminación, a cargo de la
diputada Dolores de los Ángeles Nazares Jerónimo, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 5° de la Ley de Caminos, Puentes
y Autotransporte Federal, a cargo de la diputada Ifigenia
Martha Martínez y Hernández, del Grupo Parlamentario
del Partido del Trabajo. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Penal Federal, del Código Federal de Procedimientos Pe-
nales, de la Ley Federal de Responsabilidades Administra-
tivas de los Servidores Públicos, de la Ley Federal de Res-
ponsabilidades de los Servidores Públicos y de la Ley
Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, a car-
go del diputado Manuel Cadena Morales y suscrita por di-
putados integrantes de las Comisiones de Derechos Huma-
nos y de Justicia. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 27 de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, 5° de la Ley de Seguridad
Nacional y 2° de la Ley Aduanera, a cargo del diputado
Jorge Romero Romero, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 231-A de la Ley Federal de Dere-
chos, a cargo del diputado José Manuel Marroquín Toledo,

del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 45 y 97 de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia, del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 40 de la Ley del Instituto del Fon-
do Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, a cargo
del diputado Jorge Romero Romero, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a
Comisión)

Que adiciona un artículo 310 Bis al Código Penal Federal
y expide la Ley General para la Prevención, Atención,
Erradicación y Sanciones del Maltrato hacia Niñas, Niños
y Adolescentes, a cargo de la diputada María Joann Novoa
Mossberger, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional y suscrita por diputadas integrantes de la Comi-
sión Especial para la Niñez. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 218 del Código Federal de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales, a cargo del diputado
Jaime Fernando Cárdenas Gracia, del Grupo Parlamentario
del Partido del Trabajo. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de Defensoría Pública, a cargo del diputado Héctor
Pedraza Olguín, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 84 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, a cargo del diputado
Víctor Alejandro Balderas Vaquera y suscrita por el dipu-
tado Marcos Pérez Esquer, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 30 de la Ley de Migración, a car-
go de la diputada Julieta Octavia Marín Torres, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 16 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ju-
lieta Octavia Marín Torres, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 3° de la Ley General de Desarrollo
Social, a cargo de la diputada Josefina Rodarte Ayala, del



Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. (Turno a Comisión)

Que reforma el Artículo Trigésimo Quinto Transitorio del
Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para
el Ejercicio Fiscal 2012, a cargo del diputado Gerardo Sán-
chez García, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que expide la Ley del Seguro de Desempleo, a cargo de la
diputada Nancy González Ulloa, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 34 y 36 de la Ley sobre el Escu-
do, la Bandera y el Himno Nacionales, a cargo del diputado
Emilio Serrano Jiménez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Petróleos Mexicanos y de la Ley del Servicio Público de
Energía Eléctrica, a cargo del diputado Felipe de Jesús
Cantú Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 27 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Israel
Madrigal Ceja, del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de Fomento a las Actividades Realizadas por Or-
ganizaciones de la Sociedad Civil, a cargo de la diputada
Adriana de Lourdes Hinojosa Céspedes, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Proposiciones

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al IMSS, para
que brinde seguridad social y las condiciones laborales que
exige la Ley Federal del Trabajo, a los médicos, enferme-
ras y demás profesionales temporales adscritos al progra-
ma IMSS – Oportunidades, para el desarrollo eficiente de
su trabajo con pleno respeto a sus garantías laborales, a
cargo de la diputada María Isabel Pérez Santos, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a las legislatu-
ras de las Entidades Federativas, para que en las revisiones
o reformas a sus legislaciones electorales, contemplen la

equidad de género, a cargo de la diputada Norma Sánchez
Romero, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo
Federal, a transparentar los resultados en materia del acce-
so, en tiempo y forma, a los medicamentos para pacientes
con enfermedades crónico-degenerativas, derivadas de los
ahorros obtenidos por la Comisión Coordinadora para la
Negociación de Precios de Medicamentos y otros insumos
para la salud, a cargo del diputado Heladio Gerardo Verver
y Vargas Ramírez, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al IFAI, a re-
forzar las medidas de seguridad implementadas para el ac-
ceso a la información, principalmente en los casos que ha-
cen públicos los datos de identidad de los representantes de
las empresas y los montos económicos con los que concur-
san en las licitaciones públicas ya que la publicación de es-
tos datos los hace susceptibles a que sean víctimas de deli-
tos como robo, extorsión y secuestro, a cargo del diputado
Jesús Gerardo Cortez Mendoza, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SEP y al
Conaculta, a trabajar en coordinación con el gobierno del
estado de Guerrero, con el fin de diseñar e implementar po-
líticas públicas en materia de educación y cultura que ten-
gan por objeto promover el desarrollo integral de la niñez
y la juventud en dicho estado, para evitar que sean víctimas
de violencia o se involucren en hechos violentos, a cargo
de la diputada Rodolfina Gatica Garzón, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Tur-
no a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Jefe de Go-
bierno, al Procurador General de Justicia y al Secretario de
Seguridad Pública, todos del Distrito Federal y al Jefe De-
legacional de Cuauhtémoc, atiendan de manera inmediata
las denuncias vecinales de la comisión de posibles delitos
en materia de trata de personas en la zona de Buenavista, a
cargo de la diputada Rosi Orozco, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Semarnat,
a la Sagarpa y a la Secretaría de Salud, realicen un foro con
miembros de la sociedad civil organizada, ambientalistas,
productores, universidades y empresas, sectores públicos y
privados y otros interesados para analizar y debatir sobre
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alternativas al uso del Endosulfán, incluyendo el manejo
integrado de plagas, plaguicidas no químicos, el manejo
agroecológico y la agricultura orgánica, a cargo de la dipu-
tada Rodolfina Gatica Garzón, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comi-
sión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo
Federal, para que a través de la Sagarpa y la Semarnat, lle-
ven a cabo las acciones necesarias para establecer las me-
didas preventivas pertinentes que eviten el desarrollo y co-
mo consecuencia los daños que la enfermedad “Laurel
Wilt”, podría causar al país, particularmente en las especies
productoras de alimentos para consumo humano, a cargo
del diputado José María Valencia Barajas, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión).»

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
¿Sobre el orden del día, señor diputado?

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Sí.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Tiene usted la palabra.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Sí, sobre el orden del día, presidente. Usted hace al-
gunos días, y el pleno de la Cámara, determinaron que la
Comisión de Radio, Televisión y Cinematografía de esta
Cámara de Diputados sesionara respecto al posible des-
echamiento del dictamen en torno a las reformas a la Ley
Federal de Radio y Televisión; como usted tiene conoci-
miento, ése dictamen no ha podido ser estudiado ni discu-
tido en la Comisión, porque el día que nos reunimos tras
banderas, no hubo quórum.

El día de ayer fuimos citados los integrantes de esa comi-
sión por el presidente de la misma, el diputado Gerardo
Flores, pero tampoco hubo quórum; hubo algunos diputa-
dos del Partido Acción Nacional, del Partido de la Revolu-
ción Democrática y su servidor, del Grupo Parlamentario
del PT, pero no asistió un solo diputado del PRI.

Entonces, esa encomienda que nos dio el pleno de la Cá-
mara, señor presidente, no se ha podido concretar; creo que

hay que tomar medidas por parte de usted, de la Mesa Di-
rectiva y del pleno, para que a la brevedad la Comisión de
Radio, Televisión y Cinematografía sesionen, para no dejar
ese tema pendiente para la próxima legislatura.

Quería informarle eso, presidente, pedirle cuentas al presi-
dente de la comisión para que nos convoque de nuevo, y
que los compañeros del PRI, diputados integrantes de esa
comisión, asistan.

El diputado Francisco Amadeo Espinosa Ramos (desde
la curul): Presidente.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Diputado Amadeo.

El diputado Francisco Amadeo Espinosa Ramos (desde
la curul): Gracias, presidente. Para hacerle una respetuosa
solicitud, presidente.

Vea, en los últimos días los medios de comunicación na-
cionales han dado la noticia del incremento de migrantes
de Centroamérica hacia los Estados Unidos de América, y
anoche tuve la oportunidad de establecer un dialogo con el
párroco Heiman Vázquez Medina, de la Casa del Migran-
te, Hogar de la Misericordia, en Arriaga, Chiapas, que es
mi estado; él está sumamente preocupado por el incremen-
to de la migración, y en vista de que estamos ya en la pe-
núltima asamblea y ya no hay forma de meter puntos de
acuerdo, quería solicitarle, presidente, que usted enviara
una respetuosa solicitud a la Comisión Nacional de Dere-
chos Humanos para que incremente el personal y vigile so-
bre todo en esta ruta del migrante, porque muchos de ellos,
como todos sabemos, son extorsionados, asesinados, viola-
dos sus derechos humanos.

Por lo cual, solicito que usted envíe esa solicitud a la Co-
misión Nacional de Derechos Humanos, para que esté más
pendiente de estos hermanos nuestros de Centroamérica,
migrantes que pasan por nuestro país rumbo a los Estados
Unidos de América. Muchas gracias, presidente.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: A
usted, diputado. Por último, el diputado Miguel Ernesto
Pompa Corella.

(A las 10:56 horas, por instrucciones de la Presidencia, se cierra el
sistema electrónico de asistencia, con un registro de 303 diputadas y
diputados)



El diputado Miguel Ernesto Pompa Corella (desde la
curul): Presidente, muy buenos días. En la víspera de que
concluya este periodo ordinario de sesiones, señor presi-
dente, quisiera se incluyera en el orden del día y usted nos
pudiera dar respuesta de un caso que se presentó al inicio de
su gestión como presidente de esta Cámara de Diputados.

Cuando usted recién entra como presidente dio a conocer
un hecho que a todos nos alarmó, del espionaje que había
aquí en Cámara de Diputados, incluso señalaba usted que
se habían encontrado micrófonos y alambritos en algunas
partes, en algunas oficinas y en algunas líneas telefónicas.

Derivado de ello, usted mismo en febrero hizo un informe
donde reiteraba ese señalamiento de que aquí en la Cáma-
ra de Diputados había un espionaje. Esto fue una historia
que se vio en todos los medios, obviamente iba en detri-
mento de la imagen de esta Cámara de Diputados y es ho-
ra que usted no nos informa del resultado que tuvo.

Por un lado, usted solicitó que la PGR actuara en conse-
cuencia; sabemos que estuvo por acá la PGR, no sabemos
del resultado de estas indagatorias.

Pero por otro lado, se le autorizó a usted una cantidad no
menor de entre más, menos, 2, 3 millones de pesos para ha-
cer una investigación a fondo de lo que usted mismo acu-
saba como espionaje en la Cámara de Diputados, y es hora
que no nos sirve informar a este pleno del resultado.

Faltan dos sesiones que tendría usted como presidente de
esta Cámara de Diputados y es hora que usted no nos rin-
de un informe de lo que hizo, del resultado, ¿qué se hizo
con ese dinero? ¿Cuál fue la empresa que se contrató y cuál
fue, sobre todo, el resultado —repito— de esta investiga-
ción realizada por usted?

Sabemos que nuestra fracción parlamentaria hizo lo pro-
pio. Le decía al inicio de mi intervención que fue algo que
nos alarmó a todos los diputados, que se estuviera dando
un espionaje telefónico de cualquier otra índole en la Cá-
mara de Diputados; la fracción parlamentaria de mi partido
tomó cartas en el asunto, nada más que nosotros gastamos
entre 30 y 35 mil pesos, no tuvimos que gastar entre 2 y 3
millones de pesos, como lo hizo la Presidencia.

Entiendo que Acción Nacional hizo lo propio y también la
cantidad que erogaron en esta investigación fue mucho
muy menor a la que se le autorizó al presidente de esta Cá-
mara.

Derivado de lo anterior, presidente, y una vez que le hago
esta relatoría de lo que usted mismo declaró en los medios
nacionales, quisiéramos —y creo que así nos correspon-
de— conocer de una vez por todas, antes de que concluya
usted su mandato, cuál fue el resultado, por un lado, de lo
que le informaron los de la PGR a usted, que usted mismo
solicitó la intervención, y por otro lado, nos informe qué
resultados les dio la empresa que ustedes mismos contrata-
ron y que les costó a los mexicanos entre 2 y 3 millones de
pesos. Muchísimas gracias, señor presidente.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Con todo gusto. Estoy de acuerdo en que se incluya el te-
ma en el orden del día; entiendo muy bien el mensaje polí-
tico, que usted es portavoz y por lo tanto, pido personal-
mente a la Junta de Coordinación Política, que es la que
ordena, al diputado Rojas, Martel, a la diputada Mary Tel-
ma, al diputado coordinador del PAN, que lo puedan in-
cluir para la próxima sesión. No tengo ningún problema.

Además, usted ya está muy informado, por lo visto y segu-
ramente nos ayudará con sus informes, que aquí ya ha ade-
lantado. Entiendo perfectamente el mensaje político y el
destinatario y no tengo ningún problema en tratarlo.

Sí, diputado Lucho.

El diputado Antonio Benítez Lucho (desde la curul): Pre-
sidente, el tema que acaba de denunciar nuestro amigo
Pompa Corella, me parece que es un tema de muchísima
importancia, porque el tema que se denunció al principio,
más bien al terminar el anterior periodo legislativo se de-
nunció el espionaje de la Cámara de Diputados. No tengo
la menor duda de que a quien le interesa el espionaje tele-
fónico es a otro Poder, me refiero al Ejecutivo.

Ya que estamos hablando de un tema de rendición de cuen-
tas y de fiscalización, sí nos interesa saber, porque el buen
juez por su casa empieza; en el informe del 21 de diciembre
del 2011, la Dirección General de Recursos Materiales dice
que obtuvo información sobre empresas especializadas.

Entiendo que cualquier recurso de la Cámara, y hay rumo-
res de que fueron casi 2 millones de pesos; entonces, lo pri-
mero que habría qué preguntarse es que si hubo efectiva-
mente un proceso licitatorio, porque la transparencia en la
rendición de cuentas tiene que empezar por nosotros.

Luego, se armó o se formó un grupo de trabajo; entonces,
quisiéramos saber si ese grupo de trabajo efectivamente ya
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le dio algún informe, si efectivamente se los ha entregado
a esta soberanía.

Creo que no se debe usted enojar, presidente, porque bien
vale la pena, como un ejercicio soberano, saludable, es que
esta soberanía conozca y tenga conocimiento, cuánto se
gastó para esta información, para esta investigación y por
el otro lado, cuáles son los resultados de esa investigación.
Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: No,
diputado Lucho, no estoy molesto, si estoy diciendo, le es-
toy concediendo la razón. Le pido a la Junta de Coordina-
ción, como ustedes saben, que es la que prepara el orden
del día, que a solicitud también del presidente pueda incor-
porar el tema el día de mañana para rendir un informe de-
bido y tratar el asunto.

Entiendo perfectamente el mensaje; no tengo ningún pro-
blema en que se trate el tema el día de mañana, solo que la
Junta me lo pida y cuentan con total anuencia mía.

Sí, diputado José Luis Jaime.

El diputado José Luis Jaime Correa (desde la curul):
Gracias, señor presidente. He solicitado el uso de la pala-
bra para hacer una respetuosa sugerencia en esta sesión, en
el orden del día de hoy vienen enlistadas varias minutas
que nos enviaron del Senado; la sugerencia respetuosa es
que usted en su carácter de presidente de la Mesa Directi-
va pueda exhortar a las comisiones, a las que se les turna-
rán estas minutas del Senado —relativas a la Ley para la
Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos
y Periodistas y una minuta que está por llegar, que es la
Ley General de Víctimas—, para que en cuanto sean tur-
nadas a las comisiones respectivas, de manera extraordina-
ria se sugiera que dictaminen lo más rápido posible.

Por dos razones; ayer, a nombre de la Junta de Coordinación
Política, tuvimos la oportunidad de recibir a una comisión,
Movimiento por la Paz con Justicia y Dignidad, que encabe-
za el señor Javier Sicilia, y también recibimos a una comi-
sión de periodistas víctimas del crimen, y nos sugirieron que
transfiriéramos esta preocupación a este pleno.

Lo hago ahora con mucho respeto, pero sobre todo con el
enorme sentir y el dolor de las víctimas del delito, para que
puedan éstas ser dictaminadas a la brevedad. Gracias por
su atención.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Con gusto, señor diputado.

El diputado Agustín Guerrero Castillo (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: Sí,
diputado Agustín Guerrero, por último.

El diputado Agustín Guerrero Castillo (desde la curul):
Muchas gracias, diputado presidente. Le he solicitado la
palabra también porque en la página que se publica todos
los días de sesión, en el apartado de declaratoria de publi-
cidad de dictámenes vienen tres de la Comisión del Distri-
to Federal para que se haga la declaratoria pública de los
mismos.

Quisiera solicitarle, atentamente, que estos tres dictámenes
de la Comisión del Distrito Federal pudieran retirarse de la
declaratoria de publicidad, en virtud de que no ha sesiona-
do la Comisión del Distrito Federal.

Podría presentarse una situación de no cumplir con el pro-
ceso parlamentario de dictámenes, que se hayan obtenido
las firmas de los integrantes de la comisión, no en una se-
sión como establece la Ley Orgánica, sino en las oficinas o
en las curules de los diputados, como ya fue también in-
cluso el caso del pasado dictamen de RTC, de reformas a la
Ley de Radio y Televisión en la comisión respectiva, que
fue uno de los motivos por los cuales se vio que era nece-
sario regresarlo a la comisión para cumplir todo el proceso
parlamentario.

Para no llegar a un momento posterior, donde se presente
esta situación, sí solicitaría que estos tres dictámenes, en-
listados el día de hoy, que son el número 2, el 3 y 4 de es-
ta relación de declaratoria de publicidad, pudieran ser reti-
rados y en todo caso que se cite a la Comisión del Distrito
Federal para que se sometan al proceso parlamentario res-
pectivo. Muchas gracias.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Compañeras y compañeros diputados, voy a solicitar a Ser-
vicios Parlamentarios me rinda un informe sobre lo que us-
ted está diciendo y lo procesaremos en la Mesa Directiva,
de acuerdo a los informes que nos rinda Servicios Parla-
mentarios.

Diputado Amadeo, ojalá pudiera acercarme una tarjeta con
la información que usted me ha hecho llegar, con gusto ha-



ré llegar este escrito que usted ha pedido a la Comisión Na-
cional de Derechos Humanos. Me parece que es muy razo-
nable su solicitud.

El día de hoy tenemos reunión de Conferencia a las 12 del
día y en esa reunión vamos a tratar el tema de la Comisión
de RTC, que este pleno ha solicitado pueda reunirse y no se
ha reunido hasta esta fecha, en desacato a la decisión de la
máxima autoridad, que es el pleno de la Cámara de los Di-
putados.

Con todo gusto, por lo demás —insisto—, solicito a la Jun-
ta de Coordinación Política pueda incluir la solicitud que
han hecho dos diputados, de tratar en la próxima sesión el
tema de un informe sobre los sucesos de espionaje político,
que dé transparencia al conjunto y al estado actual que
guarda esta circunstancia. Una solicitud particular.

El diputado José Ramón Martel López (desde la curul).
Presidente.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Diputado Martel, había agotado yo la lista de oradores. Sí,
diputado Martel.

El diputado José Ramón Martel López (desde la curul):
Muchas gracias, señor presidente. Simplemente, gracias
por hacer una excepción en la lista de oradores para agre-
gar que el tema al que se refirió la fracción parlamentaria
del Partido de la Revolución Democrática, como elemental
acto de cortesía en términos de otras ocasiones, donde an-
te las dudas del dictamen hemos preferido regresarlo a co-
misión, a fin de poder confrontar o compaginar los presun-
tos desacuerdos. Nuestra voluntad política sería totalmente
coincidente con lo expresado por la fracción parlamentaria
del PRD, a efecto de que pueda regresarse a comisión y
poder darle una revisada a este dictamen y encontrar las
coincidencias, las divergencias y las posibilidades de lle-
varlo al pleno de manera inmediata, en el caso de encontrar
todas las coincidencias que debamos. Es cuanto, señor pre-
sidente y gracias por esta honrosísima distinción de esta
excepción.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: Sí,
diputado Juan Guerra Abud.

El diputado Juan José Guerra Abud (desde la curul):
Presidente, comentarle a usted que lamentablemente el pre-
sidente de la Comisión de RTC no está aquí, porque falle-
ció un familiar, él convocó a la comisión el día de ayer.

Como usted sabe, no se ajustó el quórum, pero él va a vol-
ver a convocar, por la información que me proporcionó.

Insisto, él no está aquí porque falleció un familiar, él con-
vocó, él cumplió con el mandato que le dio este pleno; por
favor, para que quede muy claro y se deslinde esa respon-
sabilidad de parte de él.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: No
estamos juzgando a nadie por la no reunión de la comisión.
Estamos informando, he sido informado que la comisión
no se reunió; no estamos juzgando sobre la pertinencia o no
de cualquier actuación de ningún diputado y que hay un
mandato de este pleno de que se reúna a la brevedad, para
poder dictaminar y que no se ha cumplido el de que se re-
úna. Eso es simple y sencillamente lo que hemos informa-
do y trataremos.

Sí, diputado Granados y después usted, don Pedro.

El diputado Miguel Ángel García Granados (desde la
curul): Gracias, señor presidente, muy amable. Quiero ha-
cer un respetuoso llamado desde la Presidencia, o a través
de la Presidencia de la Junta de Coordinación Política, pa-
ra analizar todas las posibilidades que tengamos de realizar
sesión, no solamente mañana jueves, tal y como lo acorda-
mos cuando aprobamos el calendario de sesiones, sino ir-
nos al viernes a tener una última sesión cuando menos, an-
tes de la formal que tendremos el día 30 para clausurar el
período ordinario.

Hacerlo en un sentido muy respetuoso, tratando de ir no so-
lamente a dictámenes, trayendo al pleno todos aquellos
dictámenes en los cuales exista total anuencia por parte de
los grupos parlamentarios y evitando incluso con ello la
participación de los grupos parlamentarios para efecto de
hacer más ágil la votación y sacar adelante varios dictáme-
nes que tenemos todavía pendientes.

Quiero exhortar respetuosamente a este pleno, reitero, a
que tengamos una sesión el viernes y que la Junta de Co-
ordinación Política amarre muy bien cada uno de los dictá-
menes, de tal forma que no haya la mínima discusión y nos
vayamos solamente a la votación. Ésa es mi propuesta.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: La
tomaremos en cuenta, señor diputado. Sí, don Pedro.

El diputado Pedro Ávila Nevárez (desde la curul): Señor
presidente, perdone usted que intervenga de nuevo, pero es
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que la cosa es muy seria. En Durango, estado al que repre-
sento, se han dado ya varias muertes de niños por la sequía,
por la falta de agua.

El presidente Calderón, en Palacio Nacional, dijo que au-
torizaba 34 mil millones de pesos para la sequía; esos 34
mil millones de pesos es un embuste y un engaño al pueblo
de México, porque esos 34 mil millones de pesos son de los
mismos programas de Fonden, de Sagarpa, pero no ha da-
do ni un cinco, óigase bien, ni un centavo extra para un
problema extraordinario, como es el de la sequía.

Los animales, la gente deambula por las calles; el goberna-
dor de Durango, Jorge Herrera Caldera anda como limos-
nero, tocando las puertas de las dependencias federales en
busca de auxilio y no sueltan el dinero.

Es un crimen lo que está haciendo Calderón, decir en Pala-
cio Nacional, ante la prensa nacional y ante todo el pueblo
de México y gobernadores y cuerpo diplomático que no ha-
bría una sola persona que no tuviera agua ni tuviera que co-
mer; la gente en Durango se muere de hambre.

Pedimos, señor presidente, la intervención del Congreso de
la Unión por medio suyo que es nuestro presidente. No du-
do de usted, de que le hagan investigaciones ni nada, sobre
esos 3 millones que dicen, porque lo conozco bien y sé su
trayectoria política y sé que es un hombre limpio.

Pero le pido a usted —y esto no es demagogia, esto es cier-
to— que nos apoye para que Calderón envíe ese dinero a
Durango, que nos autorice cuando menos los 10 mil millo-
nes de pesos que aquí en esta Cámara se aprobó y que él
vetó, y que ya se dejen de contar mentiras al pueblo de Mé-
xico, porque es un crimen que a un estado que se está des-
haciendo por la miseria, por la falta de agua, que mejor go-
biernos de otros estados estén mandando apoyo a ese
programa que implementó el gobernador, de Una Gota de
Ayuda; Chiapas, el estado de México, Oaxaca, Jalisco, to-
dos los estados se han volcado en mandar ayuda a Duran-
go.

Ayer salió un reportaje en la televisión nacional; ahí pue-
den ver ustedes lo que pasa en Durango.

Calderón debía de renunciar de inmediato, porque no se
juega, como dijo Adolfo López Mateos, con el hambre del
pueblo. Eso le pido señor presidente, su intervención.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Muchas gracias, don Pedro.

El diputado Ignacio Téllez González (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Diputado Ignacio Téllez.

El diputado Ignacio Téllez González (desde la curul):
Gracias, presidente. En el mismo sentido en que acaba us-
ted de hacer un exhorto para que lo antes posible se reúna
la Comisión de RTC. 

Desde diciembre del año pasado, el presidente en turno de
la Cámara de Diputados hizo también un exhorto, casi obli-
gó a la Secretaría del Trabajo para que se reuniera para dis-
cutir la reforma laboral y a la fecha tenemos prácticamen-
te cinco meses y todavía no hacen cumplimiento. Me
gustaría que en el mismo sentido hiciera usted un exhorto
a dicho presidente de la comisión para que nos pudiera
convocar lo antes posible.

Por otro lado, el pasado domingo se cumplieron 20 años de
la explosión en Guadalajara y quisiera solicitarle amable-
mente para tuviéramos un minuto de silencio por todas esas
personas que fallecieron hace 20 años.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: En
el transcurso de la sesión otorgaremos el minuto. Por últi-
mo el diputado Vidal Llerenas.

El diputado Vidal Llerenas Morales (desde la curul): So-
lo para aclarar la solicitud concreta que hacemos, que hizo
el diputado Agustín Guerrero y que respaldó el diputado
Martel, en el sentido de que no se dé publicidad a los dic-
támenes de la Comisión del DF, en virtud de que no hubo
una sesión y por tanto, no hay un acta de la sesión.

En todo caso, que se muestre el acta de la sesión, porque si
hacemos eso, lo que vamos a hacer es ya darle publicidad
a un dictamen que no fue aprobado con el debido proceso.

Entonces, la solicitud concreta es que no se dé publicidad
a esos dictámenes, en virtud de que no existe un acta de una
sesión que no se llevó a cabo, como lo solicita el diputado
Agustín Guerrero y el diputado Martel. Gracias.



ACTA DE LA SESION ANTERIOR

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: El
siguiente punto del orden del día es la lectura del acta de la
sesión anterior. Pido a la Secretaría consulte a la asamblea
si se dispensa la lectura, tomando en consideración que ha
sido publicada en la Gaceta Parlamentaria.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Por
instrucciones de la Presidencia, se consulta a la asamblea
en votación económica si se dispensa la lectura al acta de
la sesión anterior, tomando en consideración que ha sido
publicada en la Gaceta Parlamentaria. Las diputadas y los
diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifestar-
lo. Las diputadas y los diputados que estén por la negativa
sírvanse manifestarlo. Señor presidente, mayoría por la
afirmativa. Se dispensa la lectura.

«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, celebrada el martes veinticuatro de abril de
dos mil doce, correspondiente al Segundo Periodo de Se-
siones Ordinarias del Tercer Año de Ejercicio de la Sexa-
gésima primera Legislatura.

Presidencia del diputado
Guadalupe Acosta Naranjo

En el Palacio Legislativo de San Lázaro de la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión, con una asistencia de tres-
cientos diecisiete diputadas y diputados, a las once horas
con veinte minutos del martes veinticuatro de abril de dos
mil doce, el Presidente declara abierta la sesión.

A las once horas con veintitrés minutos, por instrucciones
de la Presidencia se cierra el sistema electrónico de asis-
tencia con un registro trescientos veinticuatro diputadas y
diputados. 

En votación económica se dispensa la lectura al Orden del
Día.

En su oportunidad y desde sus respectivas curules realizan
comentarios en relación con el Orden del Día y sobre di-
versos temas legislativos los diputados Jaime Fernando
Cárdenas Gracia, Salvador Caro Cabrera, ambos del Parti-
do del Trabajo; Francisco Hernández Juárez, Samuel He-
rrera Chávez, ambos del Partido de la Revolución Demo-
crática; César Augusto Santiago Ramírez, del Partido
Revolucionario Institucional; Julio Saldaña Morán, del

Partido Acción Nacional; y Rodrigo Reina Liceaga, del
Partido Revolucionario Institucional. El Presidente hace
aclaraciones.

En votación económica se dispensa la lectura del acta de la
sesión anterior. Se somete a discusión e intervienen los di-
putados María del Pilar Torre Canales, de Nueva Alianza;
José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, del Partido del
Trabajo; y César Augusto Santiago Ramírez, del Partido
Revolucionario Institucional. En votación económica se
aprueba.

Se da cuenta con Comunicaciones Oficiales:

a) De la Mesa Directiva, por la que informa de la recepción
de dictámenes de proposiciones con punto de acuerdo en
sentido negativo que se encuentran publicados en la Gace-
ta Parlamentaria. De conformidad con el artículo ciento
ochenta, numeral dos, fracción segunda, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, publíquense en el Diario de los
Debates y archívense los expedientes como asuntos total y
definitivamente concluidos.

b) De la Junta de Coordinación Política, en relación con
cambios de integrantes y de Juntas Directivas de Comisio-
nes Ordinarias, Especiales y de Comités. En votación eco-
nómica se aprueban. Comuníquense.

c) Del diputado Pedro Vázquez González, por la que solici-
ta que su iniciativa con proyecto de decreto que reforma los
artículos nueve A, y cuarenta y cuatro de la Ley Federal de
Telecomunicaciones, y el artículo trece de la Ley de Radio
y Televisión, presentada el diecisiete de abril del año en cur-
so, sea retirada de las Comisiones Unidas de Comunicacio-
nes, y de Radio, Televisión y Cinematografía. Se tiene por
retirada, actualícense los registros parlamentarios.

d) De los diputados Claudia Edith Anaya Mota, David Ri-
cardo Sánchez Guevara, Alfredo Francisco Lugo Oñate y
Maricela Serrano Hernández, por las que comunican la
reincorporación a sus actividades legislativas. De enterado.
Comuníquense.

e) Del despacho pwc, con el que remite copia del dictamen
de los estados financieros del Banco de México al treinta y
uno de diciembre de dos mil diez y dos mil once y el in-
forme sobre el Ejercicio del Presupuesto de Gasto Corrien-
te, de Inversión en Activos Fijos y en Activo Circulante por
concepto de producción de billete y adquisición de mone-
da metálica, por el periodo del primero de enero al treinta
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y uno de diciembre de dos mil once. Se remite a las Comi-
siones de Hacienda y Crédito Público, y de Presupuesto y
Cuenta Pública, para su conocimiento.

f) Del Banco de México, con el que remite el Informe so-
bre la ejecución de la política monetaria durante el segun-
do semestre de dos mil once, y en general, sobre las activi-
dades del Banco durante dicho ejercicio. Se remite a las
Comisiones de Hacienda y Crédito Público, y de Presu-
puesto y Cuenta Pública, para su conocimiento.

g) De la Secretaría de Gobernación, con las que remite cua-
tro contestaciones a puntos de acuerdo aprobados por la
Cámara de Diputados. 

h) De la Comisión Nacional para la Protección y Defensa
de los Usuarios de Servicios Financieros, con la que remi-
te contestación a punto de acuerdo aprobado por la Cáma-
ra de Diputados, para que los clientes que realizan opera-
ciones en cajeros automáticos no paguen comisiones. 

Se remiten a las Comisiones correspondientes, para su co-
nocimiento.

i) De la Cámara de Senadores:

• Por la que comunica que expresa su conformidad con
el acuerdo de la Cámara de Diputados que considera
atendido el proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley General de Población.
De enterado. Se remite a la Comisión de Población,
Fronteras y Asuntos Migratorios, para su conocimiento.

• Con la que devuelve expedientes de la Minutas con
proyectos de decreto que:

– Adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Turismo, para los efectos de la fracción D del ar-
tículo setenta y dos de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

– Reforma el artículo treinta y ocho de la Ley Gene-
ral de Turismo, para los efectos de la fracción D del
artículo setenta y dos de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

– Reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Turismo, para los efectos de la frac-
ción D del artículo setenta y dos de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

– Reforma los artículos dos, dieciocho, y diecinueve
de la Ley General de Turismo, para los efectos de la
fracción D del artículo setenta y dos de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Se turnan a la Comisión de Turismo, para dictamen.

– Adiciona una fracción décimo novena Bis al artí-
culo tercero de la Ley General de Turismo, para los
efectos de la fracción D del artículo setenta y dos de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos. Se turna a las Comisiones Unidas de Turismo,
y de Atención a Grupos Vulnerables, para dictamen.

– Reforma los artículos trescientos sesenta y cuatro
del Código Federal de Procedimientos Penales, y
diez y setenta y seis Bis de la Ley de Amparo, Re-
glamentaria de los artículos ciento tres, y ciento sie-
te de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, para los efectos de la fracción D del artí-
culo setenta y dos de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

– Reforma los artículos sexto, catorce, setenta y cua-
tro, setenta y seis Bis, y ciento veinte de la Ley de
Amparo, Reglamentaria de los artículos ciento tres y
ciento siete de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para los efectos de la fracción D
del artículo setenta y dos de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos.

– Adiciona una fracción séptima al artículo setenta y
seis Bis de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los
artículos ciento tres y ciento siete de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, para los
efectos de la fracción D del artículo setenta y dos de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos.

– Reforma los artículos noventa y siete fracción cuar-
ta y noventa y nueve en su último párrafo de la Ley
de Amparo, Reglamentaria de los artículos ciento tres
y ciento siete de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, para los efectos de la frac-
ción D del artículo setenta y dos de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

– Reforma diversas disposiciones de la Ley de Am-
paro, Reglamentaria de los artículos ciento tres, y
ciento siete de la Constitución Política de los Estados



Unidos Mexicanos; de la Ley Orgánica del Poder Ju-
dicial de la Federación y de la Ley Federal de Proce-
dimiento Administrativo, para los efectos de la frac-
ción D del artículo setenta y dos de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

– Reforma el párrafo primero y la fracción tercera del
artículo treinta de la Ley de Amparo, Reglamentaria
de los artículos ciento tres, y ciento siete de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para los efectos de la fracción D del artículo setenta
y dos de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

Se turnan a la Comisión de Justicia, para dictamen.

j) De los diputados:

• Héctor Pedroza Jiménez, por la que solicita licencia
por tiempo indefinido para separarse de sus funciones
como diputado federal electo en el Décimo Noveno Dis-
trito Electoral del Estado de México, a partir del veinti-
trés de abril del año en curso. 

• Carlos Bello Otero, por la que solicita licencia por
tiempo indefinido para separarse de sus funciones como
diputado federal electo en el Décimo Quinto Distrito
Electoral del Estado de México, a partir del veintiséis de
abril del año en curso.

• Alejandro Carabias Icaza, por la que solicita licencia
por tiempo indefinido, para separarse de sus funciones
como diputado federal electo en el Cuarto Distrito Elec-
toral del estado de Guerrero, a partir del veintinueve de
abril del año en curso.

• David Ricardo Sánchez Guevara, por la que solicita li-
cencia por tiempo indefinido, para separarse de sus fun-
ciones como diputado federal electo en el Vigésimo Se-
gundo Distrito Electoral del Estado de México, a partir
del veintitrés de abril del año en curso.

• Francisco Javier Ramírez Acuña, por la que solicita li-
cencia por tiempo indefinido, para separarse de sus fun-
ciones como diputado federal electo en el Décimo Dis-
trito Electoral del estado de Jalisco, a partir de esta
fecha. Desde sus respectivas curules realizan comenta-
rios los diputados Juan José Guerra Abud, del Partido
Verde Ecologista de México; Francisco José Rojas Gu-
tiérrez, del Partido Revolucionario Institucional; José

Francisco Javier Landero Gutiérrez, del Partido Acción
Nacional; Víctor Humberto Benítez Treviño, del Partido
Revolucionario Institucional; Mary Telma Guajardo Vi-
llarreal, del Partido de la Revolución Democrática; José
Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, del Partido del
Trabajo; Emilio Serrano Jiménez, del Partido de la Re-
volución Democrática; Jaime Fernando Cárdenas Gra-
cia, del Partido del Trabajo; Jesús Alfonso Navarrete
Prida, del Partido Revolucionario Institucional; Ifigenia
Martha Martínez Hernández, del Partido del Trabajo; y
Carlos Alberto Pérez Cuevas, del Partido Acción Nacio-
nal. El Presidente hace un reconocimiento a nombre de
la Mesa Directiva.

• Óscar González Yáñez, por la que solicita licencia, por
tiempo indefinido, para separarse de sus funciones co-
mo diputado federal electo diputado federal electo en la
Quinta Circunscripción Plurinominal, a partir de esta fe-
cha.

• Sixto Alfonso Zetina Soto, por la que solicita licencia,
por tiempo indefinido, para separarse de sus funciones
como diputado federal electo en el Noveno Distrito
Electoral del estado de Guanajuato, a partir de esta fe-
cha.

• Ilich Augusto Lozano Herrera, por la que solicita li-
cencia, por tiempo indefinido, para separarse de sus fun-
ciones como diputado federal electo en la Cuarta Cir-
cunscripción Plurinominal, a partir de esta fecha.

En votación económica se aprueban, Comuníquense.

Se recibe comunicación del diputado Arturo Ramírez Bu-
cio, Vice coordinador del debate Parlamentario del Partido
Acción Nacional, por el que informa que se designa al
diputado Carlos Alberto Pérez Cuevas como Coordinador
del Grupo Parlamentario. De enterado.

El Presidente informa a la Asamblea que las ciudadanas
María Elena Zamora Ruiz, María de la Cruz Patricia Fran-
co Cruz, María Elvira Olivas Hernández, y María de la Luz
Gómez Villalovos, diputadas electas en los distritos electo-
rales: Décimo Primero, Vigésimo Noveno, y Vigésimo Se-
gundo de los estados de Guanajuato y México, y de la Pri-
mera Circunscripción Plurinominal, se encuentran a las
puertas del Salón de Sesiones, designa una comisión para
acompañarlas en el acto de rendir protesta de Ley, y entran
en funciones.
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k) De la Cámara de Senadores, con las que remite Minutas
con proyecto de decreto que:

• Reforma la fracción séptima del artículo cuatro de la
Ley de Asistencia Social. Se turna a la Comisión de Sa-
lud, para dictamen.

• Reforma la fracción segunda del artículo diecinueve
de la Ley General de Desarrollo Social. Se turna a la
Comisión de Desarrollo Social, para dictamen.

• Adiciona un artículo cuarenta y tres Ter a la Ley del
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los
Trabajadores. Se turna a la Comisión de Vivienda, para
dictamen.

• Adiciona una fracción décima segunda al artículo cien-
to setenta y nueve de la Ley de Desarrollo Rural Sus-
tentable. Se turna a la Comisión de Desarrollo Rural, pa-
ra dictamen.

• Reforma el artículo nueve de la Ley Reglamentaria de
la fracción quinta del artículo setenta y seis de la Cons-
titución General de la República. Se turna a la Comisión
de Gobernación, para dictamen.

• Que adiciona un segunda párrafo a la fracción séptima
del artículo cuarenta y cuatro, y reforma la fracción sex-
ta del inciso A del artículo setenta y uno de la Ley Fe-
deral de Telecomunicaciones. Se turna a la Comisión de
Comunicaciones, para dictamen.

• Reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Penal Federal, de la Ley General de Acceso a las Muje-
res a una Vida Libre de Violencia, de la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal y de la Ley Orgánica
de la Procuraduría General de la República, para los
efectos de la Fracción E del artículo setenta y dos de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

• Reforma el segundo párrafo del artículo noventa y uno,
y se adiciona el noventa y uno Bis a la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública, para los efectos
de la Fracción E del artículo setenta y dos de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna
a la Comisión de Seguridad Pública, para dictamen.

• Expide la Ley Federal para la Protección a Personas
que intervienen en el Procedimiento Penal; y se reforma

el artículo treinta y uno de la Ley Federal de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública Gubernamen-
tal, para los efectos de la Fracción E del artículo setenta
y dos de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. Se turna a la Comisión de Justicia, para dic-
tamen.

l) Del Congreso del estado de Tabasco, con la que remite
iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artícu-
los ciento treinta y cinco de la Ley Aduanera y dos de la
Ley del Impuesto al Valor Agregado. Se turna a la Comi-
sión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen.

m) De la Cámara de Senadores, con la que remite iniciati-
va con proyecto de decreto que expide la Ley General de
Fronteras y se reforman, adicionan diversas disposiciones
de la Ley del Impuesto al Valor Agregado y de la Ley
Aduanera, presentada por el senador Jaime Rafael Díaz
Ochoa, a nombre propio y de senadores integrantes de la
Comisión de Asuntos Fronterizos Norte. Se turna a las Co-
misiones Unidas de Población, Fronteras y Asuntos Migra-
torios, y de Hacienda y Crédito Público, para dictamen, y a
la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opi-
nión.

La Secretaría da lectura a los encabezados de los dictáme-
nes con proyecto de decreto que se encuentran publicados
en la Gaceta Parlamentaria de las Comisiones de:

a) Puntos Constitucionales, que reforma, los artículos cua-
renta y seis, setenta y seis, y ciento cinco de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

b) Derechos Humanos:

• Reforma el primer párrafo del artículo veintisiete de la
Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos. 

• Reforma y adiciona el artículo trece de la Ley Federal
para prevenir y eliminar la discriminación.

• Reforma el artículo veintinueve y adiciona una frac-
ción sexta al artículo diecinueve de la Ley de la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos.

c) Economía, que adiciona un segundo párrafo al artículo
cuarenta y uno de la Ley Federal de Protección al Consu-
midor.



d) Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, que adicio-
na un artículo cuarenta y ocho Bis a la Ley de Migración.

e) Salud:

• Adiciona un artículo trescientos cuarenta y dos Bis tres
a la Ley General de Salud.

• Reforma el artículo doscientos dieciséis de la Ley Ge-
neral de Salud.

• Reforma el artículo doscientos veintidós de la Ley Ge-
neral de Salud, en materia de medicamentos alopáticos.

• Reforma las fracciones primera y tercera del artículo
doscientos cuarenta y dos de la Ley General de Salud,
en materia de adicciones.

• Reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, relativo a la regulación para la aper-
tura de establecimientos residenciales y semiresidencia-
les especializados en el tratamiento de las adicciones.

• Adiciona un artículo doscientos veinticinco Bis a la
Ley General de Salud, en materia de prescripción de
medicamentos.

• Adiciona un segundo párrafo al artículo cuarenta y seis
de la Ley General de Salud, en materia de mejoras a las
Unidades Medicas del Sector Público.

f) Transportes, que reforma y adiciona diversas disposicio-
nes de la Ley de Aeropuertos.

g) Educación Pública y Servicios Educativos:

• Reforma el artículo cuarenta y cinco de la Ley Gene-
ral de Educación, en materia de apoyos económicos pa-
ra jóvenes que cursan formación para el trabajo.

• Reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Educación, en materia de educación inclusiva.

h) Unidas de Economía y de Fomento Cooperativo y Eco-
nomía Social, que Expide la Ley de la Economía Social y
Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Séptimo del artículo
veinticinco de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en lo concerniente al Sector Social de la
Economía.

i) Gobernación, que concede el permiso constitucional ne-
cesario para que los ciudadanos: 

• Claudia Espinosa Pérez, Lourdes Beatriz Meza Spin-
dola, Nuria Rangel Rivera, Ramón Chávez Prado, Ka-
ren Nallely García Delgado, Antonio de Jesús Pérez Re-
bollar, Felipe Lemus Zamorano, Juan Carlos Alvarado
Herrera, Manuel Cuan Chin Yu, María del Carmen Lu-
cas Zamora, Alfredo Morales Riou, Héctor Ramón Fer-
nández Montiel y José Everardo Gaytán Salazar, puedan
prestar servicios en las Embajadas de los Estados Uni-
dos de América y de la República de Filipinas, en Mé-
xico y en el Consulado General de los Estados Unidos
de América en Monterrey, Nuevo León. 

• Abel Escartín Molina, Andrés Fernando Aguirre O.
Sunza,  Carlos Espinosa Morales, Véronique Ramón
Vialar y Miguel Ángel Mancera Espinosa para aceptar y
usar Condecoraciones que en diferentes Grados les otor-
gan Gobiernos Extranjeros.

j) Economía que:

• Reforma los artículos sesenta y cinco Bis y ciento
veintiocho; y se adicionan los artículos sesenta y cinco
Bis uno, sesenta y cinco Bis dos, sesenta y cinco Bis
tres, sesenta y cinco Bis cuatro, sesenta y cinco Bis cin-
co, sesenta y cinco Bis seis, y sesenta y cinco Bis siete
de la Ley Federal de Protección al Consumidor.

• Adiciona una fracción décima primera al artículo uno
de la Ley Federal de Protección al Consumidor.

El Presidente informa que, de conformidad con lo que es-
tablece el artículo ochenta y siete del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, se cumple con la declaratoria de publi-
cidad.

Se someten a discusión los siguientes dictámenes con pro-
yecto de decreto las Comisiones de:

a) Defensa Nacional, que adiciona las fracciones vigésima
quinta, vigésima sexta, y vigésima séptima al artículo die-
ciocho y un artículo ciento treinta y ocho Bis a la Ley del
Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Me-
xicanas. Se concede el uso de la palabra para fundamentar el
dictamen a nombre de la Comisión al diputado Miguel Án-
gel Terrón Mendoza. Por instrucciones de la Presidencia, la
Secretaría da lectura al artículo setenta y dos, inciso E, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
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para ilustrar a la Asamblea respecto a la votación. Se so-
mete a discusión en lo general y en lo particular el artículo
ciento treinta y ocho Bis del proyecto de decreto e inter-
vienen en contra los diputados José Gerardo Rodolfo Fer-
nández Noroña, Jaime Fernando Cárdenas Gracia, Mario
Alberto Di Costanzo Armenta, del Partido del Trabajo.

Presidencia del diputado
Bonifacio Herrera Rivera

Intervienen en pro los diputados José María Valencia Bara-
jas, del Partido de la Revolución Democrática; Adriana
Fuentes Cortés, del Partido Acción Nacional; y Elvira de
Jesús Pola Figueroa, del Partido de la Revolución Demo-
crática. Para rectificación de hechos, se concede el uso de
la palabra al diputado Pedro Ávila Nevárez, del Partido Re-
volucionario Institucional. En votación económica se con-
sidera suficientemente discutido, y en votación nominal se
aprueba en lo general y en lo particular el articulo ciento
treinta y ocho Bis del proyecto de decreto por trescientos
cincuenta y nueve votos a favor; nueve en contra; y cuatro
abstenciones. Aprobado en lo general y en lo particular el
proyecto de decreto que adiciona las fracciones vigésima
quinta, vigésima sexta, y vigésima séptima al artículo die-
ciocho y un artículo ciento treinta y ocho Bis a la Ley del
Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas
Mexicanas. Pasa al Ejecutivo, para sus efectos constitucio-
nales.

En su oportunidad y desde su curul realiza comentarios con
relación con diversos temas legislativos el diputado Jorge
Venustiano González Ilescas, del Partido Revolucionario
Institucional. El Presidente hace aclaraciones.

b) Puntos Constitucionales, que reforma y adiciona los ar-
tículos setenta y tres, setenta y cuatro, setenta y nueve,
ciento dieciséis, y ciento veintidós de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos. Se concede el uso
de la palabra al diputado Gustavo González Hernández, del
Partido Acción Nacional, para presentar moción suspensi-
va al dictamen. Interviene en contra el diputado Víctor
Humberto Benítez Treviño, del Partido Revolucionario
Institucional. En votación económica se desecha la moción
suspensiva presentada. Se concede el uso de la palabra pa-
ra fijar postura de sus grupos parlamentarios a los diputa-
dos María Guadalupe García Almanza, de Movimiento
Ciudadano; Mario Alberto Di Costanzo Armenta, del Par-
tido del Trabajo; Alejandro del Mazo Maza, del Partido
Verde Ecologista de México; Esthela Damián Peralta, del
Partido de la Revolución Democrática; Gustavo González

Hernández, del Partido Acción Nacional; y César Augusto
Santiago Ramírez, del Partido Revolucionario Institucio-
nal. 

Presidencia del diputado
Guadalupe Acosta Naranjo

Desde su curul realiza moción de procedimiento el dipu-
tado Pablo Escudero Morales, del Partido Verde Ecologis-
ta de México. El Presidente hace aclaraciones y a las trece
horas con cuarenta y nueve minutos declara un

Receso

A las catorce horas con treinta y un minutos se reanuda la
sesión.

Se concede el uso de la palabra para presentar a nombre de
la Comisión la redacción consensada, a la diputada Esthe-
la Damián Peralta, quien acepta interpelación de los dipu-
tados Mario Alberto Di Costanzo Armenta, del Partido del
Trabajo; Julián Francisco Velázquez y Llorente, del Parti-
do Acción Nacional. El Presidente informa que la propues-
ta de modificación de la diputada Esthela Damián Peralta,
del Partido de la Revolución Democrática, se considera pa-
ra la discusión en lo particular.

En su oportunidad y desde su curul realiza moción de pro-
cedimiento el diputado Gustavo González Hernández, del
Partido Acción Nacional. El Presidente hace aclaraciones.

El diputado Pablo Escudero Morales, del Partido Verde
Ecologista de México, realiza moción de procedimiento.

En su oportunidad y desde su curul realizan moción de pro-
cedimiento los diputados Mario Alberto Di Costanzo Ar-
menta, del Partido del Trabajo; José Ramón Martel López,
del Partido Revolucionario Institucional; y Carlos Alberto
Pérez Cuevas, del Partido Acción Nacional. El Presidente
hace aclaraciones.

Se continúa con la discusión en lo general del dictamen e
interviene en contra el diputado Jaime Fernando Cárdenas
Gracia, del Partido del Trabajo, quien acepta interpelación
de los diputados Gustavo González Hernández, Camilo
Ramírez Puente, Ignacio Téllez González, del Partido Ac-
ción Nacional; y Juan Carlos Regis Adame, del Partido de
la Revolución Democrática. Hace uso de la palabra en pro
del dictamen el diputado Emilio Serrano Jiménez, del Par-
tido de la Revolución Democrática, quien acepta interpela-



ción de los diputados Raúl Gerardo Cuadra García, y Gus-
tavo González Hernández, ambos del Partido Acción Na-
cional; en contra del mismo el diputado Camilo Ramírez
Puente, del Partido Acción Nacional; en pro el diputado
Vidal Llerenas Morales, del Partido de la Revolución De-
mocrática, quien acepta interpelación de las diputadas Nor-
ma Sánchez Romero, del Partido Acción Nacional; y Es-
thela Damián Peralta, del Partido de la Revolución
Democrática. Desde su curul, para rectificación de hechos,
interviene el diputado Liev Vladimir Ramos Cárdenas, del
Partido Acción Nacional. En votación económica se consi-
dera suficientemente discutido en lo general. El Presidente
informa a la Asamblea de la reserva del artículo setenta y
nueve de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. En votación nominal se aprueba en lo general
y en lo particular los artículos no reservados del proyecto
de decreto por doscientos cuarenta y ocho votos a favor; y
tres en contra. La diputada Esthela Damián Peralta, del
Partido de la Revolución Democrática, declina su propues-
ta de modificación y se concede el uso de la palabra para
presentar propuesta de modificación al artículo setenta y
nueve del dictamen a la diputada Laura Itzel Castillo Juá-
rez, quien acepta interpelación del diputado Jaime Fernan-
do Cárdenas Gracia, ambos del Partido del Trabajo. En vo-
tación económica se considera suficientemente discutido
en lo particular y de la misma forma se desecha. A las die-
ciséis horas con cinco minutos, con un registro de doscien-
tos cuarenta votos, el Presidente informa a la Asamblea que
no existe quórum y declara un

Receso

A las dieciséis horas con nueve minutos se reanuda la se-
sión.

El Presidente instruye a la Secretaría abrir el sistema elec-
trónico para proceder a la votación en lo particular del ar-
tículo reservado en los términos del dictamen. Con un re-
gistro de doscientos cuarenta y cinco diputados, el
Presidente levanta la sesión por falta de quórum a las die-
ciséis horas con veintidós minutos y cita para la próxima
que tendrá lugar mañana miércoles veinticinco de abril de
dos mil doce a las diez horas con treinta minutos.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Proceda la Secretaría a poner a discusión el acta.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Es-
tá a discusión el acta.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Presidente, sobre el acta.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Quiere intervenir sobre el acta el diputado Gerardo Fer-
nández Noroña.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña:
Muchas gracias, diputado presidente. Sobre el acta; no veo
en el acta que el día de ayer un diputado —no mencionaré
su nombre para no aludirlo, porque luego él alude y luego
hace trampa y no puede uno responderle, pero además no
lo veo— me retó a un debate.

Vengo a esta tribuna a aceptar ése debate; es un diputado
que está en contra de la reelección y ha sido, por lo menos,
ocho veces legislador; es un diputado que habla a nombre
de la democracia y tiene fama de ser uno de los defrauda-
dores electorales más grandes que haya habido en el país;
mapaches electorales, se les llama; un diputado que ha su-
bido a la tribuna a hablar en contra de la corrupción y ha
servido a los gobiernos priistas más corruptos que ha habi-
do en este país.

Un diputado que dijo que yo no soy historiador, no soy
abogado, no soy constitucionalista y efectivamente, no lo
soy; soy un hombre libre, una cosa que él no es, a pesar de
su provecta edad; no sabe lo que es la libertad; no sabe lo
que es la conciencia; no sabe lo que son los principios. Ése
compañero diputado.

Vengo hoy a decirle que le acepto el debate sobre historia.
Por ejemplo, sugiero que podríamos hablar sobre la histo-
ria de nuestro país y el daño que hicieron los regímenes del
Partido Revolucionario Institucional, o podríamos, por
ejemplo, discutir sobre la historia del fraude electoral en
México, donde él es doctor con mención especial en ho-
rroris causa, por esta tarea en nuestro país.

Así es que le acepto al diputado el debate; el día, la hora,
el lugar y el tema que él escoja. Siempre está aquí al prin-
cipio de la sesión, hoy no lo veo.

Pero no se lo mando a decir, se lo digo desde la más im-
portante tribuna de este país, porque ni a él ni a nadie —ya
saben que estoy hablando de César Augusto Santiago— ni
a él ni a nadie le voy a tolerar ninguna insolencia de nin-
gún tipo. Muchas gracias por su atención, compañeros di-
putados, compañeras diputadas.
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El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Proceda la Secretaría a poner a votación el acta.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Por
instrucciones de la Presidencia, se pone a votación el acta.
Las diputadas y los diputados que estén por la aprobación
afirmativa del acta sírvanse manifestarlo, gracias. Las di-
putadas y los diputados que estén por la negativa sírvanse
manifestarlo. Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Aprobada el acta. Continúe con las comunicaciones, por
favor.

COMISIONES LEGISLATIVAS

El Secretario diputado Mariano Quihuis Fragoso: De la
Junta de Coordinación Política, en relación a cambios de
integrantes y de juntas directivas de comisiones ordinarias.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.—
Junta de Coordinación Política.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 34, inciso
c), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, le pido atentamente se sometan a consi-
deración del pleno de la Cámara de Diputados, los siguien-
tes movimientos solicitados por el diputado Juan José Gue-
rra Abut, coordinador del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México.

Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales

Baja: Diputado Alejandro Carabias Icaza (secretario). 

Alta, Diputado Eduardo Ledesma Romo (secretario).

Comisión de Turismo

Baja: Diputado Alejandro Carabias Icaza (integrante).

Lo anterior, para los efectos a que haya lugar.

Sin otro particular, quedo de usted.

Atentamente

Palacio Legislativo, México, DF, a 19 de abril de 2012.— Diputada
Mary Telma Guajardo Villarreal (rúbrica), Presidenta.»

No habiendo quien haga uso de la palabra, en votación eco-
nómica se pregunta si se aprueban. Las diputadas y los di-
putados que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo.
Las diputadas y los diputados que estén por la negativa sír-
vanse manifestarlo. Señor presidente, mayoría por la afir-
mativa.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Aprobados. Comuníquense.

LEY DEL SERVICIO PUBLICO 
DE ENERGIA ELECTRICA

El Secretario diputado Mariano Quihuis Fragoso: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Bi-
centenario de la Independencia.— Centenario de la Revo-
lución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Por este conducto y con fundamento en el artículo 77, nu-
meral 2, del Reglamento de la Cámara de Diputados, me
dirijo a usted para solicitarle que la iniciativa que reforma
el artículo 25 de la Ley del Servicio Público de Energía
Eléctrica, para establecer que la facturación del suministro
de electricidad tenga periodicidad mensual, a fin de fo-
mentar el ahorro energético, que el suscrito presentó en la
sesión del miércoles 11 de enero del presente año, sea reti-
rada de la comisión a la que fue turnada.

Sin otro particular, le reitero la seguridad de mi atenta con-
sideración.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de abril de 2012.— Diputado
Alejandro Carabias Icaza (rúbrica).»



El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: Se
tiene por retirada. Actualícense los registros parlamen-
tarios.

PROGRAMAS DE EMPLEO TEMPORAL

El Secretario diputado Mariano Quihuis Fragoso:
«Proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al
Ejecutivo federal, a atender de manera estructural, integral
y humana la gestión de los programas de empleo temporal
en el extranjero, invitando a las secretarías de Relaciones
Exteriores, del Trabajo y Previsión Social a respetar parti-
cularmente el derecho de asociación, a cargo del diputado
Jorge Humberto López-Portillo Basave.

Los suscritos, diputados federales integrantes del grupo
parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
Jorge Humberto López Portillo Basave, Guillermo Raúl
Ruiz de Teresa, Gerardo Sánchez García, María Hilaria
Domínguez Arvizu, Alonso Eduardo Bailey Elizondo,
Héctor Pedraza Olguín, Víctor Félix Flores Morales, Car-
los Flores Rico, Sofía Castro Ríos Antonio Benítez Lucho,
Susana Hurtado Vallejo, Julieta Octavia Marín Torres, Jor-
ge Arana Arana, Cruz López Aguilar, Hilda Ceballos Lle-
renas, Guillermina Casique Vences, Roberto Rebollo Vive-
ro, Elpidio Desiderio Concha Arellano, Carlos Cruz
Mendoza, Olivia Guillen Padilla, Hernán de Jesús Orantes
López, Miguel Ernesto Pompa Corella, Narcedalia Ramí-
rez Pineda, David Ricardo Sánchez Guevara, de la LXI Le-
gislatura, con fundamento en lo dispuesto por el artículo
79, numeral 1, fracción II y numeral 2 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, sometemos a consideración de es-
ta soberanía el siguiente punto de acuerdo, por el que se ex-
horta al Poder Ejecutivo federal, a través de la Secretarías
de Relaciones Exteriores y del Trabajo y Previsión Social,
para que se establezcan a la brevedad las medidas necesa-
rias para que en la gestión de los programas de empleo
temporal en el extranjero se respete particularmente el de-
recho de asociación de los trabajadores agrícolas mexica-
nos, con base en las siguientes

Consideraciones

El pasado 18 de mayo de 2011, nuestros compañeros legis-
ladores integrantes de la Comisión Permanente del honora-
ble Congreso de la Unión, Senador Adolfo Toledo Infanzón
y diputado Gerardo Sánchez García, en su calidad de líde-

res y simpatizantes de las causas campesinas hicieron del
conocimiento público, junto con trabajadores mexicanos
que laboran en Canadá, académicos, ex legisladores, acti-
vistas de organizaciones sociales y sindicalistas, así como
la oficina en México del UFCW (Sindicato de los Trabaja-
dores de la Alimentación y el Comercio), para denunciar
las actividades antisindicales de la Secretaría de Relacio-
nes Exteriores y de la Secretaría de Trabajo y Previsión So-
cial en contra de campesinos mexicanos en Canadá. Ese
día, en el Senado de la República, la oficina en México de
la UFCW presentó ante la prensa nacional documentos que
señalan al Consulado Mexicano en Vancouver como el
principal responsable de una campaña de represión en con-
tra de trabajadores agrícolas migrantes en Canadá. 

En abril del 2011, el local 1518 de UFCW presentó ante el
Consejo de Relaciones Laborales de la Columbia Británica
(BCLRB, por sus siglas en inglés) una queja por actividad
antisindical contra empleadores canadienses y contra el
Consulado de México en Vancouver el 28 de abril del
2011, en los casos United Mexican States – and- Consula-
do General de Mëxico en Vancouver- and- Sidhu & Sons
Nursery Ltd – and – Certain Employees – and- U.F.C.W.
Local 1518 (LRB No. 61942/11, 61973/11 y United Mexi-
can States – and- Consulado General de Mëxico en Van-
couver- and- Floralia Plant Grower LImited– and-
U.F.C.W. Local 1518 (LRB No. 61942/11, 61973/11. En
ambas quejas se acusaba tanto a los empleadores como al
Gobierno Mexicano de interferir en la organización sindi-
cal de campesinos migrantes en granjas canadienses. Estas
acciones incluían el despido injustificado y exclusión del
PTAT de trabajadores considerados simpatizantes del sin-
dicato, así como la interferencia directa en los procesos de
acreditación sindical de parte de funcionarios mexicananos
tanto en Canadá como en México. El 19 de agosto del
2011, el Consulado de México en Vancouver y el Gobier-
no de los Estados Unidos Mexicanos invocaron que en vir-
tud de la Ley sobre la Inmunidad de los Estados (State Im-
munity Act, R.S.C., 1985, c. S-18) , el BCLRB no tenía
jurisdicción sobre México. Según el gobierno mexicano, la
queja de UFCW pretendía violar esta inmunidad, orillando
a la BCLRB a involucrarse en acciones soberanas de un
Estado extranjero con respecto a sus propios ciudadanos.
En febrero 2012, el BCLRB dictaminó que el gobierno me-
xicano tenía inmunidad de estado y que no sería parte en
las acusaciones de que su Consulado en Vancouver trabajó
en complicidad con empresarios agrícolas para incluir en
listas negras a ciudadanos mexicanos considerados simpa-
tizantes del sindicato, y así impedirles el volver a trabajar
en Canadá dentro del PTAT. Sin embargo, el mismo Con-
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sejo reconoció que las acciones de México eran relevantes
e importantes en relación a la queja de UFCW de interfe-
rencia indebida. Gracias a esta decisión, durante los días
23, 24, 27, 28 y 29 de febrero, antiguos trabajadores del
Consulado de México en Vancouver testificaron confir-
mando las alegaciones del sindicato. Los tres testigos coin-
cidieron en que tenían instrucciones directas de funciona-
rios de la Secretaría de Relaciones Exteriores y de la
Coordinación General de Empleo, dependiente de la Se-
cretaría del Trabajo y Previsión Social, para llevar a cabo
una campaña antisindical sistemática y programada.

Es importante exhortar al Ejecutivo a intervenir para que
cese todo hostigamiento antisindical contra los trabajado-
res agrícolas migrantes en Canadá, pero sobre todo, y des-
de una perspectiva más amplia, que se analicen las condi-
ciones bajo las cuales migran legalmente nuestros
connacionales a Estados Unidos y Canadá. Estamos con-
vencidos de que los programas de trabajo temporal hacia el
Norte deben ser regulados por nuestro gobierno, que debe
asegurarse de que parten en condiciones dignas de vida y
de trabajo. De la misma manera, el gobierno tiene la obli-
gación de garantizar el respeto de los derechos fundamen-
tales de estos trabajadores, tanto en México como en el ex-
tranjero. Invertir el día de hoy en el desarrollo de una
política coherente en materia de trabajo legal temporal en
el extranjero puede, a largo plazo, otorgar una alternativa
viable a la migración irregular.

Según el Pew Hispanic Center, México aporta 58% de la
población sin estatus migratorio legal en Estados Unidos,
con 6.5 millones de Mexicanos sin permiso de entrada en
el país. Sin embargo, México ocupa también el primer lu-
gar de origen de inmigrantes establecidos legalmente en
Estados Unidos, que son otros 5.8 millones, es decir, 20%
del total evaluado para 2010. Dentro de estas cifras, se con-
sidera que alrededor de 150,000 trabajadores visitantes
temporales entran a Estados Unidos bajo el esquema de vi-
sas temporales H2A y H2B. En el caso de Canadá, alrede-
dor de 17,000 trabajadores agrícolas se integran al merca-
do laboral agrícola canadiense año con año, dentro del
Programa de Trabajadores Agrícolas Temporales (PTAT).
Desde 2003, el Programa de Trabajadores Extranjeros
Temporales (PTET) permite la entrada a nuestros conna-
cionales en sectores como la hotelería, la restauración, la
construcción y los servicios de atención médica. 

La orientación general de la política migratoria canadiense
y estadounidense se dirige hacia una creciente privatiza-
ción de la gestión de programas de los trabajadores tempo-

rales. Los sistemas de visa H2A y H2B en Estados Unidos,
y de trabajo temporal en Canadá para sectores poco espe-
cializados, atraen año con año miles de mexicanos en bus-
ca de mejores condiciones de vida. 

Aún dentro de un contexto económico inestable, tanto Es-
tados Unidos como Canadá presentan un déficit de mano
de obra en los sectores menos remunerados. Este déficit
justifica la creación de programas de trabajo temporal que,
si bien ofrecen una alternativa de trabajo para nuestros con-
nacionales, no garantizan el respeto de sus derechos huma-
nos y laborales. Si bien existen regímenes diversos de pro-
tección otorgada por Estados Unidos y Canadá a los
trabajadores extranjeros temporales, éstas no están coordi-
nadas, no aseguran la defensa de los derechos humanos y
laborales de los trabajadores, y su implementación varía
dependiendo del clima político del momento. Esta ausen-
cia de regulación explica en parte el gran éxito de los pro-
gramas de trabajo temporal: los empleadores canadienses y
estadounidenses acceden así al mercado global del empleo
omitiendo deliberadamente derechos de los trabajadores,
dejando en manos de un servicio consular mexicano defi-
ciente la tarea de defender los derechos laborales y huma-
nos de nuestros connacionales.

Esta situación se agudiza si agregamos que el gobierno me-
xicano –salvo en el caso del PTAT, y más recientemente,
con el esquema de movilidad laboral México-Canadá- no
participa en la selección y contratación de estos trabajado-
res, ni regula eficazmente el rol de las agencias de empleo
mexicanas o extranjeras que operan en nuestro territorio.
Esta ausencia de un canal institucional preestablecido que
elimine la necesidad de transitar por agencias de empleo
constituye una de nuestras principales preocupaciones. Lo
que resulta de esto es un esquema en que los migrantes sa-
len del país sin que se registre cuándo, dónde y en qué con-
diciones se encuentran. Debido a eso, en caso de abuso y
explotación la defensa ante los tribunales de dichos traba-
jadores es casi imposible. 

En lo que concierne a la colocación de los trabajadores, las
agencias mismas se enfrentan a obstáculos mayúsculos pa-
ra identificar los sectores donde la mano de obra escasea.
Mientras tanto, las asociaciones de empleadores buscan
efectivamente apoyo de gobiernos extranjeros para acceder
al mercado global del empleo. Si bien el margen de ma-
niobra del gobierno federal mexicano para negociar el ac-
ceso a la residencia permanente de sus trabajadores, es bas-
tante limitado, sí puede aprovechar el interés de los
empleadores para regular las condiciones contractuales bá-



sicas (salario, vivienda, seguridad y salubridad en el traba-
jo). Dejar este tipo de negociación en manos de agencias de
empleo que compiten entre ellas disminuyendo las exigen-
cias del trabajador es, primero, perder la oportunidad de re-
gular esta migración, y segundo, desaprovechar la posibili-
dad de crear políticas migratorias, laborales, de salud y
seguridad social coherentes y humanas. En este sentido,
fundamentamos nuestras recomendaciones no sólo en la le-
gislación federal y estatal existente, sino en el creciente nú-
mero de experiencias estatales de participación internacio-
nal en materia de migración, considerando que éste es un
tiempo propicio para el desarrollo de estructuras guberna-
mentales que respondan a las exigencias de los migrantes
en materia de empleo, capacitación, salud, derechos huma-
nos y laborales.

La ausencia de un mecanismo migratorio institucional
efectivo representa un riesgo importante para el trabajador
que, con la esperanza de encontrar empleo en el extranje-
ro, puede ser víctima de fraude o explotación y caer even-
tualmente en la ilegalidad. El hecho de que las empresas
reclutadoras en México, Estados Unidos y Canadá puedan
funcionar en un margen legal relativamente amplio y con-
fuso aumenta el riesgo de explotación. Si al factor de la
presencia de intermediarios se le añade el carácter transna-
cional del contrato, el número de “fallas del sistema” pre-
visibles aumenta exponencialmente. 

En cuanto a la construcción de políticas migratorias a nivel
federal y estatal, consideramos que ambos niveles de go-
bierno tienen no sólo una responsabilidad, sino un interés
urgente en regular y legislar los canales privados de migra-
ción hacia Estados Unidos y Canadá. La lenta evolución de
la legislación estatal en Estados Unidos y provincial en Ca-
nadá en materia de agencias de empleo extranjero no debe
ser usada como pretexto para evadir responsabilidades de
ambos niveles de gobierno. Esta urgencia se explica ante
todo como coherencia en la evolución del marco legal de
derechos humanos a nivel nacional e internacional, pero
también por consideraciones de política interna en materia
de salud, capacitación, seguridad social y trabajo. El carác-
ter temporal de los programas de migración laboral debe
obligar a las autoridades a intervenir para regular no sólo la
salida de sus nacionales, sino planear su retorno eventual.

La Ley Federal del Trabajo contempla en sus artículos 25
y 28 un marco legal general para los trabajadores mexica-
nos empleados en el extranjero. La obligación para el em-
pleador extranjero de registrarse en el país y someter el

contrato a la evaluación de la Junta de Conciliación y Ar-
bitraje, así como de proporcionar una fianza para garanti-
zar su cumplimiento, sería difícil de imponer aun cuando
no interviniera un tercero, comúnmente un reclutador o
agencia de empleo. 

Artículo 28. Para la prestación de servicios de los traba-
jadores mexicanos fuera de la República, se observarán
las normas siguientes:

I. Las condiciones de trabajo se harán constar por escri-
to y contendrán para su validez las estipulaciones si-
guientes: 

a) Los requisitos señalados en el artículo 25. 

b) Los gastos de transporte, repatriación, traslado
hasta el lugar de origen y alimentación del trabaja-
dor y de su familia, en su caso, y todos los que se ori-
ginen por el paso de las fronteras y cumplimiento de
las disposiciones sobre migración, o por cualquier
otro concepto semejante, serán por cuenta exclusiva
del patrón. El trabajador percibirá íntegro el salario que
le corresponda, sin que pueda descontarse cantidad al-
guna por esos conceptos. 

c) El trabajador tendrá derecho a las prestaciones que
otorguen las instituciones de seguridad y previsión so-
cial a los extranjeros en el país al que vaya a prestar sus
servicios. En todo caso, tendrá derecho a ser indemni-
zado por los riesgos de trabajo con una cantidad igual a
la que señala esta Ley, por lo menos; 

d) Tendrá derecho a disfrutar, en el centro de trabajo o
en lugar cercano, mediante arrendamiento o cualquier
otra forma, de vivienda decorosa e higiénica; 

II. El patrón señalará domicilio dentro de la República
para todos los efectos legales; 

III. El escrito que contenga las condiciones de traba-
jo será sometido a la aprobación de la Junta de Con-
ciliación y Arbitraje dentro de cuya jurisdicción se
celebró, la cual, después de comprobar los requisitos
de validez a que se refiere la fracción I, determinará
el monto de la fianza o del depósito que estime sufi-
ciente para garantizar el cumplimiento de las obliga-
ciones contraídas. El depósito deberá constituirse en
el Banco de México o en la institución bancaria que

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 25 de abril de 201249



Año III, Segundo Periodo, 25 de abril de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados50

éste designe. El patrón deberá comprobar ante la
misma Junta el otorgamiento de la fianza o la cons-
titución del depósito; 

IV. El escrito deberá ser visado por el Cónsul de la Na-
ción donde deban prestarse los servicios; y 

V. Una vez que el patrón compruebe ante la Junta que ha
cumplido las obligaciones contraídas, se ordenará la
cancelación de la fianza o la devolución del depósito.

Sin embargo, en el caso del Programa de Trabajadores
Agrícolas Temporales, y aún si es el mismo gobierno me-
xicano quien participa en el reclutamiento, hay una clara
violación de la legislación mexicana. Con el desarrollo de
nuevos esquemas de trabajo temporal en el extranjero se
presenta el reto sea de efectuar una reforma integral de la
ley laboral en materia migratoria, sea de ajustar las prácti-
cas institucionales conforme a derecho.

Tenemos el reto de fortalecer la legislación mediante prin-
cipios generales de defensa de los derechos de los migran-
tes, y mecanismos institucionales que den seguimiento a
las necesidades antes, durante y después de su estadía en el
exterior. Esto incluye en primer término una participación
más activa del gobierno federal, enmarcada en las disposi-
ciones de la Ley Federal del Trabajo, para eliminar dentro
de lo posible las violaciones de empleadores y agencias de
empleo a las condiciones contractuales. Dicha participa-
ción impone un diálogo entre gobiernos estatales y federa-
les para crear un mecanismo, dentro de la estructura del
Servicio Nacional de Empleo, que pudiera hacer las veces
de servicio de registro, capacitación, colocación en el ex-
tranjero y seguimiento al retorno del trabajador. De mane-
ra general, el análisis de los artículos pertinentes nos per-
mite imaginar una política migratoria y laboral con el
énfasis puesto en la capacitación de los trabajadores, en la
promoción directa o indirecta del empleo, y en la celebra-
ción de convenios en materia de empleo entre la federación
y las entidades federativas. 

El ejemplo perfecto para ilustrar la capacidad jurídica y ad-
ministrativa de gestionar dicho flujo es el Programa de
Trabajadores Agrícolas Temporales México-Canadá
(PTAT). Efectivamente, la gestión por parte del Servicio
Nacional de Empleo de los trámites migratorios para parti-
cipantes del PTAT está fundamentada en los artículos 537,
538 y 539, fracción I, incisos d), e), f), g) y h) de la Ley Fe-
deral del Trabajo. Dentro de este contexto jurídico, las

principales funciones del SNE son reclutar a los trabajado-
res, crear un padrón de la mano de obra disponible en co-
ordinación con los Servicios Estatales de Empleo y efec-
tuar los trámites de permiso de trabajo correspondientes.
En el mismo espíritu, el SNE coordina con los empleado-
res el movimiento de los trabajadores y se asegura de que
a su regreso las condiciones del contrato hayan sido respe-
tadas. Este modelo, al eliminar los intermediarios, dismi-
nuye los riesgos de fraude o explotación, y elimina los gas-
tos en que los trabajadores tienen que incurrir para
participar en este tipo de programas.

De un análisis más profundo de dicho instrumento, nos
atrae particularmente lo previsto en el artículo 539, inciso
II, en materia de colocación de trabajadores. El inciso a)
contempla el encauzamiento de los demandantes hacia las
personas que requieran sus servicios.

El inciso d) permite contemplar la creación de un mecanis-
mo interinstitucional encargado de regular la contratación
de los nacionales en el extranjero, en coordinación con las
respectivas unidades administrativas de las Secretarías de
Gobernación, Patrimonio y Fomento Industrial (hoy Ener-
gía); Comercio (hoy Economía), y Relaciones Exteriores.

Promover la contratación de mexicanos en el extranjero sin
contar con mecanismos o criterios operativos específicos
para asegurar la defensa de los derechos de los trabajado-
res mexicanos, podría ser interpretado como un reconoci-
miento tácito del fracaso de la política de empleo. Sin em-
bargo, los foros nacionales e internacionales sobre
migración coinciden en esta recomendación: cerrar los ojos
ante el fenómeno no disminuirá el número de personas que
deja su comunidad para conseguir empleo en el extranjero,
mientras que participar activamente en el rubro, creando
estructuras similares a las que surgieron para acompañar a
los trabajadores del PTAT, puede ser la clave para dismi-
nuir la vulnerabilidad de los trabajadores migrantes. Des-
pués de todo, el rol del gobierno mexicano en la gestión del
PTAT fue uno de los factores que contribuyó a su éxito.

La participación de los gobiernos estatales no debe ser deja-
da de lado; estos deberían hacerse responsables del manteni-
miento de una política coherente de atención al migrante an-
tes, durante y después de su salida. Así, en materia de salud,
los gobiernos estatales deberían asegurarse de que tanto los
trabajadores como sus familias estén protegidos por algún
tipo de régimen que evite que los ahorros hechos durante la
estadía en el extranjero desaparezcan ante un imprevisto.



En materia de capacitación, se trata de desarrollar acuerdos
con instituciones académicas para brindar a los trabajado-
res una formación adecuada no sólo técnica, sino también
en derechos laborales y humanos, o incluso efectuar pro-
gramas de certificación para quienes cuentan con experien-
cia laboral. En materia de colocación, podrían desarrollarse
convenios con asociaciones de empleadores estadouniden-
ses o canadienses, que a su vez contarían con socios institu-
cionales. Una estructura así planteada representa una opor-
tunidad única de apoyar la iniciativa individual de cada
trabajador y crear sinergias entre el migrante y su gobier-
no. Debe añadirse una última consideración a este análisis.
La participación de ambos niveles de gobierno debería es-
tar dirigida hacia el apoyo de los nacionales en el extranje-
ro, eliminando en lo posible los costos del desplazamiento
del trabajador y proporcionando adecuada atención para él
y su familia conforme a la legislación vigente. El modelo
filipino de regulación estatal de la migración, en el que el
trabajador es reclutado por el gobierno, pero asume los
costos de su propia migración, e incluso se convierte en el
principal inversionista de una agencia de empleo guberna-
mental, dista mucho de ser un modelo ideal de participa-
ción del Estado

La participación de organizaciones como la UFCW, que
viene defendiendo los derechos de los trabajadores mi-
grantes en Estados Unidos y Canadá desde hace décadas,
es un elemento central en este tipo de políticas, ya que ha-
ce participar a la sociedad civil en la gestión de los flujos
migratorios, garantizando así la transparencia y el respeto
a los derechos fundamentales de los trabajadores durante
su estadía en el extranjero. Los conceptos de democracia y
representatividad también deben ser garantizados bajo un
esquema en el que los trabajadores tengan una representa-
ción real en la negociación de sus condiciones laborales.
Esto sólo puede ser conseguido en la medida en que el Es-
tado mexicano reconozca y respete el derecho fundamental
de asociación consagrado constitucionalmente. De eso se
deriva, cuando menos, la necesidad de que los trabajadores
cuenten con una representación propia en las mesas de ne-
gociación, en las cuales, en el caso del PTAT, sólo partici-
pan los empleadores y los gobiernos mexicano y canadien-
se. De la misma manera, esto impone la revisión de la
posición del gobierno federal hacia el movimiento sindical
campesino, y la exigencia clara de que tanto el servicio
consular dependiente de la SRE como la STPS incluyan en
sus parámetros de gestión exitosa el respeto al trabajo de
los sindicatos en la defensa del trabajador mexicano en el
extranjero. 

Nosotros como legisladores comprometidos con las causas
sociales más sentidas de los mexicanos, creemos que es
obligado que las Secretarias del Trabajo y Previsión Social
y de Relaciones Exteriores le expliquen a la sociedad me-
xicano las razones por las cuales se oponen, a través de su
actividad institucional, a que nuestros connacionales ten-
gan las condiciones humanas y laborales óptimas que, por
cierto, están establecidas en los 17 mil contratos que fir-
man los campesinos mexicanos.

Es obligatorio que el gobierno federal mexicano vea a las
organizaciones de los trabajadores, como lo son los sindi-
catos regionales o internacionales como aliados estratégi-
cos para fortalecer el cumplimiento de las obligaciones
conferidas a la Red Consular Mexicana. Resulta inacepta-
ble que el gobierno mexicano anteponga los intereses de
los patrones extranjeros, en este caso, lo de los canadien-
ses, y no los de los más de 17 mil campesinos mexicanos.
Debemos impulsar que organizaciones de los trabajadores
y el gobierno federal fortalezcan la responsabilidad social,
el apoyo legal, humano, de salud, educativo, de comunica-
ción y de convivencia tanto en Estados Unidos como en
Canadá. Sería muy estrecha la visión del gobierno federal
mexicano no ver como aliados a quienes han documentado
y acreditado un trabajo de responsabilidad social, olvidan-
do que esa labor constitucionalmente le corresponde al Es-
tado Mexicano.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción de esta honorable Asamblea, la siguiente proposición
con punto de acuerdo, solicitando se considere de urgente
resolución

Puntos de Acuerdo

Uno. Se exhorta al Poder Ejecutivo Federal, a través de las
Secretarías de Relaciones Exteriores y de Trabajo y Previ-
sión Social, para que contemple el desarrollo de una políti-
ca en materia de trabajo temporal en el extranjero coheren-
te y respetuosa de los derechos fundamentales de los
connacionales que laboran en el extranjero. 

Dos. Se exhorta al Poder Ejecutivo federal, a través de las
Secretarías de Relaciones Exteriores y de Trabajo y Previ-
sión Social, que ofrezcan una explicación amplia y docu-
mentada de cada una de las denuncias sobre presuntas ac-
ciones institucionales con sesgos antisindicales en contra
campesinos mexicanos en Canadá, y por tanto el número y
nombre de los trabajadores afectados, que forman parte del
Programa de Trabajadores Agrícolas Temporales (PTAT),
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particularmente en lo relacionado a la interferencia del per-
sonal del Consulado de México en Vancouver y de la Co-
ordinación General de Empleo.

Tres. Se exhorta al Poder Ejecutivo federal, a través de las
Secretarías de Relaciones Exteriores y de Trabajo y Previ-
sión Social, que incluyan en las negociaciones del Progra-
ma de Trabajadores Agrícolas Temporales la obligación pa-
ra los empleadores canadienses, en conformidad con el
artículo 28 de la Ley Federal del Trabajo, de registrar los
contratos ante las Juntas de Conciliación y Arbitraje, así
como la obligación de presentar un depósito que el trabaja-
dor pueda reclamar en caso de violación del mismo.

Cuatro. Se exhorta al Poder Ejecutivo Federal, a través de
las Secretarías de Relaciones Exteriores y de Trabajo y Pre-
visión Social, que incluyan en las negociaciones del Pro-
grama de Trabajadores Agrícolas Temporales la obligación
para los empleadores canadienses, a asumir los gastos de
transporte, repatriación, traslado hasta el lugar de origen y
alimentación del trabajador y de su familia, en su caso, y
todos los que se originen por el paso de las fronteras y
cumplimiento de las disposiciones sobre migración, o por
cualquier otro concepto semejante, como lo exige la Ley
Federal del Trabajo.

Cinco. Se exhorta al Poder Ejecutivo Federal, a través de
las Secretarías de Relaciones Exteriores y de Trabajo y Pre-
visión Social, para que implementen las medidas preventi-
vas o los mecanismos institucionales establecidos para
apoyar, defender, proteger, transferir y reintegrar a los tra-
bajadores migratorios los recursos de los que no hacen uso
en el extranjero con motivo de las retenciones o deduccio-
nes que los estados extranjeros hacen a los trabajadores en
materia contribuciones y prestaciones (seguros de desem-
pleo, salud, fondos de pensión, etcétera).

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 20 días del mes de
abril de 2012.— Diputados: Jorge Humberto López Portillo Basave,
Guillermo Raúl Ruiz de Teresa, Gerardo Sánchez García, María Hila-
ria Domínguez Arvizu, Alonso Eduardo Bailey Elizondo, Héctor Pe-
draza Olguín, Víctor Félix Flores Morales, Carlos Flores Rico, Sofía
Castro Ríos, Antonio Benítez Lucho, Susana Hurtado Vallejo, Julieta
Octavia Marín Torres, Jorge Arana Arana, Cruz López Aguilar, Hilda
Ceballos Llerenas, Guillermina Casique Vences, Roberto Rebollo Vi-
vero, Elpidio Desiderio Concha Arellano, Carlos Cruz Mendoza, Oli-
via Guillen Padilla, Hernán de Jesús Orantes López, Miguel Ernesto
Pompa Corella, Narcedalia Ramírez Pineda, David Ricardo Sánchez
Guevara.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: De
conformidad con el artículo 79, numeral 3, fracción III, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, remítase a la Se-
cretaría de Relaciones Exteriores y de Trabajo y Previ-
sión Social, para su atención.

SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO

El Secretario diputado Mariano Quihuis Fragoso: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente .

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo segundo
transitorio del decreto por el que se adicionan diversas dis-
posiciones a los artículos 2, 23, 27, 28, 41, 58, 85, 107 y
111; y se reforma el artículo 110, de la Ley Federal de Pre-
supuesto y Responsabilidad Hacendaria (decreto), publica-
do en el Diario Oficial de la Federación el 19 de enero del
presente año, y con fundamento en lo establecido en los ar-
tículos 31 de la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca Federal y 7 del Reglamento Interior de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, me permito remitir a usted un
disco compacto que contiene la metodología, factores, va-
riables y fórmulas utilizados para la elaboración de los
Anexos Transversales, el cual incluye la información sobre
los porcentajes o cuotas que del presupuesto de los Progra-
mas Presupuestarios y de las Unidades Responsables son
considerados para la integración de dichos anexos. 

Reitero a usted la seguridad de mi atenta y distinguida con-
sideración.

Atentamente

México, DF, 20 de abril de 2012.— Gustavo Nicolás Kubli Albertini
(rúbrica p.a.), titular de la Unidad Política y Control Presupuestario.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: Re-
mítase a las Comisiones de Hacienda y Crédito Público
y de Presupuesto y Cuenta Pública, para su conoci-
miento.



SECRETARIA DE ECONOMIA

La Secretaria diputada Gloria Romero León: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secretaría
de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

Por este conducto me permito hacer de su conocimiento
que mediante oficio número 100.2012.DGE.296, el ciuda-
dano Rodrigo Ortega Cajigas, m de Enlace de la Secretaría
de Economía, envía el primer informe trimestral para el
ejercicio fiscal 2012 sobre el presupuesto ejercido, a nivel
de capítulo y concepto de gasto, así como el cumplimiento
de metas y objetivos con base en los indicadores de de-
sempeño de los programas presupuestarios sujetos a reglas
de operación “S” y de otros subsidios “U”, a cargo de esa
Dependencia. 

Por lo anterior y con fundamento en lo dispuesto por la
fracción XIV del artículo 27 de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal y el artículo 181 del Regla-
mento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria, le acompaño para los fines procedentes, copia
del oficio al que me he referido, así como el anexo que en
el mismo se cita, en forma impresa y medio magnético. 

Sin otro particular, reciban un cordial saludo. 

Atentamente

México, DF, a 24 de abril de 2012.— Maestro Antonio Hernández Le-
gaspi (rúbrica), titular de la Unidad de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Economía.

Licenciado Rubén Alfonso Fernández Aceves, subsecreta-
rio de Enlace Legislativo de la Secretaría de Goberna-
ción.— Presente.

Con fundamento en lo señalado por el artículo 27, fracción
XIV, de la Ley Orgánica de la administración Pública Fe-
deral, y en cumplimiento a los artículos 75 de la Ley Fede-
ral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, así co-
mo 181 y 285 de su Reglamento (RLFPRH), solicito
atentamente su valiosa intervención a fin de enviar a la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, a

través de las comisiones correspondientes, el primer infor-
me trimestral para el ejercicio fiscal 2012 sobre el presu-
puesto ejercido, a nivel de capítulo y concepto de gasto, así
como el cumplimiento de metas y objetivos con base en los
indicadores de desempeño de los programas presupuesta-
rios sujetos a reglas de operación “S” y de otros subsidios
“V”, a cargo de esta secretaría. 

Los fondos y programas son: 

• S016 Fondo de Microfinanciamiento a Mujeres Rura-
les. 

• S017 Fondo Nacional de Apoyo para las Empresas en
Solidaridad. 

• S020 Fondo de Apoyo para la Micro, Pequeña y Me-
diana Empresa. 

• S021 Programa Nacional de Financiamiento al Micro-
empresario. 

• S151 Programa para el Desarrollo de la Industria del
Software. 

• S214 Programa de Competitividad en Logística y Cen-
trales de Abasto. 

• S220 Programa para el Desarrollo de las Industrias de
Alta Tecnología. 

• U002 Programa para la Creación de Empleo en Zonas
Marginadas. 

• U003 Programa para Impulsar la Competitividad de
los Sectores Industriales. 

• U004 Proyectos estratégicos para la atracción de in-
versión extranjera. 

• U005 Fondo Sectorial de Innovación. 

No omito señalar que en apego al artículo 181 del
RLFPRH, los resultados deben presentarse a más tardar a
los 15 días hábiles posteriores a la terminación de cada tri-
mestre, término que para el presente caso se cumple el 24
de abril de 2012

Sin otro particular, le envío un cordial saludo.
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Atentamente

México, DF, a 23 de abril de 2012.— Rodrigo Ortega Cajigas (rúbri-
ca), director general de Enlace.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: Se
remite a las Comisiones de Economía y de Presupuesto
y Cuenta Pública, para su conocimiento.

ESTADO DE GUANAJUATO

La Secretaria diputada Gloria Romero León: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secretaría
de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número D.G.P.L. 61-II-1-3199 signa-
do por el diputado Jesús María Rodríguez Hernández, vi-
cepresidente de la Mesa Directiva de ese órgano legislati-
vo, me permito remitir para los fines procedentes, copia del
similar número 112.2.-401/2012 suscrito por el licenciado
Salvador Moreno Cerda, director general adjunto de Estu-
dios Interinstitucionales de la Secretaría de Agricultura,
Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, así co-
mo el anexo que en el mismo se menciona, mediante los
cuales responde al punto de acuerdo relativo a destinar los
recursos necesarios a efecto de atender el grave problema
de sequía que enfrenta el municipio de San Luis de la Paz,
Guanajuato.

Sin otro particular, reciban un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 23 de abril de 2012.— Maestro Antonio Hernández Le-
gaspi (rúbrica), titular de la Unidad de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación.

Maestro Antonio Hernández Legaspi, titular de la Unidad
de Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación.—
Presente.

En atención a su oficio número SEL/UEL/311/868/12 del
29 de marzo de 2012, mediante el cual nos remite punto de
acuerdo aprobado por el Congreso de la Unión, donde se
exhortan al titular de la Secretaría de Agricultura, Ganade-
ría, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación a destinar los
recursos necesarios a efecto de atender el grave problema
de sequía que enfrenta el municipio de San Luis de la Paz,
Guanajuato, me permito hacerle llegar la siguiente docu-
mentación:

Sobre el particular adjuntamos a la presente información
con las observaciones y comentarios que sobre el tema nos
hizo llegar la Subsecretaría de Desarrollo Rural, con el ofi-
cio número 412.-332/2012 del 11 de marzo de 2012, con el
cual se da respuesta a la información requerida.

Sin más por el momento, le envió un cordial saludo.

Atentamente 

México, DF, 17 de abril de 2012.— Licenciado Salvador Moreno Cer-
da (rúbrica), director general adjunto de Estudios Interinstitucionales.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación.

Licenciado Salvador Moreno Cerda, director general ad-
junto de Estudios Interinstitucionales.— Presente.

Me refiero a su oficio 112.2.-386/2012 de fecha 10 de abril
del presente año, a través del cual remite copia del oficio
número SEL/UEL/311/868/12 signado por el titular de la
Unidad de Enlace Legislativo de la Secretaría de Goberna-
ción, maestro Antonio Hernández Legaspi, con que se ha-
ce del conocimiento el punto de acuerdo aprobado por
Congreso de la Unión, en su sesión celebrada el 14 de mar-
zo de 2012, relativo a destinar los recursos necesarios a
efecto de atender el grave problema de sequía que enfren-
ta el municipio de San Luis de la Paz, en el estado de Gua-
najuato.

Al respecto, le comento que mediante el Componente
Atención a Desastres Naturales en el Sector Agropecuario
y Pesquero (Cadena), se apoya a productores agropecua-
rios, pesqueros y acuícolas de bajos ingresos ante la ocu-
rrencia de contingencias climatológicas atípicas, relevan-
tes, no recurrentes e impredecibles.



En 2011 en el marco del Cadena, el gobierno de Guanajua-
to contrató un portafolio de aseguramiento para proteger
149 mil 398 hectáreas de fríjol, maíz y sorgo (PV-Tempo-
ral) en caso de sequía, helada, inundación, granizo, hura-
cán, ciclón, tornado y vientos fuertes en 33 municipios de
los 46 con que cuenta el estado. Asimismo, se aseguraron
81 mil 095 unidades animal por los fenómenos de sequía,
exceso de humedad, inundación, onda cálida, heladas, ba-
jas temperaturas, inundación, granizo y huracán en 41 de
los 46 municipios del estado, del cual a la fecha se han de-
rivado indemnizaciones al gobierno del estado por un mon-
to de 104.6 millones de pesos para la atención de sus pro-
ductores afectados por la sequía.

De manera complementaria, para aquellos municipios don-
de no existe Seguro Agrícola Catastrófico o bien cuando
los daños superan la cobertura del SAC se tiene la posibi-
lidad de acceder a los apoyos directos. El gobierno del es-
tado presentó una solicitud ante el Cadena por sequía para
los 46 municipios del estado, en el mes de septiembre, en
respuesta a dicha solicitud, la Comisión Nacional del Agua
(Conagua) corroboró la ocurrencia del desastre natural en
37 municipios y que se encuentran en la etapa de pago a los
beneficiarios del apoyo.

Finalmente le comento que en el presente año, el Cadena
pone a consideración del gobierno estatal la posibilidad de
solicitar la contratación de esquemas del Seguro Agrícola,
Pecuario, Acuícola o Pesquero Catastrófico en cualquier
compañía aseguradora pública o privada que les ofrezca la
mejor opción para protegerse ante los daños causados por
desastres naturales.

Sin otro particular por el momento, aprovecho la ocasión
para enviarle un cordial saludo.

Atentamente

Sufragio Efectivo. No Reelección.

México, DF, a 11 de marzo de 2012.— Ingeniero Víctor Celaya del To-
ro (rúbrica), director general.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: Se
remite a la Comisión de Agricultura y Ganadería, para
su conocimiento.

ESTADO DE MEXICO

La Secretaria diputada Gloria Romero León: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secretaría
de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

En respuesta del oficio número DGPL 61-II-9-5136, signa-
do por la diputada Juanita Arcelia Cruz Cruz, vicepresi-
denta de la Mesa Directiva de ese órgano legislativo, me
permito remitir para los fines procedentes copia del similar
número 112.2.- 400/2012, suscrito por el licenciado Salva-
dor Moreno Cerda, director general adjunto de Estudios In-
terinstitucionales de la Secretaría de Agricultura, Ganade-
ría, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, así como el
anexo que en él se menciona, mediante los cuales respon-
de al punto de acuerdo relativo a llevar a cabo las acciones
necesarias con objeto de resolver el litigio suscitado por la
posesión del predio de Hidalgo y Carrizo, situado en terre-
nos federales del ex lago de Texcoco.

Sin otro particular, reciban un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 23 de abril de 2012.— Maestro Antonio Hernández Le-
gaspi (rúbrica), titular de la Unidad de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación.

Maestro Antonio Hernández Legaspi, titular de la Unidad
de Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación.—
Presente.

En atención de su oficio número SEL/ UEL/ 311/ 647/ 12,
del 7 de marzo de 2012, mediante el cual nos remite punto
de acuerdo, aprobado por el Congreso de la Unión, donde se
exhorta al Ejecutivo federal a realizar las acciones necesarias
con objeto de resolver el litigio suscitado por la posesión del
predio de Hidalgo y Carrizo, situado en los terrenos federa-
les del ex lago de Texcoco, me permito hacerle llegar la si-
guiente documentación:

Sobre el particular adjuntamos a la presente información
con las observaciones y los comentarios que en torno del
tema nos hizo llegar la Oficialía Mayor con el oficio nú-
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mero 512.- 0388, del 11 de abril de 2012, con el cual se da
respuesta a la información requerida.

Sin más por el momento, le envío un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 17 de abril de 2012.— Licenciado Salvador Moreno
Cerda (rúbrica), director general adjunto de Estudios Interinstituciona-
les.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación.

Licenciado Salvador Moreno Cerda, director general ad-
junto de Estudios Interinstitucionales de la Sagarpa.

Me refiero a su oficio número 112.- 338/ 2012, de fecha 21
de marzo de 2012, mediante el cual solicita información
necesaria para dar respuesta sobre el punto de acuerdo
aprobado por el pleno de la Cámara de Diputados, en se-
sión celebrada el 6 del mismo mes y año, que a continua-
ción se transcribe:

La Cámara de Diputados, con absoluto respeto de la divi-
sión de poderes, exhorta al Ejecutivo federal a realizar las
acciones necesarias con objeto de resolver el litigio susci-
tado por la posesión del predio de Hidalgo y Carrizo, si-
tuado en los terrenos federales del ex lago de Texcoco.

Sobre el particular, me permito informarle que después de
hacer una búsqueda en los expedientes y archivos de los in-
muebles federales de esta dependencia del Ejecutivo fede-
ral, así como solicitar información sobre el predio que nos
ocupa a la delegación estatal de la Sagarpa en el estado de
México, no se encontraron antecedentes referentes al in-
mueble en comento.

Sin embargo, se dedujo que por la naturaleza del inmueble
corresponde resolver el litigio a la Comisión Nacional del
Agua, organismo público desconcentrado de la Secretaría
de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat), por
lo que personal adscrito a esta dirección general a mi car-
go concertó una cita el 9 de abril del año en curso en la ofi-
cina del licenciado Enrique Castañeda Sánchez, director de
Asuntos Jurídicos de la Cuenca Aguas del Valle de Méxi-
co, en la cual sostuvieron una reunión para tratar el asunto,
sobre el punto de acuerdo que nos ocupa.

Al respecto, el licenciado Castañeda Sánchez manifestó
que dicha cuenca, con apoyo del gobierno del estado de
México y la Secretearía de Gobernación, ha trabajado en
conjunto para la adquisición, expropiación e indemniza-
ción del predio situado en el ex lago de Texcoco. Dicho or-
ganismo tiene los antecedentes y los documentos referen-
tes a la gestión del predio de Hidalgo y Carrizo.

Finalmente, en la reunión se acordó que por considerarse
asunto de la competencia de la multicitada cuenca, será
quien dará trámite y seguimiento por el Ejecutivo federal,
por lo que se sugiere que se turne el asunto de forma ofi-
cial al ingeniero Miguel Ángel Vázquez Saavedra, director
general del Organismo de Cuenca Aguas del Valle de Mé-
xico.

Sin otro particular, aprovecho la oportunidad para enviarle
un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 11 de abril de 2012.— Ingeniero Eduardo Daniel Ca-
macho Saldívar (rúbrica), director general de Proveeduría y Racionali-
zación de Bienes y Servicios.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: Se
remite a la Comisión de Reforma Agraria, para su co-
nocimiento.

DELITOS SEXUALES COMETIDOS EN 
CONTRA DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

La Secretaria diputada Gloria Romero León: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Honorable
Congreso del estado de Guanajuato.

Diputado Jesús María Rodríguez Hernández, vicepresiden-
te de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión.

En sesión ordinaria celebrada hoy por la Sexagésima Pri-
mera Legislatura del Estado se dio cuenta con el oficio nú-
mero D.G.P.L. 61-II-9-5204, de fecha 13 de marzo del año
en curso mediante el cual remite un punto de acuerdo por
el que exhorta a los poderes legislativos de la república y a
la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a realizar re-
formas correspondientes para que se califiquen como gra-



ves los delitos sexuales cometidos en contra de niñas, niños
y adolescentes.

Al respecto, la presidencia dictó el siguiente trámite: Ente-
rados e infórmese que en el Código Penal del estado de
Guanajuato, se tipifica como grave el delito de violación
así como se sanciona con penas agravadas los demás de-
litos que atentan contra la libertar sexual, cuando sean
cometidos en contra de menores de edad.

Lo que hacemos de su conocimiento para los efectos a que
haya lugar.

Aprovechamos la ocasión para enviar un cordial saludo y
reiterar las seguridades de nuestra consideración distingui-
da.

Atentamente

Guanajuato, Guanajuato, a 29 de marzo de 2012.— Francisco Amílcar
Mijangos Ramírez (rúbrica), diputado secretario; José Jesús Correa
Ramírez (rúbrica), diputado secretario.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: Se
remite a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para su conocimiento.

Se recibieron ocho oficios con solicitudes de licencia de
ciudadanos diputados. Proceda la Secretaría a dar lectura
solo a los puntos de acuerdo y posteriormente ponerlos a
votación, por favor.

DIPUTADOS QUE SOLICITAN LICENCIA

La Secretaria diputada Gloria Romero León: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Bicentena-
rio de la Independencia.— Centenario de la Revolución.—
LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Por este conducto y con fundamento en lo dispuesto en el
artículo 62 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y en los artículos 6, numeral 1, fracción
XVI; 12, numeral 1, y 13, numeral 2, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, me permito solicitar licencia por

tiempo indefinido, para separarme del cargo que actual-
mente desempeño como diputado federal por el distrito 5,
distrito electoral del estado de México, a partir del 25 de
abril de 2012. 

Por tal motivo, solicito a usted que realice todos los trami-
tes conducentes al presente. 

Sin otro particular y para los efectos legales a que haya lu-
gar, agradezco de antemano su fina atención. 

Atentamente

Palacio Legislativo, a 23 de abril de 2012.— Diputado Felipe Borja Te-
xocotitla (rúbrica).»

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia, por tiempo indefinido, al
diputado Felipe Borja Texocotitla, para separarse de sus
funciones como diputado federal electo en la quinta cir-
cunscripción plurinominal, a partir de esta fecha.

Segundo. Llámese al suplente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Por este conducto y de conformidad con los artículos 3,
fracción X, 6, fracción XV, 12, fracción III, 13 y demás
aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados, me
permito solicitar de la manera más atenta a la Mesa Direc-
tiva de este órgano legislativo licencia por tiempo indefini-
do para separarme de mi encargo como diputado electo por
el distrito 03 de Guanajuato, con efectos a partir del 25 de
abril del presente año.

Lo anterior, en virtud de que es de mi interés buscar la pos-
tulación a otro cargo de elección popular.

Por lo anterior, le solicito que en los términos de la norma-
tiva correspondiente, una vez verificada la procedencia de
la presente solicitud por esta Mesa Directiva, sea sometida
a consideración del pleno para su aprobación y se realicen
los trámites conducentes a que den lugar para que se llame
a mi suplente.
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Sin más por el momento, respetuosamente me despido,
agradeciendo de antemano la atención que se sirva dar al
presente escrito.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de abril de 2012.— Diputado
J. Guadalupe Vera Hernández (rúbrica).»

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia, por tiempo indefinido, al
diputado José Guadalupe Vera Hernández, para separarse
de sus funciones como diputado federal electo en el III dis-
trito electoral del estado de Guanajuato, a partir de esta fe-
cha.

Segundo. Llámese al suplente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Por este conducto y con fundamento en lo dispuesto por al
artículo 62 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y los artículos 6, numeral 1, fracción XVI;
12, numeral 1 y 13, numeral 2, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, me permito solicitar licencia por tiem-
po indefinido, para separarme del cargo que actualmente
desempeño como diputado federal por el distrito 19, distri-
to electoral del estado de México, a partir del 26 de abril de
2012.

Por tal motivo, solicito a usted realice todos los trámites
conducentes al presente.

Sin otro en particular y para los efectos legales a que haya
lugar, agradezco de antemano su fina atención.

Atentamente

Palacio Legislativo, a 24 de abril de 2012.— Diputado Amador Mon-
roy Estrada (rúbrica).»

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia, por tiempo indefinido, al
diputado Amador Monroy Estrada, para separarse de sus
funciones como diputado federal electo en el XIX distrito
electoral del estado de México, a partir del 26 de abril del
año en curso.

Segundo. Llámese al suplente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Distinguido diputado presidente:

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 62 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
los artículos 6, numeral 1, fracción XVI; 12, numeral 1,
fracción III, y 13, numerales 2 y 3, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, me permito solicitar licencia defini-
tiva para separarme del cargo que actualmente desempeño
como diputado federal por el distrito electoral 07 del esta-
do de Guerrero, a partir del 26 de abril del año que trans-
curre. 

Igualmente le solicito, diputado presidente sea el conducto
para hacer llegar a mis compañeras y compañeros diputa-
dos de la LXI Legislatura mi agradecimiento fraternal y
afectuoso, no sólo por brindarme su apoyo incondicional
durante mi gestión, sino por su incomparable amistad, la
cual me llevo como un recuerdo inolvidable con la preten-
sión de que perdure por siempre. 

Hago propicia la ocasión para enviarle un cordial y afec-
tuoso saludo.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de abril de 2012.— Diputado
Mario Moreno Arcos (rúbrica).»

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia, por tiempo indefinido, al
diputado Mario Moreno Arcos, para separarse de sus fun-
ciones como diputado federal electo en el VII distrito elec-
toral del estado de Guerrero, a partir del 26 de abril del año
en curso.



Segundo. Llámese al suplente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Respetable presidente: 

Por este conducto y con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 62 y 78, fracción VIII, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, artículos 6o., numeral 1,
fracción XVI, 12, numeral 1, fracción III, y 13, numerales
2 y 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, por su
digno conducto me permito solicitar a la asamblea de esta
honorable Cámara de Diputados me sea concedida licencia
por tiempo indefinido con efectos a partir del 30 de abril de
2012 para separarme del cargo de m de la LXI Legislatura
por el distrito 37 del estado de México. 

Agradeciendo el trámite parlamentario que se sirva dar a la
presente, le reitero las seguridades de mi más atenta y dis-
tinguida consideración. 

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de abril de 2012.— Diputado
Israel Reyes Ledesma Magaña (rúbrica).»

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia, por tiempo indefinido, al
diputado Israel Reyes Ledesma Magaña, para separarse de
sus funciones como diputado federal electo en el XXXVII
distrito electoral del estado de México, a partir del 30 de
abril del año en curso.

Segundo. Llámese al suplente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Diputado Alfredo Francisco Lugo Oñate, diputado propie-
tario por el distrito electoral 3o. en el estado de Querétaro,

en la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, con el debido respeto, com-
parezco para exponer: 

Que por medio del presente escrito solicito; con funda-
mento en el artículo 78, fracción VIII, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los
numerales 3, párrafo 1, fracción X, 6, fracción XVI, 12, pá-
rrafo 1, fracción III y 16, párrafo 3, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, licencia al cargo de diputado fede-
ral, que actualmente desempeño, con efectos a partir del
día veintiséis de abril del año que transcurre por tiempo in-
definido. 

Al respecto, hago de su conocimiento que la razón de mi
solicitud de licencia es para participar en la contienda elec-
toral como candidato a diputado local propietario por el
principio de mayoría relativa por el Partido Revolucionario
Institucional. 

Por lo antes expuesto y fundado, ante la Mesa Directiva de
la cámara de diputados de la LXI Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, atentamente solicito: 

Único: Se conceda al suscrito licencia al cargo de diputado
federal por el distrito 3o. en el estado de Querétaro, en la
LXI Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, a partir del veintiséis del mes de
abril del año dos mil doce por tiempo indefinido, a efecto
de participar en la contienda electoral como candidato a
diputado local propietario por el principio de mayoría rela-
tiva por el Partido Revolucionario Institucional en el Esta-
do de Querétaro. 

Protesto lo necesario 

Palacio Legislativo, a 24 de abril de 2012.— Diputado Alfredo Fran-
cisco Lugo Oñate (rúbrica).»

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia, por tiempo indefinido, al
diputado Alfredo Francisco Lugo Oñate, para separarse de
sus funciones como diputado federal electo en el III distri-
to electoral del estado de Querétaro, a partir del 26 de abril
del año en curso.

Segundo. Llámese al suplente.
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«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Por este conducto y de conformidad con los artículos 3,
fracción X, 6, fracción XV, 12, fracción III, 13 y demás
aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados, me
permito solicitar de la manera más atenta a la Mesa Direc-
tiva de este órgano legislativo, licencia por tiempo indefi-
nido para separarme de mi cargo como diputada federal
electa por la 4a. circunscripción, con efectos a partir del 30
de abril del presente año. 

Por lo anterior, le solicito que en los términos de la norma-
tividad correspondiente una vez verificada la procedencia
de la presente solicitud por esta Mesa Directiva, sea some-
tida a consideración del pleno para su aprobación y se rea-
licen los trámites conducentes a que den lugar para que se
llame a mi suplente, al ciudadano Andrés García Olivares. 

Sin más por el momento respetuosamente me despido,
agradeciendo de antemano la atención que se sirva dar al
presente escrito. 

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de abril de 2012.— Diputada
Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández (rúbrica).»

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia, por tiempo indefinido, a la
diputada Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández, pa-
ra separarse de sus funciones como diputada federal electa
en la cuarta circunscripción plurinominal, a partir del 30 de
abril del año en curso.

Segundo. Llámese al suplente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 62 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 3, numeral 1, fracción X; 6, numeral
1, fracción XVI; 12, numeral 1, fracción III, y 13, numera-
les 1, 2 y 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, me permito solicitarle
atentamente que ponga a consideración del pleno de esta
honorable Cámara de Diputados mi solicitud de licencia
por tiempo indefinido para separarme del cargo de dipu-
tada federal de la LXI Legislatura, a partir del  de mayo del
año 2012. 

Sin otro particular, me despido reiterándole las seguridades
de mi más atenta y distinguida consideración.

Atentamente 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de abril de 2012.— Diputada
Lizbeth García Coronado (rúbrica).»

Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia, por tiempo indefinido, a la
diputada Lizbeth García Coronado, para separarse de sus
funciones como diputada federal electa en la quinta cir-
cunscripción plurinominal, a partir del 1 de mayo del año
en curso.

Segundo. Llámese al suplente.

Las diputadas y diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse levantar la mano. Las diputadas y diputados que es-
tén por la negativa sírvanse levantar la mano. Señor presi-
dente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Aprobados. Comuníquense.

DIPUTADOS SUPLENTES QUE SE INCORPORAN

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: Se
encuentran a las puertas de este recinto los ciudadanos Luz
Margarita Alba Contreras, José Luis Villegas Méndez y Ar-
turo Villaseñor Fernández, diputados electos en el III, IX y
X distritos electorales del estado de Guanajuato; se desig-
na en comisión para que los acompañen en el acto de ren-



dir la protesta de ley para entrar en funciones, a las si-
guientes diputadas y diputados: Rosa Adriana Díaz Liza-
ma, Agustín Torres Ibarrola, Dora Evelyn Trigueras Durón,
Oralia López Hernández, Julián Francisco Velázquez y
Llorente y Tomás Gutiérrez Ramírez.

El Secretario diputado Martín García Avilés: Se pide a
la comisión cumplir con este encargo.

(La comisión cumple su encargo)

Se invita a los presentes a ponerse de pie.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Ciudadanos Luz Margarita Alba Contreras, José Luis Vi-
llegas Méndez y Arturo Villaseñor Fernández, ¿protestan
guardar y hacer guardar la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y las leyes que de ella emanen,
y desempeñar leal y patrióticamente el cargo de diputados
que el pueblo les ha conferido, mirando en todo por el bien
y la prosperidad de la Unión?

Los ciudadanos Luz Margarita Alba Contreras, José
Luis Villegas Méndez y Arturo Villaseñor Fernández:
Sí, protesto.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: Si
así no lo hicieren, que la nación se los demande. Sean
bienvenidos, compañeros y compañera diputada.

Continúe la Secretaría, por favor.

LEY PARA LA PROTECCION DE LAS 
PERSONAS DEFENSORAS DE 

DERECHOS HUMANOS Y PERIODISTAS

El Secretario diputado Martín García Avilés: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cámara de
Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a uste-
des expediente que contiene proyecto de decreto por el que
se expide la Ley para la Protección de Personas Defensoras
de Derechos Humanos y Periodistas.

Atentamente

México, DF, a 24 de abril de 2012.— Senador Ricardo Francisco Gar-
cía Cervantes (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto

Por el que se expide la Ley para la Protección de Perso-
nas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas.

ARTÍCULO ÚNICO. Se expide la Ley para la Protección
de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodis-
tas para quedar como sigue:

Capítulo I
Objeto y Fin del Mecanismo

Artículo 1. La presente Ley es de orden público, interés so-
cial y de observancia general en toda la República y tiene
por objeto establecer la cooperación entre la Federación y
las Entidades Federativas para implementar y operar las
Medidas de Prevención, Medidas Preventivas y Medidas
Urgentes de Protección que garanticen la vida, integridad,
libertad y seguridad de las personas que se encuentren en si-
tuación de riesgo como consecuencia de la defensa o pro-
moción de los derechos humanos, y del ejercicio de la li-
bertad de expresión y el periodismo.

Esta Ley crea el Mecanismo de Protección para Personas
Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, para que el
Estado atienda su responsabilidad fundamental de proteger,
promover y garantizar los derechos humanos.

Artículo 2. Para los efectos de ésta Ley se entenderá por:

Agresiones: Daño a la integridad física o psicológica,
amenaza, hostigamiento o intimidación que por el ejerci-
cio de su actividad sufran las Personas Defensoras de
Derechos Humanos y Periodistas.

Beneficiario: Persona a la que se le otorgan las Medidas
Preventivas, Medidas de Protección o Medidas Urgentes
de Protección a que se refiere esta Ley.

Estudio de Evaluación de Acción Inmediata: Análisis
de factores para determinar el nivel de riesgo y Medidas
Urgentes de Protección en los casos en los que la vida o
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integridad física del Peticionario o potencial Beneficia-
rio estén en peligro inminente.

Estudio de Evaluación de Riesgo: Análisis de factores
para determinar el nivel de riesgo en que se encuentra el
Peticionario o potencial Beneficiario. 

Fondo: Fondo para la Protección de Personas Defenso-
ras de Derechos Humanos y Periodistas.

La Coordinación: Coordinación Ejecutiva Nacional.

Mecanismo: Mecanismo para la Protección de Personas
Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas.

Medidas de Prevención: Conjunto de acciones y me-
dios encaminadas a desarrollar políticas públicas y pro-
gramas con el objetivo de reducir los factores de riesgo
que favorecen las Agresiones contra Personas Defenso-
ras de Derechos Humanos y Periodistas, así como para
combatir las causas que las producen y generar garantías
de no repetición.

Medidas Preventivas: Conjunto de acciones y medios a
favor del Beneficiario para evitar la consumación de las
Agresiones.

Medidas de Protección: Conjunto de acciones y medios
de seguridad para enfrentar el riesgo y proteger los dere-
chos a la vida, integridad, libertad y seguridad del Bene-
ficiario.

Medidas Urgentes de Protección: Conjunto de accio-
nes y medios para resguardar, de manera inmediata, la
vida, la integridad y la libertad del Beneficiario.

Peticionario: Persona que solicita Medidas Preventivas,
Medidas de Protección o Medidas Urgentes de Protec-
ción ante el Mecanismo.

Periodistas: Las personas físicas, así como medios de
comunicación y difusión públicos, comunitarios, priva-
dos, independientes, universitarios, experimentales cuyo
trabajo consiste en recabar, generar, procesar, editar, co-
mentar, opinar, difundir, publicar o proveer información,
a través de cualquier medio de difusión y comunicación
que puede ser impreso, radioeléctrico, digital o imagen.

Persona Defensora de Derechos Humanos: Las perso-
nas físicas que actúen individualmente o como integran-

tes de un grupo, organización o movimiento social, así
como personas morales, grupos, organizaciones o movi-
mientos sociales cuya finalidad sea la promoción o de-
fensa de los derechos humanos.

Procedimiento Extraordinario: Procedimiento que de-
riva en Medidas Urgentes de Protección con el fin de
preservar la vida e integridad del Beneficiario.

Artículo 3. El Mecanismo estará integrado por una Junta de
Gobierno, un Consejo Consultivo y una Coordinación Eje-
cutiva Nacional y será operado por la Secretaría de Gober-
nación.

Capítulo II
Junta de Gobierno

Articulo 4. La Junta de Gobierno es la instancia máxima
del Mecanismo y principal órgano de toma de decisiones
para la prevención y protección de Personas Defensoras de
Derechos Humanos y Periodistas.

Las resoluciones que emita la Junta de Gobierno serán obli-
gatorias para las autoridades federales, cuya intervención
sea necesaria para satisfacer Medidas de Prevención, Medi-
das Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgen-
tes de Protección previstas en esta Ley.

Artículo 5. La Junta de Gobierno está conformada por nue-
ve miembros permanentes con derecho a voz y voto, y se-
rán:

I. Un representante de la Secretaría de Gobernación

II. Un representante de la Procuraduría General de la Re-
pública

III. Un representante de la Secretaría de Seguridad Pú-
blica

IV. Un representante de la Secretaría de Relaciones Ex-
teriores

V. Un representante de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos

VI. Cuatro representantes del Consejo Consultivo elegi-
dos de entre sus miembros



Los cuatro representantes del Poder Ejecutivo Federal de-
berán tener un nivel mínimo de Subsecretario y el de la Co-
misión Nacional de Derechos Humanos, el de Visitador o
sus equivalentes.

El representante de la Secretaría de Gobernación presidirá
la Junta de Gobierno y en aquellos casos en que no sea po-
sible su presencia se elegirá un presidente sustituto para esa
única ocasión de entre los miembros permanentes.

Artículo 6. La Junta de Gobierno invitará a sus todas sus
sesiones, con derecho a voz, a:

I. Un representante de la Oficina en México del Alto Co-
misionado de las Naciones Unidas para los Derechos
Humanos;

II. Un representante de la Conferencia Nacional de Go-
bernadores;

III. Un representante del Poder Judicial de la Federación;

IV. Al Presidente de la Comisión de Derechos Humanos
del Senado de la República, y

V. Al Presidente de la Comisión de Derechos Humanos
de la Cámara de Diputados.

Artículo 7. La Junta de Gobierno sesionará ordinariamente
una vez al mes hasta agotar todos los temas programados
para esa sesión y deberá contar con un quórum de la mitad
más uno de sus integrantes. Las decisiones serán tomadas
mediante un proceso deliberativo, transparente y por mayo-
ría de votos.

Artículo 8. La Junta de Gobierno contará con las siguientes
atribuciones:

I. Determinar, decretar, evaluar, suspender y en su caso,
modificar las Medidas Preventivas y las Medidas de Pro-
tección, a partir de la información elaborada por las uni-
dades de la Coordinación.

II. Evaluar, suspender y en su caso, modificar las Medi-
das Urgentes de Protección, a partir de la información
elaborada por las unidades de la Coordinación.

III. Aprobar los manuales y protocolos de Medidas Pre-
ventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de
Protección elaborados por la Coordinación;

IV. Convocar al Peticionario o Beneficiario de las Medi-
das de Protección, a las sesiones donde se decidirá sobre
su caso;

V. Invitar a las personas o autoridades que juzgue con-
veniente, con el consentimiento del Peticionario o Bene-
ficiario a las sesiones donde se discuta su caso;

VI. Celebrar, propiciar y garantizar, a través de la Coor-
dinación, convenios de coordinación y cooperación con
las autoridades federales, entidades federativas, órganos
públicos u organizaciones dedicadas a la defensa de los
derechos humanos y la libertad de expresión nacionales
o internacionales, así como con personas y organizacio-
nes sociales y privadas para la instrumentación de los ob-
jetivos del Mecanismo;

VII. Revisar y aprobar el plan anual de trabajo elabora-
do por la Coordinación;

VIII. Resolver las inconformidades a que se refiere el
Capítulo XI de esta Ley

IX. Presentar públicamente informes anuales sobre la si-
tuación nacional en materia de seguridad de las Personas
Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas con da-
tos desagregados y con perspectiva de género;

X. Proponer e impulsar, a través de la Coordinación, po-
líticas públicas y reformas legislativas relacionadas con
el objeto de esta Ley;

XI. Emitir las convocatorias públicas correspondientes a
solicitud del Consejo Consultivo para la elección de sus
miembros;

XII. Solicitar al Consejo Consultivo su opinión o aseso-
ría en todo lo relativo al objeto de esta Ley;

XIII. Conocer las recomendaciones del Consejo Consul-
tivo sobre los programas y actividades que realicen la
Coordinación y, fundamentar y motivar su decisión;

XIV. Recibir y difundir el informe anual de actividades
del Consejo Consultivo;

XV. Aprobar el informe anual de actividades y el infor-
me sobre el ejercicio presupuestal de la Coordinación;
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XVI. Aprobar los perfiles para la designación de los in-
tegrantes de la Unidad de Recepción de Casos y Reac-
ción Rápida, de la Unidad de Evaluación de Riesgo y de
la Unidad de Prevención, Seguimiento y Evaluación.

XVII. Aprobar las reglas de operación y el presupuesto
operativo del Fondo.

Capítulo III
Consejo Consultivo 

Artículo 9. El Consejo Consultivo es el órgano de consulta
de la Junta de Gobierno y estará integrado por nueve con-
sejeros, uno de ellos será el presidente por un periodo de
dos años y se elegirá por mayoría simple por el mismo Con-
sejo. En ausencia del presidente, el Consejo elegirá a un
presidente interino por el tiempo que dure la ausencia o has-
ta que culmine el periodo. En la integración del Consejo se
buscará un equilibrio entre personas expertas en la defensa
de los derechos humanos y del ejercicio de la libertad de ex-
presión y el periodismo.

Artículo 10. Por cada consejero habrá un suplente. La su-
plencia sólo procederá en caso de ausencia definitiva del ti-
tular y en los casos previstos en la guía de procedimientos
del Consejo Consultivo.

Artículo 11. Los consejeros deberán tener experiencia o co-
nocimiento en la defensa o promoción de los derechos hu-
manos o en el ejercicio del periodismo o conocimiento en
evaluación de riesgos y protección de Personas Defensoras
de Derechos Humanos o Periodistas, y no deberá desempe-
ñar ningún cargo como servidor público.

Artículo 12. El Consejo Consultivo elegirá a sus miembros
a través de una convocatoria pública emitida por la Junta de
Gobierno.

Artículo 13. Los consejeros nombrarán de entre sus miem-
bros a cuatro de ellos para formar parte de la Junta de Go-
bierno, de los cuales dos serán personas expertas en la de-
fensa de los derechos humanos y dos del ejercicio de la
libertad de expresión y el periodismo.

Artículo 14. Los consejeros no recibirán retribución, emo-
lumento o compensación alguna por su participación tanto
en la Junta de Gobierno como en el Consejo, ya que su ca-
rácter es honorífico.

Artículo 15. Los consejeros se mantendrán en su encargo
por un periodo de cuatro años, con posibilidad de reelección
por un período consecutivo.

Artículo 16. El Consejo Consultivo tendrá las siguientes
atribuciones:

I. Atender las consultas y formular las opiniones que le
sean solicitadas por la Junta de Gobierno;

II. Formular a la Junta de Gobierno recomendaciones
sobre los programas y actividades que realice La Coor-
dinación.

III. Colaborar con La Coordinación en el diseño de su
plan anual de trabajo.

IV. Remitir a la Junta de Gobierno inconformidades pre-
sentadas por Peticionarios o Beneficiarios sobre imple-
mentación de Medidas Preventivas, Medidas de Protec-
ción y Medidas Urgentes de Protección.

V. Comisionar Estudios de Evaluación de Riesgo inde-
pendiente solicitados por la Junta de Gobierno para re-
solver las inconformidades presentadas.

VI. Contribuir en la promoción de las acciones, políticas
públicas, programas y proyectos relacionadas con el ob-
jeto de esta Ley;

VII. Participar en eventos nacionales o internacionales
para intercambiar experiencias e información sobre te-
mas relacionados con la prevención y protección de Per-
sonas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas;

VIII. Realizar labores de difusión acerca de la operación
del Mecanismo y de cómo solicitar las Medidas Preven-
tivas, Medidas de Protección o Medidas Urgentes de
Protección;

IX. Presentar ante la Junta de Gobierno su informe anual
de las actividades, y

X. Elaborar y aprobar la guía de procedimientos del
Consejo.



Capítulo IV
La Coordinación Ejecutiva Nacional

Artículo 17. La Coordinación es el órgano responsable de
coordinar con las entidades federativas, las dependencias de
la administración pública federal y con organismos autóno-
mos el funcionamiento del Mecanismo y estará integrada
por los representantes de:

I. La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida,

II. La Unidad de Evaluación de Riesgos y

III. La Unidad de Prevención, Seguimiento y Análisis

Un funcionario de la Secretaría de Gobernación, con rango
inmediato inferior a Subsecretario o equivalente, fungirá
como Coordinador Ejecutivo Nacional.

Artículo 18. La Coordinación contará con las siguientes
atribuciones:

I. Recibir y compilar la información generada por las
Unidades a su cargo y remitirla a la Junta de Gobierno
con al menos cinco días naturales previo a su reunión;

II. Comunicar los acuerdos y resoluciones de la Junta de
Gobierno a las autoridades encargadas de su ejecución;

III. Administrar los recursos presupuestales asignados
para el cumplimiento de esta Ley;

IV. Proveer a la Junta de Gobierno y al Consejo Consul-
tivo los recursos para el desempeño de sus funciones;

V. Elaborar y proponer, para su aprobación a la Junta de
Gobierno, los manuales y protocolos de Medidas Pre-
ventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de
Protección;

VI. Facilitar y promover protocolos, manuales y en ge-
neral instrumentos que contengan las mejores prácticas
disponibles para el cumplimiento del objeto de esta Ley
a entidades federativas, dependencias de la administra-
ción pública federal y organismos autónomos;

VII. Instrumentar los manuales y protocolos de Medidas
Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes
de Protección;

VIII. Diseñar, con la colaboración del Consejo Consulti-
vo, su plan anual de trabajo.

IX. Celebrar los acuerdos específicos necesarios para el
cumplimiento de los fines del Mecanismo;

X. Dar seguimiento e implementar las decisiones de la
Junta de Gobierno, y

XI. Someter a la consideración de la Junta de Gobierno
su informe anual de actividades incluyendo su ejercicio
presupuestal;

Capítulo V
Las Unidades Auxiliares

Artículo 19. La Unidad de Recepción de Casos y Reacción
Rápida es un órgano técnico y auxiliar de La Coordinación
para la recepción de las solicitudes de incorporación al Me-
canismo, la definición de aquellos casos que serán atendi-
dos por medio del procedimiento extraordinario definido en
esta Ley y contará con las siguientes atribuciones:

I. Recibir las solicitudes de incorporación al Mecanismo;

II. Definir si los casos que se reciben son de procedi-
miento extraordinario u ordinario;

III. Solicitar a la Unidad de Evaluación de Riesgos la
elaboración del Estudio de Evaluación de Riesgo;

IV. Realizar el Estudio de Evaluación de Acción Inme-
diata;

V. Emitir e implementar de manera inmediata las Medi-
das Urgentes de Protección;

VI. Informar a La Coordinación sobre las Medidas Ur-
gentes de Protección implementadas;

VII. Elaborar, evaluar y actualizar periódicamente el
protocolo para la implementación de Medidas Urgentes
de Protección;

VIII. Auxiliar al Peticionario o Beneficiario en la pre-
sentación de quejas o denuncias ante las autoridades co-
rrespondientes, y

IX. Las demás que prevea esta Ley.
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Artículo 20. La Unidad de Recepción de Casos y Reacción
Rápida se integra por al menos cinco personas expertas en
materia de evaluación de riesgo y protección. Una de ellas
deberá serlo en la defensa de derechos humanos y otra del
ejercicio del periodismo y libertad de expresión. Así mismo,
se conforma por un representante de la Secretaría de Go-
bernación, un representante de la Procuraduría General de
la República y un representante de la Secretaría de Seguri-
dad Pública, todos con atribuciones para la implementación
de las Medidas Urgentes de Protección.

Artículo 21. La Unidad de Evaluación de Riesgos es el ór-
gano auxiliar, de carácter técnico y científico de La Coordi-
nación que evalúa los riesgos, define las Medidas Preventi-
vas o de Protección, así como su temporalidad y contará con
las siguientes atribuciones:

I. Elaborar el Estudio de Evaluación de Riesgo;

II. Definir las Medidas Preventivas o las Medidas de
Protección;

III. Dar seguimiento periódico a la implementación de
las Medidas Preventivas o de Protección para, posterior-
mente, recomendar su continuidad, adecuación o conclu-
sión, y

IV. Las demás que prevea esta Ley.

Artículo 22. La Unidad de Evaluación de Riesgos se inte-
gra por al menos cinco personas expertas en materia de eva-
luación de riesgo y protección, al menos una de ellas debe-
rá serlo en la defensa de derechos humanos y otra del
ejercicio del periodismo y libertad de expresión.

Artículo 23. La Unidad de Prevención, Seguimiento y Aná-
lisis es un órgano auxiliar de carácter técnico y científico de
La Coordinación y contará con las siguientes atribuciones:

I. Proponer Medidas de Prevención;

II. Realizar el monitoreo nacional de las Agresiones con
el objeto de recopilar, sistematizar la información des-
agregada en una base de datos y elaborar reportes men-
suales;

III. Identificar los patrones de Agresiones y elaborar ma-
pas de riesgos;

IV. Evaluar la eficacia de las Medidas Preventivas, Me-
didas de Protección y Medidas Urgentes de Protección
implementadas, y

V. Las demás que prevea esta Ley.

Capítulo VI
Solicitud de Protección, Evaluación 

y Determinación del Riesgo

Artículo 24. Las Agresiones se configurarán cuando por ac-
ción u omisión o en aquiescencia se dañe la integridad físi-
ca, psicológica, moral o económica de:

I. Persona Defensora de Derechos Humanos o Periodis-
ta;

II. Cónyuge, concubina, concubino, ascendientes, des-
cendientes, dependientes de las Personas Defensoras de
Derechos Humanos o Periodista;

III. Personas que participan en las mismas actividades
desde el mismo grupo, organización, o movimiento so-
cial;

IV. Los bienes de la persona, el grupo, organización, o
movimiento social, y

V. Las demás personas que se determine en la evaluación
de riesgo;

Artículo 25. La Unidad de Recepción de Casos y Reacción
Rápida recibirá las solicitudes de incorporación al Mecanis-
mo, verificará que cumplan con los requisitos previstos en
esta Ley, y en su caso, determinará el tipo de procedimien-
to. Solamente dará tramite a las solicitudes que cuenten con
el consentimiento del potencial Beneficiario, salvo que éste
se encuentre impedido por causa grave. Una vez que desa-
parezca el impedimento, el Beneficiario deberá otorgar su
consentimiento.

Artículo 26. En el supuesto que el Peticionario declare que
su vida, integridad física o la de los señalados en el artículo
24 está en peligro inminente, el caso será considerado de
riesgo alto y se iniciará el procedimiento extraordinario.

La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida pro-
cederá a:



I. Emitir, en un plazo no mayor a 3 horas contadas a par-
tir del ingreso de la solicitud, las Medidas Urgentes de
Protección;

II. Implementar de manera inmediata, una vez emitidas,
y en un plazo no mayor a 9 horas, las Medidas Urgentes
de Protección;

III. Realizar simultáneamente a la emisión de las Medi-
das Urgentes de Protección, un Estudio de Evaluación de
Acción Inmediata;

IV. Informar al Coordinador Ejecutivo, una vez emitidas,
sobre las Medidas Urgentes de Protección implementa-
das, y

V. Remitir a la Unidad de Evaluación de Riesgo el expe-
diente del caso para el inicio del procedimiento ordina-
rio.

Artículo 27. En cualquier otro caso, la solicitud será trami-
tada a través del procedimiento ordinario y la Unidad de
Recepción de Casos y Reacción Rápida la remitirá inme-
diatamente a su recepción a la Unidad de Evaluación de
Riesgos.

La Unidad de Evaluación de Riesgos, en un término de diez
días naturales contados a partir de la presentación de la so-
licitud, procederá a:

I. Elaborar el Estudio de Evaluación de Riesgo;

II. Determinar el nivel de riesgo y Beneficiarios, y

III. Definir las Medidas de Protección.

Artículo 28. El Estudio de Evaluación de Riesgo y el Estu-
dio de Evaluación de Acción Inmediata se realizarán de
conformidad con las mejores metodologías, estándares in-
ternacionales y buenas prácticas.

Capítulo VII
Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medi-

das Urgentes de Protección

Artículo 29. Una vez definidas las medidas por parte de la
Unidad de Evaluación de Riesgos, la Junta de Gobierno de-
cretará las Medidas Preventivas o Medidas de Protección y
La Coordinación procederá a:

I. Comunicar los acuerdos y resoluciones de la Junta de
Gobierno a las autoridades correspondientes en un plazo
no mayor a 72 hrs;

II. Coadyuvar en la implementación de las Medidas Pre-
ventivas o Medidas de Protección decretadas por la Jun-
ta de Gobierno en un plazo no mayor a 30 días naturales;

III. Dar seguimiento al estado de implementación de las
Medidas Preventivas o Medidas de Protección e infor-
mar a la Junta de Gobierno sobre sus avances.

Artículo 30. Las Medidas Preventivas, las Medidas de Pro-
tección y las Medidas Urgentes de Protección deberán re-
ducir al máximo la exposición al riesgo, serán idóneas, efi-
caces y temporales, podrán ser individuales o colectivas y
serán acordes con las mejores metodologías, estándares in-
ternacionales y buenas prácticas. En ningún caso dichas
medidas restringirán las actividades de los Beneficiarios, ni
implicarán vigilancia o intrusiones no deseadas en sus vidas
laborales o personales.

Artículo 31. Las Medidas Preventivas, las Medidas de Pro-
tección y las Medidas Urgentes de Protección se deberán
extender a aquellas personas que determine el Estudio de
Evaluación de Riesgo o el Estudio de Evaluación de Acción
Inmediata.

Dichas medidas se analizarán, determinarán, implementa-
rán y evaluarán de común acuerdo con los Beneficiarios.

Artículo 32. Las Medidas Urgentes de Protección incluyen:
I) Evacuación; II) Reubicación Temporal; III) Escoltas de
cuerpos especializados; IV) Protección de Inmuebles y V)
las demás que se requieran para salvaguardar la vida, inte-
gridad y libertad de los Beneficiarios.

Artículo 33. Las Medidas de Protección incluyen: I) Entre-
ga de equipo celular, radio o telefonía satelital; II) Instala-
ción de cámaras, cerraduras, luces u otras medidas de segu-
ridad en las instalaciones de un grupo o casa de una
persona; III) chalecos antibalas; IV) detector de metales; V)
autos blindados; y VI) las demás que se requieran.

Artículo 34. Las Medidas Preventivas incluyen: I) instruc-
tivos, II) manuales, III) cursos de autoprotección tanto indi-
viduales como colectivos, IV) acompañamiento de observa-
dores de derechos humanos y periodistas; y VI) las demás
que se requieran.
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Artículo 35. Las Medidas de Protección y las Medidas Ur-
gentes de evaluación periódica por parte de la Unidad de
Evaluación de Riesgo.

Artículo 36. Se considera que existe uso indebido de las
Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas
Urgentes de Protección por parte del Beneficiario cuando:

I. Abandone, evada o impida las medidas.

II. Autorice el uso de las medidas por personas diferen-
tes a las determinadas por las unidades del Mecanismo.

III. Comercie u obtenga un beneficio económico con las
medidas otorgadas.

IV. Utilice al personal designado para su protección en
actividades que no estén relacionadas con las medidas.

V. Agreda física o verbalmente o amenace al personal
que está asignado a su esquema de protección.

VI. Autorice permisos o descanso al personal del esque-
ma sin el conocimiento de las unidades correspondientes
del Mecanismo.

VII. Ejecute conductas ilícitas haciendo uso de los me-
dios físicos y humanos dispuestos para su protección.

VIII. Cause daño intencionalmente a los medios de
protección físicos y humanos asignados para su pro-
tección.

Artículo 37. Las Medidas Preventivas, Medidas de Protec-
ción y Medidas Urgentes de Protección podrán ser retiradas
por decisión de la Junta de Gobierno cuando el Beneficiario
realice un uso indebido de las mismas de manera delibera-
da y reiterada.

Artículo 38. El Beneficiario podrá en todo momento acudir
ante la Junta de Gobierno para solicitar una revisión de las
Medidas Preventivas, Medidas de Protección, Medidas Ur-
gentes de Protección, Estudio de Evaluación de Riesgo o
Estudio de Evaluación de Acción Inmediata.

Artículo 39. Las Medidas Preventivas y Medidas de Pro-
tección otorgadas podrán ser ampliadas o disminuidas como
resultado de las revisiones periódicas.

Artículo 40. El Beneficiario se podrá separar del Mecanis-
mo en cualquier momento, para lo cual deberá externarlo
por escrito a la Junta de Gobierno.

Capítulo VIII
Medidas de Prevención

Artículo 41. La Federación y las Entidades Federativas en
el ámbito de sus respectivas competencias deberán desarro-
llar e implementar Medidas de Prevención.

Artículo 42. La Federación y las Entidades Federativas, en
el ámbito de sus respectivas competencias recopilarán y
analizarán toda la información que sirva para evitar Agre-
siones potenciales a Personas Defensoras de Derechos Hu-
manos y Periodistas.

Artículo 43. Las Medidas de Prevención estarán encamina-
das al diseño de sistemas de alerta temprana y planes de
contingencia con la finalidad de evitar potenciales Agresio-
nes a las Personas Defensoras de Derechos Humanos y Pe-
riodistas.

Artículo 44. La Federación y las Entidades Federativas, en
el ámbito de sus respectivas competencias promoverán el
reconocimiento público y social de la importante labor de
las Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodis-
tas, para la consolidación del Estado Democrático de Dere-
cho, y condenarán, investigarán y sancionarán las Agresio-
nes de las que sean objeto.

Artículo 45. La Federación promoverá las reformas y adi-
ciones necesarias en la legislación para mejorar la situación
de las Personas Defensoras de los Derechos Humanos y Pe-
riodistas.

Capítulo IX
Convenios de Cooperación

Artículo 46. La Federación y las Entidades Federativas, en
el ámbito de sus respectivas competencias celebrarán Con-
venios de Cooperación para hacer efectivas las medidas
previstas en el Mecanismo para garantizar la vida, integri-
dad, libertad y seguridad de las Personas Defensoras de De-
rechos Humanos y Periodistas.

Artículo 47. Los Convenios de Cooperación contemplarán
las acciones conjuntas para facilitar la operación eficaz y
eficiente del Mecanismo mediante:



I. La designación de representantes que funjan como en-
laces para garantizar el cumplimiento del objeto de esta
Ley;

II. El intercambio de información de manera oportuna y
de experiencias técnicas del Mecanismo, así como para
proporcionar capacitación;

III. El seguimiento puntual a las medidas previstas en es-
ta Ley en sus respectivas entidades;

IV. La promoción del estudio, análisis, investigación y
desarrollo de estrategias, acciones, sistemas y metodolo-
gías que incorporen las mejores prácticas de prevención
y protección;

V. La promoción de las reformas y adiciones necesarias
en la legislación para mejorar la situación de las Perso-
nas Defensoras de los Derechos Humanos y Periodistas;

VI. Las demás que las partes convengan.

Capítulo X
Fondo para la Protección de Personas Defensoras de

Derechos Humanos y Periodistas

Artículo 48. Para cumplir el objeto de esta Ley y con el
propósito de obtener recursos económicos adicionales a los
previstos en el Presupuesto de Egreso de la Federación, se
crea el Fondo para la Protección de las Personas Defenso-
ras de Derechos Humanos y Periodistas.

Artículo 49. Los recursos del Fondo se destinarán exclusi-
vamente para la implementación y operación de las Medi-
das Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgen-
tes de Protección y la realización de los demás actos que
establezca la Ley para la implementación del Mecanismo,
tales como evaluaciones independientes.

Artículo 50. El Fondo operará a través de un fideicomiso
público, el cual se regirá por las disposiciones jurídicas apli-
cables.

Artículo 51. Los recursos del Fondo se integrarán por:

I. La cantidad que el Gobierno Federal aporte inicial-
mente, así como las aportaciones que en su caso realice
en términos de las disposiciones aplicables;

II. Los recursos anuales que señale el Presupuesto de
Egresos de la Federación y otros fondos públicos;

III. Los donativos que hicieren a su favor personas físi-
cas o morales sin que por ello adquieran algún derecho
en el fideicomiso;

IV. Los bienes que le transfiera a título gratuito el go-
bierno federal o las entidades federativas, y

Los demás bienes que por cualquier título legal adquiera el
fideicomiso para o como consecuencia del cumplimiento de
sus fines.

Artículo 52. El Fondo contará con un Comité Técnico pre-
sidido por el Secretario de Gobernación e integrado por un
representante de: la Secretaría de Seguridad Pública, la Pro-
curaduría General de la República y la Secretaría de Rela-
ciones Exteriores.

Artículo 53. El Fondo tendrá un órgano de vigilancia inte-
grado por un comisario público y un suplente, designados
por la Secretaría de la Función Pública, quienes asistirán
con voz pero sin voto a las reuniones del comité técnico y
tendrán las atribuciones que les confiere la Ley.

Artículo 54. El Comité Técnico del Fondo someterá a la
aprobación de la Junta de Gobierno sus reglas de operación
y su presupuesto operativo.

Capítulo XI
Inconformidades

Artículo 55. La inconformidad se presentará por escrito,
debidamente firmada, ante la Junta de Gobierno y deberá
contener una descripción concreta de los agravios que se
generan al Peticionario o Beneficiario y las pruebas con que
se cuente.

Artículo 56. La inconformidad procede en:

I. Contra resoluciones de la Junta de Gobierno, La Coor-
dinación y las unidades respectivas relacionadas con la
imposición o negación de las Medidas Preventivas, Me-
didas de Protección o Medidas Urgentes de Protección;

II. Contra del deficiente o insatisfactorio cumplimiento
de las Medidas Preventivas, Medidas de Protección o
Medidas Urgentes de Protección por parte la autoridad, y
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III. Caso de que la autoridad no acepte, de manera ex-
presa o tácita, las decisiones de la Junta de Gobierno re-
lacionadas con las Medidas Preventivas, Medidas de
Protección o Medidas Urgentes de Protección otorgadas
al Beneficiario.

Artículo 57. Para que la Junta de Gobierno admita la in-
conformidad se requiere:

I. Que lo suscriba la persona o personas que hayan teni-
do el carácter Peticionario o Beneficiario, y

II. Que se presente en un plazo de treinta días naturales
contados a partir de la notificación del acuerdo de la Jun-
ta de Gobierno o de la respectiva autoridad, o de que el
Peticionario o Beneficiario hubiese tenido noticia sobre
la resolución definitiva de la autoridad acerca del cum-
plimiento de las Medidas Preventivas, Medidas de Pro-
tección y Medidas Urgentes de Protección.

Artículo 58. Para resolver la inconformidad:

I. La Junta de Gobierno, a través del Coordinador Ejecu-
tivo Nacional, solicitará a la Unidad de Evaluación de
Riesgos y Reacción Rápida un nuevo estudio de evalua-
ción de riesgo en el cual de respuesta a la inconformidad
planteada;

II. Si la inconformidad persiste, la Junta de Gobierno, a
través del Coordinador Ejecutivo Nacional, solicitará al
Consejo Consultivo que comisione un Estudio de Eva-
luación de Riesgo independiente para el análisis del ca-
so;

III. El Consejo emitirá su resolución en un plazo máxi-
mo de quince días naturales después de recibidos los re-
sultados del Estudio de Evaluación de Riesgo indepen-
diente.

IV. El Consejo inmediatamente remitirá su resolución,
junto con el Estudio de Evaluación de Riesgo indepen-
diente, a la Junta de Gobierno, quien en su próxima se-
sión resolverá la inconformidad.

Artículo 59. En el caso del procedimiento extraordinario,
la inconformidad se presentará ante La Coordinación y de-
berá contener una descripción concreta de los riesgos o
posibles agravios que se generan al Peticionario o Benefi-
ciario.

Artículo 60. La inconformidad procede en:

I. Contra resoluciones de la Unidad de Recepción de Ca-
sos y Reacción Rápida relacionadas con el acceso al pro-
cedimiento extraordinario o la imposición o negación de
las Medidas Urgentes de Protección;

II. Contra del deficiente o insatisfactorio cumplimiento
de las Medidas Urgentes de Protección, y

III. Caso de que la autoridad no acepte, de manera ex-
presa o tácita, las decisiones de la Unidad de Recepción
de Casos y Reacción Rápida, relacionadas con las Medi-
das Urgentes de Protección.

Artículo 61. Para que La Coordinación admita la inconfor-
midad se requiere:

I. Que lo presente la persona o personas que hayan teni-
do el carácter Peticionario o Beneficiario, en un plazo de
hasta diez días naturales, contados a partir de la notifica-
ción del acuerdo de la Unidad de Recepción de Casos y
Reacción Rápida

Artículo 62. La Coordinación resolverá, en un plazo máxi-
mo de hasta doce horas, para confirmar, revocar o modifi-
car la decisión de la Unidad de Recepción de Casos y Re-
acción Rápida.

Artículo 63. El acceso y la difusión de la información rela-
cionada con esta Ley, será de conformidad a lo que dispon-
ga la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública Gubernamental y demás disposiciones
aplicables.

Las Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medi-
das Urgentes de Protección otorgadas a través del Mecanis-
mo se considerarán información reservada.

Los recursos federales que se transfieran, con motivo del
cumplimiento de esta Ley, a las Entidades Federativas, así
como los provenientes del Fondo se sujetarán a las disposi-
ciones federales en materia de transparencia y evaluación
de los recursos públicos.

Capítulo XII
Transparencia y Acceso a la Información

Artículo 64. Los informes a los que se refieren los artículos
8, 16 y 18 serán de carácter público.



Capítulo XIII
Sanciones

Artículo 65. Las responsabilidades administrativas que se
generen por el incumplimiento de las obligaciones previstas
en esta Ley se sancionaran conforme a lo establezca la le-
gislación aplicable, con independencia de las del orden ci-
vil o penal que procedan.

Artículo 66. Comete el delito de daño a Personas Defenso-
ras de Derechos Humanos y Periodistas, el servidor público
o miembro del Mecanismo que de forma dolosa utilice, sus-
traiga, oculte, altere, destruya, transfiera, divulgue, explote
o aproveche por sí o por interpósita persona la información
proporcionada u obtenida por la solicitud, trámite, evalua-
ción, implementación u operación del Mecanismo y que
perjudique, ponga en riesgo o cause daño a la Persona De-
fensora de Derechos Humanos, Periodista, Peticionario y
Beneficiario referidos en esta Ley.

Por la comisión de este delito se impondrá de dos a nueve
años de prisión, y de setenta hasta cuatrocientos días multa
y destitución e inhabilitación de dos a nueve años para des-
empeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.

Si sólo se realizara en parte o totalmente los actos ejecuti-
vos que deberían producir el resultado, u omitiendo los que
deberían evitarlo, y si aquel no se consuma por causas aje-
nas a la voluntad del agente, se aplicará la mitad de la san-
ción.

Artículo 67. Al Servidor Público que en forma dolosa alte-
re o manipule los procedimientos del Mecanismo para per-
judicar, poner en riesgo o causar daño a la Persona Defen-
sora de Derechos Humanos, Periodista, Peticionario y
Beneficiario, se le impondrá de dos a nueve años de prisión,
y de setenta hasta cuatrocientos días multa y destitución e
inhabilitación de dos a nueve años para desempeñar otro
empleo, cargo o comisión públicos referidos en esta Ley.

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Segundo. El Ejecutivo Federal tendrá un término de entre
tres a seis meses máximo, contados a partir de la entrada en
vigor del presente Decreto, para expedir el reglamento de
esta Ley.

Tercero. El Mecanismo al que se refiere el Capítulo Prime-
ro quedará establecido dentro de los cuatro meses siguien-
tes contados a partir de la entrada en vigor de esta Ley.

Cuarto. La primera Junta de Gobierno se instalará en el tér-
mino de diez días hábiles contados a partir de la entrada en
vigor de esta Ley, con la participación de las dependencias
de la Administración Pública Federal y la Comisión Nacio-
nal de los Derechos Humanos.

Quinto. Una vez instalada la primera Junta de Gobierno
tendrá como término diez días hábiles para emitir la convo-
catoria nacional pública a organizaciones de la sociedad ci-
vil involucradas en la defensa y protección de los derechos
humanos, así como en el ejercicio del periodismo y la li-
bertad de expresión para conformar el primer Consejo Con-
sultivo.

Sexto. Una vez emitida la convocatoria a que se refiere el
Artículo Quinto Transitorio, las organizaciones de la socie-
dad civil involucradas en la defensa y promoción de los de-
rechos humanos y en el ejercicio del periodismo y la liber-
tad de expresión, se registrarán ante la Junta de Gobierno y
entre ellas elegirán a los nueve integrantes del primer Con-
sejo Consultivo, en un término de un mes contados a partir
del cierre del registro. Una vez proporcionada la lista de los
integrantes del Consejo a la primera Junta de Gobierno, és-
te se instalará en un término de diez días hábiles.

Séptimo. En la conformación del primer Consejo Consulti-
vo y por única vez, los cuatro miembros elegidos para inte-
grar la Junta de Gobierno durarán en su cargo cuatro años,
otros tres, tres años y los restantes dos, dos años. La dura-
ción en el cargo de cada consejero se efectuará por sorteo.

Octavo. La Junta de Gobierno se instalará con carácter defi-
nitivo y en un término de diez días hábiles contados a partir
de la recepción de la notificación del Consejo Consultivo de
los cuatro consejeros que participarán como miembros.

Noveno. Instalada la Junta de Gobierno y en su primera se-
sión designará al Coordinador Ejecutivo Nacional, quien a
su vez, y en el término de un mes, someterá a la aprobación
de la Junta los nombres de los titulares de las unidades a su
cargo.

Décimo. Los Convenios de Cooperación a que se refiere
el artículo 46 deberán celebrarse en un término de seis
meses contados a partir de la entrada en vigor del presen-
te Decreto.
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Décimo Primero. La Cámara de Diputados del H. Congre-
so de la Unión, asignará en el Presupuesto de Egresos de la
Federación los recursos para la implementación y operación
del Mecanismo. Los recursos destinados en el Presupuesto
de Egresos de la Federación 2012 relativos a la protección
de periodistas y defensores de derechos humanos, formarán
parte del presupuesto para implementar y operar el Meca-
nismo.

Décimo Segundo. Para implementar y operar el Mecanis-
mo se comisionarán, de forma honoraria y sin menoscabo
de sus derechos adquiridos, a los servidores públicos perte-
necientes de la Secretaría de Gobernación, Procuraduría
General de la República y Secretaría de Seguridad Pública
necesarios para la operación de las Unidades previstas en
esta Ley. En caso de que los servidores públicos no cumplan
con los requisitos previstos para la conformación de las
Unidades, se realizarán las contrataciones respectivas.

Décimo Tercero. Las secretarías de Hacienda y Crédito Pú-
blico y de Gobernación, llevarán a cabo todos los actos ne-
cesarios de conformidad con las disposiciones aplicables
para constituir el Fondo en un término de tres meses conta-
dos a partir de la entrada en vigor del presente Decreto.

Décimo Cuarto. Constituido el Fondo, y en el término de
un mes, la Junta de Gobierno deberá aprobar sus reglas de
operación.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF, a
24 de abril de 2012.— Senador Ricardo García Cervantes (rúbrica), vi-
cepresidente; senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), secreta-
ria.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Derechos Humanos, para dic-
tamen y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, para opinión.

LEY DEL SISTEMA DE HORARIO 
EN LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El Secretario diputado Martín García Avilés: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cámara de
Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a uste-
des expediente que contiene proyecto de decreto por el que
se reforman los artículos 2 y 3 de la Ley del Sistema de Ho-
rario en los Estados Unidos Mexicanos. 

Atentamente 

México, DF, a 24 de abril de 2012.— Senador Ricardo Francisco Gar-
cía Cervantes (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto 

Por el que se reforman los artículos 2 y 3 de la Ley del
Sistema de Horario en los Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo Único. Se reforman los artículos 2 y 3, en las frac-
ciones I, III y IV, y con una adición de una fracción V, de la
Ley del Sistema de Horario en los Estados Unidos Mexica-
nos, para quedar como sigue: 

Artículo 2. Se reconoce para los Estados Unidos Mexica-
nos la aplicación y vigencia de los husos horarios 75 grados,
90 grados, 105 grados y 120 grados oeste del meridiano de
Greenwich y los horarios que les corresponden conforme a
su ubicación, aceptando los acuerdos tomados en la Confe-
rencia Internacional de Meridianos de 1884, que establece
el meridiano cero. 

Artículo 3. ...

I. Zona Centro: Referida al meridiano 90 grados al oes-
te de Greenwich y que comprende la mayor parte del te-
rritorio nacional, con la salvedad de lo establecido en los
numerales II, III, IV y V de este mismo artículo; 

II. ... 

III. Zona Noroeste: Referida al meridiano 120 oeste y
que comprende el territorio del estado de Baja Califor-
nia; 

IV. Zona Sureste: Referida al meridiano 75 oeste y que
comprende el territorio del estado de Quintana Roo; y 

V. Las islas, arrecifes y cayos quedarán comprendidos
dentro del meridiano al cual corresponda su situación



geográfica y de acuerdo a los instrumentos de derecho
internacional aceptados. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF, a
24 de abril de 2012.— Senador Ricardo García Cervantes (rúbrica), vi-
cepresidente; senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), secreta-
ria.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Energía, para su dictamen.

LEY FEDERAL DEL DERECHO DE AUTOR

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Cultura, con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Federal del Derecho de Autor

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Cultura de la Cámara de Diputados del
Honorable Congreso de la Unión, le fue turnada para su es-
tudio, análisis y dictamen correspondiente, la Iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan di-
versos artículos de la Ley Federal del Derecho de Autor,
presentada el 10 de diciembre de 2009, por el diputado Ar-
mando Jesús Baez Pinal del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional.

Esta comisión, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 39 y 45 numeral 6, incisos e) y f) de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos;
80, 81, 82, 84, 85, 157, 158 del Reglamento de la Cámara
de Diputados y demás relativos al funcionamiento de las
Comisiones conforme a la normativa aplicable, someten a
la consideración de los integrantes de esta Honorable Asam-
blea el presente dictamen, al tenor de los siguientes

Antecedentes

I. En sesión de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, el 10 de diciembre de 2009, el diputado Armando

Jesús Baez Pinal, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, presentó al pleno de la Cámara
de Diputados, la iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman y adicionan diversos artículos de la Ley Fe-
deral del Derecho de Autor.

II. En la misma fecha la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados dispuso que dicha iniciativa fuera
turnada a la Comisión de Cultura para su estudio y dicta-
men.

III. El 14 de diciembre de 2011, en sesión plenaria de la Co-
misión de Cultura, éste dictamen fue aprobado por el pleno
de la comisión.

Contenido de la iniciativa

1. El proponente establece en su exposición de motivos que
las manifestaciones artísticas de la humanidad, así como
parte de la cultura, se materializan en términos prácticos en
las industrias protegidas por el derecho de autor (IPDA),
por tanto, las IPDA, tales como trabajos literarios, obras
musicales, entre muchos otros trabajos artísticos, tienen una
doble naturaleza: la cultural y la económica, ya que contri-
buyen con una parte importante al PIB, además de tener un
valor que reside en su aportación artística, cultural y social.

Señala el diputado que en el ámbito del derecho internacio-
nal hay antecedentes desde 1948, que establecen el derecho
a la cultura y el derecho de autor, documentos que han sido
suscritos por nuestro país, lo que nos compromete a prote-
ger los derechos de autor, con lo que a su vez, se salvaguar-
dan los bienes culturales que se derivan, y se protege a quie-
nes lícitamente producen y explotan las obras, creando
incentivos que promueven la creación y producción de ese
tipo de bienes, lo que refuerza la identidad cultural de los
pueblos. Así, el derecho de autor se concibe como un ele-
mento fundamental para el desarrollo cultural nacional.

Cuando los derechos de autor no están adecuadamente pro-
tegidos, se corre el riesgo de frenar o inhibir la creación y la
producción de las manifestaciones correspondientes, pues
no sólo se dan afectaciones económicas, sino también de ín-
dole moral. La falta de protección y de mecanismos ágiles
para hacer cumplir la ley, contribuye a generar un desánimo
en la creación y en la inversión de nuevas obras, razón por
la cual es de gran relevancia estimular mediante una ade-
cuada regulación la protección de los productos de la crea-
ción artística.
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2. El legislador expone que la industria cultural en México
se enfrenta a retos relacionados con la falta de una adecua-
da y oportuna protección de los derechos de autor, tales co-
mo la llamada “piratería”. Por ello, resulta necesario dotar a
la producción cultural en México de mecanismos efectivos
que protejan la creación y la innovación.

La Ley Federal del Derecho de Autor vigente no contempla
mecanismos ágiles y expeditos a favor de los titulares de los
derechos de autor y conexos para hacerlos valer frente a los
usuarios, específicamente, ante quienes los violan, lo que
deja a la ley como una disposición que no cumple con los
objetivos que se perseguían cuando se expidió y que se li-
mita a reconocer una serie de derechos, mientras que los
medios para protegerlos son prácticamente nulos.

3. El diputado Baez manifiesta que la ley vigente adolece de
precisión y carece de disposiciones esenciales que no se han
incluido en la Ley pero sí en su Reglamento, lo que la hace
jurídicamente improcedente.

Como ejemplos señala:

- La definición del concepto de regalías, el cual se halla
en el artículo 8o. del Reglamento de la ley, y no se defi-
ne en el cuerpo de la Ley, razón por la cual propone adi-
cionar un segundo párrafo al artículo 24 de la Ley en el
que se señale expresamente que se considera parte del
derecho patrimonial la percepción de regalías o cual-
quier remuneración, añadiendo además, la definición de
regalías.

En la ley, el Instituto Nacional del Derecho de Autor no tie-
ne las facultades necesarias para llevar a cabo visitas de ins-
pección y requerir informes y datos. Sin embargo, el Regla-
mento de la ley le confiere dichas facultades en los artículos
161 y 163. Para evitar las impugnaciones ante los actos de
autoridad, la Iniciativa propone integrar dichas facultades
en la fracción I del artículo 210 de la ley.

4. La misma exposición de motivos señala con precisión
que existen contradicciones dentro de Ley Federal del De-
recho de Autor. Caso concreto la contradicción que se sus-
cita entre los artículos 131 Bis y 151, ya que mientras el ar-
tículo 131 Bis reconoce el derecho de los productores a
percibir una remuneración por el uso o comunicación pú-
blica de sus fonogramas, cuando se persiga un fin de lucro
directo e indirecto, el artículo 151 señala que no constituyen
violaciones a los derechos de los artistas intérpretes o eje-
cutantes, productores de fonogramas u organismos de ra-

diodifusión la utilización de sus actuaciones, únicamente
cuando no se persiga un beneficio económico directo.

El legislador proponente señala acertadamente que el artí-
culo 131 Bis fue adicionado a la Ley el 23 de julio de 2003,
mientras que el texto del 151 corresponde al texto original
cuando la Ley fue Publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 24 de diciembre de 1996, razón por la cual de-
be prevalecer el texto del primero. 

Añade que esta contradicción debe evitarse ya que el artí-
culo 151 en su fracción I no refleja fielmente la disposición
contenida en el artículo 15, numeral 1, inciso a), de la “Con-
vención Internacional sobre la Protección de los Artistas In-
térpretes o Ejecutantes, los Productores de Fonogramas y
los Organismos de Radiodifusión”, la cual nuestro país rati-
ficó en 1964 y cuyo texto, a la letra dice: “1. Cada uno de
los Estados contratantes podrá establecer en su legislación
excepciones a la protección concedida por la presente Con-
vención en los casos siguientes: (a) cuando se trate de una
utilización para uso privado”. Por ello, el diputado Baez
considera necesario reformar la fracción I del artículo 151
de la ley que nos ocupa, para ajustar su texto a lo plasmado
en la citada Convención y hacerlo a su vez congruente con
el texto del artículo 131 Bis de la propia ley.

5. La iniciativa enfatiza sobre algunas contradicciones que
existen entre la ley que se pretende modificar y la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, tal y como
sucede cuando una persona afectada tiene que iniciar pro-
cedimientos administrativos de infracción, ya sea ante el
Instituto Nacional del Derecho de Autor o bien ante el Ins-
tituto Mexicano de la Propiedad Industrial, según el caso,
debiendo cubrir derechos por iniciar tales acciones, lo cual
contraviene lo señalado en el artículo 17 constitucional, en
el que se señala que la impartición de justicia será gratuita,
pronta y expedita.

Lo mismo sucede cuando un titular de derechos de autor
pretende hacerlos valer y respetar,  pues actualmente, cuan-
do se pretende iniciar una acción jurisdiccional en contra de
los infractores, es necesario agotar previamente los proce-
dimientos respectivos ante las autoridades administrativas.
Esta acción implica someterse a un largo proceso adminis-
trativo que puede tardar meses, e inclusive años para que
una autoridad administrativa declare que existe una infrac-
ción sujeta a multa. Sólo entonces se podrían ejercer las ac-
ciones correspondientes a daños y perjuicios ante el Poder
Judicial. Evidentemente, este proceso es contrario al pre-
cepto Constitucional de justicia y es contrario al criterio
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emitido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación que
ya se ha pronunciado en el sentido que los procedimientos
en materia de derechos de autor, en particular cuando se tra-
ta de infracciones en materia de comercio, requieren un tra-
tamiento especializado, ágil y expedito.

6. Derivado de lo anterior, en la Iniciativa se plantea que los
conflictos entre particulares sean, en todos los estados,
competencia del Poder Judicial, de manera que no sería ne-
cesario agotar  un  procedimiento previo para que el afecta-
do inicie cualquier acción en defensa de sus derechos, razón
por la cual, esta modificación propone que se establezca un
juicio especial en materia de derechos de autor con caracte-
rísticas más específicas, tales como que los asuntos se ven-
tilen y resuelvan a través de una vía especial en materia de
derechos de autor y no por la vía civil o mercantil; que el
procedimiento sea sumario;  que tanto la demanda como la
contestación incluyan todas las pruebas bajo el principio de
preclusión; que la única excepción sea la de legitimación
pudiendo interponer, por única vez, un escrito cada parte
hasta la resolución en definitiva del asunto; que sólo se per-
mitirían las pruebas confesional y testimonial para refren-
dar, ratificar o negar documentos; que la prueba superve-
niente se mantiene como una posibilidad; el resultado de
visitas de inspección llevadas a cabo por el Indautor para
constatar infracciones tendrán el carácter de prueba plena;
que las asociaciones o sociedades de gestión colectiva se
considerarán legítimas cuando la organización presente en
juicio la certificación de la lista de socios inscritos ante el
Registro Público del Derecho de Autor y el certificado de
registro de sus catálogos; que la sentencia definitiva sólo
puede impugnarse a través del juicio de amparo directo.

La iniciativa plantea que el objetivo de incluir una nueva
vía especial es eliminar los procedimientos administrativos
vinculados a las infracciones, pero manteniendo la posibili-
dad de imponer sanciones administrativas a través de los
procedimientos usuales ante las autoridades fiscales corres-
pondientes. Es importante señalar que la Iniciativa no plan-
tea la eliminación de los procedimientos administrativos re-
lativos a la negativa de un registro, de una reserva o la
caducidad o nulidad de oficio de ésta, considerando que en
esos casos se trata de un conflicto entre un particular y el
Estado a través del Indautor.

Para hacer posible lo anterior, el Legislador propone me-
diante la Iniciativa una reforma al artículo 213 de la ley, pa-
ra señalar que los tribunales federales conocerán de las con-
troversias que se susciten con motivo de la aplicación de

esta ley, para lo cual existirá la vía especial de derecho de
autor. La aplicación de esta vía no requiere agotar ningún
procedimiento previo como condición para el ejercicio de
dichas acciones.

En consecuencia, se hace preciso otorgar competencia a los
Tribunales Federales para conocer las controversias que se
susciten por la impugnación y cancelación de constancias,
anotaciones o inscripciones en el Registro, así como las de-
rivadas de la nulidad y cancelación de las reservas de dere-
chos al uso exclusivo, lo que se incluye en la reforma pro-
puesta al artículo 214, en el cual también se establece que el
Indautor será parte en esas controversias.

El establecimiento de la vía especial implica que las bases
queden señaladas de manera general en el cuerpo de la Ley,
lo cual sentará las bases para que el Ejecutivo realice los
cambios a las disposiciones que emanan de este ordena-
miento. El establecimiento de estas bases es lo que confor-
ma la adición de los artículos 214 Bis a 214 Bis 9.

7. Hace mención el diputado Baez, que de acuerdo con la
ley, el Indautor aplica una multa de cien días de salario mí-
nimo general vigente en el Distrito Federal a quienes, ha-
biendo sido citados a una junta de avenencia, no se presen-
tan. Al respecto, la iniciativa propone establecer un rango
para la multa señalada, toda vez que la Suprema Corte de
Justicia de la Nación se ha pronunciado porque el estableci-
miento de multas fijas en la legislación contraviene la Cons-
titución, pues con ello se propician excesos autoritarios y un
tratamiento desproporcionado a los particulares. Por ello
propone reformar la fracción III del artículo 218 de la ley
para establecer un rango con límites mínimo y máximo pa-
ra la aplicación de la multa dependiendo de cada caso en
particular.

8. También con relación a las infracciones, la Iniciativa es-
tablece una diferencia entre las que serán sancionadas por el
Indautor de aquellas que propone que  sancionen los Tribu-
nales Federales, lo cual quedaría establecido claramente
con la propuesta en el artículo 230. El legislador propone un
cambio para que las infracciones consideradas en las frac-
ciones III, IV, V, VII, XI y XIII del Artículo 229 de la Ley,
sean sancionadas por el Instituto de acuerdo a lo dispuesto
en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, y por
un monto igual el resto de las infracciones señaladas en el
mismo Artículo 229, pero en este caso, el monto lo deter-
minaría el Juez de Distrito al momento de emitir sentencia
condenatoria, cuando la acción ejercitada por el actor cae
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dentro de esos supuestos de infracción, con posibilidad a
aplicar una multa adicional diaria a quien persista en la in-
fracción.

9. Con base en la experiencia, y que en lo sucesivo se evite
la interpretación de la Ley, el Diputado plantea especificar
con claridad lo que constituyen infracciones en materia de
comercio, para lo cual propone la modificación de las frac-
ciones I y X de artículo 231 de la Ley. Para puntualizar ex-
presamente a los fonogramas, videogramas, ediciones o
emisiones de radiodifusión, y especifica todos los casos en
que puede haber titulares de derechos patrimoniales en la
fracción I. Asimismo, considera necesario agregar el con-
cepto de escala comercial o industrial en la fracción X, en
virtud de que no se menciona en la Ley con anterioridad y
que corresponde a lo que establece el Código de Comercio
como actos de comercio en el Artículo 75, fracciones I y II.

10. En la Iniciativa se proponen las reformas a los artículos
232 y 235 a efecto de que las infracciones sean ahora san-
cionadas por el Juez de Distrito, y no por el Instituto Mexi-
cano de la Propiedad Industrial (IMPI). En el primer caso,
cuando se trate de infracciones en materia de comercio,
puntualizando sobre las que se señalan en el artículo 231 del
mismo ordenamiento; en el segundo, para que el juez que-
de facultado para emitir una resolución de suspensión de la
libre circulación de mercancías de procedencia extranjera
en frontera.

11. Como consecuencia de la adición de los artículos 214
Bis a 214 Bis 9, la iniciativa considera que el artículo 187
debe derogarse, al tiempo que el 234, al eliminar la compe-
tencia del IMPI para sancionar infracciones en materia de
comercio.

12. Finalmente, la Iniciativa propone insertar cuatro artícu-
los transitorios al Decreto: la entrada en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción; la derogación de una serie de artículos del Reglamento
de la Ley Federal del Derecho de Autor; la instrucción al
Ejecutivo federal para que modifique en lo conducente el
Reglamento de la Ley; y por último, que las controversias
en trámite ante el Indautor o el IMPI, continuarán hasta su
conclusión, excepto en aquellos casos en que el promoven-
te decida reponerlos ante los tribunales federales.

Consideraciones

Primera. Que con base en los antecedentes indicados y con
los elementos de información disponibles, la Comisión se

abocó a dictaminar la Iniciativa con proyecto de decreto de
referencia.

Se consideraron los antecedentes sobre derechos de autor en
México. El primer ordenamiento mexicano en la materia
del 3 de diciembre de 1846, Decreto sobre Propiedad Lite-
raria, es cuando la publicación de las obras se consideró un
privilegio, que era extensivo a los herederos hasta por 30
años. Casi cuarenta años después, en el Código Civil de
1884 se reconocieron en nuestro país las reservas de dere-
chos exclusivos, reconociéndose además la propiedad in-
dustrial del derecho de autor.

Ya en el texto original de la Constitución Política de 1917,
el artículo 28 establece con claridad que no habrá prohibi-
ciones a la protección a la industria, a excepción de “…los
privilegios que por determinado tiempo se concedan a los
autores y artistas para la reproducción de sus obras, y a los
que, para el uso exclusivo de sus inventos, se otorguen a los
inventores y perfeccionadores de alguna mejora…”.

En el Código Civil de 1928, promulgado por Plutarco Elí-
as Calles, quedó plasmada la regulación del derecho de
autor, a través de sus disposiciones. Derivado de ello, sur-
ge la primera Ley Federal sobre el Derecho de Autor en
1947.

Con la firma del Convenio de Berna, México adopta la re-
gulación para la presunción de autoría y se reconocen los
derechos de autor sin necesidad de registrar una obra. És-
te y otros documentos internacionales como la Conven-
ción Internacional sobre la Protección de los Artistas, In-
térpretes o Ejecutantes, los Productores de Fonogramas y
los Organismos de Radiodifusión (Convención de Roma),
el Convenio para la Protección de los Productores de Fo-
nogramas contra la Reproducción no Autorizada de sus fo-
nogramas, o el Tratado sobre el Registro Internacional de
Obras Audiovisuales, dan sustento a una nueva Ley Fede-
ral del Derecho de Autor, publicada en el Diario Oficial de
la Federación el 24 de diciembre de 1996, en cuyo artícu-
lo segundo transitorio se abroga la Ley Federal sobre el
Derecho de Autor publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 29 de diciembre de 1956, sus reformas y adi-
ciones publicadas en el Diario Oficial de la Federación el
21 de diciembre de 1963 y sus posteriores reformas y adi-
ciones.

La reforma constitucional del 29 de abril del 2009, en la que
se faculta al Congreso para legislar en materia de derechos
de autor y otras figuras de la propiedad intelectual relacio-
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nadas con la misma, da pleno sustento constitucional a la
iniciativa presentada por el diputado Armando Baez Pinal,
el 10 de diciembre de 2009.

Segunda. La iniciativa propone una adición al artículo 24
de la Ley Federal del Derecho de Autor porque se argu-
menta que el texto vigente adolece de precisión y considera
relevante que se especifique que parte del derecho patrimo-
nial es la percepción de regalías o cualesquier remuneración
y que se requiere definir el concepto que, hasta la fecha, se
contempla únicamente en el Reglamento.

El legislador propone un segundo párrafo al artículo 24 que
señale:

Artículo 24. …

Se considera parte del derecho patrimonial la percepción
de regalías o cualquier remuneración económica. Para
efectos de esta ley, se entiende por regalías a la remune-
ración económica generada por el uso o explotación de
las obras, interpretaciones o ejecuciones, fonogramas,
videogramas, libros o emisiones en cualquier forma o
modo.

Esta Comisión de Cultura considera que no es procedente la
precisión, ya que el concepto de derecho patrimonial a que
se refiere el capítulo III del Titulo Segundo de la Ley Fede-
ral del Derecho de Autor es más amplio y definirlo puede
perjudicar a los autores intelectuales de las obras que prote-
ge este ordenamiento; 

Tercera.  Propone el Legislador una reforma al artículo 210
en virtud de que en el Reglamento de la ley, el Indautor es-
tá facultado para realizar visitas de inspección pero la Ley
no las otorga, lo cual, señala el Diputado, hace fácilmente
impugnable los actos de autoridad. Además, si el mismo ar-
tículo faculta al instituto para realizar investigaciones res-
pecto de presuntas infracciones administrativas, no puede
realizarlas si no lo faculta en la ley para llevar a cabo visi-
tas de inspección y requerir informes y datos.

Por lo anterior, la Comisión de Cultura considera proceden-
te la propuesta para reformar la fracción I del artículo 210
de la Ley Federal del Derecho de Autor en los términos pro-
puestos para quedar como sigue:

Artículo 210. El instituto tiene facultades para:

I. Realizar investigaciones respecto de presuntas infrac-
ciones administrativas, llevar a cabo visitas de inspec-
ción y requerir informes y datos;

II. Solicitar a las autoridades competentes la práctica de
visitas de inspección;

III. Ordenar y ejecutar los actos provisionales para pre-
venir o terminar con la violación al derecho de autor y
derechos conexos;

IV. Imponer las sanciones administrativas que sean pro-
cedentes, y

V. Las demás que le correspondan en los términos de la
presente ley, sus reglamentos y demás disposiciones
aplicables.

Cuarta. La Iniciativa propone la modificación del artículo
151 porque, según se argumenta, existe una contradicción
entre éste, asentado en el texto original de la ley de 1996, y
el 131 Bis adicionado en el 2003. La Comisión analizó esta
reforma y considera que, no existe tal contradicción toda
vez que el artículo 131 Bis se refiere a los derechos que el
autor puede ejercer con respecto a una obra propia, lo cual
puede reclamar si él considera que se trata de un uso con fi-
nes de lucro directo o indirecto, y el artículo 151 se refiere
a la interpretación que tiene la autoridad competente para
no sancionar cuando no se persiga un beneficio económico
directo.

Por lo expuesto, esta comisión considera que no es proce-
dente la propuesta del diputado Baez.

Quinta. A partir de una reflexión que hace el diputado so-
bre el mandato constitucional, en el que se señala que la im-
partición de justicia será gratuita, pronta y expedita, la Ini-
ciativa plantea reformar sustancialmente el Título XI de la
ley, materia del presente dictamen.

El diputado Baez propone reformar los dos párrafos del ar-
tículo 213. Sin embargo, considerando el dictamen que en
su momento dio sustento a la modificación de este artículo
en la minuta que se recibió del Senado de la República en
abril de 2003, esta comisión considera prudente conservar
el sentido del artículo vigente que establece la jurisdicción
concurrente; es decir, que sean los tribunales locales o los
federales los que conozcan de los asuntos en los que se ven-
tilen controversias entre particulares, manteniendo la facul-
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tad de decisión del titular del derecho a elegir qué acción
tomar en defensa de sus intereses, pero eximiéndolo de ago-
tar dichos procedimientos para poder acceder a otras alter-
nativas de procedimiento que la legislación contempla, por
ejemplo, acudir ante los juzgados civiles.

En virtud de lo anterior, esta comisión considera que es pro-
cedente la precisión para que en las acciones derivadas de
la presente ley y su Reglamento no sea necesario agotar nin-
gún procedimiento previo, a fin de cumplir con el mandato
constitucional en su artículo 17. Sin embargo, la Comisión
de Cultura propone que los dos párrafos del artículo 213 de
la Ley Federal del Derecho de Autor queden tal como está
el artículo reformado en el 2003, y se haga la precisión que
plantea el legislador promovente adicionando un tercer pá-
rrafo al mismo artículo para quedar de la siguiente manera:

Artículo 213. Los Tribunales Federales conocerán de las
controversias que se susciten con motivo de la aplicación
de esta Ley, pero cuando dichas controversias sólo afec-
ten intereses particulares, podrán conocer de ellas, a
elección del actor, los tribunales de los estados y del Dis-
trito Federal.

Las acciones civiles que se ejerciten se fundarán, tramitarán
y resolverán conforme a lo establecido en esta Ley y en sus
reglamentos, siendo supletorio el Código Federal de Proce-
dimientos Civiles ante Tribunales Federales y la legislación
común ante los Tribunales del orden común.

Para el ejercicio de las acciones derivadas de la presen-
te Ley y su Reglamento no será necesario agotar ningún
procedimiento ni acción previa como condición para el
ejercicio de dichas acciones.

Sexta. Consecuencia de lo anterior y para precisar la com-
petencia de los tribunales federales, la iniciativa propone
una reforma al artículo 214 quedando en dos párrafos, el se-
gundo de los cuales estaba contenido en el texto original. La
Comisión de Cultura considera que la reforma no procede
en los términos que propone el Legislador, toda vez que el
párrafo adicionado se aplicaría tanto en el artículo 213, co-
mo en cualquier otro supuesto, como es el caso del artículo
214.

Séptima. Derivado de lo anterior, y considerando que el au-
tor o el titular de los derechos tiene la libertad de acudir di-
rectamente a la autoridad judicial sin la obligación de ago-
tar previamente un procedimiento administrativo, esta

Comisión considera que no procede la adición de diez artí-
culos al Título XI de la ley,  señalados por el proponente co-
mo 214 Bis al 214 Bis 9.

Octava. En cuanto a las sanciones, el diputado Baez propo-
ne en la Iniciativa que para el procedimiento administrativo
de avenencia señalado en el artículo 218, se modifique la
fracción segunda para no establecer un solo monto en caso
de que las partes o alguna de ellas no asistan, sino que se es-
tablezca un rango para que la autoridad determine una can-
tidad específica dependiendo de las circunstancias. Al res-
pecto, la comisión considera que la reforma a la fracción
segunda mencionada procede para quedar de la siguiente
manera:

Artículo 218. …

…

…

Se citará a las partes a una junta de avenencia, aperci-
biéndolas que de no asistir, se les impondrá una multa de
cien a ciento cincuenta días de salario mínimo general
vigente en el Distrito Federal. Dicha junta se llevará a ca-
bo dentro de los veinte días siguientes a la presentación
de la queja;

Novena. Con relación a la propuesta para señalar los mon-
tos de las infracciones en el artículo 230, propuesto por el
diputado Armando Jesús Baez Pinal, la Comisión conside-
ró que la redacción de la ley vigente es adecuada, por lo que
se estima innecesario la modificación señalada en la inicia-
tiva.

Décima. Al estudiar la propuesta del Legislador para defi-
nir con claridad en qué casos se constituyen infracciones en
materia de comercio, se evaluó la redacción y la Comisión
optó por desechar la propuesta para modificar la redacción
de la fracción I del artículo 231 considerando que hace re-
ferencias a conceptos que se prevén en otras fracciones del
mismo artículo, por lo que ante el riesgo de duplicidad en
las fracciones, esta Comisión de Cultura considera. Dejar la
fracción del artículo 231 tal como se encuentra en la Ley vi-
gente. 

En el caso de la reforma a la fracción X del mismo artículo,
la comisión consideró que no es procedente la propuesta el
diputado, por tanto el artículo 231 queda sin modificaciones 
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Undécima. El legislador propone en su Iniciativa que las
infracciones sean ahora sancionadas por el Juez de Distrito
y no por el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial.
Sin embargo, la Comisión considera que esta medida puede
crear controversia con la Ley de la Propiedad Industrial, por
lo que se dictamina que el primer párrafo del artículo 232
no se modifique y quede tal y como está en la Ley vigente,
para que el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial
conserve las facultades que le confiere la Ley. 

Duodécima. Al hacer el análisis respectivo se consideró
que las multas aplicables en las fracciones I y II del artícu-
lo 232 sí deben incrementarse debido a la diversificación de
los recursos tecnológicos y el daño patrimonial que le cau-
sa a los autores y titulares de los derechos conexos. Sin em-
bargo, la propuesta para la modificación de este artículo
queda sin materia toda vez que el pasado 27 de enero se pu-
blicó en el Diario Oficial de la Federación la reforma a este
artículo estableciendo ya un incremento a las infracciones
en materia de comercio.

Decimotercera. La Iniciativa que presenta el Diputado Ar-
mando Baez Pinal propone una reforma al artículo 235 se-
ñalando que en materia de comercio, un Juez de Distrito
queda facultado para emitir resoluciones. Esta comisión de-
terminó que, no es procedente establecer en la Ley Federal
del Derecho de Autor la vía especial para atender los proce-
dimientos que violen los derechos autorales, no se puede
soslayar la competencia del Instituto Mexicano de la Pro-
piedad Industrial (IMPI) en lo que se refiere a las infraccio-
nes en materia de comercio, por lo que a fin de que se con-
temple la competencia del Juez, pero se respete la que tiene
el IMPI de acuerdo con la Ley de la Propiedad Industrial,
esta comisión determinó que el artículo 235 quede en de-
lante de la siguiente manera:

Artículo 235. Los Tribunales Federales en cualquier
caso y el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial
tratándose de infracciones en materia de comercio,
quedan facultados para emitir una resolución de suspen-
sión de la libre circulación de mercancías de procedencia
extranjera en frontera, en los términos de lo dispuesto
por la Ley Aduanera.

Esta redacción, en donde se presume la competencia de dos
instancias, implica que en el Artículo 234 especifique que el
IMPI, además de aplicar las medidas precautorias estableci-
das en la Ley de la Propiedad Industrial, podría adoptar las
provistas en la Ley Federal del Derecho de Autor. Por esa

razón no procede la propuesta del Legislador para derogar
el artículo como lo propone, por lo que, esta comisión con-
sidera que no se reforme el artículo 234.

Decimocuarta. El análisis de la iniciativa del diputado to-
ma en cuenta que, como consecuencia de la adición de los
artículos 214 Bis a 214 Bis 9, la Iniciativa planteaba dero-
gar el artículo 187 de la ley, lo cual esta comisión conside-
ra improcedente, pues los procedimientos que señala el ar-
tículo aún vigente no serán suplidos toda vez que no se
consideró la pertinencia por el procedimiento especial en
derecho de autor que el diputado propuso.

Decimoquinta. Para concluir las consideraciones que esta
Comisión de Cultura hace sobre la Iniciativa de Ley que
presentó el Diputado Baez, se consideran los transitorios.

El primer transitorio procede en los términos propuestos.

El artículo segundo transitorio no procede porque es facul-
tad del Ejecutivo federal emitir, reformar o derogar artícu-
los de los reglamentos. Asimismo no procede el artículo ter-
cero, pues la reforma no contempla modificaciones a
procedimiento alguno que impliquen la adecuación regla-
mentaria.

En cuanto al artículo cuarto transitorio, en el presente dicta-
men queda como segundo, incluyendo sólo al Instituto Me-
xicano de la Propiedad Industrial, y se mantiene el sentido
del transitorio segundo del Diario Oficial de la Federación
del 30 de abril de 2009 cuando se adiciona una fracción
XXIX-Ñ al artículo 73 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos,. En el que se señala que todos los
actos jurídicos emitidos y fundamentados en las leyes ante-
riores y en la Ley Federal del Derecho de Autor vigente, ta-
les como registros de obras y contratos, reservas de dere-
chos otorgadas, resoluciones a procedimientos entre otros,
así como los celebrados entre particulares, contratos, con-
venios, sucesiones testamentarias, conservarán su validez, y
se considera procedente añadir el derecho del promoverte
para señalar la excepción en aquellos casos en que él mis-
mo decida reponer los procedimientos ante los tribunales
federales.

Por lo que los transitorios quedarían, de acuerdo con el dic-
tamen emitido por la Comisión de Cultura, de la siguiente
manera:   
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Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los se-
senta días de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las controversias que se encuentren en trámi-
te ante el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial o
ante el Instituto Nacional del Derecho de Autor al mo-
mento de la entrada en vigor de este decreto, continuarán
hasta su conclusión conforme a los ordenamientos en vi-
gor existentes al momento de su inicio.

Por lo expuesto, la Comisión de Cultura se somete a consi-
deración de la honorable asamblea, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversos ar-
tículos de la Ley Federal del Derecho de Autor

Artículo Único. Se reforma la fracción I del artículo 210, la
fracción III del artículo 218 y el artículo 235; se adiciona un
tercer párrafo al artículo 213 de la Ley Federal del Derecho
de Autor, para quedar como sigue:

Artículo 210. El instituto tiene facultades para:

I. Realizar investigaciones respecto de presuntas infrac-
ciones administrativas, llevar a cabo visitas de inspec-
ción y requerir informes y datos;

II. a V. …

Artículo 213. …

…

Para el ejercicio de las acciones derivadas de la presen-
te Ley y su Reglamento no será necesario agotar ningún
procedimiento ni acción previa como condición para el
ejercicio de dichas acciones.

Artículo 218. El procedimiento administrativo de avenen-
cia lo llevará a cabo el Instituto conforme a lo siguiente:

I. y II. …

III. Se citará a las partes a una junta de avenencia, aper-
cibiéndolas que de no asistir, se les impondrá una multa
de cien a ciento cincuenta días de salario mínimo ge-
neral vigente en el Distrito Federal. Dicha junta se lle-

vará a cabo dentro de los veinte días siguientes a la pre-
sentación de la queja;

IV. a VI. …

…

Artículo 235. Los Tribunales Federales en cualquier ca-
so y el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial, tra-
tándose de infracciones en materia de comercio, quedan
facultados para emitir una resolución de suspensión de la li-
bre circulación de mercancías de procedencia extranjera en
frontera, en los términos de lo dispuesto por la Ley Adua-
nera.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los sesenta
días de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Las controversias que se encuentren en trámite
ante el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial y o an-
te el instituto Nacional del Derecho de Autor al momento de
la entrada en vigor de este decreto, continuarán hasta su
conclusión conforme a los ordenamientos en vigor existen-
tes al momento de su inicio.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 14 días del mes de
marzo de 2012.

La Comisión de Cultura, diputados: Kenia López Rabadán (rúbrica),
presidente; Armando de Jesús Báez Pinal (rúbrica), Josefina Rodarte
Ayala, Víctor Alejandro Balderas Vaquera (rúbrica), José Luis Iñiguez
Gámez (rúbrica), Laura Margarita Suárez González (rúbrica), Ana Luz
Lobato Ramírez, Gerardo Fernández Noroña, José Antonio Aysa Ber-
nat, Juan Nicolás Callejas Arroyo, Manuel Esteban de Esesarte Pes-
queira (rúbrica), José Alberto González Morales (rúbrica), Paz Gutié-
rrez Cortina (rúbrica), Héctor Hernández Silva (rúbrica), David
Hernández Vallin (rúbrica), Francisco Herrera Jiménez (rubrica) Ino-
cencio Ibarra Piña, Óscar Lara Salazar (rúbrica), Jaime Oliva Ramírez
(rúbrica), Rodrigo Pérez-Alonso González, María de Lourdes Reynoso
Femat, Jaime Sánchez Vélez, José Isabel Meza Elizondo (rúbrica) Ma-
ría Marcela Torres Peimbert (rúbrica), Ignacio Téllez González (rúbri-
ca), Heladio Gerardo Verver y Vargas Ramírez (rúbrica), Frida Celeste
Rosas Peralta (rúbrica), Celia García Ayala.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.
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LEY GENERAL DE SALUD

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Salud, con proyecto de de-
creto que adiciona la fracción IV al artículo 464 Ter de la
Ley General de Salud

Honorable Asamblea:

La Comisión de Salud de la LXI Legislatura de la Cámara
de Diputados del Honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por los Artículos 39 y 45 nu-
merales 6 incisos e) y f) y 7 y demás relativos de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, y 80, 82 numeral 1, 85, 157 numeral 1 fracción I y
158 numeral 1 fracción IV del Reglamento de la Cámara de
Diputados y demás relativos de dicho ordenamiento, pre-
sentan el siguiente dictamen:

I. Antecedentes

1. En sesión celebrada con fecha 2 de febrero 2012, la dipu-
tada María Cristina Díaz Salazar, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional, presentó
la iniciativa que reforma el artículo 464 Ter de la Ley Ge-
neral de Salud.

2. Con la misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva
dispuso que dicha iniciativa fuera turnada a la Comisión de
Salud para su análisis y Dictamen correspondiente.

II. Metodología

La Comisión de Salud encargada del análisis y dictamen de
la iniciativa en comento, desarrollaron los trabajos corres-
pondientes conforme al procedimiento que a continuación
se describe: 

En el apartado denominado “Antecedentes”, se da constan-
cia del trámite de inicio del proceso legislativo, así como de
la recepción y turno para el dictamen de la iniciativa.

En el apartado “Contenido de la iniciativa”, se exponen los
objetivos y se hace una descripción de la iniciativa en la que
se resume su contenido, motivos y alcances.

En las “Consideraciones”, los integrantes de la comisión
dictaminadora expresan los razonamientos y argumentos
por cada una de las adiciones planteadas, con base en los
cuales se sustenta el sentido del presente dictamen. 

III. Contenido de la iniciativa

Sancionar a quien venda u ofrezca en venta, o comercie
muestras médicas con pena de 1 a 9 años de prisión y mul-
ta de veinte mil a cincuenta mil días de salario mínimo ge-
neral vigente en la zona económica de que se trate.

IV. Consideraciones

Primera. Nuestra Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos consagra el derecho a la salud en su  párra-
fo tercero del artículo 4°: 

“Toda persona tiene derecho a la protección de la sa-
lud…. y establecerá la concurrencia de la federación
y las entidades federativas en materia de salubridad
general, conforme a lo que dispone la fracción XVI
del artículo 73 de esta Constitución”.

Del precepto antes mencionado deriva el sistema de normas
jurídicas de derecho social, que busca regular los mecanis-
mos y acciones para lograr que la protección de la salud sea
un bien tutelado por los diversos órdenes de gobierno, a tra-
vés de la delimitación del campo de la actividad guberna-
mental, social e individual, siendo ésta uno de los principa-
les elementos de justicia social.

El derecho a la protección de la salud, es un derecho social
y universal, independiente de la situación de vulnerabilidad
de sus destinatarios, ya que, además, es un elemento esen-
cial para que el Estado pueda sentar las bases para eliminar
la desigualdad existente entre los miembros de una socie-
dad.

En la exposición de motivos de la reforma mediante la cual
se elevó en 1983 a rango constitucional el derecho a la pro-
tección de la salud, se considera a éste como una responsa-
bilidad compartida entre los diversos órdenes de gobierno,
el individuo y la sociedad en su conjunto.

Segunda. El robo, falsificación y venta ilegal de medica-
mentos, más allá del evidente daño económico que ocasio-
nan a la industria farmacéutica, son un verdadero peligro
para la salud de las personas; ya que los medicamentos ven-
didos de manera ilegal ponen en desventaja al paciente al no
ser prescritos por su médico. La industria farmacéutica ha
reconocido que este mercado negro provoca al sector pérdi-
das anuales de más de 10 mil millones de pesos, represen-
tando aproximadamente diez por ciento de la producción to-
tal de medicinas en México.
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Tercera. En 2007 y 2008 el gobierno federal incautó cerca
de 75 toneladas de medicamentos en muestras médicas, y
medicinas del sector salud, las cuales eran vendidas en ple-
na vía pública, en tianguis sobre ruedas, mercados y garajes
de casas adaptadas como farmacias.

La Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sa-
nitarios (Cofepris), reporta la situación actual, indicando
que en México más que falsificación de medicamentos, se
ha detectado el tráfico de muestras médicas, así como me-
dicamentos del Sector Salud, quien ostentan en el empaque
leyendas de prohibida su venta y se ha encontrado que son
comercializados en: farmacias bien establecidas, detrás de
mostrador, en mercados populares y en casas habitación en
algunos casos.

Durante 2010 la venta ilegal de medicamentos creció 32 por
ciento y el robo a camiones con fármacos subió 40 por cien-
to, los medicamentos son el producto que mayor robo pre-
sentó en el primer semestre de ese año por encima de artí-
culos de consumo, prendas de vestir, calzado y bebidas. Su
condición como productos de alta rotación y lo cotizado que
resultan los convierte en un blanco atractivo para quienes se
dedican a la piratería de fármacos.

Cuarta. El consumidor de este tipo de medicamentos, con-
sidera que el bajo precio que le ofrecen, radica en el hecho
de ser muestras médicas, que solo se venden ilegalmente,
pero que al fin de cuentas son medicinas legítimas, no obs-
tante desconocer que la delincuencia falsifica o adultera
tanto los medicamentos, como los empaques que dicen ser
muestras originales.

Quinta. De acuerdo con estimaciones de la Asociación Me-
xicana de Instituciones de Investigación Farmacéutica, el
mercado de medicamentos ilícitos, reporta un valor de 12
mil millones de dólares, por su parte la Comisión Federal
para la Protección contra Riesgos Sanitarios, reveló que el
80 por ciento de los medicamentos asegurados en el merca-
do negro, son muestras médicas originales.

Sexta. Es importante señalar que los laboratorios farmacéu-
ticos, se encuentran en libertad de producir las muestras mé-
dicas sin ninguna clase de límites, mismas que son distri-
buidas sin ningún tipo de control. Cabe mencionar, que las
mafias que trafican medicamentos  pirata y comercian con
muestras médicas, adaptan sus estrategias para conseguir el
producto, modifican las maniobras, se transforman constan-
temente para continuar su negocio ilícito.

Séptima. Los integrantes de esta comisión consideran pre-
ocupante y muy grave que la ley no prevea sanción penal al-
guna para las personas que se dediquen al tráfico de mues-
tras médicas. Todo esto ha ocasionado una importante
filtración de muestras al mercado negro de medicamentos,
es por ello que se considera que la presente reforma es via-
ble.

Por lo expuesto y para los efectos de lo dispuesto en el artí-
culo 72, fracción A), de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, los integrantes de Comisión de
Salud de la LXI Legislatura sometemos a consideración del
pleno el siguiente:

Proyecto de decreto que adiciona una fracción IV al ar-
tículo 464 Ter de la Ley General de Salud.

Artículo Único. Se adiciona una fracción IV al artículo
464 Ter de la Ley General de Salud, para quedar como
sigue:

Artículo 464 Ter. En materia de medicamentos se aplicarán
las penas que a continuación se mencionan, a la persona o
personas que realicen las siguientes conductas delictivas:

I. a III. ...

IV. A quien venda u ofrezca en venta, o comercie
muestras médicas se le aplicará una pena de uno a
nueve años de prisión y multa de 20 mil a cincuenta
mil días de salario mínimo general vigente en la zona
económica de que se trate.

...

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo, a los 12 días del mes de abril de 2012.

La Comisión de Salud, diputados: Miguel Antonio Osuna Millán (rú-
brica), presidente; Marco Antonio García Ayala (rúbrica), María Cristi-
na Díaz Salazar (rúbrica), Antonio Benítez Lucho (rúbrica), Rosalina
Mazari Espín (rúbrica), Rodrigo Reina Liceaga (rúbrica), José Antonio
Yglesias Arreola (rúbrica), Silvia Esther Pérez Ceballos, Heladio Ge-
rardo Verver y Vargas Ramírez (rúbrica en contra), Carlos Alberto Eze-
ta Salcedo (rúbrica), María del Pilar Torre Canales (rúbrica), secreta-
rios; Yolanda de la Torre Valdez (rúbrica), Olga Luz Espinoza Morales
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(rúbrica), Leandro Rafael García Bringas (rúbrica), Fernando Morales
Martínez, Delia Guerrero Coronado (rúbrica), José Manuel Hinojosa
Pérez, Clara Gómez Caro (rúbrica), Alfonso Primitivo Ríos Vázquez,
Ana Elia Paredes Árciga (rúbrica), Guadalupe Eduardo Robles Medina
(rúbrica), Sergio Tolento Hernández (rúbrica), Alicia Elizabeth Zamora
Villalva, Laura Piña Olmedo, Leticia Quezada Contreras, Oralia López
Hernández (rúbrica), Marcela Vieyra Alamilla.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

LEY GENERAL DE SALUD

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Salud, con proyecto de de-
creto que adiciona la fracción III Bis al artículo 464 Ter de
la Ley General de Salud

Honorable Asamblea:

La Comisión de Salud de la LXI Legislatura de la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto por los artículos 39 y 45 numera-
les 6 incisos e) y f) y 7 y demás relativos de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
y 80, 82 numeral 1, 85, 157 numeral 1 fracción I y 158 nu-
meral 1 fracción IV del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados y demás relativos de dicho ordenamiento, presentan el
siguiente dictamen.

I. Antecedentes

1. Con fecha 8 de marzo de 2012, el diputado Carlos Alber-
to Ezeta Salcedo, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, presentó iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 464 Ter de la
Ley General de Salud.

2. Con la misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva
dispuso que dicha iniciativa fuera turnada a la Comisión de
Salud para su análisis y dictamen correspondiente.

II. Metodología

La Comisión de Salud encargada del análisis y dictamen de
la iniciativa en comento, desarrollaron los trabajos corres-

pondientes conforme al procedimiento que a continuación
se describe: 

En el apartado denominado “Antecedentes”, se da constan-
cia del trámite de inicio del proceso legislativo, así como de
la recepción y turno para el dictamen de la iniciativa.

En el apartado “Contenido de la iniciativa”, se exponen los
objetivos y se hace una descripción de la iniciativa en la que
se resume su contenido, motivos y alcances.

En las “Consideraciones”, los integrantes de la comisión
dictaminadora expresan los razonamientos y argumentos
por cada una de las adiciones planteadas, con base en los
cuales se sustenta el sentido del presente dictamen. 

III. Contenido de la iniciativa

Aplicar una pena de uno a nueve años de prisión y multa de
veinte mil a cincuenta mil días de salario mínimo general
vigente en la zona económica de que se trate, a quien ven-
da u ofrezca en venta, comercie, distribuya o transporte me-
dicamentos, fármacos, materias primas o aditivos falsifica-
dos, alterados, contaminados, adulterados o caducos, ya sea
en establecimientos o en cualquier otro lugar, o bien venda
u ofrezca en venta, comercie, distribuya o transporte mate-
riales para envase o empaque de medicamentos, fármacos,
materias primas o aditivos, sus leyendas, información que
contengan o números o claves de identificación, que se en-
cuentran falsificados, alterados o adulterados.

IV. Consideraciones

Primera. Nuestra Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos consagra el derecho a la salud en su párrafo
tercero del artículo 4o.: 

“Toda persona tiene derecho a la protección de la sa-
lud…. y establecerá la concurrencia de la federación y
las entidades federativas en materia de salubridad ge-
neral, conforme a lo que dispone la fracción XVI del
artículo 73 de esta Constitución”.

Del precepto antes mencionado deriva el sistema de normas
jurídicas de derecho social, que busca regular los mecanis-
mos y acciones para lograr que la protección de la salud sea
un bien tutelado por los diversos órdenes de gobierno, a tra-
vés de la delimitación del campo de la actividad guberna-
mental, social e individual, siendo ésta uno de los principa-
les elementos de justicia social.
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El derecho a la protección de la salud, es un derecho social
y universal, independiente de la situación de vulnerabilidad
de sus destinatarios, ya que, además, es un elemento esen-
cial para que el estado pueda sentar las bases para eliminar
la desigualdad existente entre los miembros de una socie-
dad.

En la exposición de motivos de la reforma mediante la cual
se elevó en 1983 a rango constitucional el derecho a la pro-
tección de la salud, se considera a éste como una responsa-
bilidad compartida entre los diversos órdenes de gobierno,
el individuo y la sociedad en su conjunto.

Segunda. Al igual que los alimentos industrializados, las
medicinas cuentan con una fecha de caducidad que, después
de rebasarla, se recomienda el desecho y la suspensión del
consumo. La vida útil de los medicamentos es establecida
en pruebas que permiten a la industria y a las autoridades
determinar por cuánto tiempo y en condiciones normales (o
específicas, cuando por ejemplo requieren refrigeración) el
producto sigue garantizando las mejores condiciones de ca-
lidad y no hay riesgo de que el consumidor sufra algún da-
ño en su salud.

Se asegura que una vez pasada la fecha de vencimiento de
la caducidad, la mayoría de las preparaciones farmacéuticas
pierden eficacia y algunas pueden desarrollar un perfil de
reacción diferente y adversa en el organismo. En el mejor
de los casos, un producto terapéutico ya caduco no tendrá
efecto alguno para restablecer la salud. Desafortunadamen-
te también se corre el riesgo de que la sustancia activa haya
modificado su composición –por desnaturalización, oxida-
ción o cualquier otro proceso– y entonces hay el peligro la-
tente de que provoque daños colaterales que se añadan al
mal original que motivó su uso.

Tercera. Dentro de la exposición de motivos, el promoven-
te hace mención a que los medicamentos caducos no deben
ser utilizados para combatir una enfermedad, porque se jue-
ga con la vida de quien los consume, especialmente de me-
xicanos de escasos recursos, que no cuentan con seguridad
social y que los han comprado en el mercado negro o en las
mismas farmacias. Más aún, la Comisión Federal para la
Protección contra Riesgos Sanitarios (Cofepris) precisó que
en el mercado se venden muestras médicas que los labora-
torios reparten para que sean entregadas de manera gratuita
a los pacientes, medicamentos caducos, fármacos del sector
salud y medicinas pirata o falsificadas.

Cabe mencionar que no hace mucho se aprobaron cambios
en el artículo 464 Ter de la Ley General de Salud, con lo que
se aumentaron las penas para quien adultere, falsifique,
contamine o altere medicamentos, fármacos, materias pri-
mas o aditivos de sus envases finales para uso o consumo
humanos o los fabrique sin los registros, licencias o autori-
zaciones o los venda. Este fue un gran avance contra la pi-
ratería de medicamentos, pero sobre todo lo fue en benefi-
cio de la salud de los mexicanos.

En este sentido, es importante que las mismas penas se es-
tablezcan para quienes vendan medicamentos caducos, por-
que además de que su venta es un acto fraudulento, pone en
riesgo la salud de quien los consuma.

Cuarta. Con respecto a la reforma de la fracción III del ar-
tículo 464 Ter de la Ley General de Salud, es necesario
mencionar que la Ley General de Salud hace referencia a
los medicamentos caducos en su artículo 233: 

Artículo 233. Quedan prohibidos la venta y suministro de
medicamentos con fecha de caducidad vencida.

Sin embargo, a pesar de que se prevé sanción en el artículo
421 de la misma Ley –con una multa equivalente de seis mil
hasta doce mil veces el salario mínimo general vigente en la
zona económica de que se trate– este castigo no es sufi-
ciente dada la gravedad del tema en cuestión.

Quinta. En el artículo 464 Ter, el que se pretende reformar,
y al que se hace referencia en la exposición de motivos, se
establece lo siguiente:

Artículo 464 Ter. En materia de medicamentos se apli-
carán las penas que a continuación se mencionan, a la
persona o personas que realicen las siguientes conduc-
tas delictivas:

I. y II. ...

III. A quien venda u ofrezca en venta, comercie, distri-
buya o transporte medicamentos, fármacos, materias
primas o aditivos falsificados, alterados, contaminados
o adulterados, ya sea en establecimientos o en cualquier
otro lugar, o bien venda u ofrezca en venta, comercie,
distribuya o transporte materiales para envase o empa-
que de medicamentos, fármacos, materias primas o adi-
tivos, sus leyendas, información que contenga números o
claves de identificación, que se encuentran falsificados,
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alterados o adulterados, le será impuesta una pena de
uno a nueve años de prisión y multa de veinte mil a cin-
cuenta mil días de salario mínimo general vigente en la
zona económica de que se trate.

Por lo tanto, como se mencionó en la exposición de moti-
vos, es necesario que se aplique la misma sanción a quienes
vendan o comercien con medicamentos caducos.

Sexta. Los integrantes de esta comisión consideran que la
iniciativa en cuestión es viable debido a que su objetivo es
proteger a la población de los riesgos a la salud que repre-
senta la exposición y uso inadecuado de medicamentos ca-
ducos, además de proveer a la autoridad de más herramien-
tas para atacar el mercado negro de medicamentos que
existe en el país, lo anterior con una modificación, la cual se
propone que sea la siguiente:

Iniciativa

Artículo 464 Ter. …

I. …

II. …

III. A quien venda u ofrezca en venta, comercie, distri-
buya o transporte medicamentos, fármacos, materias pri-
mas o aditivos falsificados, alterados, contaminados,
adulterados o caducos, ya sea en establecimientos o en
cualquier otro lugar, o bien venda u ofrezca en venta, co-
mercie, distribuya o transporte materiales para envase o
empaque de medicamentos, fármacos, materias primas o
aditivos, sus leyendas, información que contenga núme-
ros o claves de identificación, que se encuentran falsifi-
cados, alterados o adulterados, le será impuesta una pe-
na de uno a nueve años de prisión y multa de veinte mil
a cincuenta mil días de salario mínimo general vigente
en la zona económica de que se trate.

...

Propuesta

Artículo 464 Ter. …

I. a III. …

III Bis. A quien venda u ofrezca en venta, comercie,
distribuya o transporte con fines de comercialización,

medicamentos cuya fecha de caducidad haya venci-
do, ya sea en establecimientos o en cualquier otro lu-
gar, le será impuesta una pena de uno a nueve años de
prisión y multa de veinte mil a cincuenta mil días de
salario mínimo general vigente en la zona económica
de que se trate.

…

Lo anterior, a efectos de que el tipo penal que se propone es-
tablezca claramente en qué actividades específicas deberá
ser punible la conducta, respecto al retiro de los productos
caducos y no sancionar de manera injustificada a quienes de
manera lícita se dedican al retiro de estos productos a favor
de la población y de los puntos de venta donde se expenden.

Por lo expuesto y para los efectos de lo dispuesto en el artí-
culo 72, fracción A), de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, los integrantes de Comisión de
Salud de la LXI Legislatura sometemos a consideración del
pleno el siguiente proyecto de 

Decreto que adiciona una fracción III Bis al artículo 464
Ter de la Ley General de Salud

Artículo Único. Se adiciona una fracción III Bis al artículo
464 Ter de la Ley General de Salud, para quedar como si-
gue:

Artículo 464 Ter. En materia de medicamentos se aplicarán
las penas que a continuación se mencionan, a la persona o
personas que realicen las siguientes conductas delictivas:

I. a III. 

III Bis. A quien venda u ofrezca en venta, comercie,
distribuya o transporte con fines de comercialización,
medicamentos cuya fecha de caducidad haya venci-
do, ya sea en establecimientos o en cualquier otro lu-
gar, le será impuesta una pena de uno a nueve años de
prisión y multa de veinte mil a cincuenta mil días de
salario mínimo general vigente en la zona económica
de que se trate.

…
Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Palacio Legislativo, a los 12 días del mes de abril de 2012.

La Comisión de Salud, diputados: Miguel Antonio Osuna Millán (rú-
brica), presidente; Marco Antonio García Ayala (rúbrica), María Cristi-
na Díaz Salazar (rúbrica), Antonio Benítez Lucho (rúbrica), Rosalina
Mazari Espín (rúbrica), Rodrigo Reina Liceaga (rúbrica), José Antonio
Yglesias Arreola (rúbrica), Silvia Esther Pérez Ceballos, Heladio Ge-
rardo Verver y Vargas Ramírez (rúbrica), Carlos Alberto Ezeta Salcedo
(rúbrica), María del Pilar Torre Canales, secretarios; Yolanda de la To-
rre Valdez (rúbrica), Olga Luz Espinoza Morales (rúbrica), Leandro Ra-
fael García Bringas (rúbrica), Fernando Morales Martínez, Delia Gue-
rrero Coronado (rúbrica), José Manuel Hinojosa Pérez, Clara Gómez
Caro (rúbrica), Alfonso Primitivo Ríos Vázquez, Ana Elia Paredes Ár-
ciga (rúbrica), Guadalupe Eduardo Robles Medina (rúbrica), Sergio To-
lento Hernández (rúbrica), Alicia Elizabeth Zamora Villalva, Laura Pi-
ña Olmedo, Leticia Quezada Contreras, Oralia López Hernández
(rúbrica), Marcela Vieyra Alamilla.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

LEY DEL SEGURO SOCIAL

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Seguridad Social, con pro-
yecto de decreto que adiciona los artículos 263 y 268 de la
Ley del Seguro Social

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Seguridad Social de la Cámara de Dipu-
tados de la LXI Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, les fue turnada, para dictamen, la iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma los artículos 263 y 268 de la
Ley del Seguro Social, presentada en ejercicio de sus facul-
tades constitucionales, por el ciudadano diputado Rodolfo
Lara Lagunas (PRD).

La Comisión de Seguridad Social que suscribe este dicta-
men, con fundamento en lo establecido en los artículos 39 y
45, numeral 6, incisos e) y f), y numeral 7, de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como en los artículos 80 fracción II, 82 numeral 1,
85, 157, fracción I, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados y demás relativos y aplicables de dicho ordenamien-
to, presentan el siguiente dictamen, con los siguientes apar-

tados: antecedentes, contenido de la iniciativa, considera-
ciones, conclusiones y acuerdo.

En cumplimiento del turno realizado por la Presidencia de
esta honorable Cámara de Diputados, la Comisión de Segu-
ridad Social, emite los siguientes apartados:

Antecedentes

En la sesión ordinaria de la Cámara de Diputados de la LXI
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, celebrada
el 23 de noviembre de 2011, el ciudadano diputado Rodol-
fo Lara Lagunas (PRD) presentó la iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforman los artículos 263 y 268 de
la Ley del Seguro Social. En la misma sesión, La Presiden-
cia de la Cámara de Diputados turnó la iniciativa a la Co-
misión de Seguridad Social, para dictamen.

En fecha 24 de noviembre de 2011, con base en el artículo
183, numeral I, del Reglamento de la honorable Cámara de
Diputados; la Junta Directiva de la Comisión de Seguridad
social solicitó a la Presidencia de la Mesa Directiva la am-
pliación del plazo para dictaminar la iniciativa a que hace
referencia este dictamen: mis que fue concedida el día 5 de
diciembre de 2011.

Contenido de la iniciativa

La iniciativa que se analiza propone que las sesiones del
consejo técnico del Instituto Mexicano del Seguro Social
sean transmitidas por televisión en aras de promover el ac-
ceso a la información como parte medular de la transparen-
cia en la toma de decisiones, ya que, como menciona el pro-
movente, tales decisiones impactan directamente a más de
54 millones de derechohabientes.

Por otra parte, la iniciativa tiene la intención de restaurar la
atribución de responsabilidad directa del Director General,
la cual fue suprimida en la reforma del 2009; aunado a esto
se pretende hacer reciproco el derecho veto en las resolu-
ciones, esta vez a favor del Consejo Técnico, de esta mane-
ra los consejeros no tendrán impedimentos legales para
aprobar las decisiones que estén en contraposición del bien
colectivo, y de igual forma se les impute la responsabilidad
directa en su actuar, para que en los casos de desavenencias,
los afectados puedan ejercer contra ellos las acciones lega-
les pertinentes. 

Cuadro comparativo del texto vigente con la iniciativa pro-
puesta por el Diputado Rodolfo Lara Lagunas.

Año III, Segundo Periodo, 25 de abril de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados86



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 25 de abril de 201287



Año III, Segundo Periodo, 25 de abril de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados88



Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los seis
meses de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Para el debido cumplimiento del presente de-
creto en materia de transmisiones por televisión y en vi-
vo de las reuniones del consejo técnico, el instituto de-
berá celebrar los convenios necesarios con las
dependencias y entidades competentes de la administra-
ción pública federal. Estas dependencias y entidades de-
berán a su vez dar todo el apoyo al instituto para concre-
tar tales convenios.

Consideraciones de la comisión

Primera: Los medios de comunicación, además de ser el
puente entre la autoridad y los ciudadanos, fungen como
inspectores al servicio de éstos últimos, su labor se enfoca
a inspeccionar los diferentes campos de acción de la autori-
dad, con la finalidad de identificar aquellas que afectan di-
rectamente la voluntad popular, o que van en contra del in-
terés colectivo, y de esta forma hacen del conocimiento de
los ciudadanos cuando han detectado procederes anómalos
de la autoridad. Por otra parte, todo hecho o información
tiene que pasar por un proceso en el cual sea constatable en
grado y forma, esto para alcanzar la condición de verdade-
ro, así que dicho proceso tiene que realizarse por quienes re-
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visan u observan, y es de fundamental importancia que esta
tarea no sea inherente a los medios de comunicación, si no
que en esta dinámica sea participe la sociedad mexicana pa-
ra poder lograr una efectiva expansión de la información.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación es mencionada
como ejemplo de apertura a la información, refiriendo que
esto ha implicado para los ministros el establecimiento de
mejores fundamentos en sus resoluciones, responsabilizar-
se de sus posicionamientos política, social y legalmente; así
como ayudar a difundir la cultura jurídica. De igual manera
se ha hecho lo propio con el Tribunal Electoral del Poder
Judicial de la Federación, el Poder Legislativo Federal que
realizan la transmisión de los trabajos del pleno y sus comi-
siones.

En la actualidad, es necesario que las acciones de los go-
biernos correspondan a necesidades de la gente y, a través
de una buena planeación, cumplan las metas propuestas. In-
formar acerca de las fases que integran la planificación, así
como la comprobación de las acciones realizadas y de los
recursos económicos empleados, da pie a que las metas
propuestas se lleven a buen fin. 

Mundialmente se considera que un gobierno es democráti-
co en forma plena cuando transparentan sus acciones y rea-
lizan a cabalidad un ejercicio sistémico de rendición de
cuentas. Los elementos fundamentales de estas prácticas
son la responsabilidad de los servidores públicos; el acceso
de la sociedad a toda la información gubernamental, y la po-
sibilidad de que los responsables del manejo de los recursos
públicos sean sujetos de sanción en los casos de incumpli-
miento o existencia de irregularidades.

Para facultar un pleno ejercicio en la transparencia y la ren-
dición de cuentas, es imperante contar con un marco jurídi-
co e institucional propicio. Bajo esa premisa fue que años
pasados se comenzó dar los primeros pasos para establecer
las bases legislativas correspondientes a las exigencias de la
sociedad. De esta manera es que fue creada la Auditoría Su-
perior de la Federación en el año 2000, como órgano de la
Cámara de Diputados, dotada de autonomía técnica y de
gestión para el ejercicio de sus atribuciones y organización
interna. La ASF tiene la facultad de promover denuncias pe-
nales ante las autoridades competentes cuando se acredita el
mal uso de los fondos públicos y se identifica a los presun-
tos responsables.

El promovente refiere la labor que ha hecho de la Auditoria
Superior de la Federación, específicamente en las cuentas

públicas 2008 y 2009 del IMSS, y evidencia la presencia de
contratos irregulares a favor de particulares respecto a la su-
brogación de guarderías, así como de visitas de inspeccio-
nes no realizadas por el instituto en una cantidad considera-
ble de este tipo de guarderías, incluyendo la infame
guardería ABC; por otra parte se reportan daños y perjuicios
al patrimonio de los entes públicos federales o de las enti-
dades paraestatales federales por licitaciones realizadas con
empresas no aptas, en especifico se menciona el caso de Ta-
ta Consultancy Services de México, SA de CV.

Subsecuentemente, en el 2002 el acceso a la información se
ve consolidada con la emisión de la Ley Federal de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.
Esta norma garantiza a toda persona acceder a la informa-
ción de los Poderes de la Unión, los órganos constituciona-
les autónomos o con autonomía legal, y cualquier otra enti-
dad federal.

Finalmente, teniendo presente que el artículo sexto consti-
tucional consagra el Derecho Humano a la información pú-
blica como un derecho fundamental de los mexicanos, dis-
currimos que es preponderante que el Consejo Técnico del
Instituto Mexicano del Seguro Social acceda a la apertura
de sus reuniones, con el uso de transmisión televisiva, para
que de esta forma queden bajo el escrutinio del público en
general los resolutivos que emanan de éstas. 

Sin embargo, se tiene presente la posibilidad de que en al-
gunas situaciones extraordinarias el instituto requiera de
confidencialidad en el manejo de su información, conside-
ración que está contemplada en los artículos 13 y 14 de la
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental, en ambos artículos son menciona-
dos los casos en que la información adquiere la naturaleza
de reservada y confidencial. En ese respecto, el Diputado
promovente, en la reforma del artículo 263, prevé estas si-
tuaciones y menciona que para exentar esta información al
acceso público es necesario fundar y motivar por escrito la
reserva de la reunión y que sólo se exhibirá en apego al ar-
tículo 22 de la ley del Instituto Mexicano del Seguro Social.

Segunda: No puede hablarse de transparencia dejando de
lado el tema de la corrupción. Es bien sabido que la corrup-
ción tiene un impacto negativo en lo concerniente a la in-
versión pública en áreas estratégicas, repercutiendo incisi-
vamente en la agudización de la pobreza y la marginación;
por ello, es innegable que los índices de corrupción ejercen
una importante influencia en el desarrollo político, econó-
mico y social de un país. Cuando la sociedad percibe falta
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de honestidad por parte de los servidores públicos se ve
afectada la relación entre el gobernante y sus gobernados, y
se disipa la voluntad de participación en los espacios del
ámbito democrático. 

Es lastimera la posición en la que se ubica nuestro país de
acuerdo al Índice de Percepción de la Corrupción (IPC),
100 de 183, con una calificación de 3.0 en una escala don-
de 0 es la mayor percepción de corrupción y 10 la menor
percepción de corrupción. Para fortalecer la democracia es
necesario identificar todos aquellos puntos susceptibles de
corrupción y tomar las medidas que permitan mejorar la vi-
da política y económica.

En el análisis que hace el Diputado promovente menciona
que en general la administración pública federal se resiste a
instrumentar la apertura a la información, por lo que reina
la secrecía, el misterio, que abre el camino a la duda, ilega-
lidad y la corrupción. Por lo que urge romper este monopo-
lio de la falta de transparencia, empezando por los espacios
que inciden de manera directa en el mundo de los derechos
sociales. 

Esta Comisión considera que una actitud responsable del
IMSS debe incluir la divulgación del contenido de las reu-
niones del Consejo Técnico para desaparecer la asimetría
predominante en el acceso a la información con todas sus
trabas burocráticas, para poner a disposición de la ciudada-
nía la información que debe ser pública, y de esta forma las
resoluciones acordadas queden fuera de toda opacidad y
suspicacias. Es así como se fortalecen el funcionamiento de
las instituciones y el Estado de derecho; se propicia el de-
sarrollo de la cultura de la transparencia y, en la misma
magnitud, se estimula la participación de los derechoha-
bientes para exigir que se cumplan los programas de go-
bierno.

Tercera: El autor de la iniciativa propone facultar al Con-
sejo Técnico con el derecho de veto sobre las resoluciones
del Director General para que de esta manera se equilibré la
responsabilidad en la toma de decisiones, ya que actual-
mente, de acuerdo a lo estipulado en el reglamento interno
del Instituto, en el artículo 66 se describen las atribuciones
del Director General, y en la fracción VII refiere a la facul-
tad de vetar los acuerdos del Consejo Técnico cuando im-
pliquen inobservancia a la Ley, a sus reglamentos o no se
ajusten a las políticas institucionales. Sin embargo la Comi-
sión que suscribe considera que si el Director General es el
funcionario ejecutivo que aplica los acuerdos del Consejo
Técnico del Instituto, no procede señalar que dicho Conse-

jo Técnico tenga la facultad de vetar las resoluciones del Di-
rector General ya que esas resoluciones son acuerdos del
mismo Consejo Técnico.

Cuarta: Además de lo anteriormente señalado, la Comisión
que dictamina considera que es prudente aclarar que, su-
puesto que la transmisión en vivo de las sesiones del Con-
sejo Técnico tendrá un costo, éste no deberá correr por
cuenta del IMSS, sino que la Cámara de Diputados deberá
señalar en el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración para el Ejercicio Fiscal 2013 y subsecuentes la
procedencia de los mismos sin afectar los recursos propios
del IMSS, lo que se especifica en el segundo transitorio del
decreto que se propone.

Quinta: También considera la Comisión que suscribe que
deben de ofrecerse otras alternativas, como la transmisión
por radio o internet, que pudiera cumplir con el objetivo
propuesto y ser menos onerosas, lo que se propone agregar
en la reforma al 8° párrafo del artículo 263 

Por lo que se refiere a las atribuciones del Director General,
el promovente reitera que las resoluciones que sean genera-
das deben estar respaldadas por la responsabilidad directa
de quien las autorice, de forma que no pueda eximirse de las
consecuencias ulteriores y por lo que tendrá que responder
de acuerdo a lo que está fundamentado en el segundo pá-
rrafo del artículo 272 de la Ley del IMSS. Finalmente, el
autor fundamenta lo anterior haciendo referencia a las obli-
gaciones que tiene la autoridad para promover, respetar,
proteger y garantizar los derechos humanos plasmado en el
tercer párrafo del artículo 1° constitucional.

Conclusiones

Por lo anteriormente expuesto y propiamente fundado, la
comisión que dictamina concluye que es de aprobarse la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos
263 y 268 de la Ley del Instituto Mexicano del Seguro So-
cial, por lo que se somete al pleno de la honorable Cámara
de Diputados.

La Comisión de Seguridad Social, aprueba con modifica-
ciones, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los
artículos 263 y 268 de la Ley del Instituto Mexicano del Se-
guro Social, presentada por el ciudadano diputado a la LXI
Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, Rodolfo
Lara Lagunas, el 23 de noviembre de 2011, y somete a con-
sideración de la Honorable Asamblea, el siguiente:
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Proyecto de decreto que adiciona tres párrafos al artí-
culos 263 y un último párrafo al artículo 268 de la Ley
del Seguro Social

Artículo Único.- Se adicionan los párrafos octavo, noveno
y décimo al artículo 263 y un último párrafo al artículo 268
de la Ley del Seguro Social, para quedar como sigue: 

Artículo 263. …
…
…
…
…
…
…

Las reuniones del consejo técnico serán públicas y se
transmitirán en vivo por televisión, o en su defecto por
radio o internet, so pena de nulidad de los acuerdos to-
mados, salvo casos de excepción en que las sesiones se-
rán reservadas. En su caso se deberá fundar y motivar
por escrito la reserva de la reunión, este acuerdo no se-
rá publicitado, y sólo se exhibirá en apego al artículo 22
de esta ley.

Cuando en la reunión del Consejo Técnico se aborden
asuntos particulares de los trabajadores o los patrones y
demás personas previstas en el artículo 22 de esta ley, no
se tratarán en forma nominativa e individual. Salvo que
exista petición por escrita del interesado.

Las resoluciones del Consejo Técnico serán tomadas ba-
jo la responsabilidad de los consejeros que lo integran.

Artículo 268. …

I. a XII. …

El director general tomará sus resoluciones bajo su
responsabilidad.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 1 de enero
de 2013.

Segundo. La Cámara de Diputados deberá tomar las provi-
dencias necesarias para que en el Decreto de Presupuesto de
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2013 se
contemple el costo que pudiera originar el cumplimiento de

este decreto, garantizando para que no se afecten los ingre-
sos propios del Instituto Mexicano del Seguro Social. 

Tercero. Para el debido cumplimiento de este decreto en
materia de transmisiones por televisión, o por radio o inter-
net, de las reuniones del Consejo Técnico, el instituto debe-
rá celebrar los convenios necesarios con las dependencias y
entidades competentes de la administración pública federal.
Estas dependencias y entidades deberán a su vez dar todo el
apoyo al instituto para concretar tales convenios.

Dado en la sala de juntas de la Comisión de Seguridad Social, a los 18
días del mes de abril de 2012.

La Comisión de Seguridad Social, diputados: Martha Angélica Ber-
nardino Rojas (rúbrica), Janet Graciela González Tostado (rúbrica), Ra-
fael Yerena Zambrano, Jorge Hernández Hernández (rúbrica), Valdemar
Gutiérrez Fragoso, Ana Elia Paredes Árciga, Israel Madrigal Ceja (rú-
brica), Elvia Hernández García, Armando Neyra Chávez (rúbrica), Gra-
ciela Ortiz González, Fernando Espino Arévalo (rúbrica), Gloria Porras
Valles (rúbrica), Clara Gómez Caro (rúbrica), Lily Fabiola de la Rosa
Cortés (rúbrica), Francisco Alejandro Moreno Merino (rúbrica), Ar-
mando de Jesús Báez Pinal (rúbrica), Germán Contreras García, Velia
Idalia Aguilar Armendáriz, Carmen Margarita Cano Villegas, José Ge-
rardo de los Cobos Silva, Raúl Gerardo Cuadra García, Bernardo Mar-
garito Téllez Juárez, Rubén Arellano Rodríguez, Francisco Hernández
Juárez (rúbrica), Feliciano Rosendo Marín Díaz, Roberto Pérez de Alva
Blanco, José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña (rúbrica), Norma Le-
ticia Orozco Torres (rúbrica).»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

LEY DEL SEGURO SOCIAL - LEY DEL INSTITUTO
DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES 

DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Seguridad Social, con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de las Leyes del Seguro Social, y del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado

A la Comisión de Seguridad Social de la Cámara de Dipu-
tados de la LXI Legislatura del Congreso de la Unión fue
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turnada para dictamen la minuta regresada por la Cámara de
Senadores con relación a la similar enviada por la de Dipu-
tados correspondiente a la iniciativa con proyecto de decre-
to que reforma diversas disposiciones de las Leyes del Se-
guro Social, y del Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado, presentada por los
diputados Enoé Uranga Muñoz, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática, y Rubén Ignacio
Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, el 9 de marzo de 2010.

La Comisión de Seguridad Social de la LXI Legislatura del
Congreso de la Unión, de conformidad con las disposicio-
nes constitucionales, legales y reglamentarias que le confie-
ren la atribución de dictaminar nuevamente la minuta pro-
cedente del Senado de la República una vez turnada a ella
por la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados, es com-
petente para continuar el proceso legislativo señalado en el
inciso e) del artículo 92 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, por lo que una vez analizada
somete a consideración del pleno de la Cámara de Diputa-
dos el siguiente dictamen, que incluye proyecto de decreto
que reforma diversas disposiciones de las Leyes del Seguro
Social, y del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado:

Antecedentes

I. Con fecha 9 de marzo de 2010, la Presidencia de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados remitió a la Comisión
de Seguridad Social, para estudio y elaboración de dicta-
men, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de las Leyes del Seguro So-
cial, y del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado, suscrita por los diputados Enoé
Margarita Uranga Muñoz y Rubén Ignacio Moreira Valdez,
de los Grupos Parlamentarios del PRD y del PRI, respecti-
vamente.

II. La Comisión de Seguridad Social de la Cámara de Di-
putados elaboró y aprobó un dictamen en sentido positivo
que, sometido a consideración del pleno de la Cámara de
Diputados, fue aprobado por 232 votos a favor, 58 en con-
tra y 17 abstenciones, y enviado al Senado de la República
para la continuación del trámite legislativo.

III. Las Comisiones Unidas de Seguridad Social, y de Estu-
dios Legislativos, Primera, del Senado de la República ela-
boraron un dictamen positivo, con modificaciones, supri-
miendo parte importante de la reforma propuesta en todos

los artículos incluidos en el dictamen aprobado por la Cá-
mara de Diputados.

IV. El argumento expresado por la Cámara de Senadores en
el texto del dictamen regresado a esta soberanía se refiere
en primer término a que el Pacto de Solidaridad (Coahuila)
y la Sociedad de Convivencia (Distrito Federal) son figuras
jurídicas locales que no se refieren a prestaciones de segu-
ridad social, y, en segundo término, a que el Instituto Mexi-
cano del Seguro Social estableció que no podía atender so-
licitudes de personas del mismo sexo que viven como si
fueran matrimonio civil a menos que hubiere una reforma
de la Ley del Seguro Social que lo facultara para ello.

Por otra parte, argumenta la minuta del Senado de la Repú-
blica que la Real Academia Española determina que “en los
sustantivos que designan seres animados, el masculino gra-
matical no sólo se emplea para referirse a los individuos de
sexo masculino, sino también para designar la clase; esto es,
a todos los individuos de la especie, sin distinción de se-
xos”.

Contenido de la minuta

La minuta de la Cámara de Senadores que se dictamina no
acepta la reforma de la fracción XII ni la adición de la frac-
ción XX en el artículo 5-A de la Ley del Seguro Social, re-
chazando la posibilidad de los matrimonios entre personas
del mismo sexo, y manteniendo el lenguaje sexista que apli-
ca el género masculino en los nombres y sustantivos a todos
los individuos de la misma especie, como si el sexo feme-
nino no existiera sino únicamente como complemento deri-
vado del masculino.

En la modificación que el Senado hace al artículo 66 de la
ley citada se repite la misma situación, aun cuando se mati-
za al señalar “a los beneficiarios mencionados en los dos ar-
tículos anteriores” que, de acuerdo con las modificaciones
propuestas por la Cámara de Senadores, son precisamente
“cónyuge sobreviviente” y “cónyuge”, respectivamente, en
los dos artículos anteriores.

En la modificación del artículo 84 se reitera el criterio de
mencionar al asegurado para referirse tanto al género mas-
culino como el femenino, y mencionar “al cónyuge” y no
“al o la cónyuge”.

El artículo 127, que no estaba considerado en el dictamen
de la Cámara de Diputados, se incluye por la Cámara de Se-
nadores, para dar la oportunidad de que se otorgue una ayu-
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da asistencial al pensionado por viudez, cuando esto se re-
quiera de acuerdo con el dictamen médico correspondiente.

En las reformas incluidas en el dictamen de la Cámara de
Senadores, por lo que se refiere a los artículos 130 y 138 de
la Ley del Seguro Social, así como 6, 39, 40, 41, 70, 131 y
135 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Socia-
les de los Trabajadores del Estado, se repite la situación de
resistencia al uso del lenguaje que coloque en situación de
igualdad al varón y a la mujer, y sin aceptar ampliar las
prestaciones a las parejas del mismo sexo.

Consideraciones de la comisión

La minuta de la Cámara de Diputados, enviada original-
mente al Senado de la República, contiene reforma de la
fracción XII y la adición de la fracción XX en el artículo 5-
A de la Ley del Seguro Social, que tienen como propósito
establecer en el lenguaje la igualdad que corresponde a ca-
da uno de los géneros de la persona; igualmente, tiene tam-
bién el propósito de establecer la posibilidad de acceso a las
prestaciones de seguridad social, a los matrimonios entre
personas del mismo género, ya sea como unión civil, como
sociedad de convivencia, o cualesquier otra forma que se
establezca para otorgar sustento legal a la unión de parejas
del mismo sexo.

Si bien a la fecha la formalización de la vida en pareja de
personas del mismo sexo solamente está reconocida en ins-
trumentos legales en los Códigos Civiles del Distrito Fede-
ral y de Coahuila, lo cierto es que hay una tendencia, a nues-
tro juicio irreversible, para que estas formas de convivencia
en pareja sean instauradas en un futuro cercano en las Cons-
tituciones de los estados de la república.

Por ello, en la fracción XII, que se propone reformar, y en
la XX, que se propone adicionar, del artículo 5 A, desecha-
do por el Senado en su totalidad en la minuta que se dicta-
mina, se menciona al cónyuge del asegurado, de la asegura-
da, del pensionado, o de la pensionada, y, en igualdad de
condiciones, debe mencionarse al cónyuge en los matrimo-
nios entre personas del mismo sexo, avalado por disposi-
ciones legales como las ya mencionadas, que actualmente
están vigentes en los códigos civiles del Distrito Federal y
de Coahuila.

El sexismo en el lenguaje es, aunque se pretenda ocultar ba-
jo las disposiciones gramaticales de la Real Academia Es-
pañola, como se cita en el dictamen del Senado de la Repú-
blica, una forma de discriminación que viene desde tiempos

inmemoriales basada en el androcentrismo, donde el varón
es el referente a partir del cual se justifica la desigualdad de
género por las diferencias biológicas y las funciones repro-
ductivas de hombres y de mujeres.

En la reforma que el Senado de la República propone en la
fracción II del artículo 64, sustituyendo lo aprobado por la
Cámara de Diputados de “a la viuda o viudo”, por “al cón-
yuge sobreviviente”, se mantiene el criterio de utilizar el
sustantivo masculino (el cónyuge) para involucrar a ambos
géneros, situación similar a la reforma del artículo 65.

En el mismo artículo, la Comisión de Seguridad Social está
de acuerdo en que el lapso de cinco años a que se refiere el
texto vigente debe prevalecer para garantizar la continuidad
de una relación que da derecho a la pensión de viudez.

Las reformas propuestas en la iniciativa presentada por los
diputados Enoé Margarita Uranga Muñoz (PRD) y Rubén
Ignacio Moreira Valdez (PRI) se centran en tres principios
básicos:

1. La discriminación que la Ley del Seguro Social hace
a la mujer trabajadora afiliada al Instituto Mexicano del
Seguro Social, al no otorgarle el derecho de trasmitir al
esposo o al concubinario una pensión de viudez en el ca-
so eventual de su fallecimiento.

2. La discriminación que la Ley del Seguro Social hace
a la mujer trabajadora al utilizar nombres o sustantivos
de género masculino, cuando se refiere a ella, en lugar de
referirse a unos y a otros en forma igual, por ejemplo tra-
bajadora y trabajador, afiliada o afiliada, evitando que la
existencia de una esté supeditada al otro.

3. La discriminación por razón de preferencias sexuales
que la mencionada Ley del Seguro Social hace al no re-
conocer, para todos los efectos de las leyes de seguridad
social, la existencia de las parejas del mismo sexo y no
otorgarles el derecho que dicha ley concede a las parejas
heterosexuales.

Queda claro en el dictamen elaborado por la Cámara de Se-
nadores a la minuta aprobada por la Cámara de Diputados,
que se está de acuerdo en el derecho que tiene la trabajado-
ra afiliada de poder trasmitir una pensión a su esposo, toda
vez que la cuota del seguro de invalidez y vida es igual pa-
ra el trabajador varón que para la trabajadora y, en conse-
cuencia, cubre los mismos riesgos y otorga los mismos de-
rechos para ambos.
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Sin embargo, el dictamen que se analiza es contrario a los
instrumentos jurídicos internacionales, que si bien no son
vinculantes, si marcan el rumbo para la eliminación del len-
guaje sexista, como el Consenso de Quito, de la Cepal,
Ecuador 2007, y la Conferencia General de la UNESCO,
1987, para la adopción en los documentos de trabajo de di-
cha organización una política encaminada a evitar el em-
pleo de términos que se refieren explícita o implícitamente
a un solo sexo, todos ellos mencionados, junto con otros
más, en la exposición de motivos de la iniciativa de los di-
putados Enoé Uranga Muñoz (PRD) y Rubén Ignacio Mo-
reira Valdez (PRI).

La comisión que dictamina considera que no hay razón pa-
ra que, teniendo la oportunidad de corregir en el texto de las
leyes de seguridad social el lenguaje sexista, se quiera man-
tenerlo, cuando que reconocido el derecho de la trabajado-
ra igualándolo con el del trabajador, y escuchada la petición
formal del Instituto Mexicano del Seguro Social de que pa-
ra reconocer ese derecho es menester hacer cambios en el
articulado de la ley, no se lleven a cabo en toda su amplitud,
y solo se acepte cambiar “esposo o concubino” por el voca-
blo “cónyuge”, cuando hay más claridad en hablar de el viu-
do y la viuda, el esposo y la esposa, o la concubina y el con-
cubinario.

Independientemente de lo anterior, reconocida la existencia
de la relación homosexual, con iguales características que la
relación heterosexual, no se puede seguir negando el dere-
cho a que el trabajador o la trabajadora homosexual pueda
derivar una pensión de viudez a su pareja del mismo sexo,
toda vez que ese derecho se adquiere no por el sexo de los
afiliados sino por el hecho de pagar la cuota correspondien-
te al financiamiento de ese seguro, en forma directa por par-
te del trabajador o la trabajadora.

Conclusiones

Por lo expuesto y debidamente fundado, la Comisión de
Seguridad concluye que no es de aceptarse la minuta regre-
sada por el Senado de la República con relación a las refor-
mas de los artículos 5-A, 64, 65, aceptándose en este último
el lapso de cinco años de convivencia como si fuera matri-
monio para adquirir el derecho a pensión, 66, 84, 127, éste
no incluido en la minuta de la Cámara de Diputados pero sí
en la de la Cámara de Senadores, con toda justicia, ya que
establece el derecho a recibir una ayuda asistencial, cuando
ésta es requerida de acuerdo a dictamen médico, al viudo,
concubinario o pareja, del asegurado o de la asegurada, 130
y 138 de la Ley del Seguro Social, ni las reformas propues-

tas por el Senado de la República a los artículos 6, 39, 40,
41, 70, 131 y 135 de la Ley del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.

En consecuencia, la Cámara de Diputados, con fundamento
en la fracción e) del artículo 72 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, ratifica el contenido de
la minuta enviada originalmente al Senado de la República,
con la excepción señalada para el artículo 65 y el agregado
en el artículo 127, ambos de la Ley del Seguro Social, men-
cionados en el párrafo anterior, y somete a consideración de
esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes del Seguro Social, y del Instituto de Seguri-
dad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado

Artículo Primero. Se reforman los artículos 5-A, fracción
XII; 64, párrafo tercero, fracción II; 65; 66, párrafos terce-
ro y cuarto; 69; 84, fracciones I, II, III y IV; 127; 130, pá-
rrafo primero; 137; 138, párrafo primero, fracción I, III y
IV; 165, párrafos primero y segundo; 166, párrafo primero
y se adicionan los artículos 5 A, con una fracción XX; 140,
con un párrafo segundo, a la Ley del Seguro Social, para
quedar como sigue:

Artículo 5-A. …

I. a XI. …

XII. Beneficiarios: la o el cónyuge del asegurado o ase-
gurada o del pensionado o pensionada y a falta de éstos,
quienes hayan suscrito una unión civil con el asegurado
o asegurada o el pensionado o pensionada, cualquiera
que fuere su sexo, a la concubina o el concubinario en su
caso, así como los ascendientes y descendientes de la o
el asegurado ó de la o el pensionado señalados en la ley;

XIII. a XVII. …

XVIII. Salarios o salario: la retribución que la Ley Fe-
deral del Trabajo define como tal;

XIX. Trabajador eventual del campo: persona física que
es contratada para labores de siembra, deshije, cosecha,
recolección, preparación de productos para su primera
enajenación y otras de análoga naturaleza agrícola, ga-
nadera, forestal o mixta, a cielo abierto o en invernade-
ro. Puede ser contratada por uno o más patrones durante
un año, por períodos que en ningún caso podrán ser su-
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periores a veintisiete semanas por cada patrón. En caso
de rebasar dicho período por patrón será considerado tra-
bajador permanente. Para calcular las semanas laboradas
y determinar la forma de cotización se estará a lo previs-
to en la ley y en el reglamento respectivo;

XX. Unión civil: es el acto jurídico bilateral que se cons-
tituye cuando las personas físicas de diferente o del mis-
mo sexo, mayores de edad y con capacidad jurídica ple-
na, establecen un hogar común con voluntad de
permanencia y ayuda mutua, por el que se deriven obli-
gaciones alimentarias, de sucesión o semejantes y que
esté reconocido en la legislación de los estados, cual-
quiera que sea la denominación que adquiera.

Por lo que respecta a los matrimonios celebrados entre per-
sonas del mismo sexo, esta ley reconoce tales uniones con
los mismos derechos y obligaciones que los celebrados en-
tre hombre y mujer.

Artículo 64. …

…

Las pensiones y prestaciones a que se refiere la presente ley
serán

I. …

II. A la viuda o viudo de la o el asegurado, a quienes ha-
yan suscrito una unión civil con la o él asegurado a la
concubina o concubinario que le sobreviva y que hubie-
ra dependido económicamente de la o el asegurado, se le
otorgará una pensión equivalente al cuarenta por ciento
de la que hubiese correspondido a aquél, tratándose de
incapacidad permanente total. El importe de esta presta-
ción no podrá ser inferior a la cuantía mínima que co-
rresponda a la pensión de viudez del seguro de invalidez
y vida;

III. a VI. …

…

…

…

Artículo 65. Sólo a falta de la o el cónyuge o de quien sus-
cribió una unión civil tendrá derecho a recibir la pensión se-

ñalada en la fracción II del artículo anterior, la persona con
quien la o el asegurado vivió como si fueran matrimonio
durante los cinco años que precedieron inmediatamente a su
muerte o con quien procreo o registró hijos, siempre que
ambos hubieran permanecido libres de matrimonio o de ha-
ber suscrito una unión civil durante el concubinato. Si al
morir la o el asegurado tenía varias o varios concubinos nin-
guno de ellos gozará la pensión.

Artículo 66. …

…

A falta de viuda o viudo, o de quien haya suscrito una unión
civil, huérfanos, concubina o concubinario con derecho a
pensión, a cada uno de los ascendientes que dependían eco-
nómicamente del trabajador fallecido, se le pensionará con
una cantidad igual al veinte por ciento de la pensión que hu-
biese correspondido al asegurado, en el caso de incapacidad
permanente total.

Tratándose de la viuda o del viudo, o de quien haya suscri-
to una unión civil y que sobreviva, o de la concubina o con-
cubinario, la pensión se pagará mientras éstos no contraigan
matrimonio o suscriban una unión civil o vivan en concubi-
nato. Al contraer matrimonio o al suscribir alguna unión ci-
vil, cualquiera de los beneficiarios mencionados recibirá
una suma global equivalente a tres anualidades de la pen-
sión otorgada. En esta última situación, la aseguradora res-
pectiva deberá devolver al Instituto el fondo de reserva de
las obligaciones futuras pendientes de cubrir, previo des-
cuento de la suma global que se otorgue.

Artículo 69. Las pensiones de viudez, orfandad y ascen-
dientes del asegurado o asegurada por riesgo de trabajo se-
rán revisadas e incrementadas en la proporción que corres-
ponda, en términos de lo dispuesto en el artículo anterior.

Respecto de quienes hayan suscrito una unión civil las revi-
siones e incrementos a que se refiere el presente artículo se-
guirán los mismos criterios que los seguidos para determi-
nar las pensiones de viudez.

Artículo 84. …

I. El asegurado o asegurada;

II. El pensionado o pensionada por

a) a d) …
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III. La o el cónyuge del asegurado o asegurada o, a fal-
ta de éstos, quienes hayan suscrito una unión civil con el
asegurado o asegurada, o a la concubina o el concubina-
rio con quien ha hecho vida marital durante los cinco
años anteriores a la enfermedad, con quien haya procre-
ado o registrado hijos, siempre que ambos permanezcan
libres de matrimonio, unión civil o concubinato. Si la o
el asegurado tiene varias o varios concubinos ninguno de
ellos tendrá derecho a la protección;

IV. La esposa o esposo del pensionado o pensionada en
los términos de los incisos a), b) y c) de la fracción II, a
falta de esposa o esposo, quienes hayan suscrito una
unión civil con el asegurado o asegurada, o a la concubi-
na o el concubinario si reúnen los requisitos de la frac-
ción III;

V. a IX. …

…

Artículo 127. …

I. a III. …

IV. Ayuda asistencial al pensionado o a la pensionada por
viudez, en los casos en que lo requiera, de acuerdo con
el dictamen médico que al efecto se formule; y

V. …

…

En caso de fallecimiento de un asegurado o de una asegura-
da, las pensiones…

Cuando el trabajador o la trabajadora fallecidos…

…

Artículo 130. Tendrá derecho a la pensión de viudez la o el
que fuera cónyuge de la o el asegurado o la o el pensionado
por invalidez. A falta de cónyuge, tendrán derecho a recibir
la pensión quien hubiera suscrito una unión civil con la o el
asegurado o la o el pensionado y que le sobreviva, o en su
caso, y a falta de los anteriores, la o el concubinario de la o
el asegurado o pensionado por invalidez, que haya vivido
durante al menos los cinco años que precedieron inmediata-
mente a la muerte de aquél, o la persona con la que hubiera
tenido hijos, siempre que ambos hayan permanecido libres

de matrimonio durante el concubinato. Si al morir el asegu-
rado o pensionado por invalidez tenía varias o varios concu-
binos, ninguno de ellos tendrá derecho a recibir la pensión.

Artículo 137. Si no existieran viuda, viudo, o quienes ha-
yan suscrito una unión civil y que le sobreviva, huérfanos ni
concubina o concubinario con derecho a pensión, ésta se
otorgará a cada uno de los ascendientes que dependían eco-
nómicamente de la o el asegurado o pensionado por invali-
dez fallecido, por una cantidad igual al veinte por ciento de
la pensión que el asegurado o asegurada estuviese gozando
al fallecer, o de la que le hubiera correspondido suponiendo
realizado el estado de invalidez.

Artículo 138. Las asignaciones familiares consisten en una
ayuda por concepto de carga familiar y se concederá a los
beneficiarios del pensionado o pensionada por invalidez, de
acuerdo con las reglas siguientes:

I. Para la o el cónyuge, o para quienes hayan suscrito una
unión civil o, a falta de éstos, hubiere mantenido relación
de concubinato, el quince por ciento de la cuantía de la
pensión;

II. …

III. Si el pensionado o pensionada no tuviera cónyuge, o
quienes hayan suscrito una unión civil con éstos o no
mantuviere relación de concubinato, ni tuviera hijos me-
nores de dieciséis años, se concederá una asignación del
diez por ciento para cada uno de los padres de la o el pen-
sionado si dependieran económicamente de él o de ella.

IV. Si el pensionado o pensionada no estuviera casado
civilmente, o no tuviera suscrita una unión civil o no
mantuviere relación de concubinato, ni tuviera hijos, ni
ascendientes que dependan económicamente de él o ella,
se le concederá una ayuda asistencial equivalente al
quince por ciento de la cuantía de la pensión que le co-
rresponda; y

V. …

…

…

…

…
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Artículo 140. …

Igual derecho que las viudas o viudos pensionados corres-
ponderá a quienes hayan suscrito una unión civil y que le
sobrevivan.

Artículo 165. La o el asegurado tiene derecho a retirar, co-
mo ayuda para gastos de matrimonio o unión civil, y pro-
veniente de la cuota social aportada por el gobierno federal
en su cuenta individual, una cantidad equivalente a treinta
días de salario mínimo general que rija en el Distrito Fede-
ral, conforme a los siguientes requisitos:

I. a III. …

Este derecho se ejercerá por una sola vez y el asegurado o
asegurada no tendrá derecho por posteriores matrimonios o
uniones civiles.

Artículo 166. El asegurado o asegurada que deje de perte-
necer al régimen obligatorio conservará sus derechos a la
ayuda para gastos de matrimonio o de unión civil, si los fir-
ma dentro de noventa días hábiles contados a partir de la fe-
cha de su baja.

…

Artículo Segundo. Se reforman los artículos 6, fracción
XII, inciso a); 39, párrafo primero; 40 párrafo primero; 41,
párrafo primero y fracción I; 70; 129, párrafo primero; 131,
fracciones I, II, párrafo primero y III; 133, párrafo segundo
y tercero; 135, párrafo primero y fracción II; 136 y se adi-
ciona los artículos 6, con una fracción XXX; 129, con un
segundo párrafo, a la Ley del Instituto de Seguridad y Ser-
vicios Sociales de los Trabajadores del Estado, para quedar
como sigue:

Artículo 6. …

I. a XI. …

XII. Familiares derechohabientes a

a) La o el cónyuge, o quienes hayan suscrito una
unión civil con la o el trabajador o pensionado, o a
falta de éstos la concubina o concubinario que haya
vivido como si fuera su cónyuge durante los cinco
años anteriores o con quien tuviese uno o más hi-
jos(as), siempre que ambos permanezcan libres de

matrimonio o de unión civil. Si la o el trabajador o la
o el pensionado tiene varias concubinas o concubi-
nos, ninguno de éstos últimos sujetos tendrá derecho
a los seguros, prestaciones y servicios previstos en
esta ley;

b) a d) …

…

XIII. a XXVII. …

XXVIII. Sueldo básico, el definido en el artículo 17 de
esta ley;

XXIX. Trabajador, las personas a las que se refiere el ar-
tículo 1o. de esta ley que presten sus servicios en las de-
pendencias o entidades, mediante designación legal o
nombramiento, o por estar incluidas en las listas de raya
de los trabajadores temporales, incluidas las que presten
sus servicios mediante contrato personal sujeto a la le-
gislación común, que perciban sus emolumentos exclu-
sivamente con cargo a la partida de honorarios por con-
trato, o que estén incluidos en las listas de raya, siempre
y cuando hayan laborado una jornada completa de acuer-
do con las condiciones generales de trabajo y el contrato
sea por un periodo mínimo de un año;

XXX. Unión civil, es el acto jurídico bilateral que se
constituye cuando las personas físicas de diferente o del
mismo sexo, mayores de edad y con capacidad jurídica
plena, establecen un hogar común con voluntad de per-
manencia y ayuda mutua, por el que se deriven obliga-
ciones alimentarias, de sucesión o semejantes y que esté
reconocido en la legislación de los estados, como los
pactos civiles de solidaridad y las sociedades de convi-
vencia.

Por lo que respecta a los matrimonios celebrados entre per-
sonas del mismo sexo, esta ley reconoce tales uniones con
los mismos derechos y obligaciones que los celebrados en-
tre hombre y mujer.

Artículo 39. La mujer trabajadora, la pensionada, la cónyu-
ge, o la mujer con quien la o el trabajador o la o el pensio-
nado haya suscrito una unión civil o, en su caso, la concu-
bina, así como la hija de la o el trabajador o de la o el
pensionado, soltera, menor de dieciocho años que dependa
económicamente de éstos, según las condiciones del artícu-
lo siguiente, tendrán derecho a:
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I. a III. …

Artículo 40. Para que la trabajadora, pensionada, cónyuge,
o la mujer con quien la o el trabajador o la o el pensionado
haya suscrito una unión civil o la hija menor de dieciocho
años y soltera, o en su caso, la concubina, tengan derecho
a las prestaciones que establece el artículo previo, será ne-
cesario que, durante los seis meses anteriores al parto, se
hayan mantenido vigentes sus derechos o los de la o el tra-
bajador o la o el pensionado del que se deriven estas pres-
taciones.

…

Artículo 41. También tendrán derecho a los servicios del
seguro de salud en caso de enfermedad, los familiares dere-
chohabientes de la trabajadora o del trabajador o de la pen-
sionada o del pensionado que en seguida se enumeran:

I. La o el cónyuge, o quienes hayan suscrito una unión
civil con la o el trabajador o pensionado, o a falta de és-
tos la concubina o concubinario que haya vivido como si
fuera su cónyuge durante los cinco años anteriores a la
enfermedad o con quien tuviese uno o más hijos(as),
siempre que ambos permanezcan libres de matrimonio o
de unión civil. Si la o el trabajador o la o el pensionado,
tiene varias concubinas o concubinos, ninguno de ellos
tendrá derecho a recibir la prestación;

II. a V. …

…

Artículo 70. Para la división de la pensión derivada de este
capítulo, entre los familiares de la o el trabajador, así como
en cuanto a la asignación de la pensión para el viudo o viu-
da, o para quien haya suscrito una unión civil y que sobre-
viva, o en su caso para el concubinario o concubina, hijo as-
cendiente, o quien, en su caso, tenga derecho a la
ministración de alimentos, se estará a lo previsto en la sec-
ción de pensión por causa de muerte, del seguro de invali-
dez y vida.

Artículo 129. La muerte de la o el trabajador por causas
ajenas al servicio, cualquiera que sea su edad, y siempre que
hubiere cotizado al Instituto por tres años o más, dará ori-
gen a las pensiones de viudez, concubinato, orfandad o as-
cendencia en su caso, según lo prevenido en esta ley.

Respecto de las pensiones de viudez a que se refiere el pre-
sente artículo estas consideraran tanto a la viuda o viudo co-
mo a quienes hubieran suscrito una unión civil con la o el
trabajador.

…

…

…

Artículo 131. …

I. La o el cónyuge, o quienes hayan suscrito una unión
civil que le sobrevivan, sólo si no hay hijos o en concu-
rrencia con éstos si los hay y son menores de dieciocho
años o que no sean menores de dieciocho años pero es-
tén incapacitados o imposibilitados parcial o totalmente
para trabajar; o bien hasta veinticinco años previa com-
probación de que están realizando estudios de nivel me-
dio o superior de cualquier rama del conocimiento en
planteles oficiales o reconocidos y que no tengan traba-
jo;

II. A falta de cónyuge, o de quienes hayan suscrito una
unión civil que le sobrevivan, la concubina o concubina-
rio solo o en concurrencia con los hijos, o éstos solos
cuando reúnan las condiciones señaladas en la fracción
anterior, siempre que la o el concubinario hubieren teni-
do hijos con la o el trabajador o con la o el pensionado o
vivido en su compañía durante los cinco años que prece-
dieron a su muerte y ambos hayan permanecido libres de
matrimonio o de unión civil durante el concubinato. Si al
morir la o el trabajador o la o el pensionado tuviere va-
rias o varios concubinos, ninguno tendrá derecho a pen-
sión.

…

III. A falta de cónyuge, o de quienes hayan suscrito una
unión civil que le sobrevivan, o de hijos, o en su caso de
concubina o concubinario la pensión se entregará a la
madre o padre conjunta o separadamente y a falta de és-
tos a los demás ascendientes, en caso de que hubiesen
dependido económicamente de la o el trabajador o de la
o el pensionado.

IV. y V. …

Artículo 133. …
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En caso de que dos o más interesados reclamen derecho a
pensión como cónyuges o con quienes hayan suscrito una
unión civil la o el trabajador o la o el pensionado, exhibien-
do su respectiva documentación se suspenderá el trámite del
beneficio hasta que se defina judicialmente la situación, sin
perjuicio de continuarlo por lo que respecta a los hijos, re-
servándose una parte de la cuota a quien acredite su derecho
en la calidad que lo reclame.

Cuando un solicitante, ostentándose como cónyuge supérs-
tite de la o el trabajador o de la o el pensionado, o como
quien suscribiera una unión civil con la o el trabajador o con
la o el pensionado reclame un beneficio que ya se haya con-
cedido a otra persona por el mismo concepto, sólo se revo-
cará el anteriormente otorgado, si existe sentencia ejecuto-
riada en la que se declare la nulidad del matrimonio o de la
unión civil, según el caso, que sirvió de base para la conce-
sión de la pensión. Si el segundo solicitante reúne los re-
quisitos que esta ley establece, se le concederá pensión, la
cual percibirá a partir de la fecha en que se reciba la solici-
tud en el Instituto, sin que tenga derecho a reclamar al Ins-
tituto las cantidades cobradas por el primer beneficiario.

Artículo 135. Los derechos a percibir pensión se pierden
para los familiares derechohabientes de la o el trabajador o
de la o el pensionado por alguna de las siguientes causas:

I. …

II. Porque la o el pensionado contraigan matrimonio,
suscriban una unión civil o llegasen a vivir en concubi-
nato. Al contraer matrimonio, suscribir una unión civil o
vivir en concubinato, la o el derechohabiente recibirá co-
mo única y última prestación el importe de seis meses de
la pensión que venían disfrutando.

La divorciada o divorciado, o las o los legalmente sepa-
rados de alguna unión civil, no tendrán derecho a la pen-
sión de quien haya sido su cónyuge o de quien hubiese
suscrito una unión civil, a menos que a la muerte del cau-
sante, éste estuviese ministrándole alimentos por conde-
na judicial y siempre que no exista viuda o viudo o so-
breviviente de alguna unión civil, hijos, concubina o
concubinario y ascendientes con derecho a la misma.
Cuando la divorciada o divorciado, o los legalmente se-
parados de alguna unión civil disfrutasen de la Pensión
en los términos de este artículo, perderán dicho derecho
si contraen nuevo matrimonio o suscriban otra unión ci-
vil o si viviesen en concubinato; y

III. …

Artículo 136. No tendrá derecho a pensión la o el cónyuge,
o quienes hayan suscrito unión civil que sobrevivan, en los
siguientes casos:

I. Cuando la muerte de la o el trabajador o de la o el pen-
sionado acaeciera antes de cumplir seis meses de matri-
monio o de haber suscrito una unión civil;

II. Cuando hubiese contraído matrimonio o suscrito una
unión civil con la o el trabajador después de haber cum-
plido éstos los cincuenta y cinco años de edad, a menos
que a la fecha de la muerte haya transcurrido un año des-
de la celebración del matrimonio o unión civil; y

III. Cuando al contraer matrimonio, o suscribir una
unión civil la o el pensionado recibía una pensión de
riesgos del trabajo o invalidez, a menos de que a la fecha
de la muerte haya transcurrido un año desde la celebra-
ción del matrimonio o la unión civil.

Las limitaciones que establece este artículo no regirán cuan-
do al morir la o el trabajador o la o el pensionado, la o el
cónyuge o quien haya suscrito una unión civil y le sobrevi-
va compruebe tener hijos con ella o él.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor a los sesenta dí-
as de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 Consejo Nacional de Población, 2006.

2 Manuel Bejarano Sánchez. Obligaciones civiles, tercera edición, Tex-
tos Jurídicos.

3 Ibídem, página 72.

4 González Martín, Nuria. Un acercamiento a las nuevas estructuras, el
derecho de familia en un mundo globalizado, Instituto de Investigacio-
nes Jurídicas-UNAM, Porrúa, México, 2007, página 64.

La Comisión de Seguridad Social, diputados: Martha Angélica Ber-
nardino Rojas (rúbrica), Janet Graciela González Tostado (rúbrica en
contra), Rafael Yerena Zambrano, Jorge Hernández Hernández (rúbri-
ca), Valdemar Gutiérrez Fragoso, Ana Elia Paredes Árciga, Israel Ma-
drigal Ceja (rúbrica), Elvia Hernández García (rúbrica), Armando Ney-
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ra Chávez (rúbrica), Graciela Ortiz González, Fernando Espino Aréva-
lo (rúbrica), Gloria Porras Valles (rúbrica), Clara Gómez Caro (rúbrica),
Lily Fabiola de la Rosa Cortés (rúbrica), Francisco Alejandro Moreno
Merino (rúbrica), Armando Jesús Báez Pinal (rúbrica), Germán Contre-
ras García, Velia Idalia Aguilar Armendáriz, Carmen Margarita Cano
Villegas, José Gerardo de los Cobos Silva, Raúl Gerardo Cuadra Gar-
cía, Bernardo Margarito Téllez Juárez, Rubén Arellano Rodríguez,
Francisco Hernández Juárez (rúbrica), Feliciano Rosendo Marín Díaz,
Roberto Pérez de Alva Blanco, José Gerardo Rodolfo Fernández Nor-
oña (rúbrica), Norma Leticia Orozco Torres (rúbrica en contra).»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

LEY DEL SEGURO SOCIAL

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Seguridad Social, con pro-
yecto de decreto que reforma las fracciones III y IV del ar-
tículo 84 y el 130 de la Ley del Seguro Social

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Seguridad Social de la Cámara de Dipu-
tados de la LXI Legislatura del Congreso de la Unión, le fue
turnada, para dictamen, la iniciativa con proyecto de decre-
to que reforma el segundo párrafo de la fracción III del ar-
tículo 84 y el segundo párrafo del artículo 130, ambos de la
Ley del Seguro Social, presentada, en ejercicio de sus fa-
cultades constitucionales, por el diputado Francisco Sara-
cho Navarro, y suscrita además por los diputados Tereso
Medina Ramírez, Héctor Franco López, Diana Patricia
González Soto, Josefina Rodarte Anaya, Noé Fernando
Garza Flores, Héctor Fernández Aguirre, Melchor Sánchez
de la Fuente y Héctor Hugo Martínez González, todos ellos
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional.

Igualmente, a la Comisión de Seguridad Social de la Cáma-
ra de Diputados de la LX Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, le fue turnada, para dictamen, la iniciati-
va con proyecto de decreto que reforma los artículos 64, 84
y 130 de la Ley del Seguro Social, presentada, en ejercicio
de sus facultades constitucionales, el 11 de diciembre de
2008, por la diputada a la LX Legislatura del Congreso de
la Unión, Holly Matus Toledo (PRD).

También, la diputada a la LX Legislatura del Congreso de
la Unión Blanca Luna Becerril (Nueva Alianza), presentó
iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos
84 y 130 de la Ley del Seguro Social, el 14 de enero de
2009, misma que fue turnada a la Comisión de Seguridad
Social.

Igualmente, también a la Comisión de Seguridad Social de
la LX Legislatura del Congreso de la Unión le fue turnada
para dictamen, la iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma los artículos 84, 130 y 132 de la Ley del Seguro So-
cial, presentada el 18 de marzo del 2009, en uso de sus fa-
cultades constitucionales, por el diputado Gerardo Octavio
Vargas Landeros (PRI).

Por último, también a la Comisión de Seguridad Social le
fue turnada para dictamen la iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 130 de la Ley del Seguro So-
cial, presentada por el diputado a la LXI Legislatura José
Martín López Cisneros (PAN), en la sesión ordinaria de la
Cámara de Diputados celebrada el 30 de abril de 2012.

La Comisión de Seguridad Social que suscribe este dicta-
men, con fundamento en lo establecido en el artículo 89 nu-
meral 2, del Reglamento de la Cámara de Diputados, lo ha-
cen conjuntamente de las cuatro iniciativas, tomando en
consideración que, tanto en la exposición de motivos como
en el proyecto de decreto que proponen, hay una coinciden-
cia que obliga a que el dictamen se elabore en conjunto, por
economía del proceso legislativo, y así lo hacen, de acuer-
do a los siguientes apartados: contenido de las iniciativas,
consideraciones, conclusiones y acuerdo.

Contenido de las iniciativas

El diputado Francisco Saracho Navarro (PRI), en la exposi-
ción de motivos de su iniciativa, señala que entre los Dere-
chos Humanos destaca el de la no discriminación por géne-
ro, consagrado en el artículo 1o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, especialmente en su pá-
rrafo quinto que señala la prohibición de toda discrimina-
ción que tenga por objeto anular o menoscabar los derecho
y libertades de las personas, discriminación por género que
se prohíbe al señalar que el varón y la mujer son iguales an-
te la ley. 

En la exposición de motivos de la iniciativa que se dictami-
na, el diputado promovente, también señala que el Estado
mexicano está obligado a corregir algunos aspectos dentro
de las leyes secundarias que aún conservan preceptos que
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con toda claridad deben ser consideradas discriminatorias,
por lo que propone reformas a la Ley del Seguro Social en
los artículos previamente señalados, para evitar que a la mu-
jer se le discrimine al no concederle el derecho a trasmitir
una pensión de viudez y el derecho a recibir las prestacio-
nes en especie del seguro de enfermedad y maternidad , en
la misma forma que si se les otorga a los varones.

Igualmente señala, por lo que hace al seguro de enfermeda-
des y maternidad vigente en la Ley del Seguro Social, que
las mujeres beneficiarias de los varones tienen derecho a re-
cibir, en vida y, en su caso, después de su fallecimiento, las
prestaciones en especie del seguro de enfermedades y ma-
ternidad, sin necesidad de cumplir con más requisito que el
de ser cónyuge del trabajador asegurado o, en su caso tam-
bién, demostrar la existencia de un concubinato o de haber
tenido hijos con el cónyuge varón, situación esta que varía
tratándose de los varones esposos o concubinarios de la tra-
bajadora asegurada, que únicamente en el caso de invalidez
total tienen acceso a dichas prestaciones, lo que evidencia
un trato desigual entre mujeres y varones.

Hace referencia a las jurisprudencias, criterios y resolucio-
nes en contradicción de tesis, emitidas por la Suprema Cor-
te de Justicia, en las que se señala que la exclusión de los
varones a las prestaciones señaladas en los párrafos anterio-
res es una discriminación clara en contra de las mujeres, al
negarles la posibilidad de que en su calidad de trabajadora
afiliada al Instituto Mexicano del Seguro Social pueda tras-
mitir una pensión de viudez derivada de los derechos ad-
quiridos por ella, ante la eventualidad de su fallecimiento,
así como el derecho a la atención de la salud, aún en vida de
la asegurada trabajadora.

Estas definiciones de la Suprema Corte de Justicia, expone
el diputado promovente, establecen con toda claridad que
los artículos 84 y 130 de la Ley del Seguro Social son in-
constitucionales al no otorgar la pensión ni los servicios de
atención médica al varón cónyuge de la trabajadora afiliada
al Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS).

Con fundamento en la argumentación citada, el promoven-
te propone la adición de un segundo párrafo a la fracción III
del artículo 84 de la Ley del Seguro Social, con la siguien-
te redacción:

“Artículo 84. …

I. a II. …

III. …

Del mismo derecho gozará el esposo de la asegurada
o, a falta de éste, el concubinario, siempre que reúna,
en su caso, los requisitos del párrafo anterior.

IV. a IX. …”

Por lo que hace al artículo 130 de la misma Ley del Seguro
Social, se propone su reforma para quedar con la siguiente
redacción:

“Artículo 130. …

La misma pensión le corresponderá al viudo o concu-
binario en los términos del párrafo anterior.”

Por su parte, la diputada a la LX Legislatura del Congreso
de la Unión Holly Matus Toledo (PRI), en su exposición de
motivos refiere la desigualdad que aún persiste en agravio
de las mujeres, y las dificultades que se presentan cuando
exigen el derecho a tener las mismas consideraciones que
los varones, en este caso, por lo que se refiere al derecho a
trasmitir a su esposo o concubinario una pensión de viudez
en el evento de su fallecimiento, y de trasmitirle el derecho
a recibir las prestaciones en especie del seguro de enferme-
dades y maternidad sin necesidad de más requisito que de-
mostrar el vínculo matrimonial o el concubinato, o simple-
mente por el hecho de tener hijos con él, en la misma forma
que se exige al varón trabajador afiliado.

La propuesta de la diputada a la LX Legislatura del Con-
greso de la Unión Holly Matus Toledo (PRD) se contiene en
las siguientes adiciones y reformas:

“Artículo 64. …

…

a) y b) …

…

I. …

…

II. A la viuda del asegurado se le otorgará una pen-
sión equivalente al cuarenta por ciento de la que hu-
biese correspondido a aquél, tratándose de incapaci-
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dad permanente total. La misma pensión correspon-
de al viudo o concubinario. El importe de esta pres-
tación no podrá ser inferior a la cuantía mínima que
corresponde a la pensión de viudez del seguro de in-
validez y vida.

III. a VI. …

…

…

…

Artículo 84. …

I. a II. …

III. …

Del mismo derecho gozará el esposo de la asegurada,
o a falta de éste el concubinario, siempre que reúnan,
en su caso, los requisitos del párrafo anterior.

Artículo 130. …

La misma pensión le corresponderá al viudo o concu-
binario de la trabajadora asegurada o pensionada
por invalidez.”

La iniciativa presentada por la diputada Blanca Luna Bece-
rril (Nueva Alianza), coincidiendo con que los artículos 84
y 130 de la Ley del Seguro Social son discriminatorios en
razón de género, propone que se reformen para quedar en
los siguientes términos:

“Artículo 84. …

I. a II. …

III. La esposa o el esposo de la persona trabajadora
asegurada o, a falta de ésta, la persona con quien ha
hecho vida marital  durante los cinco años anteriores
a la enfermedad, o con la que haya procreado hijos,
siempre que ambos hayan permanecido libres de ma-
trimonio durante el concubinato. Si la persona ase-
gurada tiene varias concubinas o concubinarios, nin-
guna de estas personas tendrá derecho a la
protección.

IV. La esposa o esposo de la persona pensionada en
los términos de los incisos a), b) y c) de la fracción II,
a falta de ésta, la concubina o el concubinario si reú-
ne los requisitos de la fracción III.

V. a IX. …

Artículo 130. Tendrá derecho a la pensión de viudez
la esposa o el esposo de la persona asegurada o pen-
sionada por invalidez. A falta de ésta, tendrá derecho
a recibir la pensión, la persona con quien el o la ase-
gurada o pensionada por invalidez vivió como si fue-
ra su cónyuge, durante los cinco años  que precedie-
ron inmediatamente a la muerte, o con la que hubiera
tenido hijos, siempre que ambos hayan permanecido
libres de matrimonio durante el concubinato. Si al
morir la persona asegurada o pensionada por invali-
dez tenía varias concubinas o concubinarios, ninguna
de ellas o ellos tendrán derecho a recibir la pensión.”

La iniciativa presentada por el diputado Gerardo Octavio
Vargas Landeros (PRI), propone reformar los mismos artí-
culos 84 y 130, y agrega la reforma del 132, para quedar co-
mo sigue:

“Artículo 84. …

I.-II. …

III. El cónyuge del asegurado o, a falta de éste, la per-
sona con quien ha hecho vida marital durante los cin-
co años anteriores a la enfermedad, o con quien haya
procreado hijos, siempre que ambos permanezcan li-
bres de matrimonio.

Si el asegurado tiene varias relaciones concubinarias,
se tendrá derecho a este seguro, en la medida en que
se determine el grado de derechos y obligaciones en
relación con el asegurado y en su defecto en base a las
reglas de equidad.

IV. El cónyuge del pensionado en los términos de los
incisos a), b) y c) de la fracción II, a falta de éste, a la
concubina o concubinario si se reúnen los requisitos
de la fracción III.

Artículo 130. Tendrá derecho a la pensión de viudez
el que fue cónyuge del asegurado o del pensionado
por invalidez. A falta de cónyuge, tendrá derecho a
recibir la pensión, la persona con quien el asegurado
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o pensionado por invalidez vivió como si fuera su
cónyuge, durante los cinco años que precedieron in-
mediatamente a la muerte de aquél, o con quien hu-
biera tenido hijos, siempre que ambos hayan perma-
necido libres de matrimonio durante el concubinato.

Si al morir el asegurado o pensionado por invalidez
tenía varias relaciones concubinarias, se tendrá dere-
cho a recibir la pensión en la medida en que se deter-
mine el grado de derechos y obligaciones en relación
con el asegurado y en su defecto en base a las reglas
de equidad.

Artículo 132. …

I. a III. …

Las limitaciones que establece este artículo no regi-
rán cuando al morir el asegurado o pensionado el
cónyuge supérstite compruebe haber tenido hijos con
él.”

Por último, la iniciativa presentada por el diputado José
Martín López Cisneros (PAN) propone la reforma al artícu-
lo 130 de la Ley del Seguro Social, con la siguiente redac-
ción:

“Tendrá derecho a la pensión de viudez la que fue es-
posa del asegurado o pensionado por invalidez, o el
que fue esposo de la asegurada o pensionada por in-
validez. A falta de esposa o esposo, tendrá derecho a
recibir la pensión, la mujer o el hombre, según sea el
caso, con quien el asegurado, la asegurada o, pensio-
nada por invalidez, haya vivido como si fuera su cón-
yuge, durante los cinco años que precedieron inme-
diatamente a la muerte de aquél, o con la persona que
hubiera tenido hijos, siempre que ambos hayan per-
manecido libres de matrimonio durante el concubina-
to. Si al morir el asegurado o pensionado por invali-
dez tenía varias concubinas o concubinarios, ninguna
concubina o concubinario tendrán derecho a recibir
la pensión.”

Consideraciones de la comisión

En la exposición de motivos de las iniciativas que se dicta-
minan, se precisa con claridad que su intención es corregir
la discriminación que hace la Ley del Seguro Social, en per-
juicio de las trabajadoras aseguradas, al no concederles el
derecho que si tienen los varones trabajadores, de trasmitir

una pensión de viudez en caso de fallecimiento, al señalar
en el artículo 130 que el viudo o concubinario tiene derecho
a pensión por viudez únicamente en el caso de que demues-
tre que fue dependiente económico de la trabajadora falle-
cida, requisito que no se aplica a los varones.

También discrimina a los varones, afiliados o no al Institu-
to Mexicano del Seguro Social, ya que no tienen acceso a la
pensión derivada de viudez de la trabajadora fallecida, de-
recho que si tienen las viudas de los trabajadores asegura-
dos al fallecimiento de estos.

Los derechos a las prestaciones que concede la Ley del Se-
guro Social en sus diferentes ramos de seguro se adquieren
de acuerdo a la contribución que cada uno de los asegura-
dos hace para el financiamiento de ellos, es decir, no son
una concesión graciosa derivada de su carácter de trabaja-
dor, sino que el trabajador, su patrón y el gobierno contri-
buyen en forma proporcional al salario del cotizante, para
otorgarle el derecho a todos los ramos de seguros que la Ley
del Seguro Social señala.

Tratándose entonces de un seguro, el de vida, de los que in-
tegran el régimen obligatorio del seguro social, no debe de
estar sujeto a diferentes condiciones o requisitos cuando se
trata de varones asegurados y mujeres aseguradas en igual-
dad de condiciones; si tanto el varón como la mujer contri-
buyen, junto con los patrones y el gobierno, en la misma
proporción de su salario, no hay razón alguna que pueda ha-
cerse valer para decir que el varón trasmitir a su cónyuge o
concubina una pensión de viudez sin ninguna restricción de
carácter legal, y la mujer no pueda hacer lo mismo para su
cónyuge o concubinario a menos que este último sea invá-
lido o hubiere dependido económicamente de la trabajado-
ra fallecida.

Los argumentos esgrimidos por la administración pública
federal en cuanto al cálculo del impacto presupuestario que
una reforma como la propuesta en la iniciativa que se dicta-
mina pudiere tener, no tomaron en cuenta en primer lugar
que las pensiones de viudez transmitidas de trabajador va-
rón a su cónyuge o concubina son mayoritariamente supe-
riores numéricamente que las que pudieran otorgarse al
cónyuge o concubinario de la trabajadora fallecida, conse-
cuencia de la mayor expectativa de vida de la mujer en re-
lación con el varón.

Tampoco consideraron que la cuantía de la pensión de viu-
dez de la trabajadora fallecida es sensiblemente menor que
la cuantía de la pensión de viudez del trabajador fallecido,
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derivado de la diferencia salarial en perjuicio de la mujer a
trabajo igual.

Financieramente no podría decirse que la aprobación de la
iniciativa que se dictamina afectaría presupuestalmente las
finanzas del Instituto Mexicano del Seguro Social, toda vez
que actuarialmente las cuotas obrero patronales y las apor-
taciones del gobierno están mal calculadas, pero calculadas
teóricamente para cubrir las prestaciones que otorga la Ley
del Seguro Social, entre las que están las derivadas del se-
guro de invalidez y vida, y las del seguro de enfermedades
y maternidad en su ramo de gastos médicos de pensionados
y sus beneficiarios, cuotas obrero patronales y del estado
que cubren en la misma proporción los trabajadores varones
y mujeres.

La argumentación de que los derechos derivados de la apro-
bación de la iniciativa que se dictamina están sujetos a las
condiciones financieras del IMSS, no tiene sustento, toda
vez que si lo que sucediera es que se afectaran la prestación
de servicios por no estar debidamente calculadas las cuotas
obrero patronales y la aportación del gobierno, lo que debe-
ría hacerse es actualizarlas, de tal forma que el financia-
miento de las ramas de seguro obligatorio sea financiera-
mente viable, lo que es el otro tema de fondo sobre las
instituciones de seguridad social, que están en este campo
rebasadas por la realidad, pero que no pueden esgrimirse
como razón para suprimir o reducir derechos que la ley
otorga, derechos que la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción ha reconocido plenamente.

Por otra parte, la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado si concede el dere-
cho a la pensión de viudez derivada del fallecimiento de la
trabajadora asegurada a su esposo o concubino sin ningún
requisito adicional.

Reconocer estos derechos es iniciar la vía para revisar los
aspectos clave del financiamiento de las instituciones de se-
guridad social, de tal forma que el acceso a esos derechos
no esté sujeto a situaciones de carácter financiero.

Las iniciativas que se dictaminan, todas con el propósito de
igualar los derechos de la trabajadora mujer con los del tra-
bajador varón, proponen la reforma, como ya se ha señala-
do, de los artículos 84 y 130 de la Ley del Seguro Social.
Estos dos artículos fueron, con anterioridad, motivo de un
dictamen en atención a la iniciativa de la diputada Enoé
Uranga Muñoz presentada el 9 de marzo de 2010, turnada a
la Comisión de Seguridad Social, aprobado el dictamen co-

rrespondiente en la reunión ordinaria de la Comisión cele-
brada el 29 de septiembre de 2010, y aprobada por el pleno
de la Cámara de Diputados el 9 de noviembre de 2010-;
aprobadas por el Senado de la República se regresan nue-
vamente a la Cámara de Diputados con algunas modifica-
ciones, mismas que no afectan lo que se refiere a los artícu-
los 84 y 130 de la Ley del Seguro Social, por lo que se
considera que la redacción de esos artículos es precisamen-
te la que está en la minuta regresada por el Senado.

En consecuencia de lo anterior, en este dictamen se propo-
ne que la redacción del artículo 84, en su fracción III, en pri-
mer lugar, inicie con el contenido de la minuta ya aprobada,
que coincide con la propuesta del diputado Gerardo Octavio
Vargas Landeros; en segundo lugar, con el agregado conte-
nido en la redacción ya aprobada anteriormente, referente a
la concubina y el concubinario, y en tercer lugar con el
agregado, que también se encuentra en la redacción ya apro-
bada con anterioridad, de los hijos registrados.

En la reforma al segundo párrafo del mencionado artículo
84, se acepta la mención del cónyuge en lugar de la esposa
o esposo, propuesta en la iniciativa del diputado Gerardo
Octavio Vargas Landeros, que coincide también con la re-
dacción de la minuta ya aprobada con anterioridad.

En el artículo 130, igualmente se hace coincidir el conteni-
do de la minuta con la propuesta del diputado Gerardo Oc-
tavio Vargas Landeros, en el agregado de hijos registrados
además de los procreados.

Las iniciativas presentadas por los diputados a la LX Legis-
latura, Holly Matus Toledo, Blanca Luna Becerril, Gerardo
Octavio Vargas Landeros, y José Martín López Cisneros, y
por el diputado Francisco Saracho Navarro, enunciadas en
el apartado de antecedentes, se tomaron en cuenta sólo pa-
ra ilustrar a la comisión en la discusión y votación del dic-
tamen, toda vez que en el mes de noviembre próximo pasa-
do fueron procesadas.

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Seguridad
Social somete a la consideración de la honorable asamblea,
el siguiente proyecto de

Decreto que reforma las fracciones III y IV del artículo
84 y el artículo 130 de la Ley del Seguro Social

Artículo Único. Se reforman los artículos 84, fracciones III
y IV y 130 de la Ley del Seguro Social, para quedar como
sigue:
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Artículo 84. Quedan amparados por este seguro:

I. y II. …

III. El cónyuge del asegurado o, a falta de éste la concu-
bina o concubinario con quien ha hecho vida marital du-
rante los cinco años anteriores a la enfermedad, o con
quien haya procreado o registrado hijos, siempre que
ambos permanezcan libres de matrimonio. Si el asegura-
do tiene varias concubinas o concubinarios ninguno de
ellos tendrá derecho a la protección.

…

IV. El cónyuge del pensionado en los términos de los in-
cisos a), b) y c) de la fracción II; a falta de cónyuge la
concubina o el concubinario del pensionado si reúnen los
requisitos de la fracción III;

V. a IX. …

…

Artículo 130. Tendrá derecho a la pensión de viudez el que
fuera cónyuge del asegurado o pensionado por invalidez. A
falta de cónyuge, tendrá derecho a recibir la pensión la con-
cubina o concubinario del asegurado o pensionado por in-
validez, con quien haya vivido durante al menos los cinco
años que precedieron inmediatamente a la muerte de aquél,
o que hubieran procreado o registrado hijos, siempre que
ambos hayan permanecido libres de matrimonio durante el
concubinato. Si al morir el asegurado o pensionado por in-
validez tenía varias concubinas o concubinarios, ninguno de
ellos tendrá derecho a recibir la pensión.

Transitorio

Único.- El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión de Seguridad Social, a los
18 días del mes de abril de 2012.

La Comisión de Seguridad Social, diputados: Martha Angélica Ber-
nardino Rojas (rúbrica), Janet Graciela González Tostado (rúbrica), Ra-
fael Yerena Zambrano, Jorge Hernández Hernández (rúbrica), Valdemar
Gutiérrez Fragoso, Ana Elia Paredes Árciga, Israel Madrigal Ceja (rú-
brica), Elvia Hernández García (rúbrica), Armando Neyra Chávez (rú-
brica), Graciela Ortiz González, Fernando Espino Arévalo (rúbrica),
Gloria Porras Valles (rúbrica), Clara Gómez Caro (rúbrica), Lily Fabio-

la de la Rosa Cortés (rúbrica), Francisco Alejandro Moreno Merino (rú-
brica), Armando Jesús Báez Pinal (rúbrica), Germán Contreras García,
Velia Idalia Aguilar Armendáriz, Carmen Margarita Cano Villegas, Jo-
sé Gerardo de los Cobos Silva, Raúl Gerardo Cuadra García, Bernardo
Margarito Téllez Juárez, Rubén Arellano Rodríguez, Francisco Hernán-
dez Juárez (rúbrica), Feliciano Rosendo Marín Díaz, Roberto Pérez de
Alva Blanco, José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña (rúbrica), Nor-
ma Leticia Orozco Torres (rúbrica).»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

LEY DEL SEGURO SOCIAL

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Seguridad Social, con pro-
yecto de decreto que reforma las fracciones V y VII del ar-
tículo 84 y el 95 de la Ley del Seguro Social

A la Comisión de Seguridad Social de la Cámara de Dipu-
tados de la LXI Legislatura del Congreso de la Unión, le
fueron turnadas las iniciativas con proyecto de decreto (a)
que reforma los artículos 84 y 95 de la Ley del Seguro So-
cial, presentada por el diputado a la LXI Legislatura Arturo
Zamora Jiménez, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional (PRI), en la sesión ordinaria de la
Cámara de Diputados celebrada el 25 de febrero del 2010,
(b) que reforma los artículos 84 y 205 de la Ley del Seguro
Social, presentada por la diputada a la LXI Legislatura Lu-
cila del Carmen Gallegos Camarena, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional (PAN), en la sesión ordi-
naria de la Cámara de Diputados celebrada el 24 de marzo
de 2010, y (c) que adiciona una fracción X al artículo 84 de
la misma Ley del Seguro Social, presentada por el diputado
Óscar González Yáñez, del Grupo Parlamentario del Parti-
do del Trabajo, en la sesión de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión celebrada el 19 de mayo de 2010.

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 39, nume-
rales 1 y3, y 45 numeral 6, incisos e y f, de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
así como los artículos 80, 81 numeral 2, 82, 84, 85 y demás
relativos y aplicables del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, es facultad de la Comisión de Seguridad Social
elaborar el dictamen correspondiente en forma conjunta de
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esas iniciativas, haciendo notar que por lo que se refiere a la
iniciativa presentada por la diputada Lucila del Carmen Ga-
llegos Camarena (PAN), también con fundamento en los ar-
tículos 89 numeral 1 y 95 numeral dos del Reglamento ci-
tado, precluyó el plazo para dictaminar y se recibieron
instrucciones para archivar el asunto como totalmente con-
cluido, por lo que por tener similitud en cuanto a su conte-
nido y propuestas de reforma, se elabora este dictamen con-
junto a las iniciativas presentadas por los diputados Arturo
Zamora Jiménez (PRI) y Óscar González Yáñez (PT), de
acuerdo a los siguientes apartados: antecedentes, contenido
de las iniciativas, consideraciones, conclusiones y acuerdo.

Antecedentes

En la sesión ordinaria de la Cámara de Diputados de la LXI
Legislatura del Congreso de la Unión, celebrada el 25 de fe-
brero del 2010, el diputado Arturo Zamora Jiménez (PRI),
presentó iniciativa con proyecto de decreto que reforma los
artículos 84 y 95 de la Ley del Seguro Social.

En la misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados turnó dicha iniciativa a la Comi-
sión de Seguridad Social.

En la sesión de la Comisión Permanente del Congreso de la
Unión celebrada el 19 de mayo de 2010, el diputado Óscar
González Yáñez (PT) presentó iniciativa con proyecto de
decreto que adiciona una fracción X al artículo 84 de la Ley
del Seguro Social.

En la misma fecha, la Presidencia de la Comisión Perma-
nente turnó dicha iniciativa a la Comisión de Seguridad So-
cial de la Cámara de Diputados.

Contenido de las iniciativas

El diputado Zamora Jiménez (PRI), en la exposición de mo-
tivos de la iniciativa que se dictamina, se refiere a la situa-
ción de las estudiantes que están registradas en el Instituto
Mexicano del Seguro Social (IMSS) por ser hijas de asegu-
rados o pensionados del mismo, las que tienen derecho, de
acuerdo con la Ley del Seguro Social, a recibir la atención
médica, farmacéutica y hospitalaria hasta la edad de 16
años, o hasta los veinticinco si se encuentran estudiando en
escuelas del Sistema Educativo Nacional, pero que no tie-
nen el derecho a la atención obstétrica, ya que el artículo 95
de la Ley del Seguro Social refiere que sólo tienen derecho
a dicha atención obstétrica las esposas o concubinas del
trabajador asegurado.

Refiere también la exposición de motivos, que aquellas
otras adolescentes que se encuentran estudiando en las es-
cuelas del Sistema Educativo Nacional y que no cuentan
con un número de afiliación en alguna institución de se-
guridad social, si tienen derecho a recibir la atención obs-
tétrica, derecho derivado del Decreto Presidencial publica-
do en el Diario Oficial de la Federación el 14 de septiembre
de 1998, que en su artículo primero establece que se incor-
poran al IMSS, por lo que corresponde a las prestaciones en
especie del seguro de enfermedades y maternidad, a las per-
sonas que cursen estudios de los tipos medio superior y su-
perior en instituciones educativas del estado, condicionan-
do dicha incorporación a quienes no cuenten con la
misma o similar prestación por parte del IMSS o cual-
quier otra institución de seguridad social.

El artículo segundo del mencionado decreto establece que
las prestaciones a que se refiere el artículo primero com-
prenden la asistencia médico quirúrgica, farmacéutica, hos-
pitalaria, así como la asistencia obstétrica.

Refiere además el promovente, que aún cuando el decreto
de incorporación al Seguro de Enfermedades y Maternidad
del Instituto Mexicano del Seguro Social pone, como con-
dición para recibir las prestaciones en especie de dicho
seguro, el no contar con prestación igual o similar, a las
hijas de los asegurados y pensionados de dicha institución
se les niega el servicio de asistencia obstétrica, que no tie-
nen como beneficiarias de la Ley del Seguro Social, por el
hecho de estar afiliadas en su carácter de hijas de ase-
gurados o pensionados, y contar con un número de afi-
liación, que les impide normativamente tener otro número
de afiliación, que es lo que el decreto de referencia exige
como requisito.

Por otra parte, también menciona el autor de la iniciativa
que al establecer la Ley del Seguro Social una edad deter-
minada para el término del derecho a la atención médica,
dieciséis años si no estudian y veinticinco años para quienes
estén estudiando en instituciones educativas de nivel supe-
rior, quedan sin la posibilidad de tener derecho a las
prestaciones en especie del seguro de enfermedades y
maternidad, aquellos hijos de asegurados o pensionados
que no están cursando estudios, así como los mayores de
veinticinco años que aún estén estudiando.

Cita también en su exposición de motivos, cifras relativas al
número de embarazos que anualmente se producen en el
mundo, 13 millones en mujeres menores de 20 años, de
acuerdo con datos del Programa Nacional de Salud 2007-
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2012; la tasa de embarazos en mujeres de 12 a 19 años de
edad que es de 79 por cada mil; así como que del total de
mujeres embarazadas en México, el 12.2 por ciento eran es-
tudiantes, de acuerdo a datos de la Secretaría de Salud y del
Centro Regional de Investigaciones Multidisciplinarias de
la UNAM.

Con fundamento en su exposición de motivos, el diputado
Zamora Jiménez, propone reformas a los artículos 84 y 95
de la Ley del Seguro Social, con la siguiente redacción:

Artículo 84. Quedan amparados por este seguro: 

I a V. …

VI. Los hijos del asegurado cuando no puedan mante-
nerse por su propio trabajo debido a una enfermedad
crónica, defecto físico o psíquico, hasta en tanto no des-
aparezca la incapacidad que padecen o (se suprime
“hasta la edad de veinticinco años) cuando realicen es-
tudios en planteles del sistema educativo nacional en ni-
vel de bachillerato o licenciatura.

VII a IX. …

X. Las personas que cursen estudios de nivel medio su-
perior y superior en planteles del sistema educativo na-
cional.

Artículo 95. Tendrán derecho a disfrutar de las presta-
ciones señaladas en las fracciones I y II del artículo an-
terior, las beneficiarias que se señalan en las fracciones
III, IV y X del artículo 84 de esta ley.

Transitorio único El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

La Comisión de Seguridad Social que suscribe, considera
prudente mencionar que, por su parte, la diputada Gallegos
Camarena (PAN), en su iniciativa citada en el proemio de
este dictamen, señala, que los derechos humanos son apli-
cables a todas las personas con independencia de cualquier
particularidad, y que uno de los grupos, considerado como
vulnerable, que no están protegidos en el goce de sus dere-
chos, es la infancia.

Igualmente señala que uno de los derechos que garantiza el
interés superior de la infancia es, sin duda alguna, el de dis-

frutar del más alto nivel posible de salud y a servicios para
el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la
salud.

Refiere que la Convención sobre los Derechos del Niño for-
mula el principio del interés superior de la infancia como
una garantía de la vigencia de los demás derechos, defi-
niendo a las niñas y niños como todo ser humano menor
de dieciocho años, y refiere que dentro de ellos está el de-
recho a beneficiarse de la seguridad social, y la obliga-
ción de los Estados parte de la misma de adoptar las me-
didas necesarias para lograr la plena realización de este
derecho dentro de su legislación nacional.

También menciona que la Ley para la Protección de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes, indica que todos
ellos tienen derecho a la salud.

Concluye señalando que existen disposiciones en la Ley del
Seguro Social que lejos de garantizar estos derechos, los
violenta, entre otras las que establecen como límite para re-
cibir las prestaciones en especie del Seguro de Enfermeda-
des y Maternidad, a los hijos de asegurados y pensionados,
hasta la edad de dieciséis años si no están estudiando.

Además, menciona, en la misma exposición de motivos, las
razones para proponer la reforma al artículo 205 de la Ley
del Seguro Social, basada en el interés de preservar los de-
rechos del niño a recibir las prestaciones de la seguridad so-
cial, reforma que propone que no se suspenda el derecho a
guardería, a los hijos de lo(a)s viudo(a)s, divorciado(a)s o
a lo(a)s que judicialmente conserven la custodia de sus hi-
jos, por el hecho de contraer nuevamente nupcias o en-
trar en concubinato la o el afiliado al IMSS.

La propuesta de reforma a los artículos 84 y 205 de la dipu-
tada Gallegos Camarena, contiene la siguiente redacción:

Artículo 84. Quedan amparados por este seguro:

I. a IV. …

V. Los hijos menores de dieciocho años del asegurado y
de los pensionados, en los términos consignados en las
fracciones anteriores;

VI. …
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VII. Los hijos mayores de dieciocho años de los pensio-
nados por invalidez, cesantía en edad avanzada y vejez,
que se encuentren disfrutando de asignaciones familia-
res, así como los de los pensionados  por incapacidad
permanente, en los mismos casos y condiciones estable-
cidos en el artículo 136:

VIII. a IX. …

…

a) a b) …

Artículo 205. Las madres aseguradas, los viudos, divor-
ciados o los que judicialmente conserven la custodia de
sus hijos, (se suprime: mientras no contraigan matri-
monio o se unan en concubinato) tendrán derecho a los
servicios de guardería, durante las horas de su jornada de
trabajo, en la forma y términos establecidos en esta Ley
y en el reglamento relativo.

Por lo que se refiere a la iniciativa de adicionar una fracción
IX al artículo 84 de la Ley del Seguro Social, presentada por
el diputado Óscar González Yáñez (PT), con la finalidad de
que queden amparados por el seguro de enfermedades y
maternidad todas las personas que cursen estudios en el
sistema educativo nacional desde la educación básica hasta
la educación superior, argumentando que el gobierno tiene
la obligación de hacerse cargo de la atención a la salud de
todos los mexicanos, refiriendo las dificultades que se pre-
sentan para dicha atención en las instituciones de seguridad
social.

Para ello propone adicionar una fracción IX al artículo 84
de la Ley del Seguro Social con la siguiente redacción:

Artículo 84. Quedan amparados por este seguro:

I. a VIII. …

IX. Toda aquella persona que esté cursando a partir de
la educación básica hasta la educación superior en las
instituciones públicas educativas, misma que deberá
ser comprobado con la tira de materias y la credencial vi-
gentes, o en su caso con documento comprobatorio ex-
pedido por la institución educativa.

X. … (se recorre la numeración de tal forma que la ac-
tual fracción IX pasa a ser la fracción X).

Consideraciones de la comisión

La Comisión que dictamina considera, en primer término,
que el planteamiento fundamental de las iniciativas presen-
tadas por los diputados a la LXI Legislatura Arturo Zamora
Jiménez (PRI), y Lucila del Carmen Gallegos Camarena
(PAN), está relacionado con la diferencia en el acceso al de-
recho a recibir la atención obstétrica, entre las hijas de los
derechohabientes y pensionados amparadas por las Leyes
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra-
bajadores del Estado, las hijas de militares en activo y pen-
sionados amparados por la Ley del Instituto de Seguridad
Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, así como
aquellas beneficiadas por las disposiciones del Decreto Pre-
sidencial publicado en el Diario Oficial de la Federación el
14 de septiembre de 1998, que si tienen ese derecho todas
ellas, en relación con las  hijas de los asegurados y pensio-
nados que están registradas como beneficiarias en el Insti-
tuto Mexicano del Seguro Social, las que no tienen dere-
cho a la atención obstétrica, como si la tienen las otras.

La Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado (LISSSTE) otorga la presta-
ción de la atención obstétrica a las hijas de los trabajadores
y pensionados hasta la edad de dieciocho años, prorrogable
hasta la edad de veinticinco años si se encuentran estudian-
do en instituciones educativas del Sistema Nacional de Edu-
cación (Artículo 39: “La mujer trabajadora, la pensionada,
la cónyuge del trabajador o del pensionado o, en su caso,
la concubina de uno u otro, y la hija del trabajador o pen-
sionado, soltera, menor de dieciocho años que dependa
económicamente de estos, según las condiciones del artícu-
lo siguiente, tendrán derecho a: I. Asistencia obstétrica ne-
cesaria a partir del día en que el Instituto certifique el es-
tado de embarazo. La certificación señalará la fecha
probable del parto para los efectos del artículo 28 de la Ley
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, regla-
mentaria del Apartado B del artículo 123 constitucional; …
Artículo 41. “También tendrán derecho a los servicios del
seguro de salud en caso de enfermedad, los familiares de-
rechohabientes del trabajador o del pensionado que en se-
guida se enumeran: I. … II. Los hijos menores de diecio-
cho años de ambos o de solo uno de los cónyuges, siempre
que dependan económicamente de alguno de ellos. III. Los
hijos solteros mayores de dieciocho años, hasta la edad de
veinticinco, previa comprobación de que están realizando
estudios de nivel medio superior o superior, de cualquier
rama del conocimiento en planteles oficiales o reconocidos
y que no tengan un trabajo). 
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Por su parte, la Ley del Instituto de Seguridad Social para
las Fuerzas Armadas Mexicanas (LISSFAM), otorga el de-
recho al Servicio Médico Integral a los hijos solteros
menores de dieciocho años y a los hijos mayores de esa
edad que no hayan contraído matrimonio o establecido
una relación de concubinato sin descendencia, que se en-
cuentren estudiando (Articulo 142. … Los familiares de
militares que tienen derecho a esta prestación son: II. Los
hijos menores de dieciocho años; III. Los hijos mayores de
edad que no hayan contraído matrimonio o establecido una
relación de concubinato sin descendencia que se encuen-
tren estudiando en instituciones oficiales o con reconoci-
miento de validez oficial, con límite hasta de 25 años de
edad; excepcionalmente y a juicio del Instituto, podrá ex-
tenderse este beneficio  hasta los 30 años de edad, si ade-
más de cubrir los requisitos mencionados, están realizando
estudios a nivel licenciatura o superiores y demuestran su
dependencia económica con el militar. …”).

Además, el Decreto Presidencial al que se hace referencia
en la exposición de motivos de la iniciativa que se dictami-
na, establece en su artículo primero que se incorporan al
régimen obligatorio del Seguro Social a las personas (to-
das) que cursen estudios en los tipos medio superior y
superior en instituciones  educativas del estado, seña-
lando como condición para esa incorporación que no
cuenten con la misma o similar protección por parte del
IMSS o cualquier otra institución de seguridad social; en
su artículo segundo se señala que las prestaciones en espe-
cie del seguro de enfermedades y maternidad comprenden
la asistencia médico quirúrgica, farmacéutica, hospitalaria,
así como la asistencia obstétrica (Artículo 1. Se incorpo-
raran al régimen obligatorio del seguro social, por lo que
corresponde a las prestaciones en especie del Seguro de
Enfermedades y Maternidad, a las personas que cursen es-
tudios de los tipos medio superior y superior en institucio-
nes educativas del Estado y que no cuenten con la misma o
similar protección por parte del propio Instituto o cualquier
otra institución de Seguridad Social. Articulo 2. Las presta-
ciones en especie del Seguro de Enfermedades y Materni-
dad, materia del presente ordenamiento, comprenden la
asistencia médico quirúrgica, farmacéutica, hospitalaria,
así como la asistencia obstétrica. …).

La Ley del Seguro Social (LSS) señala en su artículo 94 que
en caso de maternidad, el Instituto otorgará a la asegurada
durante el embarazo, el alumbramiento y el puerperio, la
asistencia obstétrica (fracción I), ayuda en especie por seis
meses para lactancia (fracción II) y una canastilla al nacer
el hijo (fracción III); en el artículo 95 de la misma ley, se

condiciona el derecho al disfrute de las prestaciones men-
cionadas en las fracciones I y II del artículo 94 (asistencia
obstétrica y ayuda en especie para lactancia) únicamente a
las beneficiarias que se señalan en las fracciones III y IV
del artículo 84, que son la esposa o la concubina del ase-
gurado (fracción III) y la esposa o la concubina del pen-
sionado (fracción IV), dejando sin la protección de la
atención obstétrica a las hijas de los asegurados o pen-
sionados menores de dieciséis años, o mayores de esa
edad que estudien en instituciones educativas del Siste-
ma Educativo Nacional.

Como se aprecia de las anteriores disposiciones legales, la
Ley del Seguro Social discrimina de la atención obsté-
trica a las hijas de los asegurados o pensionados mayo-
res de dieciséis años, colocándolas en desventaja en rela-
ción a aquellas mayores de dieciséis años, y hasta de
veinticinco si están estudiando, protegidas por las disposi-
ciones de las leyes de Seguridad Social mencionadas, que sí
la otorgan, al igual que a las que se refiere el Decreto Presi-
dencial aludido.

Siendo el planteamiento de la reforma a los artículos co-
rrespondientes de la Ley del Seguro Social para igualar los
requisitos, tanto por lo que se refiere a incluir las prestacio-
nes en especie del Seguro de Enfermedades y Maternidad a
las hijas de los trabajadores o pensionados afiliados al
IMSS, para recibir la atención obstétrica, como a ampliar de
dieciséis a dieciocho años el derecho a recibir las mismas
prestaciones en especie del mencionado ramo del seguro, la
importancia de fondo de la iniciativa es el poder pro-
porcionar esa atención obstétrica a las adolescentes hi-
jas de asegurados o de pensionados afiliados al Instituto
Mexicano del Seguro Social, atendiendo los programas
públicos de la salud materno infantil.

Los programas tendentes a disminuir la mortalidad, tanto
materna como infantil, están considerados como una priori-
dad de los servicios de atención a la salud, y el plan Nacio-
nal de Desarrollo 2007-2012 tiene señalada la necesidad de
disminuir dicha mortalidad, no únicamente como una prio-
ridad nacional aislada, sino como el cumplimiento de
acuerdos de organismos mundiales a los que nuestro pa-
ís pertenece.

Además de lo anterior, la Comisión que dictamina tomó en
consideración los dictámenes positivos a la iniciativa de la
diputada a la LVIII Legislatura del Congreso de la Unión
Hortensia Aragón Castillo (PRD), con proyecto de decreto
que reforma el artículo 95 de la Ley del Seguro Social, que
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tanto la Comisión de Seguridad Social de la LIX como  la
de la LX Legislaturas aprobaron, en la parte que se re-
fiere a la reforma al artículo 95 de la Ley del Seguro So-
cial, para otorgar el derecho a la atención obstétrica a
las hijas de los asegurados y pensionados hasta los die-
ciocho, y aún hasta los veinticinco años si se encuentran
estudiando en instituciones del Sistema Educativo Na-
cional. Dicho dictamen se encuentra en poder de la Comi-
sión de Trabajo y Previsión Social de la Cámara de Diputa-
dos desde el mes de febrero de 2009.

El proyecto de dictamen aprobado por la Comisión de Se-
guridad Social de las legislaturas LIX y LX, tiene la si-
guiente redacción:

“Ley del Seguro Social.

Artículo 95. Tendrán derecho a disfrutar de las presta-
ciones señaladas en las fracciones I y II  del artículo an-
terior, las beneficiarias que se enuncian en las fraccio-
nes III y IV, del artículo 84 de esta ley y, además, las
hijas de los asegurados y pensionados  hasta los diecio-
cho años”.

Además, la iniciativa del diputado Arturo Zamora Jiménez
(PRI), propone la adición de una fracción X al artículo 84
de la Ley del Seguro Social, con la finalidad de ampliar la
prestación del seguro de enfermedades y maternidad a
todas las personas que cursen estudios de nivel medio
superior y superior en planteles del Sistema Educativo
Nacional, incluyendo en dicha ampliación a las hijas de los
asegurados y pensionados afiliados al Instituto Mexicano
del Seguro Social.

Sobre este particular, la Comisión de Seguridad Social que
dictamina considera que de incorporarse la mencionada
fracción X en el texto del artículo 84, cuyo primer párrafo
dice “Quedan amparados por este seguro:”, se estaría esta-
bleciendo la obligación para el Instituto Mexicano del Se-
guro Social de ser dicho organismo el único obligado a cu-
brir los costos de la atención completa que otorga el
Seguro de Enfermedades y Maternidad, no nada más la
atención obstétrica, tanto para los hijos de sus asegurados
y pensionados, como para todos los estudiantes que cur-
sen estudios de nivel medio superior y superior, con lo
que se duplicaría la prestación que ya está establecida en el
Decreto Presidencial publicado en el Diario Oficial de la
Federación el 14 de septiembre de 1998, por medio del cual
se incorporan al régimen obligatorio del Seguro Social, a to-
dos los estudiantes de nivel medio superior y superior, con

financiamiento único de dicha prestación a cargo del Esta-
do, como lo señala el artículo 3  del citado Decreto Presi-
dencial publicado en el Diario Oficial de la Federación el 14
de septiembre de 1998; cargar dicho costo al Instituto Me-
xicano del Seguro Social, como lo propone la iniciativa en
comento, costo que no le corresponde de ninguna manera,
sería agregar un número mayor de derechohabientes con de-
recho al seguro de enfermedades y maternidad, seguro que
es deficitario en su operación, y quitarle al gobierno un
egreso que ya tiene considerado con base al multicitado de-
creto.

Si bien es cierto que al aprobarse la iniciativa que se dicta-
mina, por lo que se refiere a la reforma al artículo 95 de la
Ley del Seguro Social, su aplicación tendrá un impacto pre-
supuestario, toda vez que, aunque estadísticamente no sea
significativo el número de hijas de asegurados o pensiona-
dos, solteras o sin tener una relación de concubinato sin des-
cendencia, menores de dieciséis años o mayores de esa edad
y hasta los veinticinco años si están estudiando en el Siste-
ma Educativo Nacional y que resulten embarazadas, ese im-
pacto no será de gran trascendencia en el presupuesto insti-
tucional.

Además, la Comisión de Seguridad Social de la LXI Legis-
latura considera que con la aprobación en la Ley de Ingre-
sos de la Federación para el ejercicio fiscal de 2011, que en
su artículo primero faculta al Instituto Mexicano del Segu-
ro Social para transferir recursos de las reservas de los Se-
guros de Invalidez y Vida, y del de Riesgos de Trabajo, al
Seguro de Enfermedades y Maternidad, para su ampliación
y fortalecimiento, esta disposición deberá repetirse en los
futuros presupuesto de egresos con lo que se atenderá el im-
pacto presupuestario que esta reforma pudiera tener, al in-
corporar el otorgamiento de la atención obstétrica a las hi-
jas de los asegurados y pensionados.

Bajo esta argumentación, y aceptando que el propósito de la
iniciativa de homologar la prestación de asistencia obstétri-
ca que reciban las hijas de asegurados o pensionados del
Seguro Social con las que reciben las beneficiarias de las
otras leyes de seguridad social, la Comisión que dictamina
considera que la propuesta de adicionar una fracción X al
artículo 84 no es lo más apropiado, supuesto que ya las
fracciones V, VI y VII del mismo artículo 84 se refieren a
los hijos de los asegurados y pensionados, por lo que es pre-
ferible que solamente se reforme el artículo 95, señalando
que tendrán derecho a disfrutar de las prestaciones de asis-
tencia obstétrica y ayuda en especie por seis meses para lac-
tancia, además de las beneficiarias que se señalan en las
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fracciones III y IV del artículo 84, las hijas de los asegura-
dos y pensionados que también se señalan en las fracciones
V, VI y VII del mismo artículo 84, por lo que se propone la
siguiente redacción:

Artículo 84. Quedan amparados por este seguro:

I. a IV. …

V. Los hijos menores de dieciocho años del asegurado y
de los pensionados, en los términos consignados en las
fracciones anteriores;

VI. …

VII. Los hijos mayores de dieciocho años de los pensio-
nados por invalidez, cesantía en edad avanzada y vejez,
que se encuentren disfrutando de asignaciones familia-
res, así como los de los pensionados por incapacidad per-
manente, en los mismos casos y condiciones estableci-
dos en el artículo 136:

VIII. a IX. …

Igualmente, y con fundamento en las consideraciones ante-
riormente expuestas, la Comisión opina que la propuesta
del C. Dip. Oscar González Yáñez (PT) de incorporar una
fracción IX al artículo 84 de la Ley del Seguro Social (re-
corriendo la actual fracción IX para ser, con la misma re-
dacción, la fracción X)  no es de aprobarse, supuesto que re-
presenta que el IMSS afilie como beneficiarias a todas las
personas que cursen desde la educación básica hasta la
superior, sin mencionar mecanismo de financiamiento (el
financiamiento de los ramos de seguro de la Ley del Segu-
ro Social es tripartito entre trabajadores, patrones y gobier-
no), y sin considerar que buena parte de las personas que
cursan educación básica, media o superior, son afiliados del
IMSS, del ISSSTE, del ISSFAM, o de otros sistemas de se-
guridad social.

También, la Comisión que dictamina considera, en relación
a la iniciativa con proyecto de decreto, presentada por la C.
Dip. Lucila del Carmen Gallegos Camarena (PAN) que re-
forma las fracciones V y VII del artículo 84 y el párrafo pri-
mero del artículo 205, que su parte principal es, precisa-
mente, la ampliación del derecho a recibir las prestaciones
en especie del Seguro de Enfermedades y Maternidad a los
hijos de los asegurados y de los pensionados hasta la edad
de dieciocho años, o 25 si se encuentran estudiando en plan-
teles del sistema educativo nacional.

Adicionalmente, esta última iniciativa propone eliminar el
requisito de seguir siendo viudo(a)s o divorciado(a)s, o a
quien se le haya otorgado la patria potestad de menores de
edad, para poder tener derecho a las prestaciones del Segu-
ro de Guarderías y Prestaciones Sociales .La fundamenta-
ción de esta iniciativa, es también, precisamente, en rela-
ción a la necesidad de homologar las prestaciones en
especie del Seguro de Enfermedades y Maternidad que es-
tán señaladas en la Ley del Seguro Social, con la limitante
de edad hasta los dieciséis años, con las que otorgan las
otras leyes de Seguridad Social, la del ISSSTE y la del ISS-
FAM, que se extiende hasta los dieciocho años, en cumpli-
miento de acuerdos de estatutos internacionales que Méxi-
co ha suscrito.

Por otra parte, la diputada Velia Idalia Aguilar Armendáriz
(PAN), sostuvo, en las reuniones de la Comisión de Seguri-
dad Social desde la presentación de la primera de las tres
iniciativas que se dictaminan, que era de estricta justicia que
se homologaran las prestaciones en especie del seguro de
Enfermedades y Maternidad con las similares de las otras
Leyes de Seguridad Social, y propuso la reforma de las frac-
ciones V y VII del artículo 84 de la LSS, elevando la edad
límite para el disfrute de esa prestación de dieciséis años a
dieciocho, agregando además la reforma al artículo 95 de la
misma ley con la frase “y las hijas de los trabajadores y ju-
bilados”.

Conclusiones

La Comisión de Seguridad Social de la LXI Legislatura que
suscribe este dictamen, concluye que la iniciativa presenta-
da por el diputado Arturo Zamora Jiménez (PRI) en la se-
sión ordinaria de la Cámara de Diputados celebrada el 25 de
febrero de 2010, con proyecto de decreto que adiciona la
fracción IX al artículo 84 recorriendo la actual fracción IX
para ser la fracción X, reforma la fracción VI del mismo ar-
tículo y el artículo 95, y la iniciativa con proyecto de decre-
to que reforma las fracciones V y VII presentada por la
diputada Lucila del Carmen Gallegos Camarena, atienden a
la necesidad de que las niñas hijas de asegurados o pensio-
nado tengan derecho a recibir la atención obstétrica, ya que
no hay razón alguna para ser discriminadas de la misma en
relación con las demás leyes de seguridad social, y atiende
igualmente a la protección y cuidado de la salud materno in-
fantil como política pública, al homologar esa prestación
con las demás leyes de seguridad social que si la otorgan.

Concluye también que el propósito señalado se cumple ade-
cuadamente con reformar el artículo 95 para incluir preci-
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samente la atención obstétrica a las hijas de asegurados y
pensionados, que están incluidas en las vigentes fracciones
V, VI y VII del artículo 84, y se complementa con la refor-
ma al artículo 84 elevando la edad límite para recibir las
prestaciones del Seguro de Enfermedades y Maternidad de
dieciséis a dieciocho años.

Por lo que hace a la propuesta de incluir una fracción X al
mismo artículo 84, ésta se desecha, ya que incluye como be-
neficiarios de las prestaciones en especie del seguro de en-
fermedades y maternidad, además de las hijas de los asegu-
rados y pensionados, a todos los estudiantes de nivel
superior y medio superior inscritos en planteles del Sistema
Educativo Nacional, los que ya están incorporados al régi-
men obligatorio del Seguro Social por Decreto Presidencial.

Por lo anteriormente expuesto y debidamente fundado, la
Comisión de Seguridad Social somete a la consideración de
la honorable asamblea, el siguiente proyecto de

Decreto que reforma las fracciones V y VII del artículo
84 y el artículo 95 de la Ley del Seguro Social

Artículo Único. Se reforman las fracciones V y VII del ar-
tículo 84 y el artículo 95 de la Ley del Seguro Social, para
quedar como sigue:

Artículo 84. Quedan amparados por este seguro:

I. a IV. …

V. Los hijos menores de dieciocho años del asegurado y
de los pensionados, en los términos consignados en las
fracciones anteriores;

VI. …

VII. Los hijos mayores de dieciocho años de los pensio-
nados por invalidez, cesantía en edad avanzada y vejez,
que se encuentren disfrutando de asignaciones familia-
res, así como los de los pensionados por incapacidad per-
manente, en los mismos casos y condiciones estableci-
dos en el artículo 136:

VIII. a IX. …

…

Artículo 95. Tendrán derecho a disfrutar de las prestaciones
señaladas en las fracciones I y II del artículo anterior, las be-

neficiarias que se señalan en las fracciones III, IV, y las hi-
jas de los asegurados y pensionados incluidas en las
fracciones V, VI y VII del artículo 84 de esta Ley.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en la sala de juntas de la Comisión de Seguridad Social, el 18 de
abril de 2012.

La Comisión de Seguridad Social, diputados: Martha Angélica Ber-
nardino Rojas (rúbrica), Janet Graciela González Tostado (rúbrica), Ra-
fael Yerena Zambrano, Jorge Hernández Hernández (rúbrica), Valdemar
Gutiérrez Fragoso, Ana Elia Paredes Árciga, Israel Madrigal Ceja (rú-
brica), Elvia Hernández García (rúbrica), Armando Neyra Chávez (rú-
brica), Graciela Ortiz González, Fernando Espino Arévalo (rúbrica),
Gloria Porras Valles (rúbrica), Clara Gómez Caro (rúbrica), Lily Fabio-
la de la Rosa Cortés (rúbrica), Francisco Alejandro Moreno Merino (rú-
brica), Armando Jesús Báez Pinal (rúbrica), Germán Contreras García,
Velia Idalia Aguilar Armendáriz, Carmen Margarita Cano Villegas, Jo-
sé Gerardo de los Cobos Silva, Raúl Gerardo Cuadra García, Bernardo
Margarito Téllez Juárez, Rubén Arellano Rodríguez, Francisco Hernán-
dez Juárez (rúbrica), Feliciano Rosendo Marín Díaz, Roberto Pérez de
Alva Blanco, José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña (rúbrica), Nor-
ma Leticia Orozco Torres (rúbrica).»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

CODIGO PENAL FEDERAL - CODIGO FEDERAL
DE PROCEDIMIENTOS PENALES - 

LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y ELIMINAR LA
DISCRIMINACION - LEY DE PREMIOS, 

ESTIMULOS Y RECOMPENSAS CIVILES - 
LEY DEL SISTEMA NACIONAL DE INFORMACION

ESTADISTICA Y GEOGRAFICA - LEY FEDERAL
DE LAS ENTIDADES PARAESTATALES

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Justicia, con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de los
Códigos Penal Federal, y Federal de Procedimientos Pena-
les, así como de las Leyes Federal para prevenir y eliminar
la Discriminación; de Premios, Estímulos y Recompensas
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Civiles; del Sistema Nacional de Información Estadística y
Geográfica; y Federal de las Entidades Paraestatales

Honorable Asamblea: 

A la Comisión de Justicia de la LXI Legislatura de la Cá-
mara de Diputados le fue turnada, para su estudio, análisis
y dictaminación correspondiente, iniciativa con proyecto de
decreto por la que se reforman y adicionan diversas dispo-
siciones del Código Penal Federal, del Código Federal de
Procedimientos Penales, de la Ley Federal para Prevenir y
Eliminar la Discriminación, de la Ley de Premios, Estímu-
los y Recompensas Civiles, de la Ley del Sistema Nacional
de Información, Estadística y Geográfica y de la Ley Fede-
ral de las Entidades Paraestatales.

Esta Comisión, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; 39 y 45, numeral 6, incisos e) y
f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; y 80, 157, numeral 1, fracción I, 158,
numeral 1, fracción IV, y 167, numeral 4, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a la consideración de
los integrantes de esta honorable asamblea el presente dic-
tamen.

I. Iniciativa objeto del dictamen

Iniciativa con proyecto de decreto por la que se reforman y
adicionan diversas disposiciones del Código Penal Federal,
del Código Federal de Procedimientos Penales, de la Ley
Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, de la
Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Civiles, de la
Ley del Sistema Nacional de Información Estadística y Ge-
ográfica y de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales,
presentada por las diputadas Enoé Margarita Uranga Mu-
ñoz, Beatriz Elena Paredes Rangel y Yolanda de la Torre
Valdez.

II. Antecedentes

Expediente No.6683

Gaceta Parlamentaria:3465-V, del martes 6 de marzo de
2012. (3642)

1. El 8 de marzo de 2012, las Diputadas Enoé Margarita
Uranga Muñoz, integrante del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática, Beatriz Elena Paredes
Rangel y Yolanda de la Torre Valdez del Grupo Parlamen-

tario del Partido Revolucionario Institucional, con funda-
mento en el artículo 71 fracción II de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos y en los artículos 6
numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, presentaron la iniciativa con proyecto de decreto por
la que se reforman y adicionan diversas disposiciones del
Código Penal federal, del Código Federal de Procedimien-
tos Penales, de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la
Discriminación, de la Ley de Premios Estímulos y Recom-
pensas Civiles, de la Ley del Sistema Nacional de Informa-
ción Estadística y Geográfica y de la Ley Federal de las En-
tidades Paraestatales.

2. En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva
de esta Cámara de Diputados turnó la iniciativa en comen-
to a la Comisión de Justicia para dictamen con Opinión de
la Comisión de Derechos Humanos.

3. Con fecha 18 de abril de 2012 la Comisión de Derechos
Humanos emitió opinión favorable de la Iniciativa materia
de este dictamen en el siguiente sentido:

“Primero. La Comisión de Derechos Humanos emite opi-
nión positiva a la iniciativa con proyecto de decreto por la
que se reforman y adicionan diversas disposiciones del Có-
digo Penal federal, del Código Federal de Procedimientos
Penales, de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Dis-
criminación, de la Ley de Premios Estímulos y Recompen-
sas Civiles, de la Ley del Sistema Nacional de Información
Estadística y Geográfica y de la Ley Federal de las Entida-
des Paraestatales, presentada por las diputadas Enoé Mar-
garita Uranga Muñoz, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática, Beatriz Elena
Paredes Rangel y Yolanda de la Torre Valdez del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional.”

II. Contenido de la iniciativa

a) En primer lugar, se considera que el factor principal para
atacar las causas de un problema de raíz ética y cultural, co-
mo lo es la discriminación, es emprender un trabajo de-
constructivo eminentemente educativo. Se reclama también
el papel disuasivo del derecho penal, con el propósito de
emitir un mensaje claro a través de la tipificación del delito
de discriminación en el sentido de que la dignidad de las
personas, que es el bien a tutelar, vale demasiado y que dis-
criminar en este país sí tiene consecuencias. Es así que se
propone tipificar en el Código Penal Federal el delito de
discriminación.
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Las proponentes señalan que ante la evidencia de que se tra-
ta de un comportamiento muy propagado entre toda la po-
blación por el que cualquier persona puede, en un momen-
to dado, ser objeto de alguna conducta discriminatoria, y
ante la aguda situación crítica del sistema penitenciario que
priva en el país, se da preferencia a medidas de justicia al-
ternativa que obligarían a pagar multa, pero además a reco-
nocer que la reparación del daño, forzosamente, se tiene que
dar con trabajo en favor de la comunidad dirigido a la o las
personas discriminadas, aunado a un taller que el agente
discriminador tomará en materia de discriminación e igual-
dad, con énfasis en la discriminación que cometió. Por su
parte, la privación de la libertad será una medida aplicable
para los casos que, a juicio del juez, sean de una magnitud
más severa o en algunos ineludibles.

En este último tenor se encuentran conductas tales como las
de dar financiamiento o soporte material a actividades que
tengan como propósito discriminar, y mucho más la de fun-
dar o dirigir cualquier organización o red social que tenga
por objeto la discriminación. La pena será agravante en los
casos de terrorismo o en acciones de carácter paramilitar.

Ante el panorama de violencia abierta que nos inunda, me-
diante comportamientos que van desde el acoso u hostiga-
miento laboral o escolar (mal llamado bullying), hasta los
crímenes por odio, resulta imprescindible visualizar a la in-
citación a la violencia como una conducta discriminatoria
digna de penalización y rechazo. Hacia el mismo punto se
encamina el hecho de difundir información públicamente o
emitir opiniones y comentarios cuyo contenido tenga la
abierta intención de denigrar a una o varias personas con
base en la discriminación.

Se incluye la acción de excluir o establecer un trato dife-
renciado y desigual para evitar u obstaculizar que alguien
acceda a algún derecho, servicio, bienes o lugares de los
que gozan el resto de las y los ciudadanos, que es una con-
ducta típica de este delito.

En total se proponen siete tipos penales por discriminación,
ya que la negación o afectación del empleo, labor o trabajo
de alguien por un motivo discriminatorio, se resalta de ma-
nera especial, para hacerse proceder sólo en caso de que el
empleador se niegue a cumplir con una sanción previa que
provenga de autoridad administrativa.

Si en general, los actos discriminatorios son rechazables, lo
son aún más aquellos que se dan al cobijo de las institucio-
nes del Estado. Por ello, en esta iniciativa se contempla in-

crementar en una mitad la pena en su mínimo y máximo, si
un acto discriminatorio es cometido por un servidor públi-
co, ya sea por acción u omisión, o bien, si éste no muestra
la debida diligencia reclamada en varios tratados interna-
cionales, así como la inhabilitación para el empleo o cargo
público por un período de dos a cuatro años.

Dada su naturaleza, este delito se perseguirá por querella y
el perdón del ofendido sólo será procedente cuando se haya
reparado totalmente el daño causado a la víctima. Lo ante-
rior en virtud, de que la legislación ya prevé actuaciones por
oficio en situaciones sancionables con medidas de carácter
administrativo por instancias como el Consejo Nacional pa-
ra Prevenir la Discriminación o, en su defecto, ante la Co-
misión Nacional de Derechos Humanos los cuales a su jui-
cio pueden aconsejar proceder penalmente a la víctima y
para ello se tendrá un mejor respaldo como el que prepara
esta iniciativa.

La sanción que se ha establecido para las conductas delicti-
vas señaladas tiene un rango que va desde los seis meses a
seis años de prisión o de mil a tres mil quinientos días mul-
ta y de trescientos a cuatrocientos días de trabajo en favor
de la comunidad. Como ya se mencionó, en los tipos más
graves será siempre aplicable la pena privativa de la liber-
tad, sin menoscabo de otras medidas que determine la o el
juez.

Asimismo se propone que quien en el ejercicio de sus acti-
vidades públicas, profesionales o empresariales, niegue o
restrinja el acceso a bienes o servicios a que tuviere derecho
una persona motivado en la discriminación tendrá la misma
sanción, además de la inhabilitación para el ejercicio de la
profesión, oficio, industria o comercio de que se trate, por
un período de uno a cuatro años, lo que equivale a la clau-
sura de un local comercial.

Finalmente se añade el considerar como ventaja en los deli-
tos de homicidio y lesiones al hecho en que se actúe moti-
vado en la discriminación, lo cual es una agravante de am-
bos delitos ya que se trata de un crimen de odio. En todo
caso, la carga de la prueba recae en el agente discriminador.

b) Toda vez que la reforma sustantiva penal por sí sola no
garantiza la aplicación de la sanción a las conductas discri-
minatorias, es que se propone que además de practicarse to-
dos los exámenes periciales correspondientes, el Ministerio
Público y sus auxiliares realizarán la investigación del deli-
to de discriminación de acuerdo a un Protocolo de actua-
ción, que será incorporado al Código Federal de Procedi-
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mientos Penales. Lo anterior conlleva a generar parámetros
y modelos muy claros de investigación de las conductas dis-
criminatorias, lo cual coadyuvara a la no impunidad de este
delito.

Tal proceder se debe precisamente a la invisibilidad y pre-
juicios que habitan en el mismo sistema de justicia en for-
ma de prácticas discriminatorias cuyo resultado se traduce
en una re-victimización, reafirmante de la vulnerabilización
social. Cabe aclarar que aquí se recurre al término víctima
por tratarse de una materia penal. La elaboración de un Pro-
tocolo se erige entonces en un importante instrumento para
revertir dichas prácticas y para generar datos destinados a
nutrir a las políticas públicas.

Para llevar una correcta armonización con respecto a este
tema, se propone garantizar, como parte de un debido pro-
ceso, que se brinde asistencia a las víctimas con traductor o
intérprete, de acuerdo a sus circunstancias personales.

c) El tercer aspecto de la iniciativa se enfoca a fortalecer la
norma reglamentaria que es la Ley Federal para Prevenir y
Eliminar la Discriminación, porque de ella se derivan di-
rectrices para la orientación de las acciones de política pú-
blica en áreas sensibles.

Aún y cuando dicha ley emana de la reforma constitucional
de 2001, que introdujo en el tercer párrafo del Artículo Pri-
mero Constitucional, la nueva reforma a la Carta Magna en
materia de Derechos Humanos obliga a expresar este tras-
cendental paso, debido a la repercusión política y jurídica
que conllevará para este Derecho protector de los demás de-
rechos fundamentales. Para dimensionar la relevancia por el
cambio de la naturaleza y el nuevo papel constitucional que
emerge con la introyección de los Derechos Humanos y su
consecuencia sobre el Derecho a la Igualdad y no Discrimi-
nación que le vértebra, se propone subrayar el hecho, ya que
hasta la fecha, sólo se consideraba, como una mención de
los tratados internacionales y ahora representa un tácito
acuerdo nacional.

Bajo esta consideración se hace la modificación relativa a lo
que es discriminación especificando concretamente las
prácticas o conductas que se consideran discriminación, es-
tableciendo la acción, motivos, efecto o resultado de las
mismas.

Para hacer congruente esta reforma con el nuevo capítulo de
Derechos Humanos y las Garantías de la Carta Magna, se
propone que son supletorios a la Ley Federal para Prevenir

y Eliminar la Discriminación entre otros ordenamientos le-
gales aplicables como los tratados internacionales en mate-
ria de discriminación de los que México sea parte, los que
tienen que ver con derechos humanos y contra el racismo.

Por una correcta armonización legislativa en todo el cuerpo
de la Ley en comento, se deja de hablar de grupos de per-
sonas, término que es incorrecto, para hablar de varias per-
sonas o población.

Otro de los aspectos que con esta iniciativa se revisan es el
de la precisión y ampliación que permita dejar claro que
ninguna conducta discriminatoria es permitida, para lo cual
se propone ampliar el catálogo de éstas. Así por ejemplo, se
específica que impedir, limitar, restringir el acceso a la pro-
curación e impartición de justicia, a la coadyuvancia y a la
reparación del daño, es una conducta discriminatoria; pues
en muchas ocasiones, sobre todo en los casos de homicidios
de personas transexuales, se impide coadyuvancia a quienes
no son familiares directos de la víctima, aún cuando sean
víctimas indirectas. Asimismo, la reforma de algunas frac-
ciones tiene que ver con procurar una mejor redacción que
permita adecuar la Ley conforme a lo que México se ha
comprometido en los tratados internacionales en la materia.

Las proponentes afirman que los poderes públicos federales
deberán eliminar aquellos obstáculos que limiten en los he-
chos su ejercicio e impidan el pleno desarrollo de las perso-
nas así como su efectiva participación en la vida política,
económica, cultural y social del país y promoverán la parti-
cipación de las autoridades de los demás órdenes de Go-
bierno y de los particulares en la eliminación de dichos obs-
táculos y en virtud de que se trata claramente de un mandato
hacia los poderes públicos para que adopten políticas diri-
gidas a lograr la igualdad efectiva o real, existe en relación
a este precepto una deficiencia acerca de qué debe enten-
derse por la indicación de “remover” los obstáculos que im-
piden la igualdad material. De ahí que se reforma gran par-
te del articulado relativo a las medidas positivas de carácter
temporal y compensatorias a favor de la igualdad de opor-
tunidades, buscando una adecuación uniforme.

Un cambio importante es el que se plantea al no establecer
un catálogo específico de medidas compensatorias, sino que
se atiendan éstas de manera general a las personas común-
mente discriminadas, sin que la Ley sea limitativa, sino que
por el contrario se permita una variedad de acciones afir-
mativas. Así es que las proponentes señalaron las caracte-
rísticas que debe tener toda medida de este tipo, para así
evitar su confusión con los derechos a los que están enca-
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minadas a hacer cumplir, al hacer la distinción de que una
medida es el medio para garantizar un derecho o un con-
junto de ellos.

Se estima pertinente ampliar el objeto del Conapred, como
ente rector en la materia, para que en coordinación con la
instancia autónoma responsable de hacer las mediciones na-
cionales que es el Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía, se lleve un mejor pulso del fenómeno estipulándose
así en la Iniciativa que se reconozca su tarea de dictar los
criterios a prevalecer en los sistemas de información oficial
que son utilizados a su vez para regir el perfil de las políti-
cas públicas, con ese cambio se pretende además facilitar la
aplicación de las metodologías diseñadas para vigilar el
cumplimiento de los instrumentos jurídicos en materia de
derechos humanos que han venido proyectando instancias
como la de la Oficina de la Alta Comisionada de Naciones
Unidas en Derechos Humanos y los datos requeridos para el
Examen Periódico Universal de Comités de Tratado en lo
que toca al tema de la discriminación.

Se propone ampliar las atribuciones que tiene el Consejo
para el cumplimiento de su objeto para estipular que le co-
rresponde dar difusión al contenido de la Carta Magna y del
Código Penal Federal, en lo relativo a los derechos huma-
nos y la no discriminación; asimismo y con la finalidad de
que las dependencias del Ejecutivo de la Unión integrantes
de la Junta de Gobierno tengan un papel efectivo y real-
mente transformador en la ejecución de políticas públicas
con impacto cierto en el combate contra la discriminación,
el Consejo tendrá la atribución de recibir anualmente el in-
forme de cada dependencia respecto de la rendición de
cuentas en materia de prevención y eliminación de la dis-
criminación en el que se indicarán los montos presupuesta-
les designados para tal fin, los objetivos planteados y los lo-
gros alcanzados.

Se propone que a la Junta de Gobierno se incorporen dos re-
presentantes más del Poder Ejecutivo Federal que son cru-
ciales en el diseño, ejecución, evaluación y seguimiento de
políticas públicas dirigidas a combatir la discriminación, la
Secretaría de Desarrollo Social y la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, asimismo con la finalidad
de generar el equilibrio necesario que requiere dicha Junta,
se amplía el número de integrantes designados por la Asam-
blea Consultiva a siete.

Las proponentes manifiestan también que existe en la so-
ciedad una alta expectativa de que el gobierno sea el princi-

pal promotor del combate a los prejuicios y estereotipos, lo
que hace necesario elevar el nivel de incidencia del Cona-
pred, a efecto de avanzar en la consolidación de una políti-
ca de Estado. En México, uno de los problemas más fre-
cuentes para identificar los contornos precisos de la
legislación y la lucha institucional contra la discriminación
reside en la dificultad de situarla en la agenda de la vida pú-
blica, es decir, en colocarla en el mapa de las acciones esta-
tales y sociales.

En la iniciativa se fijan los requisitos específicos que debe
cubrir quien sea titular de Conapred, que atiendan a la pe-
culiaridad propia del cargo, como ser ciudadana o ciudada-
no mexicano en pleno ejercicio de sus derechos políticos y
civiles, tener cuando menos treinta y cinco años de edad el
día de su nombramiento, poseer conocimientos amplios en
la problemática de la discriminación y su prevención, en de-
rechos humanos y del marco normativo vigente en dichas
materias; gozar de buena reputación, trayectoria en el com-
bate contra la discriminación, tener comprensión, compro-
miso y capacidad probada respecto del concepto amplio del
tema, no haber sido sentenciado por delitos patrimoniales,
ambientales, o aquellos que atenten contra la libertad y el
normal desarrollo psicosexual, la vida y la integridad cor-
poral o contra la libertad, ni haber sido inhabilitado para
ejercer el comercio o para desempeñar un empleo, cargo o
comisión en el servicio público; no haber desempeñado car-
go alguno en los órganos de impartición de justicia, partido
político o en la administración pública local o federal du-
rante los últimos dos años anteriores al día de su designa-
ción; no ser cónyuge o pariente consanguíneo o por afinidad
hasta el cuarto grado o civil con cualquiera de los integran-
tes de la Junta de Gobierno; no tener litigios pendientes con
el Consejo o los organismos autónomos de derechos huma-
nos; no ser o haber sido ministro de algún culto religioso y
no haber prestado servicio en las fuerzas armadas.

Las proponentes también señalan que todo esfuerzo por
convertir una vivencia sólida y real la igualdad de todos an-
te la ley y la sociedad, merece un aplauso y reconocimien-
to. De este modo, en la presente iniciativa, se crea uno para
quienes promuevan acciones contra la discriminación y son
capaces de atreverse a plantear lo que se ha invisibilizado
en el sistema normativo y social: la discriminación existe en
cualquier ámbito y quien, en su actividad productiva, gene-
re acciones incluyentes y de combate a este flagelo se hará
acreedor a tan digno reconocimiento, adicional a la reduc-
ción de contribuciones tributarias que el Código Fiscal Fe-
deral ya prevé.
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También se propone crear el Premio Nacional contra la Dis-
criminación “Gilberto Rincón Gallardo”, la intención de
fincar esta presea cumple con una función central en la es-
trategia porque le apuesta a hacer de la diversidad y su res-
peto un valor sumamente apreciable, pero además porque
busca insertar una guía ética en el factor educativo y cívico
de esta tarea de transformación cultural. La contracara de
las conductas discriminatorias que meritorias de políticas
deliberadas de avergonzamiento, reproche y desaprobación,
debe complementarse con una mirada en sentido positivo al
más alto nivel posible.

d) Se propone agregar el concepto discriminación en la lis-
ta de fenómenos sociales de los que se encarga el Instituto
Nacional de Estadística y Geografía, de esta manera el es-
tudio de la discriminación se añade a la complejidad de una
realidad conformada por temas como los de población y di-
námica demográfica, salud, educación, empleo, discrimina-
ción, distribución de ingreso y pobreza, seguridad pública e
impartición de justicia, gobierno y vivienda.

La desigualdad exige que la política social del Estado (la
que lidia directamente con el fenómeno de la pobreza y la
desigualdad de ingresos) acrecenté la cohesión social defi-
nida sobre la base del derecho a la no discriminación. Si tal
derecho es primero, una protección contra el desprecio y la
exclusión sociales, y luego, una llave de acceso para el ejer-
cicio del resto de derechos de una sociedad democrática, las
políticas requieren funcionar con propósitos declarados de
igualdad. 

En conclusión la incitativa en estudio incorpora el análisis
de las repercusiones éticas y jurídicas de la reforma Consti-
tucional en materia de Derechos Humanos de 2011, la cual
exige respuestas de gran alcance para la reconstrucción del
tejido social, mediante el fortalecimiento del marco legal y
la implementación políticas públicas encaminadas a des-
aparecer la cultura basada en un individualismo excluyente
que daña el respeto por la dignidad de las personas y con
ello las reglas de convivencia de la vida cotidiana, instalada
y operando desde las instituciones del Estado y de la socie-
dad porque es re-productora de desigualdad, pobreza y vio-
lencia.

Menciona que no basta con admitir la plena vigencia del
conjunto de Derechos Humanos, si no que es necesario re-
afirmar el criterio de que éstos son exigibles sin excepcio-
nes y fortalecer su institucionalidad con conceptos, proce-
dimientos e instrumentos que brinden una respuesta
efectiva, diligente y adecuada frente a la discriminación

presente en la vida cotidiana causada por estigmas y prejui-
cios que impregnan, también, los servicios que presta el Es-
tado en ámbitos como salud, educación, procedimientos del
sistema de justicia, oportunidades laborales, diseños arqui-
tectónicos y trazos urbanos, funcionalidad de los medios de
transporte y hasta la adaptación o el uso comercial de los
avances tecnológico.

En suma, un avance legislativo de vanguardia que permite
transitar desde la ley a un México sin discriminaciones, lo
que deberá traducirse en una población igualitaria y gobier-
no respetuoso y garante de dicho dicho.

III. Análisis y consideraciones

Primera. El verdadero alcance de fenómenos profunda-
mente arraigados en la sociedad es una tarea intelectual di-
fícil. Es lo que sucede con la discriminación, un fenómeno
social que es parte –aparentemente– inamovible de la cultu-
ra humana. De hecho, no se trata de un rasgo que refleja el
grado de desarrollo de una sociedad o de un fenómeno co-
yuntural que responde a determinadas condiciones históri-
cas. Su existencia parece estar ligada a factores que son pro-
pios de la naturaleza humana, así como de los
condicionamientos que surgen de la vida colectiva. Más
bien, lo que es interesante de resaltar es la fuerza que la dis-
criminación alcanza en determinadas sociedades, así como
el impacto que tiene en las leyes y en las modalidades de
funcionamiento de cada sociedad en particular.

De hecho, en la vida social opera una multiplicidad de for-
mas de discriminación, muchas de ellas imperceptibles pa-
ra los mismos actores cuyas ideas y comportamientos inspi-
ran. El inconsciente ocultamiento o invisibilidad que
adquieren muchas veces ciertas modalidades de discrimina-
ción, debidos a las creencias o ideologías que prevalecen
por cortos o largos períodos en las sociedades humanas,
además de sorprender, muestran la relevancia de sus condi-
cionamientos sociales.

En todas las sociedades existen fuertes cargas de discrimi-
nación que actúan con diferentes pesos, según los casos y
las circunstancias de su manifestación. Lo cierto es que, en
la medida en que se suscitan corrientes “homogeneizado-
ras”, lo habitual es el desencadenamiento de fuerzas contra-
puestas que apuntan a la “diferenciación”, a generar “dis-
tinciones” y, como resultado, a crear líneas de separación.
Es en este marco que opera la discriminación, cualquiera
sea el fundamento en el cual se sustenta: racial, ideológico,
político, de género, religioso, etc.
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El artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos prohíbe la discriminación, hacer vigente di-
cha prohibición requiere de un proceso de reforma no sólo
legislativa, sino de la política pública, que permita que efec-
tivamente en la diferencia todas y todos los mexicanos sean
iguales ante la ley, pero también en la práctica, en la reali-
dad, en lo cotidiano.

Se debe realizar una seria transformación en diversos orde-
namientos legales que permitan que el derecho a la no dis-
criminación contenido en la Carta Magna y en un gran nú-
mero de Tratados Internacionales suscritos y ratificados por
México, por ello esta comisión dictaminadora coincide con
la iniciativa y emite el presente dictamen. 

Segunda. Esta comisión dictaminadora coincide plenamen-
te con el contenido de la iniciativa materia del presente dic-
tamen, en el sentido de que legalmente deben generarse he-
rramientas eficientes y suficientes para prevenir y combatir
la discriminación.

Desde que se recibió la iniciativa las y los diputados inte-
grantes de esta Comisión de Justicia se han avocado al aná-
lisis de la misma, recibiéndose aportaciones importantísi-
mas que han permitido llegar al presente dictamen.

Antes de entrar al análisis estrictamente técnico-jurídico
creemos pertinente de manera introductoria desglosar el tér-
mino discriminación, que tiene su origen en la palabra lati-
na discriminatio, cuyo significado es el de distinción, sepa-
ración. A la vez, según el Diccionario de la Real Academia
de la Lengua Española, discriminar conlleva tres significa-
dos: uno, “separar, distinguir, diferenciar una cosa de otra”;
dos, “dar trato de inferioridad a una persona o colectividad,
por motivos raciales, políticos o religiosos, etc.; y, tres,
“apreciar dos cosas como distintas o como desiguales”.

La discriminación constituye un fenómeno social que ha
suscitado una permanente atención en el campo de las cien-
cias sociales, especialmente en el de la sociología y la psi-
cología. En general, la sociología ha tratado la discrimina-
ción en el marco de teorías sobre las relaciones étnicas y
raciales. La mayoría de los análisis sociológicos han enfati-
zado los patrones de dominación y opresión, consideradas
como expresiones de luchas por poder y privilegios. La psi-
cología social ha analizado la discriminación en relación
con el prejuicio, y éste, a su vez, con tipos de personalidad.

Teorías psicoanalíticas señalan una clase de personalidad
autoritaria como la más tendiente a manifestar actitudes in-

flexibles asociadas con el prejuicio. En un amplio margen,
la definición social científica más extendida del fenómeno
de discriminación coincide con la ofrecida por el Dicciona-
rio de la Academia, en el sentido de definir la relación con
“el otro” de manera asimétrica, es decir, de superioridad-in-
ferioridad. Es lo que resalta Fairchild al definir el concepto
como el “trato desigual dispensado a grupos que tienen un
status en principio igual”. En esa misma línea se manifiesta
Alan Birou, quien, en el Dictionnaire Practique des Scien-
ces Sociales (mencionado en el Diccionario publicado por
la UNESCO), destaca lo siguiente: “... se dice que existe
discriminación social cuando, en un grupo o en una socie-
dad, una parte de la población recibe un trato diferente y
desigual con relación al conjunto”, a lo que agrega: “En
principio y en derecho, la parte que sufre la discriminación
se encuentra en el mismo estatuto legal que las otras... Pe-
ro, en la práctica, resulta lesionada en sus derechos, privada
de los beneficios comunes o vinculada a obligaciones parti-
culares”.

Dado que estas consideraciones conceptuales no abrigan
otra finalidad que optar por un marco analítico para orien-
tar eficazmente la observación de manifestaciones discrimi-
natorias más usuales que operan en la realidad, es conve-
niente hacer algunas puntualizaciones. En primer lugar, es
importante distinguir entre la discriminación que se expre-
sa en la relación individual y la que se presenta como un fe-
nómeno social. En este caso, se trata del desagrado, la su-
bestimación o descalificación que una persona siente por
otra persona como individuo singular. Es un tipo de rela-
ción, o más precisamente de discriminación, netamente in-
terindividual.

Un segundo aspecto tiene que ver con la relación que co-
múnmente se establece entre la discriminación social y el
prejuicio, como ya se ha mencionado. La discriminación
debe ser considerada como una directa expresión de los pre-
juicios existentes en un colectivo determinado. En este or-
den, son los prejuicios los que determinan los comporta-
mientos discriminatorios que llevan a justificar las acciones
de exclusión del otro. Cuando se ha tratado de sustentar tal
exclusión por diversos elementos, como los de carácter bio-
lógico, tal como el de la raza superior esgrimido por el na-
zismo, el destaque del papel de los prejuicios ha permitido
avanzar hacia las auténticas raíces de la discriminación so-
cial. Aun cuando se ha reconocido el papel relevante que
desempeñan los prejuicios en generar diferentes formas y
grados de discriminación, y en particular el de justificarlas,
es necesario alertar que en el ámbito de la sociedad se da
una variedad de “prejuicios” que no desencadenan compor-
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tamientos sociales discriminatorios, y viceversa, situación
que no debe ser ajena en el ámbito de la justicia.

Tercera. Una consideración no menos significativa para el
entendimiento de la discriminación como un fenómeno so-
cial tiene que ver con la perspectiva teórica a partir de la
cual se le examina e interpreta. En otros términos, la expli-
cación que se adopte respecto a la naturaleza y al funciona-
miento de las sociedades, marca el fondo y el alcance que
puedan atribuirse a fenómenos colectivos como el de la dis-
criminación.

Cuando se trata del paradigma estructural-funcionalista, el
punto de partida es que toda sociedad constituye un sistema
en equilibrio. Por consiguiente, cualquier situación de cam-
bio es considerada como un estadio meramente transicional
al que le sigue necesariamente el estadio donde la sociedad
readquiere su condición natural de estabilidad, sea en su es-
tadio original o con algún grado de modificación; es decir,
un grupo de valores fundamentales que se suponen acepta-
dos por todos o por la mayor parte de los integrantes de la
sociedad, que determinan la forma de cada sistema social
particular. En esta cosmovisión funcionalista, la considera-
ción de la discriminación social parte de un supuesto clara-
mente conservador que, sin excluir su rechazo desde una
perspectiva más bien ética, termina simplemente “explican-
do” su existencia y función.

Una interpretación muy distinta surge cuando la visión de la
sociedad se sustenta en la idea de una realidad donde el con-
flicto mantiene una vigencia permanente. El asumir que el
conflicto constituye “un componente permanente de toda
sociedad” y que explica su dinámica interna, supone reco-
nocer que la realidad social se caracteriza por la existencia
de una permanente situación de divergencias. Es lo que se
percibe en los conflictos raciales; en las manifestaciones
más agudas de estos conflictos, el logro de los objetivos de
una parte puede realizarse solamente con la eliminación de
la contraparte como sujeto activo, o sea, quitándole todo po-
der o, incluso, todo derecho.

El análisis de la discriminación por motivo o prejuicio de
raza, o más adecuadamente de etnicidad, como lo han des-
tacado algunos/as autores/as, brinda igualmente la oportu-
nidad de observar el valor explicativo de la perspectiva de
conflicto, en el que el poder adquiere una especial resonan-
cia.

Lo expuesto lleva a aceptar la idea de que el tema de la dis-
criminación se encuentra estrechamente ligado a hechos ta-

les como la heterogeneidad de todo sistema social, entendi-
da como la existencia de la disparidad de intereses, posicio-
nes de influencia y recursos, la incidencia de las relaciones
de poder y la dinámica de conflicto de la sociedad.

En suma, la discriminación supone necesariamente la pre-
sencia de dos o más partes y, por tanto, una que discrimina
y excluye, y otra que es discriminada y excluida.

Pero, tal como se indicó con anterioridad, cuando se dan las
situaciones de prejuicios entre partes, que suponen una hi-
potética relación de asimetría, la discriminación puede no
darse o manifestarse al punto de pasar desapercibida, mar-
cadamente atenuada o, incluso, ofreciendo condiciones es-
pontáneas de marginación u ocultamiento de quiénes son
sujetos de tal calificación. Por un lado, es el margen de des-
igualdad de poder que media en esta relación el que ali-
menta el grado de impacto que socialmente produce la dis-
criminación; y, por otro, la capacidad del grupo
discriminado de “tomar conciencia” de la situación y alcan-
zar los recursos necesarios (ideológicos, políticos, legales y
materiales) para entablar la lucha por revertir la situación de
desigualdad que lo mantiene en la posición de subordina-
ción.

El fortalecimiento que han venido adquiriendo algunos mo-
vimientos como los indígenas, los que reivindican la igual-
dad de género, o los que pugnan por los derechos de la di-
versidad sexual, en las últimas décadas, constituye una
señal inequívoca no solamente del hecho de estar dándose
un fortalecimiento de auto- concientización de esta parte de
la sociedad, sino también de contar con crecientes márgenes
de acceso y control de una importante cuota de recursos de
poder (participación política, acceso a los medios de comu-
nicación masiva, emergencia de cuadros competentes de li-
derazgo, inserción creciente de la mujer en el mercado la-
boral, etc.).

El esquema analítico sumariamente presentado en los pun-
tos anteriores brinda elementos conceptuales que permiten
un seguimiento de la variedad de formas de discriminación
que se dan en las sociedades. Ahora bien, en este análisis se
pretende examinar las manifestaciones actuales más noto-
rias de la discriminación, esas que dieron con el viraje polí-
tico hacia la democratización y, que finalmente produce los
efectos de construcción de una nueva ciudadanía. De una
ciudadanía que se apropia de sus derechos y los hace valer,
y ante ello la ley debe brindar las herramientas para lograr-
lo plenamente.
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Cuarta. Bajo la premisa de que todas las personas nacen li-
bres e iguales en dignidad y en derechos, el marco interna-
cional de los derechos humanos busca incidir para que en
todos los ordenamientos legales se integren a los valores
universales que los Estados se han comprometido a promo-
ver, proteger, garantizar y cumplir. Los principios de igual-
dad y el de no discriminación, son vitales.

A partir de la Declaración Universal de los Derechos Hu-
manos, la búsqueda de la igualdad de jure y la eliminación
de todas las formas de discriminación, ha sido una constan-
te que promueve, que ninguna persona en el mundo perma-
nezca sin ejercer este derecho, y que acceda a los beneficios
sociales, económicos, culturales o de otra índole que le ha-
yan sido negados por discriminación, desprecio o exclusión.

Es así como los principios de igualdad y no discriminación
se proponen no sólo incorporarse a las normas que regulan
la vida del país, sino que va más allá, plantea una transfor-
mación en las estructuras políticas, sociales y culturales pa-
ra que efectivamente todos los seres humanos seamos libres
e iguales en dignidad y derechos.

La discriminación constituye la principal barrera para un
desarrollo en igualdad de condiciones. Por ello, se recono-
ce que a pesar de la promoción y existencia de diversos ins-
trumentos internacionales de derechos humanos, siguen
siendo objeto de importantes actos de discriminación.

México ha hecho esfuerzo legislativos importantes en la
materia, ahí tenemos las modificaciones constitucionales de
los artículos 4º, ocurrida en 1974, que incluyó el principio
de igualdad mujer-hombre; y la reforma al artículo 1º cons-
titucional, en 2001, al establecer el derecho a la no discri-
minación.

Posterior a dichas reformas constitucionales el Congreso de
la Unión aprobó, en junio de 2003, la Ley Federal para Pre-
venir y Eliminar la Discriminación, cuya finalidad es que el
Estado promueva la igualdad real y elimine los obstáculos
que limitan esta igualdad; también considera medidas para
prevenir la discriminación en los campos educativo, laboral,
de salud, político y de justicia; esta Ley incorpora por pri-
mera vez en el sistema jurídico mexicano, las llamadas me-
didas de acción afirmativa que promueve el artículo 4º de la
Convención sobre la Eliminación de todas las formas de
Discriminación contra la Mujer (CEDAW), definidas como
aquellas medidas de carácter temporal, encaminadas a ace-
lerar la igualdad de facto entre las mujeres y los hombres.
Estas disposiciones se encuentran señaladas en la Ley Fe-

deral para Prevenir y Eliminar la Discriminación, como me-
didas positivas y compensatorias a favor de la igualdad de
oportunidades, que deberán adoptar los órganos públicos y
las autoridades federales, mismas que coincidiendo con la
Iniciativa materia de este Dictamen es necesario reforzar.

Su peso especifico y de ahí la relevancia que tiene la refor-
ma constitucional en materia de derechos humanos de junio
de 2011, la cual representa un cambio fundamental, una
nueva mirada para analizar e interpretar no sólo la propia
Carta Magna, sino cada uno de los elementos que compo-
nen nuestra ingeniería jurídica y que aún con los avances
del proceso legislativo en marcha, es imperioso modernizar
instituciones, revisar facultades, definir atribuciones y res-
ponsabilidades claras, límites al accionar, posibilidades de
articulación, cooperación y coordinación operables efecti-
vamente en la realidad. Por supuesto que en el tema de dis-
criminación, también brinda un giro importante al haberse
reformado el párrafo quinto del artículo primero, relativo a
la prohibición de la discriminación en el país.

No debe soslayarse en la vida jurídica de México la impor-
tancia que tienen las distintas recomendaciones emitidas en
el ámbito internacional e interamericano de derechos huma-
nos, ya sea que vengan dictadas por algún relator temático
o por los propios Comités de Tratado, quienes han insistido
en sus diversas resoluciones, sobre la responsabilidad de los
Estados y sus gobiernos en hacer posible el ejercicio pleno
de los derechos sin discriminación.

Al respecto, el Comité de Derechos Humanos de Naciones
Unidas en su Observación General 28 del año 2000, insistió
que los Estados son responsables de asegurar el disfrute de
derechos en condiciones de igualdad y sin discriminación
alguna (Párrafo 3).

En el mismo sentido se pronunció la Comisión de Derechos
Humanos de las Naciones Unidas en su resolución 2003/45
de fecha 23 de abril del 2003, al insistir que el racismo, la
discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de
intolerancia se manifiestan de forma diferenciada para las
personas, y que éstas pueden ser factores que llevan al de-
terioro de sus condiciones de vida, tales como: la pobreza,
la violencia, las formas múltiples de discriminación y la li-
mitación o denegación de sus derechos (Párrafo 11 del Con-
siderando).

En el ámbito interamericano, la Convención Americana so-
bre Derechos Humanos garantiza en el artículo 24 que “to-
das las personas son iguales ante la ley” y establece un con-
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junto de obligaciones que los Estados deben cumplir para
hacer posibles los derechos reconocidos en esta Conven-
ción. Asimismo, la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos ha exigido a los Estados Parte a través de diver-
sas recomendaciones, que la legislación nacional contemple
la protección de este derecho, como es el caso del Informe
número 4/01 caso 11.625.

Muy recientemente (9 de marzo de 2012) el Comité para la
Eliminación de la Discriminación Racial de Naciones Uni-
das, en las observaciones finales que hizo a México respec-
to de los informes periódicos números decimosexto y deci-
moséptimo, le hace recomendaciones especificas al Estado
mexicano de las cuales se resalta la falta de legislación in-
terna que tipifique como acto punible toda difusión de ide-
as basadas en la superioridad o en el odio, toda incitación a
la discriminación, así como todo acto de violencia motiva-
do en la discriminación.

Es por todo ello que esta Comisión de Justicia coincide en
que es pertinente, oportuno y necesario aprobar la iniciativa
que aquí se dictamina.

Quinta. A la vez de que se atiende a las recomendaciones
internacionales a las que ya se hace referencia, es de desta-
car que la iniciativa en estudio realiza una amplia armoni-
zación legislativa en relación a los instrumentos jurídicos
internacionales que a continuación se enlistan :

• Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

• Convención Internacional sobre todas las formas de
Discriminación Racial

• Convenio 111 sobre Discriminación de la Organización
Internacional del Trabajo (OIT)

• Convención sobre la Eliminación de todas las Formas
de Discriminación contra la Mujer

• Convención sobre los Derechos del Niño

• Convenio OIT 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales

• Convención sobre los Derechos de las Personas con
Discapacidad

• Declaración y Programa de Acción de Durban

• Principios de Yogyakarta sobre la Aplicación de la Le-
gislación Internacional de Derechos Humanos en Rela-
ción con la Orientación Sexual y la Identidad de Género.

• Resolución de la Asamblea General de la ONU: Dere-
chos Humanos, Orientación Sexual e Identidad de Géne-
ro

• Convención Americana sobre Derechos Humanos

• Protocolo adicional a la Convención Americana sobre
Derechos Humanos en materia de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”

• Convención Interamericana para la Eliminación de To-
das las Formas de Discriminación contra las personas
con Discapacidad

• Principios y buenas prácticas sobre la protección de las
personas Privadas de Libertad en las Américas

• Resolución de la Asamblea General de la OEA: Dere-
chos Humanos, Orientación Sexual e Identidad de Géne-
ro

Así también damos cumplimiento en la legislación interna
a los principios y postulados señalados en los tratados in-
ternacionales suscritos y ratificados por México en materia
de derechos humanos y, en particular, en el derecho de to-
das las personas a la no discriminación.

Sexta. Para esta Comisión dictaminadora resulta trascen-
dente resaltar que de nada sirven las leyes si éstas no alcan-
zan a todas las personas, si éstas son en la práctica ciegas
ante la desigualdad, si éstas no son generales y de interés
público, si no corrigen la labor gubernamental, si son per-
misivas a los privilegios basados en el estigma y el prejui-
cio, si no son parejas considerando la diversidad existente.
A un Estado democrático y republicano no le son útiles las
normas que, por acción o por omisión, no favorecen el res-
peto y la corresponsabilidad entre la totalidad de los indivi-
duos bajo su jurisdicción.

La discriminación hace precisamente eso: separar sin que
existan razones justas el alcance de la aplicación y protec-
ción de las leyes para cierta población, negándoles sustanti-
vamente el goce de sus derechos fundamentales, aunque en
lo formal éstos se expresen, y permitiendo con ello la pre-
valencia de privilegios para unos cuantos. Por ese motivo,
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desde su nacimiento, los Derechos Humanos respaldan su
carácter universal en la prevención y eliminación de esta re-
prochable actitud ante el Derecho, convirtiéndolo en un im-
prescindible sello inscrito en todo tratado internacional en
la materia.

El derecho constitucional no puede comprenderse en este
nuevo siglo sin el deliberado y contundente activismo del
Estado contra este flagelo humano, no sólo en el espacio le-
gislativo e institucional sino primordialmente en el educati-
vo, donde se construye la ciudadanía. La reciente Reforma
en materia de Derechos Humanos hace un tránsito de enor-
me magnitud en el renglón de la educación formal, al mo-
dificar el Artículo Tercero Constitucional, sin embargo, es-
te proceso es, a todas luces, insuficiente para realizar la
transformación cultural requerida para aniquilar la profun-
didad de la discriminación.

Estado y sociedad deben darse instrumentos concretos y efi-
cientes para propiciar la urgente recomposición del tejido
social, sobre renovadas bases de reconocimiento a las visi-
bles diferencias identitarias que constituyen la vida nacio-
nal, y hacerlo, en sintonía con un contexto democrático cu-
yo apego a los Derechos Humanos resulta ya de si
incuestionable e irreversible. Cualquier tardanza en incor-
porar el elemento central de la no discriminación que trae
consigo este nuevo paradigma jurídico conlleva altos cos-
tos, no sólo porque deja intactas las estructuras sobre las
cuales se sostienen las ancestrales brechas de la desigual-
dad, sino porque implica avalar la rearticulación de relacio-
nes de poder que merman la confianza en la aplicación jus-
ta y cobertura general de las leyes. Es así que esta Comisión
de Justicia coincide plenamente con la Iniciativa que se dic-
tamina.

Séptima. Apenas el 16 de abril de 2012 el Ejecutivo Fede-
ral en Diario Oficial de la Federación, publicó el Acuerdo
por el que se aprueba el Programa Nacional para Prevenir y
Eliminar la Discriminación 2012, como un programa insti-
tucional, con el objeto de establecer las bases de una políti-
ca pública orientada a prevenir y eliminar la discriminación,
hace referencia a la situación de la discriminación en Méxi-
co y se plantea objetivos para erradicarla.

Por su parte el Poder Judicial, a través de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación y de distintos jueces federales ha
dictado importantes sentencias en lo referente a la discrimi-
nación y la obligación de abatirla, ahí está por ejemplo la
sentencia 2/2010 que hace un análisis profundo en este te-

ma por lo que respecta a homosexuales y lesbianas, o la ju-
risprudencia que a continuación se transcribe.

Registro No. 164779
Localización: 
Novena Época
Instancia: Segunda Sala
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gace-
ta XXXI, Abril de 2010
Página: 427
Tesis: 2a./J. 42/2010
Jurisprudencia
Materia(s): Constitucional

Igualdad. Criterios que deben observarse en el con-
trol de la constitucionalidad de normas que se esti-
man violatorias de dicha garantía. La igualdad norma-
tiva presupone necesariamente una comparación entre
dos o más regímenes jurídicos, ya que un régimen jurí-
dico no es discriminatorio en sí mismo, sino únicamente
en relación con otro. Por ello, el control de la constitu-
cionalidad de normas que se estiman violatorias de la ga-
rantía de igualdad no se reduce a un juicio abstracto de
adecuación entre la norma impugnada y el precepto
constitucional que sirve de parámetro, sino que incluye
otro régimen jurídico que funciona como punto de refe-
rencia a la luz de un término de comparación relevante
para el caso concreto. Por tanto, el primer criterio para
analizar una norma a la luz de la garantía de igualdad
consiste en elegir el término de comparación apropiado,
que permita comparar a los sujetos desde un determina-
do punto de vista y, con base en éste, establecer si se en-
cuentran o no en una situación de igualdad respecto de
otros individuos sujetos a diverso régimen y si el trato
que se les da, con base en el propio término de compara-
ción, es diferente. En caso de que los sujetos comparados
no sean iguales o no sean tratados de manera desigual,
no habrá violación a la garantía individual. Así, una vez
establecida la situación de igualdad y la diferencia de tra-
to, debe determinarse si la diferenciación persigue una
finalidad constitucionalmente válida. Al respecto, debe
considerarse que la posición constitucional del legislador
no exige que toda diferenciación normativa esté ampara-
da en permisos de diferenciación derivados del propio
texto constitucional, sino que es suficiente que la finali-
dad perseguida sea constitucionalmente aceptable, salvo
que se trate de una de las prohibiciones específicas de
discriminación contenidas en el artículo 1o., primer y
tercer párrafos, de la Constitución Política de los Estados
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Unidos Mexicanos, pues respecto de éstas no basta que
el fin buscado sea constitucionalmente aceptable, sino
que es imperativo. La siguiente exigencia de la garantía
de igualdad es que la diferenciación cuestionada sea ade-
cuada para el logro del fin legítimo buscado; es decir,
que la medida sea capaz de causar su objetivo, bastando
para ello una aptitud o posibilidad de cumplimiento, sin
que sea exigible que los medios se adecuen estrecha-
mente o estén diseñados exactamente para lograr el fin
en comento. En este sentido, no se cumplirá el requisito
de adecuación cuando la medida legislativa no contribu-
ya a la obtención de su fin inmediato. Tratándose de las
prohibiciones concretas de discriminación, en cambio,
será necesario analizar con mayor intensidad la adecua-
ción, siendo obligado que la medida esté directamente
conectada con el fin perseguido. Finalmente, debe deter-
minarse si la medida legislativa de que se trate resulta
proporcional, es decir, si guarda una relación razonable
con el fin que se procura alcanzar, lo que supone una
ponderación entre sus ventajas y desventajas, a efecto de
comprobar que los perjuicios ocasionados por el trato di-
ferenciado no sean desproporcionados con respecto a los
objetivos perseguidos. De ahí que el juicio de proporcio-
nalidad exija comprobar si el trato desigual resulta tole-
rable, teniendo en cuenta la importancia del fin perse-
guido, en el entendido de que mientras más alta sea la
jerarquía del interés tutelado, mayor puede ser la dife-
rencia.

Así las cosas, este poder legislativo por su parte con las re-
formas que plantea en este dictamen también está cum-
pliendo con su obligación de garantizar plenamente el dere-
cho a la no discriminación.

Octava. Para las y los diputados integrantes de esta Comi-
sión de Justicia, el factor principal para atacar las causas de
un problema de raíz ética y cultural, como lo es la discrimi-
nación, es emprender un trabajo deconstructivo eminente-
mente educativo. A partir de la reforma al Artículo Tercero
constitucional en materia de Derechos Humanos resulta es-
perable que el país irá dando un giro trascendental y efecti-
vo en este rumbo.

Se reclama del papel educativo, y sobre todo, disuasivo del
derecho penal, con el propósito de emitir un mensaje claro
a través de la tipificación del delito de discriminación en el
sentido de que la dignidad de las personas, que es el bien a
tutelar, vale demasiado y que discriminar en este país sí tie-
ne consecuencias.

Al tipificarse en un ordenamiento de fuerte carácter, como
lo es Código Penal Federal, se ofrece la señal más contun-
dente del consenso social que rechaza todo tipo de discri-
minación. Ya en varios códigos penales locales ha sido in-
corporada esta falta antisocial e irracional, lo cual convalida
una necesidad general por detener actitudes que dañan am-
plia y profundamente como lo es la conducta discriminato-
ria, de manera tal que en esta propuesta se establece el vín-
culo con la ley reglamentaria, LFPED, que en sus artículos
4 y 9 ya la especifica de manera enunciativa.

Obviamente, ante la evidencia de que se trata de un com-
portamiento muy propagado entre toda la población por el
que cualquier persona puede, en un momento dado, ser ob-
jeto de alguna conducta discriminatoria, y ante la aguda si-
tuación crítica del sistema penitenciario que priva en el pa-
ís, se da preferencia a medidas de justicia alternativa que
obligarían a pagar multa, pero además a reconocer que la
reparación del daño, forzosamente, se tiene que dar con tra-
bajo en favor de la comunidad dirigido a la o las personas
discriminadas, aunado a un taller que el agente discrimina-
dor tomará en materia de discriminación e igualdad, con én-
fasis en la discriminación que cometió. Por su parte, la pri-
vación de la libertad será una medida aplicable para los
casos que, a juicio del juez, sean de una magnitud más se-
vera o en algunos ineludibles.

En este último tenor se encuentran conductas tales como las
de dar financiamiento o soporte material a actividades que
tengan como propósito discriminar, y mucho más la de fun-
dar o dirigir cualquier organización o red social que tenga
por objeto la discriminación. La pena será agravante en los
casos de terrorismo o en acciones de carácter paramilitar.

Ante el panorama de violencia abierta que nos inunda, me-
diante comportamientos que van desde el acoso u hostiga-
miento laboral o escolar (mal llamado bullying), hasta los
crímenes por odio, resulta imprescindible visualizar a la in-
citación a la violencia como una conducta discriminatoria
digna de penalización y rechazo. Hacia el mismo punto se
encamina el hecho de difundir información públicamente o
emitir opiniones y comentarios cuyo contenido tenga la
abierta intención de denigrar a una o varias personas con
base en la discriminación.

Por supuesto que también se incluye la acción de excluir o
establecer un trato diferenciado y desigual para evitar u obs-
taculizar que alguien acceda a algún derecho, servicio, bie-
nes o lugares de los que gozan el resto de las y los ciudada-
nos, que es una conducta típica de este delito. En total, se
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dejan especificados siete tipos penales por discriminación,
ya que la negación o afectación del empleo, labor o trabajo
de alguien por un motivo discriminatorio, se resalta de ma-
nera especial, para hacerse proceder sólo en caso de que el
empleador se niegue a cumplir con una sanción previa que
provenga de autoridad administrativa.

Si en general, los actos discriminatorios son rechazables, lo
son aún más aquellos que se dan al cobijo de las institucio-
nes del Estado. Por ello, en esta iniciativa se contempla in-
crementar en una mitad la pena en su mínimo y máximo, si
un acto discriminatorio es cometido por un servidor públi-
co, ya sea por acción u omisión, o bien, si éste no muestra
la debida diligencia reclamada en varios tratados interna-
cionales, así como la inhabilitación para el empleo o cargo
público por un período de dos a cuatro años.

Dada su naturaleza, este delito se perseguirá por querella y
el perdón del ofendido sólo será procedente cuando se haya
reparado totalmente el daño causado a la víctima. Lo ante-
rior en virtud, de que la legislación ya prevé actuaciones por
oficio en situaciones sancionables con medidas de carácter
administrativo por instancias como el Consejo Nacional pa-
ra Prevenir la Discriminación o, en su defecto, ante la Co-
misión Nacional de Derechos Humanos los cuales a su jui-
cio pueden aconsejar proceder penalmente a la víctima y
para ello se tendrá un mejor respaldo como el que prepara
esta iniciativa.

La sanción que se ha establecido para las conductas delicti-
vas señaladas tiene un rango que va desde los seis meses a
seis años de prisión o de mil a tres mil quinientos días mul-
ta y de trescientos a cuatrocientos días de trabajo en favor
de la comunidad. Como ya se mencionó, en los tipos más
graves será siempre aplicable la pena privativa de la liber-
tad, sin menoscabo de otras medidas que determine la o el
juez.

Asimismo se prevé que quien en el ejercicio de sus activi-
dades públicas, profesionales o empresariales, niegue o res-
trinja el acceso a bienes o servicios a que tuviere derecho
una persona motivado en la discriminación tendrá la misma
sanción, además de la inhabilitación para el ejercicio de la
profesión, oficio, industria o comercio de que se trate, por
un período de uno a cuatro años, lo que equivale a la clau-
sura de un local comercial.

Finalmente se añade el considerar como ventaja en los deli-
tos de homicidio y lesiones al hecho en que se actúe moti-
vado en la discriminación, lo cual es una agravante de am-

bos delitos ya que se trata de un crimen de odio. En todo ca-
so, la carga de la prueba recae en el agente discriminador.

Toda esta serie de medidas penales que se inscriben, cierran
la pinza propiciada por otras instancias, como el Conapred,
a las que la ley otorga normar actitudes no sólo en el terre-
no de la acción pública sino también en el ámbito privado.

En México, la defensa de los derechos humanos se ha con-
centrado en la protección de la integridad de las personas
contra los abusos del poder estatal, dejando en el espacio
privado de la sociedad un terreno sujeto a menos escrutinio
legal, donde son más frecuentes e impunes las prácticas dis-
criminatorias.

Por ello, la prevención y eliminación de la discriminación
exige una poderosa acción institucional capaz de intervenir
también en relaciones que generalmente se consideran pri-
vadas o parcialmente privadas, en donde el papel disuasivo
de la intervención penal es imprescindible. La autoridad ya
existente en este terreno administrativo debe ser reforzada
con la inclusión de sanciones efectivas y disuasorias en el
ámbito privado, e incluso animar el impulso de políticas de
avergonzamiento hacia los agentes discriminadores.

Esta reforma busca un equilibrio entre las sanciones y pe-
nalizaciones, y las acciones educativas e informativas, so-
bre todo a raíz de la reciente Reforma al Artículo Tercero
Constitucional en materia de Derechos Humanos. La lucha
contra la discriminación es fundamentalmente cultural y
educativa, y marginalmente represiva, aunque no por ello
menos comprometida en este terreno.

Aquí se reconoce que la discriminación, resguardada bajo el
manto de la impunidad cultural, no puede hacerse equivaler
a conductas inofensivas o a actos de escasas consecuencias,
ya que consiste en acciones u omisiones que dañan a las
personas en entidades tan valiosas como el ejercicio de sus
derechos y sus oportunidades en la vida. Su especificidad es
que es un fenómeno que tiene severo daño al engendrar dis-
cordia y hacer nugatorios otros derechos (civiles, políticos
y sociales) y limitar el horizonte de libertades de quienes la
padecen, afectando su calidad de vida y sentido de perte-
nencia, por lo tanto debe adquirir el estatus de delito.

Actualmente Conapred es, como lo orienta la misma Ley
Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, una
institución más conciliadora que represiva, y más habitante
de las políticas del desarrollo que usurpadora de la provin-
cia de la protección de los derechos humanos. A pesar de
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que sus procedimientos de queja y reclamación, junto con
su capacidad de imponer medidas administrativas, le per-
miten ser efectiva en el combate a actos específicos de dis-
criminación, se requiere cubrir el espacio de la fuerza coer-
citiva.

Siendo la no discriminación un derecho fundamental, y es-
tando en el centro de nuestra problemática de la desigualdad
y la fragmentación social, habría que recordar lo que con
frecuencia sostienen los expertos internacionales en la ma-
teria: la discriminación no sólo merece una condena, sino
que exige una alternativa.

El deber de prevención abarca todas aquellas medidas de
carácter jurídico, político, administrativo y cultural que pro-
muevan la salvaguarda de los derechos humanos y que ase-
guren que las eventuales violaciones a los mismos sean
efectivamente consideradas y tratadas como un hecho ilíci-
to que, como tal, es susceptible de acarrear sanciones para
quien las cometa, así como la obligación de indemnizar a
las víctimas por sus consecuencias perjudiciales.

A lo largo de la ruta antidiscriminatoria, México se guardó
una cautela excesiva respecto a uno de los renglones más
violentos y terribles de discriminación: el espacio laboral.
Al paso del tiempo, se exige una tendencia diferente y un
reconocimiento igualmente válido al de las luchas temáticas
por otros compartimentos de discriminación en nuestra so-
ciedad, y por ende, esta iniciativa pretende reforzar la san-
ción a un mecanismo de exclusión que niega abiertamente
y hace infructuosa la tarea del gobierno por un marco de tra-
bajo decente, en caso de no acatarse a la autoridad adminis-
trativa.

La necesidad de proteger, defender y reparar la dignidad de
las personas contra el daño material y moral derivado de
conductas discriminatorias o del odio basado en prejuicios
fóbicos, entre otras, es la finalidad de un tipo penal de dis-
criminación.

Hay importantes razones para concluir en la necesidad de la
vía penal, siquiera para las formas de discriminación res-
pecto de cuya represión ya se ha alcanzado mayor consen-
so y a que nos obligan los instrumentos internacionales vin-
culantes para nuestro país. En efecto, cuando se trata de la
instigación al odio, las injurias y las conductas discrimina-
torias, sus autores son muchas veces difícilmente identifi-
cables por la víctima y sólo pueden ser individualizados a
través de la indagación del aparato penal, que dispone de los
instrumentos para ello.

Del mismo modo, la negación de acceso, servicios o presta-
ciones supone, generalmente, una posición de poder del
agente discriminador, difícilmente enfrentable por la vícti-
ma por la vía administrativa. O bien, la estructura del pro-
ceso administrativo, su lentitud y sus costos, hacen ilusorio
un amparo efectivo de la persona o personas discriminadas
por esa vía.

Pero tal vez lo más importante: el significado simbólico de
la represión penal, que eleva al rango de bien jurídico esen-
cial la dignidad, la igualdad y su derecho a no ser discrimi-
nado, va acompañado de un innegable valor instrumental
preventivo contra la violencia, de la que el menosprecio y el
olvido son a menudo la necesaria antesala y supuesto.

La discriminación en nuestro país, en diversos terrenos de
la vida social, económica y cultural, es un caldo de cultivo
para la violencia y no es por azar que el Comité de Dere-
chos Humanos, haya instado a nuestro país a que adopte las
medidas que aseguren la investigación de la discriminación.
Para ello, sirva esta propuesta legislativa como respuesta
adecuada a tan urgente requerimiento.

En razón de la presente consideración es que se propone la
adición de un Título Tercero Bis denominado Delitos con-
tra la Dignidad de las Personas, al Libro Segundo del Códi-
go Penal Federal, así como de los artículos 149 Ter, 149
Quáter, 149 Quinquies, 149 Sexies, 149 Septies, 149 Octies,
149 Nonies, 149 Decies y 149 Undecies, con la finalidad de
tipificar el delito de discriminación, previendo todas aque-
llas conductas delictivas que pueden darse en torno a ella,
así como definiendo lo que para efectos de éste Código Pe-
nal Federal significa discriminación.

En los artículos mencionados en el párrafo anterior se tipi-
fica y prevé la sanción penal de la discriminación, como un
delito que atenta contra la dignidad de las personas. Se es-
tablece una sanción alta, ya sea de privación de la libertad o
multa, con la obligación de tomar un taller en materia de
discriminación e igualdad, con énfasis en la forma de dis-
criminación cometida, así como el trabajo en favor de la co-
munidad dirigido a la persona o población que se discrimi-
no, como parte de la reparación del daño, con la intención
de dar primacía al efecto disuasivo al valorar cualquier ac-
to discriminatorio como una conducta reprochable por la
cual debe resarcirse a la víctima y al Estado.

Las conductas discriminatorias sancionadas penalmente son
de siete tipos:
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a) la provocación o la incitación a la violencia contra una
persona o más personas;

b) La propagación de información o la realización de
opiniones o comentarios públicamente tendientes a deni-
grar a una o más personas, motivado en la discrimina-
ción;

c) Para quien excluya o establezca algún tipo de trato
desigual entre las personas en el acceso a ciertos servi-
cios, bienes, derechos o lugares. Quien en el ejercicio de
sus actividades públicas, profesionales o empresariales
niegue o restrinja el acceso a bienes o servicios a que tu-
viere derecho una persona, se le aplicarán las mismas pe-
nas, además de la inhabilitación para el ejercicio de la
profesión, oficio, industria o comercio, por un período de
uno a cuatro años.

d) A quien dé financiamiento o soporte material de acti-
vidades que tengan como propósito discriminar;

e) A quien funde o dirija cualquier organización o red so-
cial que tenga por objeto promover algún tipo de discri-
minación. La pena será agravante en los casos de terro-
rismo o en acciones de carácter paramilitar.

f) A quien produzca una conducta discriminatoria que
afecte el empleo público o privado, labor o trabajo de
una persona.

g) A quien promueva o divulgue información falsa o
confusa o fomente la ignorancia o la desinformación,
con el fin de discriminar a una o más personas o ir en
contra de las políticas públicas dirigidas a la inclusión,
educación o a la protección de la salud.

Se incrementará en una mitad la pena en su mínimo y má-
ximo si alguna de las conductas señaladas en este artículo
es cometida por acción u omisión, por un servidor público,
o bien si éste no muestra la debida diligencia, así como la
inhabilitación para el empleo o cargo público por un perío-
do de dos a cuatro años.

Este delito se perseguirá por querella y el perdón del ofen-
dido sólo será procedente cuando se haya reparado total-
mente el daño causado a la víctima. Se considera además
que el trabajo a favor de la comunidad señalado como pena
debe ir dirigido a la persona o población que se discriminó.

Así cabe destacar que son tres los elementos necesarios pa-
ra determinar la naturaleza de una conducta discriminatoria
de carácter penal y que deben darse conjuntamente, tal co-
mo se considera en la denominada cláusula de discrimina-
ción descrita en el artículo 4ª de la LFPED y en la mayoría
de los tratados internacionales en materia de Derechos Hu-
manos:

a) Una acción de distinción, exclusión o restricción por
parte del agente discriminador.

b) Un motivo basado en alguno o en una combinación de
las siguientes características: por razones de origen o
pertenencia étnica o nacional, raza, color de piel, lengua,
género, sexo, preferencia sexual, edad, estado civil, ori-
gen o condición social o económica, condición de salud,
embarazo, identidad genérica, opiniones, religión, disca-
pacidad, apariencia, talla; o por la discriminación xeno-
fóbica o el antisemitismo en cualquiera de sus manifes-
taciones.

c) Un efecto o resultado específico de daño o afectación,
ya sea impidiendo o anulando, el ejercicio de alguno o
varios de los derechos humanos de la persona que mues-
tra la característica que motiva el acto discriminatorio.

Novena. Con el objeto de fomentar una gestión alternativa
y viable de la justicia penal, especialmente en lo que res-
pecta al tratamiento del delincuente y atendiendo a las Re-
glas Mínimas de las Naciones Unidas sobre las Medidas no
Privativas de Libertad (Reglas de Tokio), adoptadas por la
Asamblea General de la ONU en 1990, se propone adicio-
nar el Capítulo XII Tratamiento para sentenciados por deli-
to de discriminación, al Título Segundo del Libro Primero,
con la finalidad de que quien sea responsable de una con-
ducta discriminatoria sancionada por ese Código Penal
Federal acuda a un taller en materia de igualdad y no dis-
criminación que le impartirá el Consejo Nacional para
Prevenir la Discriminación, como parte de la pena que
contendrá la sentencia del juez.

Décima. A efecto de sintonizar el Código Penal Federal con
los principios de defensa de la dignidad de las personas que
es la base de los Derechos Humanos, se propone reformar
en el Libro Primero, Título Tercero de la Aplicación de las
Sanciones, Capítulo I de las Reglas generales, la fracción V
del artículo 52, para establecer que en la fijación de las pe-
nas el juez valorará: la edad, la educación, la ilustración, las
costumbres, las condiciones sociales y económicas del su-
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jeto, así como los motivos que lo impulsaron o determina-
ron a delinquir. Cuando el procesado perteneciere a algún
pueblo o comunidad indígena, se tomarán en cuenta ade-
más, las diversas características que hagan posible la apli-
cación y desarrollo del respectivo sistema de justicia indí-
gena, en el marco de los derechos humanos.

Décima Primera. A la par de lo anterior y con la idea de
vincular el delito de discriminación a los demás tipos de de-
litos, se considera necesario adicionar al Código Penal Fe-
deral, el artículo 56 Bis, para incrementar las penas previs-
tas para cada delito en una mitad en su mínimo y su máximo
cuando en la comisión del delito el agente actúe motivado
en la discriminación.

Décima Segunda. Finalmente, en el mismo Código Penal
se adiciona en el Título Decimonoveno de los Delitos Con-
tra la Vida y la Integridad Corporal, Capítulo III Reglas co-
munes para lesiones y homicidio, la fracción V al artículo
316, para considerar como ventaja en los delitos de homici-
dio y lesiones al hecho en que se actúe motivado en la dis-
criminación, lo cual es una agravante de ambos delitos ya
que se trata de un crimen de odio.

Décima Tercera. La reforma sustantiva penal por sí sola no
garantiza la debida aplicación de la sanción de las conduc-
tas discriminatorias, por tal motivo se adiciona el artículo
177 Bis al Capítulo I Comprobación del cuerpo del delito y
de la probable responsabilidad del inculpado, del Título
Quinto Disposiciones comunes a la averiguación previa y a
la instrucción, en el Código Federal de Procedimientos Pe-
nales, para lo cual se establece que además de practicarse
todos los exámenes periciales correspondientes, el Ministe-
rio Público y sus auxiliares realizarán la investigación del
delito de discriminación de acuerdo a un Protocolo de ac-
tuación.

De igual forma se reforman los párrafos segundo y tercero
del artículo 28 del Código Federal de Procedimientos Pena-
les para garantizar que como parte de un debido proceso, se
brinde asistencia a las víctimas con traductor o intérprete,
de acuerdo a sus circunstancias personales.

Décima Cuarta. Para esta Comisión dictaminadora es ne-
cesario fortalecer la norma reglamentaria, que es la Ley Fe-
deral para Prevenir y Eliminar la Discriminación.

Por ello, se actualiza esta Ley reglamentaria con la reciente
reforma constitucional en materia de Derechos Humanos,
haciendo explícito el cambio; para ello se reforman los artí-

culos 4 y fracción VI del artículo 5. Si bien esta ley federal
prevé en su artículo 6 que son aplicables, entre otros orde-
namientos legales, los tratados internacionales en materia
de discriminación de los que México sea parte, también se
consideran importantes los derechos y principios estableci-
dos en los instrumentos internacionales contra el racismo,
para lo cual se reforma el artículo en mención. El artículo 7
también se reforma para armonizar la redacción de la Ley.

Asimismo, para dejar claro que ninguna conducta discrimi-
natoria es permitida en el país, se amplían y precisan varios
aspectos del catálogo de éstas, establecidas en el artículo 9
reformándose para ello las fracciones I, II, V, VII, VIII, X,
XI, XII, XIII, XIV, XVII, XIX, XX, XXV, XXVII y XVIII.
La reforma de algunas fracciones tiene que ver con una me-
jor redacción, pues el texto legal actual no es claro, como es
el caso de las fracciones I, II, X, XII y XXV.

A efecto de ofrecer una mejor definición en varios concep-
tos, se considero importante reformar en la Ley en comen-
to los artículos 10, 11, 12, 13 y 14 del Capítulo III Medidas
positivas de carácter temporal y compensatorias a favor de
la igualdad de oportunidades, debido a que existe una lagu-
na jurídica al respecto; se establece que estas acciones afir-
mativas deben identificar y eliminar todo tipo de discrimi-
nación, así como subsanar los efectos que ésta ha causado,
se pretende que no exista un catálogo específico de medidas
compensatorias, sino que se atienda de manera general a la
población socialmente discriminada, sin que la Ley se con-
vierta en particular, sino que se permita una variedad de ac-
ciones afirmativas.

También se señalan las características que debe tener toda
medida de este corte y se cuida que éstas garanticen el ple-
no ejercicio de los derechos humanos de todas las personas.

Para mejorar el conocimiento del fenómeno discriminatorio
y la recogida de datos, se adiciona la fracción V al artículo
17, para dar al Consejo la atribución de coordinarse con el
Instituto Nacional de Estadística y Geografía en la defini-
ción de los criterios que en la materia debe incorporar el
Subsistema de Información Demográfica y Social.

Se adicionan dos atribuciones al Consejo como son divul-
gar los contenidos de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y del Código Penal Federal, en materia
de derechos humanos y no discriminación, así como recibir
anualmente el informe de cada dependencia integrante de la
Junta de Gobierno respecto de la rendición de cuentas en
materia de prevención y eliminación de la discriminación,
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en el que se indicarán los montos presupuestales designados
para tal fin, los objetivos planteados y los logros alcanza-
dos, de igual manera se brinda una mejor redacción por ello
se reforman las fracciones VII, X, XIII, XIX y se adiciona
la fracción XX al artículo 20.

Se reforma el párrafo primero y se adicionan las fracciones
VI y VII al artículo 23, para modificar el número de inte-
grantes de la Asamblea Consultiva y agregar a dos repre-
sentantes del Poder Ejecutivo Federal.

Se propone que el informe anual de actividades, así como el
ejercicio presupuestal del Consejo sea remitido a la Comi-
sión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados pa-
ra lo cual se reforma la fracción V del artículo 30. De este
mismo artículo se reforma la fracción XI con la finalidad de
establecer que corresponde al Presidente del Consejo orga-
nizar lo relativo al Premio contra la Discriminación “Gil-
berto Rincón Gallardo”, para lo cual también se adiciona la
fracción XII.

Se establece una cuota de género para la integración de la
Asamblea Consultiva por lo cual se adiciona un segundo
párrafo al artículo 32. En concordancia con la ampliación de
integrantes de la Asamblea Consultiva para que sean siete
de ellos quienes integren la Junta de Gobierno; se reforma
la fracción V del artículo 34. También se amplía la duración
en el cargo de los integrantes de la Asamblea Consultiva a
cuatro años en el artículo 35.

Se establece en el artículo 85 la facultad de otorgar recono-
cimientos a las instituciones o personas que combaten la
discriminación, eliminándole la potestad que tenía a través
de la palabra podrá, para convertirlo en una obligación del
Consejo. También se agrega un segundo párrafo que abre la
incorporación a la de implementación de políticas de aver-
gonzamiento.

Para dar seguimiento y evaluar el impacto que la ley, se adi-
ciona el Capítulo VII denominado De la difusión y segui-
miento de la ley, así como los artículos 86 y 87, en los cua-
les se establece que el Consejo dará la máxima difusión al
contenido de la misma y de los derechos consagrados en
ella, y el seguimiento de su aplicación y una evaluación de
su cumplimiento con carácter anual, para ello la evaluación
deberá presentarse a la Junta de Gobierno del Consejo.

Finalmente, para esta Comisión es incuestionable que el he-
cho de que Conapred sea un organismo sector izado de la
Secretaria de Gobernación, el nombramiento de su titular se

haga a través del Presidente de la República y no a través
del procedimiento que se plantea en la iniciativa, en ese sen-
tido, se realizan modificaciones al artículo 26 de la Ley en
cita, admitiéndose algunos de los requisitos señalados para
él o la Titular de Conapred en su designación pero recha-
zándola el procedimiento de selección propuesto.

Décima Quinta. Se coincide plenamente con el otorga-
miento del premio nacional contra la discriminación, por
ello se adiciona a la Ley de Premios, Estímulos y Recom-
pensas Civiles para instaurar el mismo y denominarlo pre-
mio nacional contra la discriminación “Gilberto Rincón Ga-
llardo”, adicionándose la fracción XVIII al artículo 6.

En el mismo tenor se adiciona un Capítulo XXIV reco-
rriéndose a éste lo relativo a las Disposiciones Generales y
estableciendo en el Capítulo XXIII lo concerniente al Pre-
mio Nacional contra la Discriminación, como son las cate-
gorías y la integración del Consejo de Premiación para tal
efecto también se adicionaron los artículos 127, 128, 129 y
130.

Décima Sexta. México es un país donde se señala y persi-
gue la diferencia en todos los rincones, todos los días las
personas luchan a contracorriente por abrirle paso a la
igualdad, a las libertades y a la fraternidad y mucha/os de-
fensores arriesgan incluso su vida por los derechos huma-
nos, los valores deben fomentarse y generalmente son más
observados en el extranjero que aquí. 

En virtud de que este problema no siempre se advierte, per-
cibe o reconoce fácilmente debido a la sutil naturalidad en
que se envuelve, hay que mejorar el conocimiento que se
tiene de él. La tarea del Estado y la sociedad para prevenir
y erradicar este fenómeno requiere comenzar por definirlo
y registrarlo con más precisión con medidas que recojan da-
tos desglosados según las características de los ámbitos o
población discriminada.

La invisibilidad es un problema mayor al que se confronta
la lucha contra la discriminación en México y el mundo, ra-
zón por el cual la sistematización de la información es un
requisito constante en varias de las convenciones interna-
cionales en derechos humanos como, por ejemplo, la De-
claración y Programa de Acción de la Conferencia Mundial
contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia
y las Formas Conexas de Intolerancia, o la Convención so-
bre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación
contra la Mujer, por citar algunos.
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Mejorar el conocimiento relativo a este fenómeno, su mag-
nitud, características, causas, efectos en el acceso y goce de
cada uno de los derechos humanos, frecuencia, tendencias y
ritmos, ámbitos más recurrentes o tipo de daños, son algu-
nos de los elementos que requieren expresarse a través de
indicadores confiables, así como cruzarse con las medicio-
nes referidas a otros problemas hermanados como son la
desigualdad en el ingreso, la pobreza, la migración forzosa
y la violencia. La Enadis 2010 es un valioso instrumento pe-
ro no puede dar cuenta de todos los aspectos a valorar y
tampoco alcanza a constituir un sistema de información es-
pecializado.

Aún existe población discriminada que no es suficiente-
mente mirada por la estadística oficial como son las perso-
nas afro mexicanas o con acondroplasia, gigantismo (entre
otras condiciones respecto a la talla y la apariencia), a pesar
de existir recomendaciones internacionales en ese sentido.
Los censos de población y vivienda y distintas encuestas es-
pecíficas exigen ser replanteados de cara al siglo XXI, des-
de una visión de los derechos humanos considerando los
ejercicios de auto adscripción que le acompañan, y por otra
parte, deben reforzarse los registros que levanta toda la ad-
ministración pública en su interacción con la ciudadanía,
precisamente para obligar a constatar la manera en que se
despliegan las prácticas discriminatorias.

Considerando que la información estadística oficial viene a
respaldar los valores de una sociedad democrática que pro-
cura entenderse a sí misma sin discriminación, se propone
en esta iniciativa fortalecer las capacidades institucionales
tanto del Instituto Nacional de Estadística y Geografía co-
mo del Conapred a efecto de que se garantice de manera su-
ficiente y apropiada, la recogida de datos destinadas a aten-
der, entre otras cosas a las metodologías para la vigilancia
del cumplimiento de los tratados internacionales en materia
de derechos humanos, como ya se mencionó antes.

Hasta el momento, la Enadis 2010 permite atisbar solo la
punta del iceberg de una titánica tarea como la que reflejan
sus tres grandes conclusiones. La primera, de que cada vez
más hay una mayor aceptación de la diversidad cultural, se-
xual, política, religiosa, social y económica con distintas ne-
cesidades y percepciones.

La segunda, que hay una mayor aceptación y reconoci-
miento de los derechos, aunque impera la percepción de que
éstos no están siendo adecuadamente respetados. Y, final-
mente, que pese a la diversidad y reconocimiento de dere-

chos, lo que no se acepta es que todos somos iguales en de-
rechos y en dignidad, que no nos reconocemos como tales
y que eso nos pinta como una sociedad discriminatoria, ex-
cluyente y poco recíproca en el trato con quienes son vistos
no sólo como diferentes sino como inferiores.

Por ejemplo, seis de cada diez personas en nuestro país con-
sideran que la riqueza es el factor que más divide a la so-
ciedad, seguido por los partidos políticos y la educación. En
contraste, la religión, la etnia y la gente que llega de afuera
son los factores que se piensa provocan menos divisiones.

El Estado no puede soslayar por lo tanto, los nexos entre la
discriminación y otros problemas sociales tales como la po-
breza, la seguridad humana o la violencia y la consecuente
necesidad de que particularmente, las políticas educativa,
social, económica y de seguridad pública incluyan criterios
de no discriminación como condición inexcusable de la pro-
moción del desarrollo. Desde la primera encuesta de discri-
minación levantada en 2005 se detectó que un 80.4 por
ciento de las personas en México considera que la elimina-
ción de la discriminación es tan necesaria e importante co-
mo la reducción de la pobreza.

Por todo ello, se adiciona el concepto discriminación en la
lista de fenómenos sociales de los que se encarga el artícu-
lo 21 de la Ley del Sistema Nacional de Información Esta-
dística y Geográfica, cuya conducción está a cargo del Ins-
tituto Nacional de Estadística y Geografía y que va en
concordancia con la fracción que se adiciona al artículo 17
de la ley reglamentaria ya indicada. De esta manera el estu-
dio de la discriminación se añade a la complejidad de una
realidad conformada por temas como los de población y di-
námica demográfica, salud, educación, empleo, discrimina-
ción, distribución de ingreso y pobreza, seguridad pública e
impartición de justicia, gobierno y vivienda.

Décima Séptima. Finalmente, se adiciona un último párra-
fo al Artículo 21 de la Ley Federal de las Entidades Paraes-
tatales con el objeto de que la selección de la o el Titular del
Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación sea acor-
de a los requisitos establecidos en la Ley que regula a éste.

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en lo dis-
puesto por el apartado A del artículo 72 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Comisión de
Justicia, somete a la consideración de esta asamblea, el si-
guiente proyecto de:
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Decreto por el que se reforman y adicionan diversas dis-
posiciones del Código Penal Federal, del Código Federal
de Procedimientos Penales, de la Ley Federal para Pre-
venir y Eliminar la Discriminación, de la Ley de Pre-
mios, Estímulos y Recompensas Civiles, de la Ley del
Sistema Nacional de Información, Estadística y Geográ-
fica y de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales

Artículo Primero. Se reforma la fracción V del artículo 52
y las fracciones III y IV del artículo 316; se adicionan el
Capítulo XII Tratamiento de sentenciados por delito de dis-
criminación, al Título Segundo del Libro Primero del Códi-
go Penal Federal, así como los artículos 50 Ter, 56 Bis, 149
Ter, 149 Quáter, 149 Quinquies, 149 Sexies, 149 Septies,
149 Octies, 149 Nonies, 149 Decies, 149 Undecies, la frac-
ción V al artículo 316, y el Título Tercero Bis denominado
De los delitos contra la dignidad de las personas con su Ca-
pítulo Único Discriminación, al Libro Segundo del Código
Penal Federal, para quedar como sigue:

Capítulo XII
Tratamiento de sentenciados 
por delito de discriminación

Artículo 50 Ter. En los casos de discriminación, el juez
deberá decretar como parte de la sentencia que la per-
sona responsable acuda a un taller que se le impartirá
por conducto del Consejo Nacional para Prevenir la Dis-
criminación sobre igualdad y no discriminación, con én-
fasis en la forma de discriminación cometida.

La oposición injustificada de acudir a dicho taller se cas-
tigará como delito de quebrantamiento de sanción.

Artículo 52. …

I. a IV. …

V. La edad, la educación, la ilustración, las costumbres,
las condiciones sociales y económicas del sujeto, así co-
mo los motivos que lo impulsaron o determinaron a de-
linquir. Cuando el procesado perteneciere a algún pueblo
o comunidad indígena, se tomarán en cuenta, además,
sus usos y costumbres, siempre y cuando no se violen
derechos humanos, ni se atente contra la dignidad de
las personas.

VI. a VIII. …

Artículo 56 Bis. Las penas previstas para cada delito se
aumentarán en una mitad en su mínimo y máximo,
cuando en la comisión del delito el agente actúe motiva-
do en la discriminación.

Título Tercero Bis
Delitos contra la Dignidad de las Personas

Capítulo Único
Discriminación

Artículo 149 Ter. A quien provoque o incite a la violen-
cia o al odio contra una o varias personas motivado en
la discriminación, se le impondrán de seis meses a seis
años de prisión o de mil a tres mil quinientos días multa
y de trescientos a cuatrocientos días de trabajo en favor
de la comunidad.

Artículo 149 Quáter. Las mismas sanciones del artículo
anterior se aplicarán a quien propague información, re-
alice públicamente opiniones o comentarios con el obje-
to de denigrar o denostar por algún motivo de discrimi-
nación a una o varias personas; así como para quien
excluya o establezca algún tipo de trato desigual entre
las personas en el acceso a ciertos servicios, bienes, de-
rechos o lugares.

Artículo 149 Quinquies. A quien dé financiamiento o so-
porte material de actividades que tengan como propósi-
to discriminar, o a quien funde o dirija cualquier orga-
nización o red social que tenga por objeto promover
cualquier tipo de discriminación, se le impondrán de
seis meses a seis años de prisión y de mil a tres mil qui-
nientos días multa.

Artículo 149 Sexies. A quien en el ejercicio de sus activi-
dades públicas, profesionales o empresariales niegue o
restrinja el acceso a bienes o servicios a que tuviere de-
recho una persona motivado en la discriminación, ade-
más de las penas que se apliquen, será inhabilitado para
el ejercicio de la profesión, oficio, industria o comercio,
por un período de uno a cuatro años.

Artículo 149 Septies. Al que produzca una conducta dis-
criminatoria en el empleo, labor o trabajo público o pri-
vado, se le impondrán de tres a seis años de prisión o de
mil a tres mil quinientos días multa y de trescientos a
cuatrocientos días de trabajo en favor de la comunidad.
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Artículo 149 Octies. Al que promueva o divulgue infor-
mación falsa o confusa o fomente la ignorancia o la des-
información, con el fin de discriminar a una o más per-
sonas o ir en contra de las políticas públicas se le
impondrá pena de dos a cuatro años de prisión o de mil
a dos mil días multa y de trescientos a cuatrocientos dí-
as de trabajo en favor de la comunidad.

Artículo 149 Nonies. Se incrementará en una mitad la
pena en su mínimo y máximo si alguna de las conductas
señaladas en el presente Capítulo es cometida por servi-
dor público, además de la inhabilitación para el empleo
o cargo público por un período un período igual al de la
pena privativa de la libertad.

Artículo 149 Decies. Los delitos señalados en este Capí-
tulo serán perseguibles por querella y el perdón del
ofendido sólo será procedente cuando se haya reparado
totalmente el daño causado a la víctima. 

Artículo 149 Undecies. Para efectos de este Código se
entiende por discriminación toda distinción, exclusión o
restricción que, basada en el origen o pertenencia étnica
o nacional, raza, color de piel, lengua, género, sexo, pre-
ferencia sexual, edad, estado civil, origen o condición so-
cial o económica, condición de salud, embarazo, identi-
dad genérica, opiniones, religión, discapacidad, talla,
apariencia o cualquier característica, que tenga por ob-
jeto o por resultado atentar contra la dignidad humana
y los derechos humanos.

Artículo 316. …

I. a II. …

III. Cuando se vale de algún medio que debilita la de-
fensa del ofendido,

IV. Cuando éste se halla inerme o caído y aquél armado
o de pie, y

V. Cuando el agente actúe motivado en la discrimina-
ción hacia la víctima.

…

Artículo Segundo. Se reforma el párrafo segundo del artí-
culo 28 y se adiciona un párrafo al mismo artículo 28 y el

artículo 177 Bis, al Código Federal de Procedimientos Pe-
nales, para quedar como sigue:

Artículo 28. …

En cualquier etapa de la averiguación previa o del pro-
ceso, cuando la víctima pertenezca a un pueblo o comu-
nidad indígena, no conozca o no comprenda bien el idio-
ma español, use lenguaje de señas o utilice el sistema
braille, o tenga alguna discapacidad, tendrá derecho a
recibir gratuitamente la asistencia de un intérprete o
traductor, según sea el caso.

Cuando no se pudiese contar con traductor o intérprete
mayor de edad, podrá nombrarse a un menor que haya
cumplido quince años.

Artículo 177 Bis. En el caso del delito de discriminación
o aquellas conductas que se agravan cuando son moti-
vadas en la discriminación, además de practicarse los
exámenes periciales correspondientes, el Ministerio Pú-
blico y sus auxiliares realizarán una investigación espe-
cífica por discriminación de acuerdo a un protocolo de
actuación.

Artículo Tercero. Se reforman los artículos 4, 5 fracción
VI, 6, 7, 9 párrafo primero y sus fracciones I, II, V, VII,
VIII, X, XI, XII, XIII, XIV, XVII, XIX, XX, XXV, XXVII
y XXVIII, 10, 11, 12, 13, 14, 20 en sus fracciones VII, X,
XIII y XIX, 23 en su primer párrafo y las fracciones IV y V,
26, 28, 30 primer párrafo y sus fracciones V y XI, 32, 34
fracción V, 35 y 85 primer párrafo; se adicionan la fracción
V del artículo 17, la fracción XX al artículo 20, las fraccio-
nes VI y VII del artículo 23, la fracción XII al artículo 30
así como su segundo párrafo recorriéndose los subsecuentes
tres párrafos, los artículos 86 y 87, así como el Capítulo VII
De la difusión y seguimiento de la ley, a la Ley Federal pa-
ra Prevenir y Eliminar la Discriminación, para quedar como
sigue:

Artículo 4. Para los efectos de esta Ley se entenderá por
discriminación toda distinción, exclusión o restricción que,
basada en el origen o pertenencia étnica o nacional, raza,
color de piel, lengua, género, sexo, preferencia sexual,
edad, estado civil, origen o condición social o económica,
condición de salud, embarazo, identidad genérica, opinio-
nes, religión, discapacidad, talla, apariencia, o cualquier
otra que tenga por objeto o por resultado atentar contra la
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dignidad humana, denostar a una o más personas, im-
pedir, obstaculizar o anular el reconocimiento o ejercicio
de los derechos y la igualdad real de oportunidades de las
personas o el menoscabo de la igualdad ante la ley o de la
igual protección por parte de la ley.

…

Artículo 5. …

I. a V. …

VI. El trato diferenciado que en su beneficio reciba una
persona que padezca alguna discapacidad intelectual o
enfermedad mental;

Artículo 6. La interpretación del contenido de esta Ley, así
como la actuación de las autoridades federales será con-
gruente con la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y con los Instrumentos Internacionales
aplicables en materia de derechos humanos, contra el
racismo y toda forma de discriminación de los que el Esta-
do sea parte, así como las recomendaciones y resoluciones
adoptadas por los organismos multilaterales y regionales y
demás legislación aplicable.

Artículo 7. Para los efectos del artículo anterior, cuando se
presenten diferentes interpretaciones, se deberá preferir
aquella que proteja con mayor eficacia a las personas o po-
blación que sea afectada por conductas discriminatorias.

Artículo 9. Queda prohibida toda práctica discriminatoria
que tenga por objeto o por resultado atentar contra la dig-
nidad humana, denostar a una o más personas, impedir,
obstaculizar o anular el reconocimiento o ejercicio de los
derechos y la igualdad real de oportunidades de las perso-
nas o el menoscabo de la igualdad ante la ley o de la igual
protección por parte de la ley.

…

I. Impedir el acceso a la educación pública o privada,
así como a becas e incentivos para la permanencia en
los centros educativos;

II. Establecer contenidos, métodos o instrumentos peda-
gógicos en que se asignen papeles contrarios a la igual-
dad o que difundan una condición o situación de subor-
dinación;

III. y IV. …

V. Limitar o negar el acceso a los programas de capaci-
tación, adiestramiento y de formación profesional para
el trabajo;

VI. ...

VII. Negar, limitar o condicionar los servicios de segu-
ridad social, atención médica pública o privada, o ser-
vicios de salud públicos o privados, o impedir la parti-
cipación en las decisiones sobre su tratamiento médico o
terapéutico dentro de sus posibilidades y medios;

VIII. Restringir o impedir la participación en condicio-
nes equitativas en asociaciones civiles, políticas o de
cualquier otra índole;

IX. …

X. Impedir el ejercicio de los derechos de propiedad, ad-
ministración y disposición de bienes;

XI. Impedir, limitar, restringir o evadir el acceso a la
procuración e impartición de justicia, a la coadyu-
vancia por parte del cónyuge, persona con quien se
tiene relación de hecho o de pareja, de parentesco
consanguíneo, y a la efectiva reparación del daño
cuando se comete un ilícito o delito;

XII. Impedir o limitar el derecho a ser oído o vencido
en todo procedimiento judicial o administrativo en el
que se vean involucrados, así como negar la asistencia de
intérpretes o traductores en procedimientos administrati-
vos o judiciales;

XIII. Aplicar cualquier tipo de uso o costumbre que aten-
te contra los derechos humanos;

XIV. Impedir o limitar la libre elección de cónyuge, pa-
reja, así como negar o limitar la forma de estructura
u organización familiar que se decida;

XV. y XVI. …

XVII. Negar o imponer asistencia religiosa a personas
privadas de la libertad, que presten servicio en las fuer-
zas armadas o que estén internadas en instituciones de
salud o asistencia;
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XVIII. …

XIX. Obstaculizar las condiciones mínimas necesarias
para el crecimiento y desarrollo saludable de las perso-
nas, especialmente de las niñas y los niños;

XX. Impedir, limitar o restringir el acceso, los benefi-
cios o contratación de seguros médicos, de vida o de
cualquier otro tipo;

XXI. a XXIV. …

XXV. Restringir o limitar el uso de las lenguas, sistema
normativo indígena y cultura, en actividades públicas
o privadas, en términos de las disposiciones aplicables;

XXVI. …

XXVII. Incitar o provocar al odio, la violencia, el re-
chazo, la burla, la difamación, la injuria, la persecución
o la exclusión;

XXVIII. Realizar o promover el maltrato físico o psico-
lógico contra una persona por asumir públicamente su
preferencia sexual o identidad de género, por la apa-
riencia, la forma de vestir, hablar o gesticular; y

XXIX. …

Artículo 10. Las medidas positivas ya sea de carácter
temporal o compensatorio son aquellas estrategias espe-
ciales que se establecen mediante políticas públicas y
programas destinados a revertir, subsanar o remover si-
tuaciones, prejuicios, comportamientos, prácticas o con-
ductas discriminatorias. Tienen por finalidad eliminar
los obstáculos que se oponen a la igualdad efectiva y sus-
tantiva de las personas.

Estas serán llevadas a cabo por los órganos públicos y
las autoridades federales en el ámbito de su competen-
cia.

Artículo 11. Las medidas positivas de carácter temporal
o compensatorio deben identificar y eliminar todo tipo
de discriminación, así como subsanar los efectos que las
discriminaciones causan o han causado, entre ellas esta-
rán consideradas las siguientes:

I. Incentivar la educación mixta, fomentando la per-
manencia en el sistema educativo de las niñas y las
mujeres en todos los niveles escolares;

II. Ofrecer información completa y actualizada, así
como asesoramiento personalizado sobre salud re-
productiva y métodos anticonceptivos;

III. Garantizar el derecho a decidir sobre el número
y espaciamiento de hijas e hijos, estableciendo en las
instituciones de salud y seguridad social las condicio-
nes para la atención obligatoria de las mujeres que lo
soliciten;

IV. Procurar la creación de centros de desarrollo in-
fantil y guarderías asegurando el acceso a los mismos
para a las hijas e hijos cuando las madres o padres lo
requieran;

V. Instrumentar programas de atención médica y sa-
nitaria para combatir la mortalidad y la desnutrición
infantiles;

VI. Impartir educación para la preservación de la sa-
lud, el conocimiento integral de la sexualidad, la pla-
nificación familiar, la paternidad responsable y el res-
peto a los derechos humanos;

VII. Promover el acceso a centros de desarrollo in-
fantil, incluyendo a menores con alguna discapaci-
dad;

VIII. Promover las condiciones necesarias para que
los menores puedan convivir con sus madres, padres
o tutores, incluyendo políticas públicas de reunifica-
ción familiar para migrantes y personas privadas de
la libertad;

IX. Preferir, en igualdad de circunstancias, a las per-
sonas que tengan a su cargo menores de edad en el
otorgamiento de becas, créditos u otros beneficios;

X. Promover la recuperación física, psicológica y la
integración social de todo menor víctima de abando-
no, explotación, malos tratos o conflictos armados;

XI. Procurar que las vías generales de comunicación
cuenten con señalamientos adecuados para permitir-
les el libre tránsito;
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XII. Crear programas permanentes de capacitación y
actualización para los funcionarios públicos sobre la
diversidad social y cultural;

XIII. Emprender campañas permanentes de infor-
mación en los medios de comunicación que promue-
van el respeto a las diferencias, las distintas identida-
des y la inclusión;

XIV. Las señaladas en otras leyes especiales aplica-
bles.

Artículo 12. Toda medida positiva debe ir dirigida a una
o más personas que padecen alguna forma de discrimi-
nación y sus acciones deben enfocarse a proporcionar
ventajas concretas a la población en situación de des-
igualdad.

Artículo 13. Toda medida positiva debe tener al menos
las siguientes características:

I. Articulación: abarcando una situación de conjunto
pero impactar en las situaciones específicas en las que
se debe incidir;

II. Funcional: ajustándose a la realidad concreta y
particular sobre la que se incide, contemplando todas
aquellas acciones que se deben llevar a cabo para eli-
minar las discriminaciones;

III. Ejecutable: para lo cual siempre deberá contarse
con los recursos humanos, económicos y financieros
para llevarse a cabo;

IV. Planeada: considerando que su objetivo es princi-
palmente temporal, por lo que deberá contar con ob-
jetivos, medios y acciones concretas; y

V. Evaluable: que permita medir su impacto, conse-
cuencias y condiciones o situaciones que modificó, eli-
minó o erradicó.

Las autoridades deberán incorporar en sus políticas y
programas, las medidas positivas derivadas de reco-
mendaciones, observaciones generales, resoluciones y
buenas prácticas emitidas por las instancias no jurisdic-
cionales u organismos derivados de los instrumentos in-
ternacionales en materia de derechos humanos.

Artículo 14. Las medidas señaladas en este Capítulo de-
ben garantizar el impulso al pleno ejercicio de los dere-
chos humanos de la población que padece alguna forma
de discriminación.

Artículo 17. …

I. a IV. …

V. Dictar los criterios que deben ser considerados en
materia de análisis de la discriminación por el Sub-
sistema Nacional de Información Demográfica y So-
cial en coordinación con el Instituto Nacional de Es-
tadística y Geografía.

Artículo 20. …

I. a VI. …

VII. Divulgar el contenido de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y del Código Penal
Federal, en materia de derechos humanos y no dis-
criminación, así como los compromisos asumidos por
el Estado mexicano en los instrumentos internaciona-
les que establecen disposiciones en la materia; y pro-
mover su cumplimiento en los diferentes ámbitos de
Gobierno;

VIII. y IX. …

X. Tutelar los derechos de las personas objeto de discri-
minación mediante asesoría y orientación, en los térmi-
nos de este ordenamiento;

XI. y XII. …

XIII. Establecer relaciones de coordinación con institu-
ciones públicas federales, locales y municipales, así co-
mo con personas y organizaciones sociales y privadas.
Asimismo, podrá coordinarse con las dependencias y en-
tidades de la Administración Pública Federal y demás ór-
ganos públicos, con el propósito de que en los programas
de gobierno, se prevean medidas positivas y compensa-
torias para cualquier persona o población discrimina-
da;

XIV. a XVII. …
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XVIII. Diseñar y aplicar el servicio de carrera como un
sistema de administración de personal basado en el mé-
rito y la igualdad de oportunidades que comprende los
procesos de Reclutamiento, Selección, Ingreso, Sistema
de Compensación, Capacitación, Evaluación del Desem-
peño, Promoción y Separación de los Servidores Públi-
cos; 

XIX. Recibir anualmente el informe de cada depen-
dencia del Ejecutivo de la Unión integrante de la Jun-
ta de Gobierno, respecto de la rendición de cuentas
en materia de prevención y eliminación de la discri-
minación en el que se indicarán los montos presu-
puestales designados para tal fin, los objetivos plan-
teados y los logros alcanzados; y

XX. Las demás establecidas en esta Ley, en el Estatu-
to Orgánico y demás disposiciones aplicables.

Artículo 23. La Junta de Gobierno estará integrada por sie-
te representantes del Poder Ejecutivo Federal, y siete inte-
grantes designados por la Asamblea Consultiva.

…

I. a III. …

IV. Uno de la Secretaría de Educación Pública;

V. Uno de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social;

VI. Uno de la Secretaría de Desarrollo Social; y

VII. Uno de la Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales.

Artículo 26. La o el Presidente deberá reunir para su
nombramiento los siguientes requisitos:

I. Ser ciudadana o ciudadano mexicano en pleno ejer-
cicio de sus derechos políticos y civiles;

II. Tener cuando menos treinta y cinco años de edad,
el día de su nombramiento;

III. Poseer conocimientos amplios en la problemática
de la discriminación y su prevención, en derechos hu-
manos y del marco normativo vigente en dichas ma-
terias;

IV. Gozar de buena reputación, trayectoria en el com-
bate contra la discriminación, tener comprensión,
compromiso y capacidad probada respecto del con-
cepto amplio del tema;

V. No haber sido sentenciado por delitos patrimonia-
les, ambientales, o aquellos que atenten contra la li-
bertad y el normal desarrollo psicosexual, la vida y la
integridad o contra la libertad, ni haber sido inhabi-
litado para ejercer el comercio o para desempeñar un
empleo, cargo o comisión en el servicio público;

VI. No ser cónyuge, conviviente, compañera o com-
pañero civil, concubino o pariente consanguíneo o
por afinidad hasta el cuarto grado o civil con cual-
quiera de los integrantes de la Junta de Gobierno;

VII. No tener litigios pendientes con el Consejo o los
organismos autónomos de derechos humanos;

VIII. No ser o haber sido ministro de algún culto re-
ligioso y no haber prestado servicio en las fuerzas ar-
madas.

Artículo 28. La o el Presidente del Consejo durará en su
cargo cuatro años, y podrá ser ratificado hasta por un
período igual.

Artículo 30. La o el Presidente del Consejo tendrá además
de aquellas que establece el artículo 59 de la Ley Federal de
las Entidades Paraestatales, las siguientes atribuciones:

I. a IV.

V. Presentar a la Cámara de Diputados el informe
anual de actividades, así como el ejercicio presupues-
tal, este último previa opinión de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público;

VI. a IX. …

X. Proponer a la Junta de Gobierno el tabulador salarial
del Consejo;

XI. Organizar lo conducente a la entrega del Premio
Nacional contra la Discriminación “Gilberto Rincón
Gallardo”, al que hace referencia la Ley de Premios,
Estímulos y Recompensas Civiles.
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XII. Las demás que le confieran éste u otros ordena-
mientos. 

Artículo 32. La Asamblea Consultiva estará integrada por
un número no menor de diez ni mayor de veinte ciudadanas
y ciudadanos que gocen de reconocido prestigio en los sec-
tores privado, social y de la comunidad académica por su la-
bor en materia de prevención y eliminación de la discrimi-
nación y que puedan contribuir al logro de los objetivos del
Consejo.

En ningún caso, la integración de la Asamblea excederá
del 60% de personas del mismo sexo.

Las y los integrantes de esta Asamblea Consultiva serán
propuestos por los sectores y comunidad señalados y nom-
brados por la Junta de Gobierno en términos de los dis-
puesto por el Estatuto Orgánico.

Artículo 34. …

I. a IV. …

V. Nombrar siete personas que formarán parte de la Jun-
ta de Gobierno;

VI. a VIII. …

Artículo 35. Las y los integrantes de la Asamblea Consul-
tiva durarán en su cargo cuatro años, y podrán ser ratifica-
dos por un período igual, en términos de lo dispuesto en el
Estatuto Orgánico.

Artículo 85. El Consejo otorgará un reconocimiento a las
instituciones públicas o privadas, así como a los particula-
res que se distingan por llevar a cabo programas y medidas
para prevenir la discriminación en sus prácticas, instrumen-
tos organizativos y presupuestos.

Del mismo modo, el Consejo implementará una política
de avergonzamiento en aquellos casos en que, a pro-
puesta de su Asamblea Consultiva, se considere proce-
dente ya sea por lo emblemático o por la trascendencia
política del acto discriminatorio. Dicha política conclui-
rá hasta que el agente discriminador se disculpe públi-
camente y tendrá la mayor difusión posible.

…
…
…

Capítulo VII
De la Difusión y Seguimiento de la Ley

Artículo 86. El Consejo dará la máxima difusión al con-
tenido de la Ley y de los derechos consagrados en ella, a
través de los distintos medios disponibles.

Artículo 87. El Consejo realizará un seguimiento de la
aplicación de la Ley y una evaluación de su cumpli-
miento con carácter anual. Esta evaluación se presenta-
rá a la Junta de Gobierno y se difundirá masivamente
recurriendo a los tiempos del Estado.

Artículo Cuarto. Se reforman los artículos 124, 125 y 126
y la denominación del Capítulo XIII, para este Capítulo re-
correrse y ser el Capítulo XIV; se adiciona la fracción XVIII
al artículo 6, así como los artículos 127, 128, 129 y 130 de
la Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Civiles, para
quedar como sigue:

Artículo 6. …

I. a XVII. …

XVIII. Contra la Discriminación “Gilberto Rincón
Gallardo”.

…

Capítulo XXIII
Premio Nacional contra la Discriminación

“Gilberto Rincón Gallardo”

Artículo 124. El Premio Nacional Contra la Discrimina-
ción “Gilberto Rincón Gallardo” es el reconocimiento
otorgado a las instituciones públicas o privadas, así co-
mo a los particulares que se distingan por llevar a cabo
programas y medidas para prevenir la discriminación
en sus prácticas, instrumentos organizativos y presu-
puestos.

En ningún caso podrá premiarse a quien, a pesar de te-
ner una labor destacada en alguna de las categorías su-
jetas a reconocimiento, discrimine por otra causa a al-
guna parte de la población.

Artículo 125. El Premio Nacional Contra la Discrimina-
ción se entregará en las siguientes categorías por fomen-
tar:
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I. La igualdad entre mujeres y hombres;

II. El respeto de las niñas y los niños, adolescentes o
jóvenes;

III. La igualdad de oportunidades para las personas
adultas mayores;

IV. La igualdad de oportunidades para las personas
con alguna(s) discapacidad(es);

V. La igualdad de oportunidades para la población
indígena, afro mexicana o migrante;

VI. La igualdad, inclusión y el reconocimiento de las
personas LGBTTTI;

VII. Inclusión y respeto hacia las personas con VIH.

VIII. Por garantizar la igualdad y la no discrimina-
ción en el ámbito laboral, educativo, de salud o de ac-
ceso a la justicia.

Artículo 126. Para la entrega del Premio Nacional con-
tra la Discriminación, el Jurado de Premiación se inte-
grará siempre en número non por:

1) Una Ministra o Ministro de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, quien lo presidirá;

2) Las o los Presidentes de las Comisiones de Derechos
Humanos de cada una de las Cámaras del Congreso de
la Unión;

3) Un representante de alto nivel del Ejecutivo Federal
designado por la Presidencia de la República;

4) La o el titular del Consejo Nacional para Prevenir la
Discriminación, que realizará la función de Secretario
Técnico del Consejo de Premiación, por sí o por repre-
sentante designado.

La convocatoria para el otorgamiento de este premio,
podrá considerar la participación de sociedades mer-
cantiles o cooperativas, pero en ese caso el Premio no
consistirá en numerario, sino que únicamente se inte-
grará por la medalla y el diploma que acredite que le fue
concedido el reconocimiento a que se hicieron merece-
doras, mismos que serán entregados en un acto público
el ex profeso por la o el Presidente Constitucional de los

Estados Unidos Mexicanos, el día 19 de octubre de cada
año.

Capítulo XXIV
Disposiciones Generales

Artículo 127. Las erogaciones que deban hacerse con
motivo de esta Ley, serán con cargo a la partida corres-
pondiente de la Secretaría donde se tramite cada pre-
mio, y en caso de falta o insuficiencia de partida, con
cargo al presupuesto del ramo de la Presidencia. Las re-
compensas de que trata el capítulo XVI únicamente po-
drán recaer sobre el presupuesto de la dependencia u or-
ganismo al que pertenezca el beneficiario.

Artículo 128. Los premios y las entregas adicionales en
numerario o en especie, así como las recompensas, esta-
rán exentos de cualquier impuesto o deducción.

Artículo 129. Salvo que esta Ley contenga disposición
expresa al respecto, los jurados están facultados para
proponer que dos o más personas con iguales mereci-
mientos participen entre sí el mismo premio, o que éste
se otorgue a cada una de ellas.

Artículo 130. Las recompensas señaladas en efectivo por
la presente Ley, se ajustarán en la proporción en que se
modifique el salario mínimo general en el Distrito Fede-
ral.

Artículo Quinto. Se reforma el Artículo 21 de la Ley Na-
cional de Información Estadística y Geográfica, para incor-
porar el concepto de discriminación y quedar como sigue:

Artículo 21. El Subsistema Nacional de Información De-
mográfica y Social deberá generar un conjunto de indicado-
res clave, que atenderán como mínimo los temas siguientes:
población y dinámica demográfica, salud, educación, em-
pleo, discriminación, distribución de ingreso y pobreza, se-
guridad pública e impartición de justicia, gobierno y vi-
vienda.

Artículo Sexto. Se adiciona un último párrafo al Artículo
21 de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, para
quedar como sigue:

Artículo 21. …
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I. a III. …

Lo estipulado en este artículo no aplica en el caso del
titular del Consejo Nacional para Prevenir la Discri-
minación, para lo cual se atenderá a los requisitos y
procedimiento de selección que se encuentran conte-
nidos en la Ley que rige al Consejo.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que contra-
vengan el presente decreto.

Tercero. Para los efectos del artículo 23 de la Ley Federal
para Prevenir y Eliminar la Discriminación, la integración
de la Junta de Gobierno se deberá llevar a cabo en la si-
guiente reunión que la misma tenga después de publicado el
presente decreto.

Cuarto. El titular del Consejo Nacional para Prevenir la
Discriminación expedirá dentro de los dos meses siguientes
a la publicación del presente decreto, una Convocatoria pú-
blica en la que se establecerán las bases y requisitos con la
finalidad de diseñar las características de la Medalla “Gil-
berto Rincón Gallardo”.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2012. 

La Comisión de Justicia, diputados: Víctor Humberto Benítez Trevi-
ño (rúbrica), presidente; Sergio Lobato García (rúbrica), Miguel Ernes-
to Pompa Corella (rúbrica), Óscar Martín Arce Paniagua (rúbrica), Ca-
milo Ramírez Puente (rúbrica), Ezequiel Rétiz Gutiérrez (rúbrica), Olga
Luz Espinoza Morales (rúbrica), Eduardo Ledesma Romo, secretarios;
Jaime Aguilar Álvarez y Mazarrasa (rúbrica), María de Jesús Aguirre
Maldonado (rúbrica), Luis Carlos Campos Villegas (rúbrica), Nancy
González Ulloa (rúbrica), Leonardo Arturo Guillén Medina, Mercedes
del Carmen Guillén Vicente, Cuauhtémoc Gutiérrez de la Torre (rúbri-
ca), Elvia Hernández García, Gregorio Hurtado Leija, Israel Madrigal
Ceja (rúbrica), Sonia Mendoza Díaz (rúbrica), Dolores de los Ángeles
Nazares Jerónimo (rúbrica), María Antonieta Pérez Reyes, Rodrigo Pé-
rez-Alonso González (rúbrica), Norma Leticia Salazar Vázquez,
Cuauhtémoc Salgado Romero, Miguel Ángel Terrón Mendoza (rúbri-
ca), Enoé Margarita Uranga Muñoz (rúbrica), Josué Cirino Valdés Hue-
zo (rúbrica), Alma Carolina Viggiano Austria (rúbrica), Pedro Vázquez
González, J. Eduardo Yáñez Montaño (rúbrica), Arturo Zamora Jimé-
nez (rúbrica).»

«Opinión a la iniciativa con proyecto de decreto por la
que se reforman y adicionan diversas disposiciones del
Código Penal Federal, del Código Penal de Procedi-
mientos Penales, de la Ley Federal para Prevenir y Eli-
minar la Discriminación, de la Ley de Premios Estímu-
los y Recompensas Civiles, de la Ley del Sistema
Nacional de Información Estadística y Geográfica y de
la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, que pre-
senta la Comisión de Derechos Humanos

Honorable Asamblea:

La Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Dipu-
tados de la LXI Legislatura, con fundamento en los artícu-
los 39, y 45 numeral 6, e incisos e), f) y g), de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, así como los artículos 80, numeral 1, fracción
II; 157, numeral 1, fracción I, y 158, numeral 1, fracción IV,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a su
consideración el presente dictamen al tenor de los siguien-
tes:

Antecedentes

1. El 8 de marzo de 2012, las diputadas Enoé Margarita
Uranga Muñoz, integrante del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática, Beatriz Elena Paredes
Rangel y Yolanda de la Torre Valdez del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional, con funda-
mento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y en los artículos 6,
numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, presentaron la iniciativa con proyecto de decreto por
la que se reforman y adicionan diversas disposiciones del
Código Penal federal, del Código Federal de Procedimien-
tos Penales, de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la
Discriminación, de la Ley de Premios Estímulos y Recom-
pensas Civiles, de la Ley del Sistema Nacional de Informa-
ción Estadística y Geográfica y de la Ley Federal de las En-
tidades Paraestatales.

2. En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva
de esta Cámara de Diputados turnó la iniciativa en comen-
to a la Comisión de Justicia para dictamen, con opinión de
la Comisión de Derechos Humanos.

Contenido de la iniciativa

La iniciativa en estudio señala en el rubro relativo al plan-
teamiento del problema, que la discriminación es un asunto
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de Estado y que no obstante contar con importantes avan-
ces, México todavía guarda significativos pendientes, dan-
do como resultado severas brechas de desigualdad que nos
retratan e impiden avanzar hacia el desarrollo y la calidad
de la democracia a la que se aspira.

Incorpora el análisis de las repercusiones éticas y jurídicas
de la reforma constitucional en materia de Derechos Huma-
nos de 2011, la cual exige respuestas de gran alcance para
la reconstrucción del tejido social, mediante el fortaleci-
miento del marco legal y la implementación de políticas pú-
blicas encaminadas a desaparecer la cultura basada en un
individualismo excluyente que daña el respeto a la dignidad
de las personas y con ello las reglas de convivencia de la vi-
da cotidiana, instalada y operando desde las instituciones
del Estado y de la sociedad porque es re-productora de des-
igualdad, pobreza y violencia.

Menciona que no basta con admitir la plena vigencia del
conjunto de derechos humanos, si no que es necesario rea-
firmar el criterio de que éstos son exigibles sin excepciones
y permiten fortalecer su institucionalidad con conceptos,
procedimientos e instrumentos que brinden una respuesta
efectiva, diligente y adecuada frente a la discriminación,
presente en la vida cotidiana causada por estigmas y prejui-
cios que impregnan, también, en los servicios que presta el
Estado en ámbitos diversos como salud, educación, proce-
dimientos del sistema de justicia, oportunidades laborales,
diseños arquitectónicos y trazos urbanos, funcionalidad de
los medios de transporte y hasta la adaptación o el uso co-
mercial de los avances tecnológicos.

La iniciativa en comento, apunta a reconocer jurídicamente
un cambio social, a asumir los compromisos internaciona-
les, así como abrir cauce a distintas tensiones que deben
contemplarse en la conducción regulada de un Estado de-
mocrático de Derecho, para lo cual considera las siguientes
propuestas:

1. Se tipifica y prevé en el Código Penal Federal, la dis-
criminación, en siete tipos, como un delito que atenta con-
tra la dignidad de las personas, estableciendo un vínculo
con la Ley Federal en la materia, dando preferencia a medi-
das de justicia alternativa  como las multas y el trabajo a fa-
vor de la comunidad, así como la asistencia a talleres im-
partidos por el Consejo Nacional para Prevenir la
Discriminación (Conapred), abarcando conductas como fi-
nanciar o brindar soporte material a actividades que tengan
como propósito discriminar o la de fundar o dirigir cual-
quier organización o red social que tenga por objeto la dis-

criminación, incrementando las penas cuando sean cometi-
dos por agentes del estado. Contempla a las Reglas Míni-
mas de las Naciones Unidas sobre las Medidas no Privati-
vas de Libertad (Reglas de Tokio), adoptadas por la
Asamblea General de la ONU en 1990, se propone adicio-
nar el Capítulo XII Tratamiento para reos por delito de dis-
criminación, al Título Segundo del Libro Primero, estable-
cer que en la fijación de las penas el juez valorará: la edad,
la educación, la ilustración, las costumbres, las condiciones
sociales y económicas del sujeto, así como los motivos que
lo impulsaron o determinaron a delinquir, quedando el tex-
to de la siguiente manera:
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2. En relación al Código Federal de Procedimientos Pe-
nales, se propone complementar las disposiciones comunes
a la averiguación previa y a la instrucción para establecer
que además de practicarse todos los exámenes periciales co-
rrespondientes, el Ministerio Público realizará la investiga-
ción del delito de discriminación de acuerdo a un Protocolo
de actuación, a fin de generar parámetros y modelos de in-
vestigación específicos. También, como parte de un debido
proceso, se contempla brindar asistencia a las víctimas con
traductor o interprete, de acuerdo a sus circunstancias per-
sonales, a fin de garantizar la debida aplicación de la san-
ción de las conductas discriminatorias, por lo que la inicia-
tiva de mérito propone:
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3. Sobre la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Dis-
criminación, se incorporan las prácticas o conductas que se
consideran discriminatorias, ampliando el catálogo, a fin de
armonizar la ley secundaria con el texto constitucional, así
como la plena vigencia de los tratados internacionales. Se
definen con mayor precisión las medidas positivas y com-
pensatorias temporales, a efecto de evitar lagunas legales.
Se propone la ampliación del objeto del Conapred, para que
en coordinación con el Instituto Nacional de Estadística,
Geografía e Informática, a fin de que los sistemas de infor-
mación oficial que son utilizados a su vez para regir el per-
fil de las políticas públicas, cuenten con elementos fidedig-
nos y objetivos en la toma de decisiones. En cuanto a la
estructura institucional, se amplían las atribuciones del
Consejo; se incorporan representantes de las Secretarías de
Desarrollo Social y de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les y se amplían a siete los integrantes designados por la
Asamblea Consultiva a la Junta de Gobierno; así mismo
propone que la designación del titular de la presidencia del
organismo sea nombrado por la Cámara de Diputados, a tra-
vés de una convocatoria abierta y mediante un procedi-
miento específico, para quedar en los siguientes términos:
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4. En lo que se refiere a la Ley de Premios Estímulos y
Recompensas Civiles, se instaura el Premio Nacional Con-
tra la Discriminación “Gilberto Rincón Gallardo”, así como
las categorías en que será entregado y la integración del

Consejo de Premiación, que busca el reconocimiento del
trabajo de personas y organizaciones para la no discrimina-
ción, como ejemplo de desempeño ético que coadyuve en la
formación cívica. Para ello se propone:
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5. Por lo que respecta a la Ley del Sistema Nacional de In-
formación Estadística y Geográfica, la iniciativa de méri-
to propone la implementación de los criterios propuestos
por la Conapred, en congruencia con la reforma propuesta a
dicha Ley, para quedar:
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6. Por último el documento en estudio propone en cuanto a
la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, para ho-
mologar su texto con el procedimiento de elección de la o el
titular del Conapred, contenido en las reformas y adiciones
a la Ley Federal en materia de discriminación, la cual con-
sidera:

Consideraciones

El pleno de esta Comisión comparte con las proponentes
que el derecho a la igualdad y no discriminación es el dere-
cho a tener derechos. Debiendo considerarse como un de-
recho estratégico para abrirle paso a un Estado democráti-
co que admite su responsabilidad igualatoria y garantista.

La iniciativa considera una reforma integral en materia de
discriminación que contempla dos componentes fundamen-
tales: la visión de largo plazo y el interés general, esto im-
plica la manera en que las instituciones garantizan el ejerci-
cio de los derechos reconocidos en nuestra Constitución.

Para esta Comisión es importante recordar la reciente refor-
ma constitucional en materia de derechos humanos que re-
presenta un cambio fundamental, una nueva mirada para
analizar e interpretar no sólo la propia Carta Magna, sino
cada uno de los elementos que componen nuestra ingeniería
jurídica y que aún con los avances del proceso legislativo en
marcha, es imperioso modernizar instituciones, revisar fa-
cultades, definir atribuciones y responsabilidades claras, lí-
mites al accionar, posibilidades de articulación, cooperación
y coordinación operables efectivamente en la realidad.
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Las y los integrantes de esta Comisión estamos conscientes
de que  la reforma legislativa no será suficiente, requerimos
un actuar ético, maneras diferentes de interacción entre ins-
tituciones y personas, desempeños conscientes para evitar
malas prácticas, modificando sus incentivos; políticas pú-
blicas integrales, efectivas y medibles en sus impactos. Y
sometidas a procesos de transparencia y rendición de cuen-
tas pública e institucional. Poe ello, nos parece de suma im-
portancia que en esta iniciativa se contemplen reconoci-
mientos a la ejemplaridad y además, busque medidas
alternativas de justicia como el trabajo comunitario que,
aunque considerado en nuestras normas, debe encontrar
cauces para hacerse eficaz y sentar precedentes que permi-
tan tomar conciencia y acciones sobre esta problemática.

La primacía de los derechos humanos es la máxima aspira-
ción ética de la democracia, la seguridad y la justica su ga-
rantía, su finalidad es el pleno desarrollo de las personas,
siendo esta la premisa de un Estado Social y Democrático,
cuya obligación de las instituciones que lo conforman es en-
caminarse a este fin, por lo que es nuestro parecer que no
basta reconocer los derechos humanos en el texto constitu-
cional, sino que resulta indispensable establecer su protec-
ción en los diversos ordenamientos jurídicos, para evitar
que queden impunes determinadas conductas que trastocan
gravemente el tejido social y que están presentes en todos
los ámbitos de la vida pública y privada.

También considera que los instrumentos legales deben sus-
tentarse en los principios generales de los acuerdos, tratados
y protocolos internacionales en la materia y ser parte cons-
titutiva de una visión y compromiso de Estado para su cum-
plimiento entre los sectores público, social y privado, en el
que se transversalice el fomento de una cultura de respon-
sabilidad, personal y colectiva sobre el respeto a los dere-
chos humanos.

Es necesario recalcar que los instrumentos internacionales
de los que México es parte consideran las obligaciones de
los Estados parte para hacer efectivo su contenido, por
ejemplo la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos, señala:

Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho In-
terno 

Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en
el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones
legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se com-
prometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos cons-

titucionales y a las disposiciones de esta Convención, las
medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesa-
rias para hacer efectivos tales derechos y libertades. (Lo
cual implica que las medidas de derecho interno han de ser
efectivas, principio de effet utile)

Artículo 28. Cláusula Federal 

1. Cuando se trate de un Estado parte constituido como
Estado Federal, el gobierno nacional de dicho Estado
parte cumplirá todas las disposiciones de la presente
Convención relacionadas con las materias sobre las que
ejerce jurisdicción legislativa y judicial. 

2. Con respecto a las disposiciones relativas a las mate-
rias que corresponden a la jurisdicción de las entidades
componentes de la federación, el gobierno nacional debe
tomar de inmediato las medidas pertinentes, conforme a
su constitución y sus leyes, a fin de que las autoridades
competentes de dichas entidades puedan adoptar las dis-
posiciones del caso para el cumplimiento de esta Con-
vención.

Lo que nos lleva a asumir nuestro compromiso legislativo
para abonar y acordar normas que doten al Estado de las he-
rramientas necesarias para cumplir con dichos objetivos.

La iniciativa en estudio comprende un análisis de los ins-
trumentos internacionales como:

• Declaración Universal de los Derechos Humanos

• Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

• Convención Internacional sobre todas las formas de
Discriminación Racial

• Convenio 111 sobre Discriminación de la Organización
Internacional del Trabajo (OIT)

• Convención sobre la Eliminación de todas las Formas
de Discriminación contra la Mujer

• Convención sobre los Derechos del Niño

• Convenio OIT 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales

• Convención sobre los Derechos de las Personas con
Discapacidad
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• Declaración y Programa de Acción de Durban

• Principios de Yogyakarta sobre la Aplicación de la Le-
gislación Internacional de Derechos Humanos en Rela-
ción con la Orientación Sexual y la Identidad de Género.

• Resolución de la Asamblea General de la ONU: Dere-
chos Humanos, Orientación Sexual e Identidad de Géne-
ro

• Convención Americana sobre Derechos Humanos

• Protocolo adicional a la Convención Americana sobre
Derechos Humanos en materia de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”

• Convención Interamericana para la Eliminación de To-
das las Formas de Discriminación contra las personas
con Discapacidad

• Principios y buenas prácticas sobre la protección de las
personas Privadas de Libertad en las Américas

• Resolución de la Asamblea General de la OEA: De-
rechos Humanos, Orientación Sexual e Identidad de
Género

Por lo que respecta a la reforma a la fracción V del artículo
52 del Código Penal Federal se observa que existe una re-
petición con distinta redacción por lo se propone que el de-
creto se integre con el siguiente texto:

V.- La edad, la educación, la ilustración, las costumbres,
las condiciones sociales y económicas del sujeto, así co-
mo los motivos que lo impulsaron o determinaron a de-
linquir. Cuando el procesado perteneciere a algún pueblo
o comunidad indígena, se tomarán en cuenta, además,
sus usos y costumbres, siempre y cuando no se violen
derechos humanos, ni se atente contra la dignidad de
las personas;

En cuanto a la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Dis-
criminación se observa que en su artículo 4 se incorporan
los conceptos de talla, acondroplasia y gigantismo. A este
respecto se propone, a fin de dar cabal sentido a la norma y
en virtud de que la palabra “talla” contempla ambas carac-
terísticas, el siguiente texto:

Artículo 4. Para los efectos de esta Ley se entenderá por
discriminación toda distinción, exclusión o restricción que,

basada en el origen o pertenencia étnica o nacional, raza,
color de piel, lengua, género, sexo, preferencia sexual,
edad, estado civil, origen o condición social o económica,
condición de salud, embarazo, identidad genérica, opinio-
nes, religión, discapacidad, talla, apariencia, o cualquier
otra que tenga por objeto o por resultado atentar contra
la dignidad humana, denostar a una o más personas, im-
pedir, obstaculizar o anular el reconocimiento o ejercicio
de los derechos y la igualdad real de oportunidades de las
personas o el menoscabo de la igualdad ante la ley o de la
igual protección por parte de la ley.

Por lo anteriormente expuesto, esta Comisión de Derechos
Humanos emite la siguiente:

Opinión

Primero. La Comisión de Derechos Humanos emite opi-
nión positiva a la iniciativa con proyecto de decreto por la
que se reforman y adicionan diversas disposiciones del Có-
digo Penal federal, del Código Federal de Procedimientos
Penales, de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Dis-
criminación, de la Ley de Premios Estímulos y Recompen-
sas Civiles, de la Ley del Sistema Nacional de Información
Estadística y Geográfica y de la Ley Federal de las Entida-
des Paraestatales, presentada por las diputadas Enoé Mar-
garita Uranga Muñoz, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática, Beatriz Elena
Paredes Rangel y Yolanda de la Torre Valdez del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Segundo. Túrnese a la Comisión de Justicia.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a dieciocho de abril de 2012.

La Comisión de Derechos Humanos, diputados: Manuel Cadena
Morales (rúbrica), presidente; Sabino Bautista Concepción (rúbrica),
Jaime Flores Castañeda (rúbrica), Diva Hadamira Gastélum Bajo (rú-
brica), Clara Gómez Caro (rúbrica), Rosa Adriana Díaz Lizama, Rosi
Orozco (rúbrica), Enoé Margarita Uranga Muñoz (rúbrica), secretarios;
Velia Idalia Aguilar Armendáriz (rúbrica), María del Rosario Brindis
Álvarez, Yulenny Guylaine Cortés León (rúbrica), Sami David David
(rúbrica), Margarita Gallegos Soto (rúbrica), Celia García Ayala (rúbri-
ca), Lizbeth García Coronado, María del Carmen Guzmán Lozano (rú-
brica), Juan Pablo Jiménez Concha (rúbrica), Yolanda del Carmen Mon-
talvo López, Aránzazu Quintana Padilla, Teresa Guadalupe Reyes
Sahagún (rúbrica), Florentina Rosario Morales, Jaime Sánchez Vélez,
María Sandra Ugalde Basaldúa (rúbrica), Guadalupe Valenzuela Cabra-
les (rúbrica), J. Eduardo Yáñez Montaño (rúbrica).»
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El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.
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